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IX

Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 
Consejo de la Judicatura Federal;

Ministras y Ministros de este Alto Tribunal;

Consejeras y Consejeros de la Judicatura Federal;

Señoras y Señores:

Como es de su conocimiento, durante la primera sesión celebrada este año por 
la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, la conforma­
ción en ese entonces –que incluía a la Ministra en retiro Margarita Beatriz Luna 
Ramos– me honró al elegirme como Presidente. Con ello, mis colegas depo­
sitaron su confianza en mí para desempeñar tan alta encomienda. Como tam­
bién ustedes saben, en el mes de marzo de este mismo año se incorporó una 
nueva integrante, la Ministra Yasmín Esquivel Mossa.

Subrayo que esta función privilegiada y de alta responsabilidad ha sido 
un espacio inmejorable para coordinar los trabajos de uno de los órganos de 
esta Suprema Corte. En ella, he tratado de seguir trabajando por la toma de deci­
siones colegiada, donde la diversidad de nuestras opiniones, interpretaciones 
y criterios debe decantar en una resolución colectiva del órgano jurisdiccional. 

Así pues, rindo este informe de labores no a título personal, sino en 
nombre de los integrantes de la Segunda Sala, cuyo apoyo, respaldo, conse­
jos, pero sobre todo, confianza, hizo posible emprender diversas acciones 
que nos permitieron alcanzar los resultados que a continuación informo.
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DATOS ESTADÍSTICOS Y ACCIONES EMPRENDIDAS

En el periodo que se informa, se emprendieron diversas acciones para continuar 
no sólo la tendencia hacia la disminución del número de asuntos pendientes 
de resolución que en los últimos años ha sostenido la Segunda Sala, sino tam­
bién para disminuir los "tiempos" en la tramitación de los expedientes, con la 
finalidad de turnarlos a la brevedad posible a las ponencias para la elabora­
ción de los proyectos de sentencia.

Entre las acciones más destacadas se encuentra la creación de dos 
"tipos" de sesión: por un lado, las sesiones ordinarias y, por el otro, las sesio­
nes de ponencia conjunta. Me explico.

Durante los últimos años, se había venido incrementando la interpo­
sición de los recursos de revisión en amparo directo y el de los recursos de 
reclamación, sumados a la gran cantidad de conflictos competenciales que 
centran su punto esencial en decidir qué tribunal colegiado de circuito es legal­
mente competente para conocer de un tipo de asunto determinado.

Con respecto a los recursos de revisión en amparo directo –que cons­
tituye un medio excepcional de defensa en el juicio y cuya procedencia está 
condicionada constitucionalmente a la satisfacción de algunos requisitos–, 
se advirtió que un alto porcentaje se desechaba por no reunir las condicio­
nes o características de procedencia exigidas no sólo por la ley, sino por la 
Constitución.

El incremento en este tipo de asuntos –que, por supuesto, exigen un 
análisis de las constancias que obran en el expediente– impactó en las sesio­
nes que ordinariamente lleva a cabo la Segunda Sala, impidiendo centrar 
los debates en asuntos de relevancia y trascendencia para el orden jurí­
dico nacional.

Lo anterior, sin duda, demerita los esfuerzos del poder reformador de la 
Constitución por consolidar a esta Suprema Corte de Justicia de la Nación como 
un verdadero Tribunal Constitucional, como se advierte de la evolución nor­
mativa de la regulación constitucional sobre la naturaleza, funciones y atri­
buciones de este Alto Tribunal a través de las reformas a los artículos 94 y 107 
constitucionales.

Por tal motivo, se decidió llevar a cabo, mensualmente, una sesión de 
ponencia conjunta en que se analizan, únicamente, los amparos directos en 
revisión que no reúnan los requisitos constitucionales de procedencia, recursos 
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de reclamación y conflictos competenciales, mientras que en el resto de las se­
siones ordinarias se analizan y discuten con gran detalle el resto de los asun­
tos de fondo que competen constitucionalmente a la Sala.

Esta acción logró que, durante las sesiones ordinarias, la discusión se 
pueda centrar en los asuntos con verdadera relevancia y trascendencia para 
el orden jurídico nacional; a la par que se disminuyó el número de asuntos 
pendientes de resolución al cierre estadístico de este año, como a continua­
ción informo.

Ingresaron a la Segunda Sala 3,172 asuntos que, sumados a los 594 
en existencia en el periodo inmediato anterior, generaron un total de 3,766 
expedientes.

En el periodo que se informa, egresaron 3,447 asuntos, lo que representa 
el 91.52% del total con el que se contaba a inicios de año, quedando pendientes 
de resolución 319 expedientes, es decir, un saldo 46% menor que el existente 
al cierre del año anterior. De tales asuntos, 1,295 fueron fallados en sesiones 
ordinarias y 1,965 en sesiones de ponencia conjunta; además, un total de 12 
asuntos fueron remitidos al Tribunal Pleno o a la Primera Sala para su resolu­
ción, y 175 causaron baja por acuerdo de Presidencia.

Sin duda alguna, la decisión de distinguir entre los dos tipos de sesio­
nes antes mencionados permitió que los integrantes de la Segunda Sala cum­
pliéramos con los objetivos que nos propusimos: El primero, terminar con 
menos asuntos en trámite y pendientes de sentencia respecto del número 
con que iniciamos el periodo. El segundo, y no por ello menos importante, 
centrar nuestros debates de cada miércoles en asuntos que verdaderamen­
te impactarán y crearán criterios de relevancia para nuestro sistema jurídico.

Quiero destacar también que en este año se implementaron diversas 
acciones en la Secretaría de Acuerdos de la Segunda Sala que coadyuvaron 
a arrojar los resultados positivos a que ya hice referencia y que se tradujeron en 
una notable disminución en la cantidad de acuerdos emitidos durante el pe­
riodo que se informa, pues durante este año la Presidencia de la Segunda Sala 
dictó solamente 6,893 acuerdos, correspondientes a un 47.61% menos en 
comparación con los acuerdos emitidos en el periodo inmediato anterior. Con 
esto, no sólo se fortalece la cultura del ahorro así como del reciclaje de papel, 
sino que adicionalmente se focalizan nuestros recursos materiales y huma­
nos en actividades de mayor impacto para la impartición de justicia. Estas 
medidas se corresponden con el compromiso y la necesidad de evitar trámites 
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innecesarios –e incluso, me atrevo a afirmar, engorrosos– que únicamente 
dilatan, si no es que complican, la debida integración de un expediente.

Me gustaría, además, mencionar diversas acciones que inciden en la 
delicada y sensible labor de impartir justicia que fueron tomadas durante este 
año por la Segunda Sala:

1.	 Creación de grupos de trabajo. Una cantidad importante de juicios de 
amparo se encuentran vinculados por actos de la misma naturaleza y agra­
vios coincidentes. Sin embargo, debido a las reglas de turno, estos asun­
tos se asignan entre las distintas ponencias de la Sala. En aras de alcanzar 
una mayor eficiencia en el trabajo y de elevar el nivel de las resoluciones, 
se instruyó a los Secretarios de Estudio y Cuenta que, en estos casos exista 
una colaboración estrecha para que se elabore un "proyecto tipo" y, con 
ello, se eviten proyectos de sentencia que, aunque terminan coincidiendo 
en los resolutivos, abordan el tema sujeto a debate con metodologías y 
consideraciones distintas. Se trata, en la medida de lo posible, de evitar 
votos concurrentes.

2.	 Emisión del Acuerdo General 1/2019 de la Segunda Sala. Conscien­
tes también de la obligación de hacer cambios que permitan a las personas 
tener acceso a la información para conocer sus derechos y cómo cam­
bian éstos con las sentencias que hace la Suprema Corte y, a efecto de 
que las personas puedan tener mayores herramientas para defender sus 
derechos en el sistema de justicia, se decidió que, en los casos en los que 
se involucren niñas, niños y adolescentes, personas con discapacidad, 
personas migrantes y sujetas a protección internacional, comunidades y 
pueblos indígenas, y en todos aquellos casos en que los Ministros de la 
Segunda Sala consideren que la o las personas involucradas tienen carac­
terísticas y condiciones sociales específicas o que se trate de casos de 
especial relevancia para nuestro orden jurídico, se emitirá, además de la 
sentencia tradicional, una de lectura accesible y sencilla que será difun­
dida en los medios y formatos particulares, adecuados y accesibles, que 
requiera la persona o grupo de personas del caso que corresponda.

3.	 Emisión del Acuerdo General 2/2019 de la Segunda Sala. A fin de 
garantizar el derecho de acceso a una justicia pronta y expedita, tratándose 
de conflictos competenciales, la Sala facultó al Presidente a que, en 
casos excepcionales y donde ya haya criterios previamente definidos por 
la misma Sala, desde los acuerdos de radicación y/o avocamiento, estos 
asuntos sean remitidos de manera inmediata al tribunal colegiado de cir­
cuito que corresponda. También se acordó que todos los recursos de 
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reclamación que deban desecharse por ser notoriamente extemporáneos, 
sean resueltos en sesión privada de la Segunda Sala, haciendo constar 
esta circunstancia en el acta respectiva, siendo el acuerdo de Presidencia 
el medio por el que se comunicará la decisión adoptada en forma cole­
giada. En ambos casos, se evita que las ponencias elaboren sentencias 
en un formato tradicional que supone esfuerzos innecesarios y retrasa la 
toma de decisiones.

4.	 Comunicación Segunda Sala y órganos jurisdiccionales. Como un 
medio para mantener contacto directo con los juzgados de distrito y tri­
bunales colegiados de circuito especializados en materias administra­
tiva y de trabajo, esta Segunda Sala acaba de poner a su disposición una 
dirección de correo electrónico que permita agilizar la comunicación y el 
intercambio de necesidades, problemáticas y experiencias de carácter 
estrictamente jurisdiccional entre aquéllos y esta Sala.

5.	 Difusión de casos relevantes. Las sentencias de este Alto Tribunal cons­
tituyen el medio de comunicación más importante entre la Suprema Corte 
y las partes en los juicios. Sin embargo, es una realidad que los tecnicis­
mos utilizados en ellas, así como la dificultad para localizar las resolucio­
nes a partir de búsquedas temáticas o por partes, obstaculizan o dificultan 
que los ciudadanos puedan acceder a los criterios más relevantes e icó­
nicos de la Segunda Sala. Por ello, en este año se creó un vínculo en el 
portal de internet de la Sala que permite acceder a diversas síntesis es­
quemáticas de los asuntos más destacados. Estas síntesis concentran de 
manera sencilla y clara las consideraciones esenciales de las decisiones 
adoptadas en los asuntos.

6.	 Difusión de sentencias accesibles y sencillas. Las sentencias consti­
tuyen un punto clave en la legitimidad y rendición de cuentas de los órga­
nos jurisdiccionales y, por ello, es necesario que la sociedad en general, a 
la que se dirigen, pueda acceder a ellas con facilidad y prontitud. Por ese 
motivo, además de los sistemas de consulta institucionales, se decidió 
crear en el portal de internet de la Segunda Sala un vínculo que permite 
conocer directamente las sentencias en formatos accesibles y con un len­
guaje sencillo. De ellas, destacan algunas en formato de audio e, incluso, 
la traducción de la resolución a una lengua indígena.

Éstas son tan sólo algunas de las acciones más relevantes que se 
adoptaron en este periodo que reflejan la preocupación de los Ministros inte­
grantes de la Segunda Sala por cumplir con nuestro deber constitucional.
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ASUNTOS RELEVANTES

No obstante, más allá de los aspectos meramente estadísticos y numéricos, 
es necesario hacer referencia a algunos de los precedentes más relevantes 
fallados durante este año por la Segunda Sala, mismos que son reflejo del 
estudio y análisis de cada uno de los expedientes sometidos a nuestra consi­
deración y resultado del esfuerzo y trabajo de nuestros colaboradores, quienes 
apoyan en la búsqueda de las mejores soluciones jurídicas y sociales, dada la 
complejidad de los casos que se someten a nuestro conocimiento.

1.	 Amparo en revisión 750/2018. La Segunda Sala reconoció el derecho 
que tienen las parejas del mismo sexo que vivieron en concubinato para 
acceder a una pensión por viudez.

2.	 Amparo en revisión 251/2016. En este asunto, la Sala determinó que el 
Instituto Nacional de Psiquiatría indebidamente negó el suministro de 
medicamentos a un paciente bajo el argumento de que "no estaba hospi­
talizado". La Sala concluyó que esa decisión violó la protección reforzada 
del derecho a la salud de la que gozan las personas con discapacidad 
psicosocial. Además, puntualizó que, conforme a los estándares interna­
cionales, para garantizar el derecho integral a la salud, la protección de la 
salud mental es igual de importante que la salud física. 

3.	 Contradicción de tesis 212/2019. La Sala consideró que se debe inter­
pretar de manera estricta el supuesto contenido en la Constitución Federal 
relativo a que son mexicanos por nacimiento los que nazcan en el extran­
jero, y sean hijos de padre o madre mexicanos nacidos en territorio nacio­
nal, es decir, que dicha hipótesis sólo se refiere a la primera generación, sin 
que pueda extenderse a otros sujetos que no están expresamente con­
templados por la Constitución.

4.	 Amparo en revisión 688/2018. En esta sentencia, la Segunda Sala resol­
vió confirmar las medidas impuestas a las quejosas como parte del agente 
económico preponderante del sector de la radiodifusión. La Sala conclu­
yó que fue proporcionada y razonable la medición hecha por el Instituto 
Federal de Telecomunicaciones para determinar que el grupo de las que­
josas tenía más de 50% de la audiencia nacional de televisión radiodifun­
dida. En esta sentencia también se desarrolla la jurisprudencia del Pleno 
sobre las facultades regulatorias del IFT, aplicándola al estándar de revisión 
jurisdiccional de los fundamentos técnicos de la actuación del mismo 
Instituto.
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5.	 Amparo en revisión 57/2019. La Segunda Sala consideró que la Secre­
taría de Salud incumplió su deber de armonizar los reglamentos y normati­
vidad sobre el uso terapéutico de la marihuana y sus derivados, lo cual 
afectó directamente la salud de un menor de edad, quien requiere una 
preparación medicinal que contiene un derivado de la cannabis llamado 
THC. Por tal motivo, la Sala obligó a la Secretaría de Salud a emitir la regla­
mentación respectiva y, además, reconoció el derecho del menor a recibir 
un tratamiento médico integral.

6.	 Amparo en revisión 1005/2018. Al resolver este asunto, la Sala ordenó a 
un servidor público retirar el bloqueo que había impuesto a un periodista 
en la red social denominada Twitter. La Sala consideró que al utilizar sus 
cuentas personales en redes sociales para compartir información sobre 
su función pública, el servidor coloca a sus cuentas en una posición de 
mayor escrutinio público y, por ende, su derecho a la privacidad tiene una 
protección menor. En este sentido, un bloqueo en redes debe estar debi­
damente razonado, lo que en el caso citado no aconteció.

7.	 Contradicción de tesis 128/2019. La Sala consideró que el trato diferen­
ciado que las leyes burocráticas dan a hombres y a mujeres trabajadoras 
–relativo a la cantidad de años de servicio que se exige a unos y a otras 
para acceder al máximo de una pensión por retiro– constituye una distin­
ción constitucionalmente válida, puesto que, en la mayoría de los casos, la 
vida laboral activa de la mujer suele implicar la coexistencia con la mater­
nidad y la subsecuente crianza de los hijos, lo cual trae como consecuen­
cia una mayor ocupación, así como desgaste físico y mental durante el 
desarrollo de las actividades laborales.

8.	 Contradicción de tesis 318/2019. La Sala reconoció que juzgar con pers­
pectiva de género implica reconocer la realidad sociocultural en que se 
desenvuelve una mujer. Por eso, concluyó que en los casos en que exista 
la renuncia de una mujer embarazada, es la parte patronal quien debe acre­
ditar que la renuncia fue libre y espontánea, pues no es verosímil que una 
mujer embarazada prescinda voluntariamente de su empleo cuando tiene 
la necesidad de acceder a la atención médica y, además, debe cubrir 
los gastos de alumbramiento, máxime que existe una práctica común por 
parte de los empleadores de ejercer actos de coacción con motivo del 
embarazo.

9.	 Amparos en revisión 353/2019, 399/2019, 437/2019 y 529/2019. La Segun­
da Sala analizó los casos de cuatro personas provenientes de Venezuela y 
consideró que, debido a su situación de vulnerabilidad e incluso su posible 
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estado de persecución, la autoridad migratoria mexicana no les puede 
exigir acreditar de manera pormenorizada el motivo por el cual no presen­
taron la solicitud de reconocimiento de su condición de refugiados en el 
plazo legal.

10.	 Amparo en revisión 272/2019. Este asunto fue de enorme trascenden­
cia. La Segunda Sala advirtió un caso de triple discriminación, en el que 
la quejosa era: una mujer menor de edad, perteneciente a una comunidad 
indígena y, además, con una discapacidad, a quien, por esas condicio­
nes, las autoridades educativas le negaron el acceso a una educación 
inclusiva, exigiendo a sus padres que la llevaran a una escuela especial. 
Al conceder este amparo, no sólo se reconoció el derecho de la niña a ser 
inscrita en la escuela primaria de su comunidad, sino que además se 
vinculó a las autoridades educativas a elaborar un análisis para determi­
nar las prioridades en la educación y las necesidades específicas de la 
niña, así como las barreras tanto del aprendizaje como del entorno. Todas 
estas obligaciones se encuentran previstas en la ley, sin embargo, frecuen­
temente son incumplidas por las autoridades. 

11.	 Amparo en revisión 258/2019. En esta sentencia se concluyó que en los 
casos en que la ley que rija los procedimientos de juicio político establezca 
determinadas reglas y plazos, así como el cumplimiento de requisitos esen­
ciales para que la legislatura decida lo conducente, es procedente el juicio 
de amparo contra normas del procedimiento y/o actos intraprocesales den­
tro de ese procedimiento de juicio político.

12.	 Amparo directo 43/2018. La Sala determinó que es discriminatorio que 
el Instituto Mexicano del Seguro Social establezca la aplicación de exáme­
nes de VIH/SIDA como requisito para la contratación del personal médico.

13.	 Amparo en revisión 467/2017. Al resolver este asunto, la Sala reconoció 
que los titulares de datos personales en posesión de instituciones de 
crédito tienen el derecho a que estas instituciones –en su calidad de depo­
sitarias de la información financiera y de los datos personales de sus 
cuentahabientes– estén obligadas a obtener el consentimiento expreso 
del titular de los datos antes de entregar la información solicitada por 
una autoridad reguladora con motivo de una consulta de acceso a la 
información.

Finalmente, informo también que como resultado de la emisión de las 
sentencias de la Segunda Sala, en el periodo que se reporta se emitieron 76 
tesis aisladas y 170 tesis de jurisprudencia.
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COMENTARIOS FINALES Y REFLEXIONES

Comencé mi informe señalando el gran privilegio y responsabilidad que signi­
fican presidir un órgano colegiado como la Segunda Sala. Mis colegas que han 
pasado por este encargo saben del reto que representa coordinar los trabajos 
de la Sala para que el talento y trabajo de sus miembros y de sus respectivos 
equipos enriquezcan las resoluciones colegiadas.

Por un lado, es muy conveniente que las reflexiones de la Ministra y los 
Ministros que conformamos la Sala puedan, en la medida de lo posible, coin­
cidir y tener su lugar en las decisiones colegiadas que se toman. Sin embar­
go, cuando ello no sucede dadas las naturales diferencias de criterio entre 
nosotros, es necesario que las discusiones se circunscriban a un ámbito de 
amigable disenso. Como se desprende de este informe, otro principio que ha 
guiado los trabajos de la Sala durante este año ha sido la búsqueda de la mayor 
eficiencia y efectividad de los procesos que conducen a la decisión conjunta.

Los órganos del Poder Judicial de la Federación, constitucionalmente 
facultados para la delicada y sensible tarea de impartir justicia, somos tam­
bién agentes de cambio. A través de las herramientas otorgadas por la Cons­
titución y las leyes, podemos lograr que las instituciones que forman parte de 
un régimen democrático en construcción faciliten respuestas no sólo a los pro­
blemas que enfrenta cada ciudadano, sino la vida social en su conjunto.

Uno de los retos centrales que derivan de las reformas constituciona­
les de 2011 y 2013, así como de la nueva Ley de Amparo, es la reconfiguración 
del juicio de amparo para permitir que en este procedimiento se diriman pro­
blemas sociales que aun cuando afectaban derechos humanos de las perso­
nas, antes no encontraban asidero en dicho juicio.

La Segunda Sala ha enfrentado con responsabilidad ese reto. En el 
campo de los derechos ecológicos, económicos y sociales, la jurisprudencia 
que se ha emitido en estos años se ha encaminado a minar las diferencias que 
antes impedían su plena justiciabilidad. Destacablemente, durante este año 
se emitieron criterios en materia del derecho a la salud, al medio ambiente y 
a la educación, mismos que dan cuenta de su exigibilidad. 

Es en este marco que los integrantes de la Segunda Sala hemos asu­
mido el compromiso de continuar haciendo frente a las complejidades deri­
vadas del propio sistema jurídico nacional y de la cada vez más cambiante 
realidad social inmersa en un México de matices, de culturas, de tradiciones 
y de riqueza por su diversidad cultural, social, histórica y política.



XVIII SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Sin duda alguna, la Segunda Sala seguirá emprendiendo las accio­
nes que resulten más idóneas para cumplir esos fines. Es compromiso de la 
Ministra y los Ministros que integramos la Sala continuar trabajando para 
disminuir el rezago de nuestro índice pero, sobre todo, para fortalecer la legi­
timidad de nuestra función a través de la calidad y la pertinencia de nuestras 
resoluciones.

Antes de finalizar, quiero agradecer a mis compañeros de integración 
por su apoyo en la conducción de esta Presidencia y, principalmente, por la 
confianza que depositaron en mí. Además, no quiero pasar por alto el esfuerzo 
de nuestros colegas y colaboradores, tanto del personal que integra nuestras 
ponencias, como del que labora en la Secretaría de Acuerdos de la Segunda 
Sala.

Los datos que en este informe he comunicado son resultado del esfuer­
zo compartido, de horas de trabajo y de muchos y muy variados e intensos 
debates dirigidos a construir los criterios jurídicos a que he hecho referencia. 
Todos compartimos el compromiso de fortalecer la institución y el amor por 
nuestra patria.

Muchas gracias.
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PRIMA QUINQUENAL. LOS TRABAJADORES QUE SE RIGEN POR 
LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE 
CHIAPAS NO TIENEN DERECHO A SU PAGO, AL NO SER APLICABLE 
SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 34 DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. Conforme al artículo 116, 
fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las 
relaciones de trabajo entre los Estados y sus trabajadores se rigen por las leyes 
que expidan las Legislaturas Locales sujetas a lo dispuesto por el artículo 123 
constitucional, sin que exista la obligación de los Congresos Locales de repro­
ducir el contenido íntegro de las leyes reglamentarias de cada apartado de 
este último precepto, porque tienen libertad de configuración legislativa en lo 
que no contravenga las disposiciones constitucionales. Así, la ausencia de pre­
visión del pago de la prima quinquenal o quinquenio como una prestación 
legal en favor de los trabajadores que se rigen por la Ley del Servicio Civil del 
Estado y los Municipios de Chiapas debe entenderse, justamente, dentro de esa 
libertad de configuración del legislador local que optó por no otorgarla, sin que 
proceda la aplicación supletoria del artículo 34, párrafo segundo, de la Ley Fede­
ral de los Trabajadores al Servicio del Estado, ya que si bien el artículo noveno 
transitorio de la ley burocrática local prevé la posibilidad de acudir a la legis­
lación federal para los casos no establecidos en aquélla, lo cierto es que la 
ausencia de previsión del derecho al pago de la prima quinquenal no puede 
considerarse una regulación deficiente ni hace necesaria la aplicación de una 
norma que la complemente, pues no se trata de una prerrogativa mínima cons­
titucional, además de que esa aplicación resultaría incongruente con el conte­
nido de la Ley del Servicio Civil del Estado y los Municipios de Chiapas que, se 
insiste, no otorga el derecho al pago de la prima quinquenal.

2a./J. 125/2018 (10a.)

TESIS DE JURISPRUDENCIA POR 
CONTRADICCIÓN DE TESIS
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Contradicción de tesis 219/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa, y el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito actual Primer Tribu­
nal Colegiado en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito. 7 de noviembre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponen­
te: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis contendientes:

Tesis XX.2o. J/4 (10a.), de título y subtítulo: "PRIMA QUINQUENAL. LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE CHIAPAS TIENEN DERECHO A 
ELLA (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 34, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY 
FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO).", aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 4 de septiembre de 2015 a las 10:15 horas, y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo III, sep­
tiembre de 2015, página 1793, y

Tesis (V Región)1o.1 L (10a.), de título y subtítulo: "PRIMA QUINQUENAL. AL NO ESTAR 
PREVISTA DICHA PRERROGATIVA EN LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO Y 
LOS MUNICIPIOS DE CHIAPAS, LOS TRABAJADORES BURÓCRATAS NO TIENEN 
DERECHO A ELLA, SIN QUE SE TRATE DE UNA OMISIÓN O VACÍO LEGISLATIVO 
QUE HAGA APLICABLE SUPLETORIAMENTE EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCU­
LO 34 DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 25 de mayo de 2018 a las 10:30 horas, y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 2018, 
página 2739.

Tesis de jurisprudencia 125/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de enero de 2019 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de enero de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VALOR AGREGADO. PARA GARANTIZAR EL RESPETO A LOS DERE­
CHOS DE CERTEZA Y SEGURIDAD JURÍDICA, CUANDO LA AUTO­
RIDAD FISCAL ESTIME INCUMPLIDA LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN 
LA FRACCIÓN VIII DEL ARTÍCULO 32 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, ES INNECESARIO QUE CITE LOS PÁRRAFOS SUBSE­
CUENTES. Del precepto mencionado se advierte que es una norma dividida 
en cuatro párrafos y ocho fracciones; el párrafo primero señala que los suje­
tos obligados al pago del impuesto al valor agregado y quienes realicen los 
actos o actividades a que se refiere el artículo 2o.-A de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado cuentan con diversas obligaciones, mientras que los últimos tres 
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párrafos aclaran quién es responsable de cumplir esas obligaciones cuando 
exista una agrupación de personas. En cambio, las fracciones I a VIII enume­
ran determinadas obligaciones en específico a cargo de esos sujetos y que, 
además, son adicionales al resto de las contenidas en el ordenamiento alu­
dido. En consecuencia, para garantizar el respeto a los derechos de certeza y 
seguridad jurídica, cuando la autoridad fiscal estime incumplida la obligación 
prevista en la fracción VIII del artículo 32 de la Ley del Impuesto al Valor Agre­
gado, es innecesario que también cite los párrafos subsecuentes.

2a./J. 127/2018 (10a.)

Contradicción de tesis 101/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito, ambos en Mate­
ria Administrativa. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 593/2017, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver el amparo 
directo 357/2012.

Tesis de jurisprudencia 127/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de enero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DESPIDO INJUSTIFICADO. CUANDO SE TENGA AL PATRÓN POR 
CONTESTADA LA DEMANDA EN SENTIDO AFIRMATIVO, SIN PRUEBA 
EN CONTRARIO, LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE DEBE 
CONSIDERARLO CIERTO. La sanción procesal prevista en el artículo 879, 
último párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, consistente en tener por contes­
tada la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario, permite dar 
certeza jurídica a las partes sobre lo que implica incumplir con la obligación 
procesal de comparecer a la audiencia de ley, a pesar de encontrarse en la 
oportunidad de hacerlo. Esa determinación no impide al demandado destruir 
la presunción generada, derivada de su omisión de comparecer a la audiencia 
de ley, pues conforme al precepto legal mencionado puede ofrecer aquellas 
pruebas que demuestren que: a) el actor no era trabajador; b) no existió el des­
pido; o c) no son ciertos los hechos de la demanda. Si no se ofrecen pruebas o 
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las propuestas carecen de eficacia probatoria, al emitir el fallo, la autori­
dad laboral tendrá por ciertos los hechos de la demanda, entre otros, el despido 
injustificado afirmado por el trabajador. Presunción que es acorde con los 
artículos 784 y 804 de la Ley Federal del Trabajo, conforme a los cuales, corres­
ponde al patrón la carga de demostrar los elementos esenciales de la relación 
laboral, entre otros, los relativos a la fecha de ingreso y la causa de la resci­
sión o de terminación de la relación de trabajo, bajo el apercibimiento de que, de 
no satisfacer esa carga probatoria, se presumirán ciertos los hechos afirma­
dos por el trabajador. En consecuencia, cuando éste expone en su demanda 
que fue despedido injustificadamente y el demandado no concurre al juicio 
laboral, ello motiva a que se le tenga por contestada la demanda en sentido 
afirmativo y, al no existir prueba en contrario, la Junta debe tener como cierto el 
despido alegado, sin que pueda considerarse necesario que el trabajador demues­
tre la existencia de la relación laboral, pues implicaría imponerle la carga de 
desvirtuar una excepción que no se hizo valer en el juicio, aunado a que se rele­
varía al demandado de satisfacer la carga procesal que le corresponde.

2a./J. 128/2018 (10a.)

Contradicción de tesis 235/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Noveno Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Séptimo Circuito. 14 de noviembre de 2018. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis IX.T. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "CONTESTACIÓN DE DEMANDA EN SENTIDO 
AFIRMATIVO Y CONFESIÓN FICTA DEL PATRÓN EN MATERIA LABORAL. NO SON 
EQUIPARABLES.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 
de junio de 2018 a las 10:28 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 2544, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 831/2017.

Tesis de jurisprudencia 128/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de noviembre de dos mil dieciocho.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. EN RELACIÓN CON EL 
PAGO DE VACACIONES Y PRIMA VACACIONAL RECLAMADO CON­
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JUNTAMENTE CON EL RECONOCIMIENTO DE LA ANTIGÜEDAD 
REAL DEL TRABAJADOR, O COMO CONSECUENCIA DE QUE EN DI­
VERSO JUICIO LABORAL SE RECONOCIÓ ÉSTA, OPERA LA EXCEP­
CIÓN DE PRESCRIPCIÓN GENÉRICA DERIVADA DEL ARTÍCULO 516 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DESDE EL MOMENTO EN QUE 
AQUELLAS PRESTACIONES SE HICIERON EXIGIBLES. Si un trabajador 
demanda el pago de vacaciones y prima vacacional derivado de la cláusula 
52 del Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre el Sindicato Único de Tra­
bajadores Electricistas de la República Mexicana y la Comisión Federal de Elec­
tricidad, conjuntamente con el reconocimiento de su antigüedad real, o como 
consecuencia de que en un juicio diverso se reconoció ésta, opera la excep­
ción de prescripción genérica, prevista en el artículo 516 de la Ley Federal del 
Trabajo a partir de que el derecho a reclamar su pago se hizo exigible, esto 
es, del día siguiente al en que concluye el lapso de 6 meses dentro de los cuales el 
trabajador tiene derecho a disfrutar de su periodo vacacional en términos 
del artículo 81 de la Ley Federal del Trabajo, ya que el reconocimiento de anti­
güedad y el pago de vacaciones y prima vacacional, son prestaciones distintas 
e independientes, pues estas últimas se pagan en forma periódica, y la falta del 
reconocimiento de antigüedad no interrumpe el plazo prescriptivo del derecho 
del trabajador, para reclamar las prestaciones devengadas, ya que nada im­
pide demandar su pago cuando éste se hizo exigible, aun cuando en esa 
época el trabajador no tuviera reconocidos por el patrón todos los años de 
servicios prestados.

2a./J. 129/2018 (10a.)

Contradicción de tesis 312/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados en 
Materia de Trabajo Séptimo y Décimo Tercero, ambos del Primer Circuito y el Pleno 
en Materia de Trabajo del Tercer Circuito. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.161 L (10a.), de título y subtítulo: "PRESTACIONES LEGALES (VACACIONES 
Y PRIMA VACACIONAL) Y EXTRALEGALES DERIVADAS DEL CONTRATO COLECTIVO 
DE TRABAJO QUE RIGE PARA LA COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD Y SUS 
TRABAJADORES. LA PRESCRIPCIÓN GENÉRICA DEL DERECHO A RECLAMAR­
LAS, DERIVADA DEL ARTÍCULO 516 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO OPERA 
DESDE EL MOMENTO EN QUE SE HICIERON EXIGIBLES, AUN CUANDO SE RECLA­
MEN COMO CONSECUENCIA DE QUE EN DIVERSO JUICIO SE RECONOCIÓ SU 
ANTIGÜEDAD REAL.", aprobada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 30 de septiembre de 2016 a las 10:39 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 34, Tomo IV, septiembre de 2016, pági­
na 2876, y
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Tesis PC.III.L. J/25 L (10a.), de título y subtítulo: "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICI­
DAD. CUANDO SUS TRABAJADORES DEMANDAN EL PAGO DE VACACIONES Y 
PRIMA VACACIONAL CONJUNTAMENTE CON EL RECONOCIMIENTO DE ANTIGÜE­
DAD GENERAL DE EMPRESA, NO OPERA LA EXCEPCIÓN DE PRESCRIPCIÓN 
RESPECTO DE AQUÉLLAS.", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de marzo 
de 2018 a las 10:26 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Dé­
cima Época, Libro 52, Tomo II, marzo de 2018, página 1771, y

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 589/2018.

Tesis de jurisprudencia 129/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de cinco de diciembre de dos mil dieciocho.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de enero de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de enero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO. CUANDO SE ENCUEN­
TRAN PUBLICADAS EN MEDIOS DE CONSULTA ELECTRÓNICA TIE­
NEN EL CARÁCTER DE HECHOS NOTORIOS Y NO SON OBJETO DE 
PRUEBA. Un hecho notorio es cualquier acontecimiento del dominio público, 
conocido por todos o casi todos los miembros de un sector de la sociedad, 
que no genera duda o discusión por tratarse de un dato u opinión incontro­
vertible, de suerte que la norma exime de su prueba en el momento en que se 
pronuncie la decisión judicial; por su parte, los artículos 6o. de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 23 y 70, fracción XVI, de la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública establecen que 
el acceso a la información es un derecho fundamental que debe garantizarse 
y que, dentro de éste, se encuentra el deber de los sujetos obligados de hacer 
públicas las condiciones generales de trabajo que regulen las relaciones labo­
rales con su personal de base o de confianza; en consecuencia, si éstas están 
disponibles en la página web del demandado, en su doble calidad de patrón y 
de sujeto obligado por la ley mencionada, aquéllas constituyen un hecho noto­
rio y no son objeto de prueba, aun cuando no se hayan exhibido en juicio; sin 
perjuicio de que las partes puedan aportar pruebas para objetar su validez 
total o parcial.

2a./J. 130/2018 (10a.)

Contradicción de tesis 115/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Eduardo Medina Mora I.; Alberto Pérez Dayán manifestó que formularía voto con­
currente. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.L. J/37 L (10a.), de título y subtítulo: "CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADO­
RES DEL ESTADO. SU PUBLICACIÓN EN SU PÁGINA DE INTERNET, NO PUEDE 
INVOCARSE COMO UN HECHO NOTORIO POR LO QUE LAS PRETENSIONES O 
EXCEPCIONES APOYADAS EN AQUÉLLAS DEBEN SER MATERIA DE PRUEBA.", 
aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de febrero de 2018 a las 10:11 horas, 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo II, 
febrero de 2018, página 945, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo 
Circuito, al resolver el amparo directo 541/2017.

Tesis de jurisprudencia 130/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del cinco de diciembre de dos mil dieciocho.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de enero de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de enero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

2019

COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LA EXISTENCIA DE JU­
RISPRUDENCIA QUE DEFINA LA NATURALEZA DE SUS ACTOS, 
CONSTITUYE UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPRO­
CEDENCIA, PARA DESECHAR LA DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDA EN CONTRA DE AQUÉLLOS. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación ha determinado que el Juez de Distrito debe 
desechar la demanda de amparo indirecto sólo cuando de ésta se advierta, 
sin lugar a dudas, un motivo manifiesto de improcedencia. Entonces, es fac­
tible el desechamiento de la demanda como causa notoria y manifiesta cuando 
se impugnen actos de la Comisión Federal de Electricidad cuya naturaleza ha 
sido definida mediante jurisprudencia por el Máximo Tribunal, pues dichos 
criterios son de observancia obligatoria en términos del artículo 217, párrafo 
primero, de la Ley de Amparo, para todos los órganos de menor jerarquía, 
vedando así cualquier posibilidad de que el obstáculo declarado por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación para entrar al estudio del fondo del asunto 
sea superado. Sostener lo contrario, implicaría admitir que un órgano de menor 
jerarquía puede revisar un criterio obligatorio que derivó de un ejercicio herme­
néutico del contenido de una norma, lo que sería tanto como permitir distor­
sionar la certeza y la seguridad jurídica que genera la definición del tema vía 
jurisprudencia del máximo intérprete constitucional.

2a./J. 2/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 309/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Segundo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero en Mate­
rias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 21 de noviembre de 2018. Mayoría de 
tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: Javier Laynez Potisek. Disidente y Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 33/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tribu­
nal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito, al resolver la 
queja 129/2018.

Tesis de jurisprudencia 2/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del nueve de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO A JUICIO EN MATERIA LABORAL. NO ES OBLI­
GACIÓN DEL ACTUARIO NI CONSTITUYE REQUISITO DE VALIDEZ 
DE LA DILIGENCIA QUE ASIENTE EN LA RAZÓN RESPECTIVA, LA 
FORMA EN LA QUE SE CERCIORÓ DE QUE LA PERSONA CON QUIEN 
LA ENTENDIÓ ES MAYOR DE EDAD, NI A RECABAR LAS PRUEBAS 
O LOS DATOS CON LOS QUE SE CUMPLIÓ ESE REQUISITO (LEGIS­
LACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012). El artículo 
743, fracciones III y IV, de la Ley Federal del Trabajo establece el procedimiento 
para llevar a cabo la primera notificación personal en el juicio laboral, y ordena 
que si no está presente el interesado o su representante, el actuario le dejará 
citatorio, para que lo espere al día siguiente, a una hora determinada, y si no 
obstante el citatorio, no está presente el interesado o su representante, la noti­
ficación se hará a cualquier persona mayor de edad que se encuentre en la 
casa o local. Ahora bien, el requisito que el legislador introdujo a este precepto 
mediante las reformas a la Ley Federal del Trabajo, publicadas en el Diario 
Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012, en cuanto que la notifica­
ción se hará "a cualquier persona mayor de edad" que se encuentre en la casa o 
local, se satisface cuando el actuario comisionado para el desahogo de la 
primera notificación se cerciora, a través de los sentidos, que la edad de la per­
sona con quien entiende la diligencia, es mayor a los 18 años, porque es un 
aspecto perceptible en forma inmediata, cuya apreciación solamente demanda 
que se observe, conforme a las reglas de la razón y la sana lógica, si los rasgos 
fisonómicos de quien recibe el emplazamiento corresponden a un individuo 
con capacidad jurídica para obligarse. En consecuencia, no constituye una 
fórmula sacramental que el fedatario asiente en la razón respectiva esa cir­
cunstancia y, menos aún, la manera con la cual se cercioró de la mayoría de 
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edad del entrevistado, toda vez que el precepto en cuestión no exige que deba 
acreditarse con alguna documental que el emplazamiento no se practicó por 
intermediación de un menor de edad, máxime que este hecho admite prueba 
en contrario, como vía para declarar la invalidez del emplazamiento, ya que 
sería del todo ilógico que si esa diligencia se realizó con un mayor de edad, 
ésta resultara ilegal sólo por la ausencia de datos sobre los rasgos faciales o 
corporales o de los documentos de identificación idóneos para verificar la 
edad del interesado, en tanto que lo que importó al legislador fue prohibir tajan­
temente la intervención de menores en el procedimiento laboral, y no sólo 
la obligación formal de incorporar, inexcusablemente, una frase solemne en el 
texto de la razón actuarial y, menos aún, la exigencia de recabar pruebas de 
la capacidad de ejercicio del emplazado.

2a./J. 3/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 236/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Trigésimo Circuito y Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 
5 de diciembre de 2018. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina I. Disidentes: Javier Laynez Potisek 
y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.T.142 L (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO A JUICIO EN MATERIA 
LABORAL. CARECE DE VALIDEZ SI EL ACTUARIO NO SE CERCIORÓ DE QUE LA 
PERSONA CON QUIEN ENTENDIÓ LA DILIGENCIA ES MAYOR DE EDAD (LEGIS­
LACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 6 de octubre de 2017 a las 10:16 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, 
octubre de 2017, página 2436; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 112/2018.

Tesis de jurisprudencia 3/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del 9 de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del miércoles 6 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DESISTIMIENTO DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
PARA QUE SURTA EFECTOS ES NECESARIA SU RATIFICACIÓN, 
AUN CUANDO LA LEY QUE LO REGULA NO LA PREVEA. Conforme a las 
razones que informan el criterio sustentado por la Segunda Sala de la Suprema 
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Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 119/2006, el desis­
timiento del juicio contencioso administrativo precisa ser ratificado por el actor 
–o por quien se encuentre legalmente facultado para ello– para que surta sus 
efectos, aunque esa condición no esté prevista en la ley que lo regula, habida 
cuenta que ello es acorde con el deber impuesto a los órganos jurisdiccionales 
de garantizar y proteger el derecho a una adecuada defensa, pues atento a la 
trascendencia de los efectos que produce el desistimiento, su ratificación 
se traduce en una formalidad esencial del procedimiento, al tener como fin 
corroborar que es voluntad del actor abdicar en su pretensión para evitar los 
perjuicios que pueda ocasionarle la resolución correspondiente, ya que, una vez 
aceptado, genera la conclusión del juicio y, en consecuencia, la posibilidad 
de que la autoridad demandada pueda ejecutar el acto o la resolución mate­
ria de impugnación.

2a./J. 4/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 282/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Administrativa y Civil del Vigésimo Segundo Circuito y los Tribunales 
Colegiados Segundo y Quinto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
5 de diciembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso 
de la Vega Romero.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis de rubro: "TRIBUNAL FISCAL DE LA FEDERACIÓN, RATIFICACIÓN DEL ESCRITO 
DE DESISTIMIENTO DEL JUICIO ANTE EL.", aprobada por el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación, Octava Época, Tomo V, Segunda Parte-1, enero-junio de 1990, 
página 519, y

Tesis I.5o.A.22 A, de rubro: "DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBU­
NAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL MAGISTRADO INSTRUC­
TOR DEBE ORDENAR SU RATIFICACIÓN.", aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXI, marzo de 2005, página 1110, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Vigé­
simo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 228/2018.

Tesis de jurisprudencia 4/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del nueve de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RENTA. LOS INTERESES PAGADOS EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCU­
LOS 22 Y 22-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PUEDEN 
CONSIDERARSE INGRESOS ACUMULABLES PARA EFECTOS DEL 
IMPUESTO RELATIVO. Los intereses que establece el Código Fiscal de la 
Federación tienen una naturaleza indemnizatoria y se identifican con los intere­
ses moratorios, porque reparan el perjuicio sufrido por el contribuyente ante la 
imposibilidad fáctica de disponer de los montos correspondientes a la devo­
lución y con ello obtener una ganancia o rendimiento. Por su parte, los artículos 
1, fracción I, 8, 18, fracción IX y 133 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
prevén que las personas físicas y morales residentes en México están obliga­
das a pagar la contribución referida respecto de la totalidad de sus ingresos, así 
como que se considerarán ingresos acumulables los intereses moratorios, los 
rendimientos de toda clase y cualquier otro ingreso que, conforme al propio 
ordenamiento, deba dársele el tratamiento de interés. Por tanto, los intereses 
moratorios pagados por la autoridad fiscal a los contribuyentes, con motivo 
de una devolución de saldo a favor o de pago de lo indebido, pueden conside­
rarse ingresos acumulables para efectos del impuesto sobre la renta, ya que 
actualizan el hecho imponible que genera la causación del tributo –consis­
tente en la obtención de un ingreso que modifica el haber patrimonial– pues 
reparan el perjuicio causado al entregar las ganancias que se hubieran obtenido 
de haberse puesto oportunamente a su disposición los montos respectivos.

2a./J. 30/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 340/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Segundo Circuito y Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en Mate­
ria Administrativa. 9 de enero de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Disi­
dentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 58/2016 y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
amparo directo 257/2018.

Tesis de jurisprudencia 30/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. ES COMPE­
TENTE PARA CONOCER DEL RECLAMO DE RECONOCIMIENTO DE 
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UN RIESGO DE TRABAJO ANTE EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, 
FORMULADO POR AGENTES DEL MINISTERIO PÚBLICO, PERITOS 
Y MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES FEDERALES. 
De acuerdo con el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con diversos criterios de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, la relación jurídica entre los servidores públicos 
citados y el Estado es de naturaleza administrativa. En ese sentido, el derecho 
de los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones 
policiales federales, de solicitar ante el Instituto de Seguridad y Servicios Socia­
les de los Trabajadores del Estado la calificativa de un riesgo de trabajo tiene 
esa misma naturaleza y, en consecuencia, conforme al artículo 3, fracción VII, 
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, corresponde 
a este Tribunal conocer de los conflictos en los que se demande al Instituto 
mencionado el reconocimiento de un riesgo de trabajo

2a./J. 31/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 280/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Séptimo en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Décimo Tercero en Materia 
de Trabajo del Primer Circuito. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.186 L (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA 
DEMANDA EN LA QUE UN POLICÍA PREVENTIVO DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
RECLAMA EL RECONOCIMIENTO DE UN RIESGO DE TRABAJO AL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. 
CORRESPONDE AL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.", aprobada 
por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de febrero de 2018 
a las 10:18 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 51, Tomo III, febrero de 2018, página 1396; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 848/2017.

Tesis de jurisprudencia 31/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LAS PRUE­
BAS RELACIONADAS CON LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN Y LOS 
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HECHOS QUE LA SUSTENTAN DEBEN OFRECERSE Y EXHIBIRSE 
CON LA DEMANDA, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO. En diversos precedentes, la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reiterado que las demandas relati­
vas a los conflictos individuales de seguridad social deben satisfacer los requi­
sitos previstos en el precepto legal mencionado, siempre y cuando se trate de 
aquellos que sean acordes con la naturaleza de la acción; y entre los requisi­
tos que dichas demandas deben cumplir, se encuentran los establecidos en las 
fracciones VI, VII y VIII del artículo 899-C de la Ley Federal del Trabajo, relativos 
a la exhibición de diversos medios de prueba. Así, en atención a que el propó­
sito del legislador al establecer los requisitos citados, fue satisfacer la necesi­
dad de que la autoridad laboral cuente con los elementos suficientes para 
dirimir la controversia, se colige que la obligación de cumplir con éstos no se 
limita a la simple exhibición de los documentos y pruebas respectivas, sino que 
además, el asegurado deberá ofrecerlas desde la presentación de la demanda. 
Ahora, esa obligación únicamente se encuentra relacionada con el ofrecimiento 
de aquellos medios de convicción tendientes a demostrar la procedencia de 
la acción y de los hechos que la sustentan, lo que no impide que excepcional­
mente pueda ofrecer nuevos medios de convicción en la etapa probatoria, 
pues cuando del resultado de la contestación de la demanda advierta que el 
demandado controvirtió los hechos que afirmó y además ofreció pruebas que 
sustenten sus excepciones, podrá ofrecer nuevos elementos de convicción 
tendientes a desvirtuar la eficacia probatoria de las pruebas aportadas por el 
demandado, o bien, cuando se trate de pruebas supervinientes. Finalmente, 
cuando el tribunal de amparo advierta que el actor omitió ofrecer y exhibir 
alguna de las pruebas mencionadas, debe analizar si es o no necesario con­
ceder el amparo para que la autoridad reponga el procedimiento a efecto de 
que lo prevenga para que las exhiba, pues en todo caso, en atención al artículo 
17, párrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
habrá de privilegiar la solución de fondo sobre la violación adjetiva.

2a./J. 32/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 271/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 
9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.39 L (10a.), de título y subtítulo: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD 
SOCIAL. OPORTUNIDAD PARA EXHIBIR DOCUMENTOS FUNDATORIOS DE LA ACCIÓN 
EN EL PROCEDIMIENTO ESPECIAL.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en 
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Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 23 de junio de 2017 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2886, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 131/2018.

Tesis de jurisprudencia 32/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS DILACIONES PRE­
SUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS JUNTAS EN EL DICTADO DE 
PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA 
DILIGENCIA, SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS NATURALES 
DESDE LA FECHA EN LA QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE 
LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE LOS 
ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS. La Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en su jurisprudencia 2a./J. 48/2016 (10a.), sos­
tuvo que, por regla general, el juicio de amparo indirecto es improcedente 
contra dilaciones procesales, a menos que el Juez de amparo advierta del conte­
nido de la propia demanda que existe una abierta demora del procedimiento o 
su paralización total, pues en ese caso deberá darse cauce legal a la demanda, 
aunque en principio se trate de violaciones de naturaleza adjetiva. Ahora bien, 
si se toma en cuenta que resulta difícil fijar un lapso genérico de la duración de 
la demora que pueda establecerse de manera uniforme e indiscutible, para 
saber si se ha configurado o no una dilación excesiva que se traduzca en una 
auténtica paralización del procedimiento que haga procedente el juicio de 
amparo indirecto, debe complementarse ese criterio –por lo que hace a la 
materia laboral– a fin de proporcionar un estándar mínimo objetivo que ofrezca 
seguridad jurídica a las partes en el juicio y, por ello, se determina que para efec­
tos de la promoción del juicio de amparo indirecto contra dilaciones presun­
tamente excesivas en el dictado de proveídos, laudos o en la realización de 
cualquier otra diligencia, el juicio de amparo procede cuando transcurren 
más de 45 días naturales, contados a partir de la fecha en la que concluyó el 
plazo en que legalmente debieron pronunciarse o realizarse los actos proce­
sales respectivos, si se toma en cuenta que es precisamente ese periodo el 
máximo que el artículo 772 de la Ley Federal del Trabajo tolera para que el jui­
cio permanezca inmóvil, cuando sea necesaria alguna promoción del trabajador.

2a./J. 33/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 294/2018. Entre las sustentadas por el Décimo Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y de Trabajo del Décimo Circuito. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Mónica Jaimes Gaona.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.16o.T. J/5 (10a.), de título y subtítulo: "DILACIÓN PROCESAL. ES INDEBIDA LA 
DETERMINACIÓN DE UN TÉRMINO DE TRES MESES O CUALQUIER OTRO QUE 
SEA FIJO Y GENÉRICO PARA TENER POR ACTUALIZADOS LOS CONCEPTOS ‘ABIERTA 
DILACIÓN DEL PROCEDIMIENTO’ O ‘PARALIZACIÓN TOTAL DEL PROCEDIMIEN­
TO’, COMO EXCEPCIÓN A LA REGLA DE IMPROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO, 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN V, DE LA LEY DE LA MATERIA, PUES 
DEBE ATENDERSE A LAS CIRCUNSTANCIAS DEL CASO CONCRETO.", aprobada por 
el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publi­
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de noviembre de 2018 a 
las 10:41 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 1967; y,

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Circuito, 
al resolver la queja 375/2017.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 48/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo II, mayo 
de 2016, página 1086, con el título y subtítulo: "AMPARO INDIRECTO. POR REGLA 
GENERAL, ES NOTORIAMENTE IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE 
LAS PARTES EN EL JUICIO NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL DE ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN TIEMPO CON 
EL JUICIO, AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA 
DERECHOS SUSTANTIVOS." 

Tesis de jurisprudencia 33/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO POR FALLECIMIENTO 
DEL QUEJOSO. PROCEDE DECRETARLO SI LOS ACTOS RECLAMADOS 
SÓLO AFECTAN SUS DERECHOS PERSONALES, CON INDEPENDEN­
CIA DE QUE SE HUBIESEN OCASIONADO DAÑOS Y PERJUICIOS A 
SUS FAMILIARES, SUSCEPTIBLES DE REPARACIÓN. En atención a 
los principios constitucionales de instancia de parte agraviada y de relatividad 
que rigen el juicio de amparo, la sentencia sólo puede ocuparse del quejoso, 
esto es, de quien lo promovió, limitándose a protegerlo contra los actos decla­
rados inconstitucionales a efecto de que se le restituya en el goce del derecho 
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fundamental violado; por tanto, el supuesto de sobreseimiento previsto en el 
artículo 63, fracción III, de la Ley de Amparo, se actualiza cuando aquél fallece 
durante el trámite del juicio y los actos que reclamó sólo afectan sus derechos 
personales, aunque pudiesen trascender a la estabilidad económica, psicoló­
gica o emocional de sus familiares, en tanto carecería de lógica y sentido 
práctico analizarlos, si anticipadamente se advierte que su eventual declara­
toria de inconstitucionalidad no tendría ejecutividad, al no ser jurídicamente 
posible conceder el amparo a personas que no lo solicitaron, aun cuando por 
su cercanía con el quejoso, dichos actos les hayan ocasionado daños y perjui­
cios susceptibles de reparación mediante una compensación económica o 
cualquier otra medida resarcitoria, habida cuenta que existen otros mecanis­
mos legales para garantizar su derecho a una reparación integral.

2a./J. 34/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 328/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Cuarto Circuito y Quinto del Primer Circuito, ambos en Materia Administra­
tiva, y Segundo del Segundo Circuito, con residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, Estado 
de México. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 437/2016, el sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 539/2017, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del 
Segundo Circuito, con residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, Estado de México, al 
resolver el amparo en revisión 143/2017.

Tesis de jurisprudencia 34/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del treinta de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA "A" DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL QUE INGRESARON A PARTIR DEL 1 DE ENERO 
DE 2012. NO LES RESULTA APLICABLE EL CONTRATO COLECTIVO DE 
TRABAJO, SINO EL REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO Y EL 
ESTATUTO RESPECTIVO, CONFORME A LA CLÁUSULA 12 BIS DE 
AQUEL INSTRUMENTO Y A LA LEY DEL SEGURO SOCIAL. Acorde con 
los artículos 396 y 184 de la Ley Federal del Trabajo, las estipulaciones del 
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contrato colectivo de trabajo se extenderán a todos los trabajadores, ya sean 
de base o de confianza, salvo aquellos casos en los que expresamente la nego­
ciación colectiva excluya a los trabajadores de confianza, como sucede en el 
caso de los trabajadores de confianza "A" del Instituto Mexicano del Seguro 
Social que ingresaron a partir del 1 de enero de 2012, quienes quedan exclui­
dos por disposición expresa de la cláusula 12 Bis, que fue agregada al contrato 
colectivo de trabajo el 10 de octubre de 2012, y del artículo 256 de la Ley del 
Seguro Social vigente a partir de 2001; disposiciones de las que deriva que los 
trabajadores de confianza "A" se rigen por las condiciones de trabajo estable­
cidas en el Reglamento Interior del Instituto que, a propuesta del Consejo 
Técnico, expide el Ejecutivo Federal y en el Estatuto a que se refiere el artículo 
286 I de la ley citada; esto, bajo el entendido de que no les son aplicables a 
aquellos que ingresaron al Instituto a partir del 21 de diciembre de 2001 y hasta 
antes del 1 de enero de 2012, fecha en que entró en vigor el Estatuto referido.

2a./J. 36/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 266/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo, ambos en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXIII.2 L (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADORES DE CONFIANZA ‘A’ DEL INS­
TITUTO MEXICANO DE SEGURO SOCIAL. LOS BENEFICIOS ESTABLECIDOS EN EL 
CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO EN FAVOR DE LOS DE BASE, TAMBIÉN SON 
APLICABLES A AQUÉLLOS, SALVO DISPOSICIÓN EN CONTRARIO CONTENIDA EN 
EL PROPIO CONTRATO.", aprobada por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de abril 
de 2017 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1873, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 148/2017 y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 
210/2018.

Tesis de jurisprudencia 36/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL DENUN­
CIANTE DE LA QUEJA ADMINISTRATIVA NO TIENE INTERÉS LEGÍ­
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TIMO PARA IMPUGNAR EN AMPARO INDIRECTO LA RESOLUCIÓN 
QUE LA DESECHA (LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE PUE­
BLA, QUINTANA ROO Y AFINES). La Ley Orgánica del Poder Judicial del 
Estado de Puebla, así como la del Estado de Quintana Roo, establecen a favor 
de los particulares el derecho a presentar quejas o denuncias por incum­
plimiento de las obligaciones de los servidores públicos, con los cuales se 
inicia, en su caso, el procedimiento de responsabilidad correspondiente, sin 
que éste tenga como propósito fundamental salvaguardar intereses particu­
lares, sino preservar la prestación óptima del servicio público de que se trate; 
de esta manera, el orden jurídico procesal estatal otorga al particular una 
mera facultad para formular quejas y denuncias por las conductas que consi­
dera incumplen con lo dispuesto en esas legislaciones, sin que ello dé lugar 
a exigir de la autoridad competente el sentido de la determinación que deba 
emitir, al no existir un vínculo con una norma de rango constitucional que 
prevea ese derecho, ni siquiera implícitamente, ya que subyace la facultad 
exclusiva del Estado en materia de responsabilidades administrativas; máxime 
que la queja administrativa implica revisar la conducta del funcionario público 
denunciado y no el procedimiento o proceso jurisdiccional en que se llevó a 
cabo dicha conducta; de ahí que, quien se ostente como parte en un proceso 
o procedimiento jurisdiccional carece de interés legítimo para impugnar en 
amparo indirecto la decisión de la autoridad competente de desechar la queja 
relativa.

2a./J. 41/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 321/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Tercero del Vigésimo Séptimo 
Circuito. 23 de enero de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek, 
quien manifestó que formularía voto concurrente. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXVII.3o.31 K (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDO­
RES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE QUINTANA ROO. EL DENUN­
CIANTE DE UNA QUEJA ADMINISTRATIVA QUE ES PARTE EN EL JUICIO EN QUE SE 
COMETIÓ LA FALTA, TIENE INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR EN AMPARO LA 
RESOLUCIÓN QUE LA DESECHA O LA DECLARA IMPROCEDENTE.", aprobada por 
el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 11 de julio de 2014 a las 8:25 horas, y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 8, Tomo II, julio de 2014, 
página 1291, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver la queja 170/2018.
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Tesis de jurisprudencia 41/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONSTANCIA DE ANTIGÜEDAD EMITIDA POR LA COMISIÓN FEDE­
RAL DE ELECTRICIDAD. LA JUNTA DEBE ANALIZAR SI SE REÚNEN 
LOS REQUISITOS DEL ARTÍCULO 158 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO Y DE LA CLÁUSULA 41, FRACCIÓN IX, DEL CONTRATO 
COLECTIVO DE TRABAJO RELATIVO, AUN CUANDO EL RECLAMO 
DE NULIDAD NO LO REALICE EXPRESAMENTE EL TRABAJADOR. 
Si en el juicio se reclama el reconocimiento de antigüedad por el trabajador, 
y en la demanda se señala que ese elemento de la relación de trabajo no lo ha 
reconocido el patrón en términos del artículo 158 de la Ley Federal del Trabajo, 
en relación con la cláusula 41, fracción IX, del Contrato Colectivo de Trabajo de la 
Comisión Federal de Electricidad, debe considerarse que su pretensión se dirige 
a solicitar la nulidad de las constancias que no hayan satisfecho las formali­
dades exigidas por dichos numerales, relacionadas con la investigación y la 
elaboración del acta respectiva en la que intervengan representantes del patrón 
y del sindicato, así como el trabajador, previo a la expedición de la constancia 
de antigüedad referida. Lo anterior, porque en ese contexto se contienen la 
pretensión y la causa de su reclamo, relacionadas con la falta de cumplimiento 
de las formalidades legales que le permitan imponerse de los posibles actos de 
investigación, actas y, como consecuencia, las constancias de antigüedad, 
de las cuales puedan desprenderse los motivos, circunstancias o elementos 
considerados para reconocer su periodo efectivo laborado con la empresa 
demandada.

2a./J. 42/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 371/2018. Entre las sustentadas por el Décimo Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Pleno del Quinto Circuito. 
23 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.V. J/4 L (10a.), de título y subtítulo: "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. 
REQUISITOS QUE DEBE CUMPLIR LA CONSTANCIA DE ANTIGÜEDAD DE SUS TRA­
BAJADORES TEMPORALES, PARA QUE SEA EFICAZ PARA DETERMINAR EL INICIO 
DEL TÉRMINO DE PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN DE RECONOCIMIENTO DE ANTI­
GÜEDAD.", aprobada por el Pleno del Quinto Circuito y publicada en el Semanario 
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Judicial de la Federación del viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas, y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo II, 
septiembre de 2015, página 943, y

El sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Pri­
mer Circuito, al resolver el amparo directo 693/2018.

Tesis de jurisprudencia 42/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRIMA DE ANTIGÜEDAD. TIENEN DERECHO A SU PAGO LOS TRA­
BAJADORES BUROCRÁTICOS DE CONFIANZA EN EL CASO DE 
MUERTE O TRATÁNDOSE DE SU SEPARACIÓN VOLUNTARIA, 
CUANDO CUMPLAN EL PERIODO MÍNIMO DE AÑOS DE SERVICIOS 
QUE EXIJA LA LEY (LEGISLACIONES DEL ESTADO DE MORELOS Y 
DEL ESTADO DE MÉXICO). Conforme a la interpretación sostenida por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto del 
artículo 116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, los Congresos Locales tienen la potestad constitucional de regular las 
relaciones laborales entre los distintos órganos locales y sus trabajadores, de 
acuerdo con los apartados A o B del artículo 123 constitucional, incluso 
de manera mixta, sin que deban sujetarse a alguno de ellos en especial. En ese 
sentido, debe entenderse que la inclusión de una prestación como la prima 
de antigüedad en las legislaciones burocráticas estatales, responde a una 
ampliación de los beneficios y prerrogativas de los que gozan los trabajadores 
al servicio del Estado, cuyo otorgamiento únicamente está condicionado al 
cumplimiento de los requisitos establecidos por la ley, esto es, que el servidor 
público decida separarse voluntariamente de su empleo, cumpliendo con el 
periodo mínimo de años de servicios, o bien, como consecuencia de su muerte, 
cualquiera que sea su antigüedad; mas no que el trabajador pertenezca a 
determinado régimen. En consecuencia, todos los trabajadores, incluidos los de 
confianza, tienen derecho a su pago cuando se ubiquen en alguno de dichos 
supuestos.

2a./J. 43/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 324/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito y el entonces Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Segundo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Segundo Circuito. 30 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.T.295 L, de rubro: "PRIMA DE ANTIGÜEDAD DE LOS TRABAJADORES AL SERVI­
CIO DEL ESTADO CON QUINCE AÑOS DE SERVICIOS. PROCEDE SU PAGO TANTO 
PARA LOS DE CONFIANZA COMO PARA LOS DE BASE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO 
DE MÉXICO).", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXV, febrero de 2007, página 1850; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Octavo 
Circuito, al resolver el amparo directo 391/2018.

Tesis de jurisprudencia 43/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA OMISIÓN O 
DILACIÓN DE LA COMISIÓN EJECUTIVA DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 
DE RESOLVER EL PROCEDIMIENTO DE ACCESO AL FONDO DE 
AYUDA, ASISTENCIA Y REPARACIÓN INTEGRAL REGIDO POR LA 
LEY GENERAL DE VÍCTIMAS. SE SURTE EN FAVOR DEL JUEZ DE 
DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. El procedimiento referido 
es de naturaleza administrativa, no sólo porque se sigue ante la Comisión Eje­
cutiva de Atención a Víctimas, sino también porque su materia se vincula con 
una cuestión de tipo administrativo, a saber, determinar si procede o no y en 
qué medida el acceso a los recursos del Fondo de Ayuda, Asistencia y Repa­
ración Integral, sobre lo cual no existe un componente penal. No es óbice que 
uno de los supuestos del reconocimiento de la calidad de víctima pueda ser 
la existencia de un delito, ya que para emitir el pronunciamiento correspon­
diente no se hace un reexamen del proceso penal, no se emite un juicio respecto 
del carácter delictivo de determinados hechos ni se constata su comisión, no se 
analizan elementos del tipo ni se califica la gravedad del delito y tampoco 
se hace una identificación de la víctima, sino que esa situación queda en 
manos, más bien, de la autoridad penal que, en su caso, emite la decisión o 
sentencia ejecutoria de esos aspectos de manera previa, mientras que a la comi­
sión indicada corresponde analizar aspectos específicos ordenados por la 
Ley General de Víctimas, a saber, la condición socioeconómica de la víctima, 
la repercusión del daño en la vida familiar, la posibilidad o imposibilidad de 
trabajar como consecuencia del daño, el número y edad de los dependientes 
económicos y los recursos disponibles del fondo; aspectos que no son de 
naturaleza esencialmente penal y que, por ende, no se vinculan con un cono­
cimiento especializado en esa materia. Por tanto, se concluye que cuando el 
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acto reclamado en el juicio de amparo indirecto consiste en la omisión o dila­
ción en el dictado de la resolución definitiva en ese procedimiento la compe­
tencia para conocer de aquél se surte en favor de un Juez de Distrito en 
materia administrativa, pues se actualizan los supuestos del artículo 52, frac­
ciones II y IV, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, es decir, 
se trata del análisis de la legalidad de un acto de autoridad administrativa y de 
un procedimiento seguido por autoridades del mismo orden, en el que no se apli­
can normas generales en materia penal.

2a./J. 44/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 360/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Quinto del Tercer Circuito y Décimo Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia 
Administrativa. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 131/2018, y el diverso sustentado por el 
Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resol­
ver el amparo en revisión 22/2018.

Tesis de jurisprudencia 44/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS. LA ORDEN DE REGISTRO 
DEL PASIVO CONTINGENTE O LA CONSTITUCIÓN DE UNA RESERVA 
TÉCNICA ESPECÍFICA PARA GARANTIZAR OBLIGACIONES PEN­
DIENTES DE CUMPLIR A CARGO DE INSTITUCIONES FINANCIERAS 
Y DE SEGUROS A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 68, FRACCIÓN X, 
DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVI­
CIOS FINANCIEROS, NO ACTUALIZA LA CAUSA DE IMPROCEDENCIA 
DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO REGULADA POR EL ARTÍCULO 
61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL 107, FRACCIÓN III, INCISO 
A), AMBOS DE LA LEY DE AMPARO. La causa de improcedencia contenida 
en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 107, fracción III, 
inciso a), ambos de la Ley de Amparo, no se actualiza en el supuesto en que 
se promueva el juicio de amparo indirecto contra el acto consistente en la 
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orden que la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios 
de Servicios Financieros da a las instituciones financieras y de seguros para 
registrar el pasivo contingente o, en su caso, constituir una reserva técnica 
específica para garantizar obligaciones pendientes de cumplir, a que se refiere 
el artículo 68, fracción X, de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Ser­
vicios Financieros, porque dicho acto no es de aquellos emitidos dentro de 
procedimiento alguno, aunado a que también afecta derechos sustantivos de la 
institución financiera atendiendo a su naturaleza, pues constituye una medida 
que, si bien es de carácter provisional y preventivo, genera dicha situación, al no 
poder alterar el registro contable generado con la orden referida y, por tanto, 
no poder disponer de él, ya que de hacerlo, se haría acreedora a sanciones y 
multas de acuerdo con los artículos 93 y 94 de la Ley de Protección y Defensa 
al Usuario de Servicios Financieros.

2a./J. 45/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 407/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, y Noveno 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio 
José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponen­
te: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver los amparos en revisión 40/2018 y 65/2018, 
y el diverso sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 486/2017.

Tesis de jurisprudencia 45/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS 
USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS. EL ACATAMIENTO DE LA 
ORDEN DE REGISTRO DEL PASIVO CONTINGENTE O LA CONSTITU­
CIÓN DE UNA RESERVA TÉCNICA ESPECÍFICA PARA GARANTIZAR 
OBLIGACIONES PENDIENTES DE CUMPLIR A CARGO DE INSTITU­
CIONES FINANCIERAS Y DE SEGUROS A QUE SE REFIERE EL AR­
TÍCULO 68, FRACCIÓN X, DE LA LEY DE PROTECCIÓN Y DEFENSA 
AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS, NO ACTUALIZA LA 



28 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
REGULADA POR EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XIII, DE LA LEY DE 
AMPARO. La causa de improcedencia contenida en el artículo 61, fracción 
XIII, de la Ley de Amparo no se actualiza en el supuesto en que se promueva 
un juicio de amparo indirecto contra el acto consistente en la orden que la 
Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios 
Financieros da a las instituciones financieras y de seguros para registrar el 
pasivo contingente o, en su caso, constituir una reserva técnica específica para 
garantizar obligaciones pendientes de cumplir, a que se refiere el artículo 68, 
fracción X, de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, 
porque acatar dicha orden no implica que se esté consintiendo la obligación 
que se les impone, sino que están cumpliendo con su obligación, pues de no 
hacerlo trae como consecuencia la imposición de las sanciones respectivas.

2a./J. 46/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 408/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Vigé­
simo Primero en Materia Administrativa del Primer Circuito. 6 de febrero de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de 
criterio José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver los amparos en revisión 40/2018 y 65/2018, 
y el diverso sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 88/2018.

Tesis de jurisprudencia 46/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONVENIO CELEBRADO FUERA DE JUICIO LABORAL RATIFICADO 
ANTE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. PARA SU VALI­
DEZ ES NECESARIO QUE TENGA LA FIRMA DE TODOS SUS MIEM­
BROS, ASÍ COMO DEL SECRETARIO DE ACUERDOS QUE AUTORIZA 
Y DA FE. Por regla general, el convenio celebrado en términos del artículo 33 
de la Ley Federal del Trabajo tiende a definir aspectos sustantivos de la relación 
laboral tales como salario, categoría, jornada, vacaciones, liquidación, agui­
naldo y antigüedad; por lo cual, en atención a que esas condiciones de trabajo, 
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tratándose de conflictos laborales, se determinan al resolver el fondo del asunto 
en el laudo, y sin soslayar que surten efectos desde su celebración entre las 
partes, como se infiere de lo sostenido por la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 167/2016 (10a.), se con­
cluye que para que el convenio relativo se tenga por legalmente ratificado al 
no contener renuncia de derechos, debe contar con las firmas de todos los 
miembros de la Junta respectiva, así como del secretario de Acuerdos que 
autoriza y da fe, al igual que acontece tratándose de los laudos conforme a 
los artículos 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo; máxime que la sola pre­
sencia del secretario indicado es insuficiente para considerar que la Junta 
haya analizado que el convenio no conlleva renuncia de derechos. Lo anterior 
encuentra sustento en el artículo 18 de la ley de la materia, que prevé que en 
caso de duda en la interpretación de las normas de trabajo debe atenderse 
a la más favorable al trabajador, por lo que la ratificación de los convenios a 
que se refiere el numeral 33 de la ley en comento debe entenderse como la 
firma de todos los miembros de la Junta para que pueda considerarse con­
gruente con el mandato de impedir cualquier renuncia de derechos.

2a./J. 48/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 293/2018. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo 
del Tercer Circuito. 30 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.III.L. J/19 L (10a.), de título y subtítulo: "CONVENIO O LIQUIDACIÓN CELEBRADO 
FUERA DE JUICIO ENTRE TRABAJADORES Y PATRONES. PARA QUE SU RATIFICA­
CIÓN Y APROBACIÓN HECHAS POR LA JUNTA TENGAN PLENA EFICACIA LEGAL, 
ES NECESARIO QUE LOS ACUERDOS O ACTAS RESPECTIVAS ESTÉN FIRMADAS 
POR CADA UNO DE LOS MIEMBROS QUE LA INTEGRAN, ASÍ COMO POR EL SECRE­
TARIO QUE AUTORIZA Y DA FE (LEY FEDERAL DEL TRABAJO VIGENTE HASTA EL 30 
DE NOVIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de julio 
de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 44, Tomo I, julio de 2017, página 341, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 196/2018.

Tesis de jurisprudencia 48/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintisiete de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de marzo de 2019 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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ACUERDOS GENERALES QUE ESTABLECEN LOS PROCEDIMIENTOS 
Y LINEAMIENTOS PARA ACCEDER AL CARGO DE JUEZ DE DISTRI­
TO, MEDIANTE CONCURSOS DE OPOSICIÓN, Y LAS CONVOCATO­
RIAS RESPECTIVAS, EMITIDOS POR EL CONSEJO DE LA JUDICATURA 
FEDERAL. SU IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
ACTUALIZA UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCE­
DENCIA. De la interpretación del artículo 100, párrafo noveno, de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que las decisiones 
emitidas por el Consejo de la Judicatura Federal, funcionando en Pleno o en 
Comisiones, en ejercicio de las atribuciones que constitucionalmente le fueron 
conferidas para la administración, vigilancia y disciplina del Poder Judicial de 
la Federación, revisten el carácter de definitivas e inatacables, por lo que en su 
contra no procede juicio ni recurso alguno, con excepción de las que se refie­
ran a la designación, adscripción, ratificación y remoción de Magistrados de 
Circuito y Jueces de Distrito. En consecuencia, la impugnación en el juicio 
de amparo indirecto de acuerdos generales que establecen los procedimientos 
y lineamientos para acceder al cargo de Juez de Distrito, mediante concur­
sos de oposición, y las convocatorias respectivas, emitidos por el Consejo de 
la Judicatura Federal, actualiza un motivo manifiesto e indudable de improce­
dencia, en términos del artículo constitucional citado y del numeral 61, frac­
ción III, de la Ley de Amparo, sin que sea obstáculo para ello la calidad que 
pudiese tener el quejoso, toda vez que esos actos derivan del ejercicio de las 
facultades que la Constitución General de la República otorga a dicho Consejo, 
y si bien tienen que ver con la designación de juzgadores, lo que implica que 
son revisables por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo cierto es que no 
pueden impugnarse a través del juicio de amparo, sino mediante el recurso 
de revisión administrativa previsto en el artículo 122 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, únicamente para verificar que haya sido adop­
tada conforme a las reglas que fija esta ley.

2a./J. 49/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 60/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
30 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski 
Nischli.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.A. J/60 A (10a.), de título y subtítulo: "CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. 
LA IMPUGNACIÓN A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO DE LOS ACUERDOS GENE­
RALES QUE ESTABLECEN LOS PROCEDIMIENTOS Y LINEAMIENTOS PARA ACCEDER 
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AL CARGO DE JUEZ DE DISTRITO MEDIANTE CONCURSOS INTERNOS, POR UN 
TERCERO AJENO AL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN, NO ACTUALIZA UN MOTIVO 
MANIFIESTO E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.", aprobada por el Pleno en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo III, enero de 2016, página 2034, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver la 
queja 146/2017.

Tesis de jurisprudencia 49/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. LA NEGATIVA DE LA PARTE PATRO­
NAL DE LA RELACIÓN DE TRABAJO O DE CUALQUIERA DE LAS 
CONDICIONES LABORALES AL DESAHOGAR LA PRUEBA CONFE­
SIONAL, NO IMPLICA LA CALIFICATIVA DE MALA FE, CUANDO 
DICHOS ELEMENTOS HUBIERAN SIDO ACEPTADOS AL CONTES­
TAR LA DEMANDA LABORAL. Para calificar el ofrecimiento de trabajo 
formulado por el patrón al contestar la demanda, con el propósito de que el 
trabajador regrese a laborar en las mismas condiciones en que prestaba el ser­
vicio, deben tenerse en cuenta varios elementos: a) las condiciones fundamen­
tales de la relación laboral, como el puesto, el salario, la jornada o el horario; 
b) si esas condiciones afectan o no los derechos del trabajador establecidos 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las leyes o en el 
contrato colectivo; y c) el estudio del ofrecimiento en relación con los antece­
dentes del caso o la conducta asumida por el patrón. Por tanto, no se estará 
en una conducta procesal indebida o anómala por parte de éste, cuando al 
desahogar la prueba confesional a su cargo responda negativamente posi­
ciones en torno a la existencia de la relación laboral o a cualquiera de los 
elementos esenciales que reconoció al contestar la demanda, precisamente 
porque al tratar sobre hechos no controvertidos, carecen de eficacia proba­
toria y, por tanto, no pueden perjudicar al patrón ni ser consideradas en el 
laudo. De ahí que la Junta Laboral actúa correctamente cuando, al calificar 
de buena fe el ofrecimiento del trabajo, deja de considerar lo expresado en la 
prueba confesional.

2a./J. 50/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 355/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia de Trabajo 
del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 30 de enero de 2019. 
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Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.III.L. J/18 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE 
MALA FE CUANDO LA PATRONAL, AL ABSOLVER LA PRUEBA CONFESIONAL A SU 
CARGO, NIEGA LA EXISTENCIA DE LA RELACIÓN LABORAL O ALGUNO DE SUS 
ELEMENTOS ESENCIALES (HORARIO, JORNADA, PUESTO O SALARIO DEL TRABA­
JADOR), QUE PREVIAMENTE RECONOCIÓ AL CONTESTAR LA DEMANDA, LO QUE 
REFLEJA UNA CONDUCTA PROCESAL INDEBIDA.", aprobada por el Pleno en Mate­
ria de Trabajo del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 37, Tomo II, diciembre de 2016, página 1320, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Se­
gunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo 
directo 281/2018 (cuaderno auxiliar 714/2018).

Tesis de jurisprudencia 50/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintisiete de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de marzo de 2019 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PREVALIDACIÓN ELECTRÓNICA DE DATOS. NO ACTUALIZA UN 
PAGO DE LO INDEBIDO CUANDO EL CONTRIBUYENTE OMITE DIS­
MINUIR ESA CONTRAPRESTACIÓN AL PAGAR POR EL DERECHO 
DE TRÁMITE ADUANERO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justi­
cia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 231/2007 determinó la posibilidad 
de que la contraprestación por prevalidación electrónica de datos se dismi­
nuya del derecho de trámite aduanero. Sin embargo, debido a su naturaleza 
de contraprestación, al tratarse de pago del servicio prestado por un particular 
autorizado, de manera similar al procesamiento electrónico de datos, la can­
tidad pagada por prevalidación electrónica de datos sólo puede disminuirse 
del derecho de trámite aduanero al realizar el pago de éste, en la proporción que 
represente la contraprestación; sin que proceda la devolución por concepto 
de pago de lo indebido, cuando el contribuyente no efectúa esa disminución, 
toda vez que no se actualiza la hipótesis de no estar legalmente obligado al 
pago y aquella omisión de disminuir refleja un desinterés de quien pudo verse 
favorecido con la disposición, la cual no exime de obligación alguna. Con­
secuentemente, el supuesto de pago de lo indebido no se actualiza, cuando 
el contribuyente omite realizar la disminución de la contraprestación del ser­
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vicio de prevalidación electrónica de datos al momento de erogar el gasto 
por derecho de trámite aduanero previsto en el artículo 49 de la Ley Federal de 
Derechos.

2a./J. 54/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 143/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Cuarto Circuito y Décimo del Primer Circuito, ambos en Materia Adminis­
trativa. 30 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Javier Laynez Potisek; votaron contra alguna consideración Margarita 
Beatriz Luna Ramos, Eduardo Medina Mora I. y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Cir­
cuito, al resolver la revisión fiscal 86/2017, y el diverso sustentado por el Décimo Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 820/2016.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 231/2007 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, 
página 201.

Tesis de jurisprudencia 54/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGENTES ADUANALES. ESTÁN SUJETOS A LAS INFRACCIONES 
Y MULTAS PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 184-A, FRACCIÓN II Y 
184-B, FRACCIÓN I, DE LA LEY ADUANERA, ACORDE CON LAS OBLI­
GACIONES DERIVADAS DE LOS NUMERALES 6o., 20, FRACCIÓN VII, 
36, 36-A Y 59-A DEL ORDENAMIENTO LEGAL CITADO. De la interpreta­
ción armónica de los artículos 6o., 20, fracción VII, 36, 36-A y 59-A de la Ley 
Aduanera, se advierte que quienes introducen o extraen mercancías del terri­
torio nacional para destinarlas a un régimen aduanero, se encuentran obliga­
dos a transmitir mediante el sistema electrónico aduanero en documento 
electrónico o digital a las autoridades que correspondan, un pedimento con 
la información referente a las mercancías, así como la relativa a su valor y, de 
ser el caso, los demás datos relacionados con su comercialización, antes de su 
despacho aduanero, esto es, esas obligaciones deben cumplirse por las 
empresas porteadoras y sus representantes en territorio nacional, los capita­
nes, pilotos, conductores y propietarios de los medios de transporte de mercan­
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cías materia de entrada o salida del territorio nacional, los agentes aduanales 
y aquellos que introduzcan o extraigan mercancías de dicho territorio para ser 
destinadas a un régimen aduanero. Por tanto, los agentes aduanales están 
sujetos a las infracciones previstas en el numeral 184-A, fracción II, del orde­
namiento legal citado, por transmitir la información incompleta o con datos 
inexactos, en cuanto a la descripción de la mercancía e identificación indivi­
dual, considerando la mercancía que se presente a despacho y, en consecuen­
cia, les son aplicables las multas establecidas en el diverso 184-B, fracción I, 
de dicha ley.

2a./J. 55/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 427/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Vigésimo Circuito y el Décimo Noveno Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 13 de febrero de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fer­
nando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al 
resolver el amparo directo 736/2017, y el diverso sustentado por el Décimo Noveno 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo 
directo 352/2016.

Tesis de jurisprudencia 55/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DEL ESTADO DE CHIAPAS QUE PERCIBAN COMO 
SUELDO BÁSICO UNO SUPERIOR AL SALARIO MÍNIMO. LOS INCOR­
PORADOS RETROACTIVAMENTE DESDE LA FECHA DE SU INGRESO 
AL RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL MEDIANTE RESOLUCIÓN JU­
RISDICCIONAL, DEBEN APORTAR LAS CUOTAS A QUE SE REFIERE 
EL ARTÍCULO 22 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL 
DE LOS TRABAJADORES DE ESE ESTADO. Conforme a la interpreta­
ción de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto 
al artículo 116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, los Congresos Locales tienen la potestad constitucional de regular 
las relaciones laborales entre los distintos órganos locales y sus trabajadores, 
de acuerdo con el artículo 123 constitucional. En ese sentido, si los trabajado­
res obtuvieron su incorporación desde la fecha de su ingreso a los beneficios 
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de la seguridad social regulados en la Ley del Instituto de Seguridad Social de 
los Trabajadores del Estado de Chiapas mediante resolución jurisdiccional, 
deben cubrir las cuotas a su cargo desde esa fecha, pues el régimen de segu­
ridad social en esa entidad se sostiene con aportaciones bipartitas –cuotas del 
trabajador y aportaciones del ente empleador– en términos de los artículos 22 
y 24 de la ley citada, salvo que se trate de trabajadores que perciban como 
sueldo básico el salario mínimo, pues las cuotas a su cargo corresponde cubrir­
las íntegramente a la dependencia, en términos del artículo 29 del propio 
ordenamiento. Lo anterior es así, porque si bien las fracciones I, III y IV del 
artículo 8 de la ley invocada prevén la obligación de la entidad patronal de ins­
cribir a sus trabajadores, efectuar los descuentos de las cuotas a cargo de 
éstos y enterar su importe, el incumplimiento de esas obligaciones se sanciona 
en los artículos 170 y 171 del mismo ordenamiento, únicamente, con la impo­
sición de multas (independientemente de la responsabilidad civil, penal o 
administrativa en que se incurra); por lo que, acorde con el principio general 
de derecho que establece que en donde el legislador no distingue, el juzgador 
no debe hacerlo, no es dable llevar a cabo una interpretación distinta a lo que 
fija la propia ley.

2a./J. 56/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 416/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Vigésimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 13 de febrero 
de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juve­
nal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Vigésimo Circuito, al 
resolver los amparos directos 187/2017, 1567/2017 y 762/2018, y el diverso sustentado 
por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo directo 423/2018 (cuaderno 
auxiliar 597/2018).

Tesis de jurisprudencia 56/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SEGURIDAD PÚBLICA. LA LIMITANTE TEMPORAL AL PAGO DE 
"Y LAS DEMÁS PRESTACIONES" QUE, CONFORME AL ARTÍCULO 
123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
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DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CORRESPONDE A LOS 
MIEMBROS DE LOS CUERPOS POLICIACOS CESADOS INJUSTIFICA­
DAMENTE, ES CONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN DE LOS ESTADOS 
DE TABASCO Y ESTADO DE MÉXICO). En términos del artículo 116, frac­
ción VI, en relación con el diverso precepto 123, apartado B, fracción XIII, 
ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las legis­
laturas locales están facultadas para regular la manera en que se integra la 
indemnización a que tengan derecho los servidores públicos mencionados, 
como consecuencia del cese arbitrario de su cargo, así como para establecer 
el monto a pagar del concepto "y las demás prestaciones a que tenga derecho", 
incluso el periodo por el que deban pagarse, respetando los parámetros esta­
blecidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación como mínimos en la 
indemnización correspondiente. Ahora, si bien la Segunda Sala en la jurispru­
dencia 2a./J. 110/2012 (10a.), de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETA­
CIÓN DEL ENUNCIADO ‘Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO’, 
CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.", se pronunció en 
cuanto al alcance del referido concepto, dicho criterio no fijó limitante alguna 
a la libertad configurativa del legislador local para regular los montos o la tem­
poralidad por la que deberían cubrirse tales prestaciones. En esa tesitura, la 
limitante temporal al pago de las referidas prestaciones es razonable y propor­
cional, en virtud de que atiende a la protección de las partidas presupuestarias 
fijadas para el pago de las indemnizaciones; así mismo, se trata de una medida 
que persigue un fin justificado y que es adecuada, así como proporcional para 
su consecución, en tanto que no se advierten efectos desmesurados en relación 
con el derecho de resarcimiento del servidor público.

2a./J. 57/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 330/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia 
en Coatzacoalcos, Veracruz, Octavo de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, 
con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México y Cuarto en Materia Admi­
nistrativa del Segundo Circuito. 20 de febrero de 2019. Mayoría de tres votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco Gon­
zález. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.4o.A. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "SEGURIDAD DEL ESTADO DE MÉXICO. 
EL ARTÍCULO 181, PÁRRAFOS SEGUNDO Y TERCERO, DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE 
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A PARTIR DEL 28 DE JUNIO DE 2014, AL LIMITAR A DOCE MESES EL PAGO DE LAS 
PRESTACIONES DE LEY Y HABERES DEJADOS DE PERCIBIR O REMUNERACIÓN 
DIARIA ORDINARIA POR EL TIEMPO EN QUE UN SERVIDOR PÚBLICO HAYA ESTADO 
SUSPENDIDO, SEPARADO O REMOVIDO DE SU CARGO INJUSTIFICADAMENTE, 
ES INCONVENCIONAL.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa del Segundo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo IV, noviembre de 2015, página 
3315, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimo­
primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz, al resolver el amparo 
directo 360/2018 (cuaderno auxiliar 550/2018).

Tesis de jurisprudencia 57/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. CUANDO LA NOTIFICACIÓN DEL 
ACTO RECLAMADO SE REALIZA Y SURTE SUS EFECTOS EN UN DÍA 
INHÁBIL CONFORME A LA LEY DE AMPARO, PERO LABORABLE 
PARA LA AUTORIDAD RESPONSABLE, TALES CIRCUNSTANCIAS 
NO PRORROGAN EL PLAZO PARA SU PRESENTACIÓN. El artículo 18 
de la Ley de Amparo establece que el plazo para presentar la demanda de 
amparo directo se computará a partir del día siguiente a aquel en que surta 
efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso del acto o reso­
lución que reclame, o a aquel en que haya tenido conocimiento o se ostente 
sabedor del acto reclamado o de su ejecución. Ahora bien, cuando la notifica­
ción del acto reclamado se realiza y surte sus efectos en un día inhábil con­
forme a la Ley de Amparo, pero laborable para la responsable, tales circunstancias 
no prorrogan el plazo para presentarla, primero, porque el artículo 18 citado no 
hace excepción alguna en ese sentido, sino que se limita a señalar que en estos 
casos los plazos "...se computarán a partir del día siguiente a aquel en que 
surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso del acto o 
resolución que reclame..."; y, en segundo lugar, porque el calendario de días 
hábiles e inhábiles contenido en la Ley de Amparo no puede hacerse extensivo 
a los actos procesales propios del acto reclamado, como son aquellos en los 
que se practiquen las notificaciones o se determine el momento en que éstas 
surten sus efectos, toda vez que, en sentido estricto, esas actuaciones no 
corresponden al procedimiento de amparo, como lo sostuvo la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 
36/2018 (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EN EL 
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CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PRESENTARLA, NO DEBEN EXCLUIRSE LOS 
DÍAS EN LOS QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO AL QUE CORRES­
PONDA CONOCER DE AQUÉLLA HAYA SUSPENDIDO SUS LABORES.". Así, 
en congruencia con este criterio y por mayoría de razón, únicamente deben 
excluirse del cómputo del plazo para la presentación de la demanda de amparo 
directo, los días en los que la responsable certifique –al pie de la demanda– que 
para ella esos días fueron inhábiles, en términos de la fracción I del artículo 
178 de la misma ley, sin importar si la notificación del laudo o sentencia fue 
practicada cuando el órgano de amparo no estuvo en funciones.

2a./J. 59/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 290/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia Civil del Segundo Circuito y Segundo en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito. 13 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausen­
cia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Mónica Jaimes Gaona.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.T. J/12 (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. PARA 
DETERMINAR LA OPORTUNIDAD DE SU PRESENTACIÓN CUANDO LA NOTIFICA­
CIÓN DEL ACTO RECLAMADO SE REALIZA EN DÍA INHÁBIL CONFORME A LA LEY 
DE AMPARO, PERO LABORABLE PARA LA RESPONSABLE, DEBE CONSIDERARSE 
QUE SURTE EFECTOS EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE.", aprobada por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, 
página 1475, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al 
resolver el amparo directo 313/2018.

Tesis de jurisprudencia 59/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de marzo de 2019 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. ES PROCEDENTE 
LA TRAMITACIÓN DEL INCIDENTE DE LIQUIDACIÓN CUANDO NO 
EXISTEN LOS ELEMENTOS NECESARIOS PARA DETERMINAR EL 
MONTO DE INDEMNIZACIÓN POR TAL CONCEPTO. Una vez acreditada 
la existencia de la relación de causalidad entre el daño producido al gober­
nado y la actividad administrativa irregular desplegada por la autoridad deman­
dada, lo procedente dentro del juicio contencioso administrativo, es fijar el 
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alcance del monto que, por concepto de indemnización por responsabilidad 
patrimonial del Estado, corresponde. Sin embargo, si de la revisión integral 
del expediente no se advierten los elementos necesarios para su individuali­
zación, es necesario que se tramite un incidente de liquidación conforme a lo 
dispuesto por el artículo 39, último párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, cuya sustanciación y resolución no puede exceder 
del plazo de 90 días, a fin de dar un efectivo cumplimiento al derecho sustan­
tivo establecido en el precepto 113 –actualmente 109– de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos de restituir los daños causados por 
el actuar administrativo irregular.

2a./J. 60/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 214/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Décimo Octavo en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 13 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.18o.A.19 A (10a.), de título y subtítulo: "INDEMNIZACIÓN POR RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL MONTO DE LA RECLAMADA DEBE ACREDITARSE 
DURANTE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE ORIGEN Y NO EN LA VÍA JU­
RISDICCIONAL.", aprobada por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 2016, página 
2152; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 7/2018.

Tesis de jurisprudencia 60/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del trece de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

HONORARIOS POR NOTIFICACIÓN DE REQUERIMIENTO DE OBLI­
GACIONES NO SATISFECHAS. MOMENTO EN QUE DEBE SER PUESTA 
EN CONOCIMIENTO DEL REQUERIDO CONFORME AL ARTÍCULO 137, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
RELACIÓN CON EL NUMERAL 92 DE SU REGLAMENTO (ARTÍCULO 
104 DEL REGLAMENTO ABROGADO). La interpretación sistémica de los 
numerales en cita, lleva a considerar plausible que desde el requerimiento 
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para el cumplimiento de obligaciones no satisfechas dentro de los plazos lega­
les, la autoridad haga saber al destinatario la cantidad a pagar por concepto 
de honorarios en caso de una determinante de infracción; ello, con la finali­
dad de que si el requerido acepta la omisión, esté en condiciones de cumplir 
mediante el pago de la suma requerida y la correspondiente a los honorarios 
por la notificación respectiva; sin embargo, la circunstancia de que no se indi­
que la relativa a los honorarios por notificación en la resolución de requerimiento 
para cumplimiento de obligaciones no satisfechas dentro de los plazos legales, 
no tiene el alcance de hacerla irregular, debido a la necesaria determinación 
de incumplimiento a que se encuentra sujeto el accesorio concepto de hono­
rarios, conforme al artículo 137, último párrafo, del Código Fiscal de la Federa­
ción, en relación con el numeral 92 de su Reglamento (artículo 104 del Reglamento 
abrogado). De manera que no es indispensable que con la notificación del 
requerimiento de cumplimiento de obligaciones omitidas, la autoridad haga 
del conocimiento del requerido el concepto y monto de los honorarios indica­
dos, sino en la determinante de infracción.

2a./J. 63/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 415/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y Primero en Materia 
Administrativa del Sexto Circuito. 6 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.2o.P.A. J/2 (10a.), de título y subtítulo: "HONORARIOS PREVISTOS EN LOS 
ARTÍCULOS 137, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y 
104 DE SU REGLAMENTO ABROGADO. NO ES CONJUNTAMENTE CON LA NOTIFI­
CACIÓN DEL REQUERIMIENTO DE OBLIGACIONES, SINO CON LA DE LA RESO­
LUCIÓN QUE DETERMINA LA INFRACCIÓN RESPECTIVA, CUANDO LA AUTORIDAD 
DEBE HACER DEL CONOCIMIENTO DEL CONTRIBUYENTE SU MONTO.", aprobada por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de julio de 2016 a 
las 10:15 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 32, Tomo III, julio de 2016, página 1884; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 6/2018.

Tesis de jurisprudencia 63/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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INFORME JUSTIFICADO EN EL JUICIO DE AMPARO. SE DEBE SOLICI­
TAR CUANDO EN LA AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA SE FORMULAN 
NUEVOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. De acuerdo con los artículos 111 
y 117 de la Ley de Amparo, el quejoso puede ampliar su demanda para formu­
lar nuevos conceptos de violación respecto del acto reclamado en la demanda 
inicial, siempre que no haya fenecido el plazo para presentarla, caso en el 
cual, se debe solicitar a las autoridades responsables su informe con justifica­
ción, a efecto de que estén en posibilidad de expresar las razones y ofrecer las 
pruebas que estimen conducentes para desvirtuar los argumentos endere­
zados a demostrar la inconstitucionalidad o ilegalidad de su actuación, en la 
inteligencia de que la omisión de rendir el informe relativo únicamente con­
llevará imponer la multa prevista en la fracción II del artículo 260 del citado 
ordenamiento legal, habida cuenta que la existencia del acto reclamado se 
presumirá sólo si omiten rendir el informe correspondiente a la demanda 
inicial.

2a./J. 66/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 425/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radio­
difusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción 
en toda la República, Primero en Materia Penal del Tercer Circuito, Cuarto en Materia 
Penal y Décimo Tercero en Materia de Trabajo, ambos del Primer Circuito, y Tercero del 
Vigésimo Séptimo Circuito. 13 de marzo de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Geor­
gina Laso de la Vega Romero.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis I.1o.A.E.62 K (10a.), de título y subtítulo: "INFORME JUSTIFICADO. SI SE ADMITE LA 
AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO EN CUANTO A LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN, DEBE REQUERIRSE A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES QUE RIN­
DAN UNO NUEVO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Teleco­
municaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la Repú­
blica, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de enero de 
2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 38, Tomo IV, enero de 2017, página 2550, y

Tesis XXVII.3o.123 K (10a.), de título y subtítulo: "AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO. SI SE REALIZA RESPECTO DE LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
INICIALMENTE PLANTEADOS –RELACIONADOS CON EL MISMO ACTO Y AUTORI­
DAD–, NO DEBE REQUERIRSE A LA AUTORIDAD RESPONSABLE UN NUEVO IN­
FORME JUSTIFICADO, SINO DAR VISTA A ELLA Y AL TERCERO INTERESADO PARA 
QUE MANIFIESTEN LO QUE A SU DERECHO CONVENGA.", aprobada por el Tercer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 27 de abril de 2018 a las 10:31 horas, y en la Gaceta del 
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Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, 
página 1898, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 21/2017, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver la queja 30/2017, y el diverso susten­
tado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 38/2018.

Tesis de jurisprudencia 66/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CON­
CEDERLA CONTRA LA DETERMINACIÓN DE LA AUTORIDAD HACEN­
DARIA DE NOTIFICAR EN LA PÁGINA DE INTERNET DEL SERVICIO 
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN, LA RESOLUCIÓN PRELIMINAR QUE CONTIENE LA 
PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES DEL CONTRI­
BUYENTE A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FIS­
CAL DE LA FEDERACIÓN. Es improcedente conceder la suspensión con 
motivo de dicha determinación porque no se satisface el requisito del nume­
ral 128, fracción II, de la Ley de Amparo, pues de otorgarse la medida cautelar 
se seguiría perjuicio al interés social y se contravendrían disposiciones de orden 
público, dado que con esas publicaciones se persigue garantizar el derecho 
de la sociedad a estar informada sobre la situación fiscal de los contribuyen­
tes que realizan este tipo de operaciones, aunado a que permite que aquellos 
que hayan utilizado en su beneficio tales comprobantes puedan comenzar a 
ajustar y prever su conducta ante un posible escenario de autocorrección o de 
acreditación de la prestación del servicio y/o adquisición de bienes; asimismo, 
dichos terceros podrán suspender la contratación con el causante y la colec­
tividad estará en posibilidad de tomar las medidas preventivas y evaluar el 
riesgo de recibir facturas de esos contribuyentes.

2a./J. 67/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 386/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Tercero del Vigésimo 
Séptimo Circuito. 13 de marzo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Disi­
dente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat 
Torres Contreras.
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Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXVII.3o.52 A (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIÓN EN LA PÁGINA DE INTER­
NET DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA Y EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN DE LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. PROCEDE 
CONCEDER LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL AMPARO PROMOVIDO EN SU CON­
TRA, PARA EL EFECTO DE QUE LA AUTORIDAD SE ABSTENGA DE PRACTICARLA, 
CUANDO EL QUEJOSO ADUCE HABERSE ENTERADO DE QUE SE ENCUENTRA 
EN ESE SUPUESTO MEDIANTE SU BUZÓN FISCAL.", aprobada por el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 3 de agosto de 2018 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, 
página 2990; y,

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 204/2018.

Tesis de jurisprudencia 67/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN, ENTRE 
OTROS, LOS ARTÍCULOS 75 Y 127 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DECRETO POR EL QUE 
SE EXPIDE LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVI­
DORES PÚBLICOS Y SE ADICIONAN DISPOSICIONES AL CÓDIGO 
PENAL FEDERAL. LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CASOS 
RELACIONADOS CON SU RECLAMO, CORRESPONDE A LOS ÓRGA­
NOS JURISDICCIONALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA ADMINIS­
TRATIVA. Tratándose del reclamo de decretos legislativos se debe acudir al 
bien jurídico o interés fundamental tutelado en las normas generales que 
los contienen, pues así se asegura que el juzgador que se pronuncie sobre su 
constitucionalidad se encuentre especializado en la materia correspondiente. 
En ese sentido, toda vez que los decretos mencionados persiguen un bien 
jurídico o interés fundamental de carácter administrativo, pues las normas 
sobre las que versan inciden en el adecuado ejercicio de la función pública a 
efecto de tutelar las finanzas públicas del país para un mejor desarrollo de la 
economía nacional, en cuanto a la actividad programática y presupuestaria en 
materia de remuneraciones de los servidores públicos federales, se concluye 
que los órganos jurisdiccionales especializados en materia administrativa son 
competentes para conocer y resolver todos los casos (juicios de amparo, recur­
sos, incidencias, impedimentos o cualquier otro) relacionados con su reclamo, 
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así como de sus actos de aplicación, como pudieran ser el Presupuesto de 
Egresos de la Federación, los proyectos de presupuestos, los tabuladores y 
manuales de remuneraciones y demás percepciones (tanto ordinarias como 
extraordinarias), su publicidad en las páginas de internet respectivas y todos 
los demás actos tendentes a lograr la ejecución de los decretos citados, así 
como las omisiones legislativas vinculadas con esos decretos. Se aclara que 
al tener los quejosos el carácter de trabajadores del Estado –con relación 
laboral o administrativa, de base o de confianza– en la resolución de los asun­
tos, el órgano jurisdiccional debe acudir a la interpretación conjunta de normas 
laborales (además de las administrativas) como lo son los derechos tutelados 
en el artículo 123 de la Constitución Federal, la protección al salario, o la apli­
cación de figuras como la suplencia de la queja prevista en el numeral 79, 
fracción V, de la Ley de Amparo, la cual la prevé en beneficio de cualquier 
trabajador, con independencia de que su relación sea laboral o administrativa. 
Asimismo, toda vez que el artículo 2 de la Ley de Federal de Remuneraciones 
de los Servidores Públicos establece que tiene como destinatarios a los ser­
vidores públicos que integran el Poder Legislativo Federal, el Poder Judicial 
de la Federación, los entes públicos federales incluidos aquellos a los que la 
propia Constitución Federal reconoce autonomía o independencia, los tribuna­
les administrativos de la Federación, la PGR, la Presidencia de la República, las 
dependencias federales y los organismos, empresas y fideicomisos del sector 
paraestatal federal y aquellos entes no sujetos al régimen paraestatal cuando la 
remuneración respectiva esté afecta directa o indirectamente al presupuesto 
federal, en consecuencia, el órgano jurisdiccional que corresponda deberá de 
tomar en consideración de manera individualizada a qué régimen pertenece 
cada trabajador, a efecto de que cada caso se resuelva atento a los lineamientos 
constitucionales y legales que operan para cada uno.

2a./J. 68/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 37/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Cuarto en Materia de Trabajo, Quinto en Materia Administrativa y Primero en 
Materia de Trabajo, todos del Primer Circuito. 20 de marzo de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 1/2019, el sustentado por el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el con­
flicto competencial 24/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el conflicto competencial 3/2019.
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Tesis de jurisprudencia 68/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RÉPLICA Y CONTRARRÉPLICA EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. 
A TRAVÉS DE ESAS FIGURAS NO PUEDE VARIARSE EL CONTENIDO 
DE LA DEMANDA, SUS MODIFICACIONES O ADICIONES Y LA CON­
TESTACIÓN A ÉSTAS. De acuerdo con el artículo 842 de la Ley Federal del 
Trabajo, la Junta tiene la obligación de resolver la controversia laboral de manera 
clara, precisa y congruente con la demanda, su contestación y las demás pre­
tensiones deducidas oportunamente en el juicio. Por su parte, el artículo 878 
de la ley citada, tanto en su texto anterior como en el posterior a la reforma 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012 
establece que si no existe entre las partes conciliación, en la audiencia inicial 
el actor debe exponer sus pretensiones, con la posibilidad de modificar su 
demanda escrita y realizar aclaraciones o modificaciones. Además, conforme 
al texto vigente del precepto legal en comento, cuando el actor sea trabajador 
o sus beneficiarios podrá modificar, aclarar o enderezar su demanda una sola 
vez en esta etapa; tratándose de aclaración o modificación, a petición del 
demandado se señalará nueva fecha para la continuación de la audiencia, a 
fin de que pueda contestar la demanda, y en caso de enderezamiento, la Junta 
procederá de igual forma, pero de oficio. Por tanto, para dar intervención al 
demandado, es menester que la Junta laboral tenga expuesta la demanda, 
ratificándola, aclarándola o modificándola, de modo que en el caso de que la 
audiencia quede suspendida para su continuación a petición del demandado 
en caso de aclaración, modificación de la demanda o de manera oficiosa en 
caso de enderezamiento, la segunda diligencia tendrá por objeto que aquél 
dé contestación a la demanda modificada sustancialmente. Ahora bien, con­
forme a la fracción VI del citado artículo 878, en esta etapa las partes pueden 
replicar y contrarreplicar por una sola vez; sin embargo, ello no implica que a 
través de esas figuras procesales puedan modificar el contenido de la demanda, 
sus modificaciones o aclaraciones y la contestación a éstas, pues si bien se 
trata de alegaciones que las partes pueden reproducir en la etapa de demanda 
y excepciones, que tienen como fin precisar los alcances de la litis fijada, no 
pueden modificar la materia del juicio, pues ésta quedó establecida previa­
mente a través de las pretensiones y defensas deducidas con la demanda, 
ratificada, aclarada o modificada y su contestación respectiva.

2a./J. 69/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 378/2018. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo 
Octavo Circuito, actualmente Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Admi­
nistrativa del Décimo Octavo Circuito. 13 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth 
Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVIII.4o.34 L (10a.) y XVIII.4o.35 L (10a.), de títulos y subtítulos: "RÉPLICA EN EL 
JUICIO LABORAL. A TRAVÉS DE ÉSTA NO ES VÁLIDO QUE EL ACTOR INTRODUZCA 
MODIFICACIONES AL ESCRITO ACLARATORIO DE DEMANDA." y "RÉPLICA EN EL 
JUICIO LABORAL. EL HECHO DE QUE EL ARTÍCULO 841 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO DISPONGA QUE LOS LAUDOS DEBEN DICTARSE A VERDAD SABIDA 
Y BUENA FE GUARDADA, NO IMPLICA QUE SEA VÁLIDO QUE EL ACTOR, AL REPLI­
CAR, INTRODUZCA MODIFICACIONES AL ESCRITO ACLARATORIO DE DEMANDA.", 
aprobadas por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito y publicadas 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de septiembre de 2014 a las 9:30 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, 
Tomo III, septiembre de 2014, página 2567, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 121/2018.

Tesis de jurisprudencia 69/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de mayo de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO ORDINARIO EN EL JUICIO LABORAL. DEBE 
SEGUIRSE PARA SUSTANCIAR LAS DEMANDAS CON RECLAMOS 
MIXTOS QUE CONTIENEN PRESTACIONES, INDEPENDIENTES 
ENTRE SÍ, EXIGIBLES EN LA VÍA ORDINARIA Y EN LA ESPECIAL DE 
SEGURIDAD SOCIAL. En la Sección Primera del Capítulo XVIII del Título 
Catorce de la Ley Federal del Trabajo, el legislador estableció el procedimiento 
especial que debe seguirse en los conflictos individuales de seguridad social, 
mediante plazos breves y medidas que concentran la actuación de las partes. 
Por otra parte, en los conflictos individuales, la Ley Federal del Trabajo no 
impide el ejercicio simultáneo de pretensiones que deban ventilarse en vías 
diferentes, pues su artículo 768 únicamente prevé la prohibición expresa de 
acumular los asuntos sobre obligaciones patronales en materia de capacita­
ción y adiestramiento de los trabajadores y seguridad e higiene en los centros 
de trabajo. En ese sentido, a fin de lograr la mayor economía procesal y, a su 
vez, garantizar la igualdad y debida defensa de las partes, cuando en una 
demanda se exijan prestaciones independientes que deban ventilarse en las 
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vías ordinaria y especial de seguridad social, debe seguirse el procedimiento 
ordinario para ventilar todas las pretensiones contenidas en aquélla.

2a./J. 70/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 1/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Se­
gundo del Séptimo Circuito, Décimo Tercero del Primer Circuito y Tercero del Tercer 
Circuito, todos en Materia de Trabajo. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Mi­
nistros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre­
tario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterio contendientes: 

Tesis III.3o.T.44 L (10a.), de título y subtítulo: "PROCEDENCIA DE LA VÍA EN MATERIA 
LABORAL. EN RECLAMOS MIXTOS DONDE UNO DE LOS CODEMANDADOS SEA 
EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, AL QUE SE LE DEMANDAN PRES­
TACIONES ESPECÍFICAS E INDEPENDIENTES DE LAS QUE SE RECLAMAN AL PA­
TRÓN, LA VÍA A SUSTANCIAR EN EL PROCEDIMIENTO ES LA ‘ESPECIAL’, POR SER 
LA PRIVILEGIADA E IDÓNEA PARA DILUCIDAR LOS CONFLICTOS INDIVIDUALES DE 
SEGURIDAD SOCIAL, SIN QUE SEA FACTIBLE DIVIDIR LA CONTINENCIA DE LA 
CAUSA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de no­
viembre de 2018 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 60, Tomo III, noviembre de 2018, página 2308, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 14/2018.

Tesis de jurisprudencia 70/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de mayo de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIONES REALIZADAS POR VÍA ELECTRÓNICA EN EL JUI­
CIO DE AMPARO. CUANDO EL QUEJOSO O EL TERCERO INTERE­
SADO NO INGRESA AL SISTEMA ELECTRÓNICO DENTRO DEL PLAZO 
MÁXIMO DE DOS DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A AQUEL EN QUE EL 
ÓRGANO DE AMPARO ENVIÓ LA DETERMINACIÓN CORRESPON­
DIENTE, SE ENTIENDEN HECHAS Y SURTEN SUS EFECTOS EN EL 
PRIMER INSTANTE DEL DÍA HÁBIL SIGUIENTE AL VENCIMIENTO 
DE ESE PLAZO. En diversas ejecutorias, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha establecido criterios en los cuales se ha sostenido que en el juicio 
de amparo los plazos inician a las cero horas del día respectivo y los términos 
para presentar promociones comprenden las veinticuatro horas naturales del 
último día, así mismo que cuando la ley que rige al acto no prevé el momento 
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en el cual surten efectos las notificaciones, será en el mismo momento de su 
realización. Por su parte, la Ley de Amparo establece la posibilidad del que­
joso o del tercero interesado que quisiera ser notificado por medios electró­
nicos, expresarlo así ante el órgano de amparo, quien queda obligado a enviar 
los acuerdos, resoluciones o sentencias a notificar de manera personal para 
que, por ese medio, el interesado pueda ser comunicado. A su vez, el solici­
tante adquiere el deber de ingresar en forma diaria (y hasta por el plazo máximo 
de dos días hábiles) al sistema electrónico del Poder Judicial de la Federación 
para consultar las notificaciones correspondientes, con lo cual se genera la 
constancia a que se refiere la fracción III del artículo 31 de ese ordenamiento. 
A partir de lo anterior, de la interpretación armónica, sistemática y funcio­
nal de los artículos 24, 30, fracción II y 31, fracciones I, II y III, de la Ley de 
Amparo, se concluye que cuando el quejoso o el tercero interesado no con­
sulta el sistema indicado dentro del plazo máximo de dos días hábiles poste­
riores al envío de la actuación a notificar, la notificación debe entenderse 
hecha en el primer instante del día hábil siguiente al vencimiento de ese plazo 
de dos días (momento en el cual igualmente surte sus efectos), pues de esa 
manera se respeta en forma integral el plazo otorgado por el legislador; ello 
en el entendido de que al vencimiento de ese plazo, el actuario debe levantar 
la razón a que se refiere la fracción II del artículo 31 de la ley de la materia a 
efecto de hacer constar el momento en que se realizó la respectiva notifica­
ción electrónica.

2a./J. 71/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 439/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Octavo de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucal­
pan de Juárez, Estado de México y Décimo Séptimo en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Lay­
nez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Pri­
mera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, al resolver 
el amparo en revisión 360/2017 (cuaderno auxiliar 1097/2017), y el diverso sustentado 
por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir­
cuito, al resolver el recurso de reclamación 22/2018.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 360/2017 (cuaderno auxiliar 
1097/2017) resuelto por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxi­
liar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, 
derivó la tesis aislada (I Región)8o. 6 K (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIONES 
VÍA ELECTRÓNICA EN EL AMPARO. SI LA PARTE INTERESADA NO GENERA LA 
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CONSTANCIA DE LA CONSULTA AL SISTEMA ELECTRÓNICO DEL PODER JUDI­
CIAL DE LA FEDERACIÓN, SURTIRÁN SUS EFECTOS AL SEGUNDO DÍA DE QUE SE 
INGRESÓ A ÉSTE LA RESOLUCIÓN JUDICIAL.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 6 de julio de 2018 a las 10:13 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, 
página 1564.

Tesis de jurisprudencia 71/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del tres de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DECLARACIONES ANUALES INFORMATIVAS DE PARTES RELACIO­
NADAS A QUE REFIERE EL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL IMPUES­
TO SOBRE LA RENTA. NO PROCEDE CONCEDER LA SUSPENSIÓN 
SOLICITADA EN EL JUICIO DE AMPARO CONTRA SUS EFECTOS Y 
CONSECUENCIAS. Del proceso legislativo que culminó con la adición de 
dicho precepto mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 18 de noviembre de 2015, se advierte su finalidad no sólo de cumplir 
los compromisos internacionales asumidos por el Estado Mexicano en materia 
fiscal, específicamente, tratándose de precios de transferencia, sino básica­
mente implementar el plan de acción internacional que dote de herramientas 
útiles a las autoridades fiscales locales para prevenir, evitar y, eventualmente, 
sancionar una posible elusión y evasión fiscal, así como recaudar los tributos 
que el Estado tiene derecho a percibir. A partir de lo anterior, se concluye que 
en los juicios de amparo en los cuales se solicite la suspensión contra los 
efectos y consecuencias del aludido precepto, debe negarse la medida cautelar 
al no satisfacerse el requisito del diverso 128, fracción II, de la Ley de Amparo, 
pues la sociedad tiene interés en que la autoridad fiscalizadora cuente con 
información suficiente para, en su caso, verificar el cumplimiento de las obli­
gaciones tributarias a cargo de los contribuyentes y, de esa manera, estar 
en condiciones de satisfacer las necesidades colectivas y lograr el bienes­
tar común, aunado a que también es de su interés que el Estado cuente con 
mecanismos efectivos que una vez cumplidos prevengan, eviten o disminu­
yan la elusión y la evasión fiscal, precisamente, porque de esa manera se 
satisfacen dichas necesidades colectivas. Finalmente, porque si bien la norma 
tributaria en comento contiene una obligación fiscal de carácter formal, no 
sustantiva, que no implica el ejercicio de facultades de comprobación, lo cierto 
es que trasciende a éstas, pues el hecho de que los contribuyentes obligados 
proporcionen la información a través de las declaraciones anuales informati­
vas de partes relacionadas facilita su labor de detectar una eventual elusión 
o evasión fiscal la cual, entonces, origine el ejercicio de tales atribuciones. 
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Máxime que, de negarse la medida, el juicio de amparo no queda sin materia, 
pues pueden concretarse los efectos ante una eventual concesión del amparo 
contra la norma tildada de inconstitucional.

2a./J. 72/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 446/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Tercer Circuito y Décimo Quinto del Primer Circuito, ambos en Materia 
Administrativa. 3 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela 
Guadalupe Flores de Quevedo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 294/2016, y el diverso 
sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 233/2018.

Tesis de jurisprudencia 72/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veinticuatro de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto sépti­
mo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA AUTORIDAD FISCALIZADORA 
QUE PRETENDA EL EJERCICIO DE UNA NUEVA FACULTAD DE COM­
PROBACIÓN EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
46 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, DEBE EXPONER LOS 
"HECHOS DIFERENTES" QUE JUSTIFIQUEN SU ACTUACIÓN, COMO 
PARTE DE SU MOTIVACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 
DE DICIEMBRE DE 2013). Si bien el legislador federal en el texto de la refe­
rida porción normativa estableció la posibilidad de que la autoridad fiscaliza­
dora iniciara una nueva facultad de comprobación para revisar contribuciones, 
aprovechamientos y periodos ya revisados, lo cierto es que dicha facultad no 
es irrestricta ni ilimitada, pues condicionó su ejercicio a la comprobación de 
hechos diferentes de los ya revisados. En ese sentido, para garantizar el derecho 
a la inviolabilidad del domicilio del gobernado y brindar seguridad jurídica en 
términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es necesario que la autoridad fiscalizadora en la orden de visita 
correspondiente exponga como parte de su motivación cuáles son los "hechos 
diferentes" comprobados que justifican el ejercicio de una nueva facultad de 
comprobación respecto de contribuciones y ejercicios ya revisados. De esta 
manera, el contribuyente estará en aptitud de conocer a ciencia cierta cuáles 
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son esos hechos por los que la autoridad fiscal decidió emprender el ejercicio 
de una facultad de comprobación respecto de contribuciones y ejercicios ya 
revisados, bajo qué hipótesis fueron comprobados y, finalmente, si ello justi­
fica el actuar de la autoridad.

2a./J. 73/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 462/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Octavo del Primer Circuito y Primero del Segundo Circuito, ambos en Mate­
ria Administrativa. 3 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concu­
rrente. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo directo 473/2012, y el diverso sustentado por el Décimo 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 649/2017.

Tesis de jurisprudencia 73/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veinticuatro de abril de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de mayo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO INDIREC­
TO PROMOVIDO CONTRA LA ORDEN DEL ISSSTE DE INCREMEN­
TAR LOS DESCUENTOS POR CONCEPTO DE PAGO DE CRÉDITO 
HIPOTECARIO DEL 30% AL 50% DEL SALARIO DE LOS MIEMBROS 
DE LAS INSTITUCIONES DE SEGURIDAD PÚBLICA. CORRESPONDE 
A UN JUZGADO DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. 
De acuerdo con el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con los criterios de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, la relación entre el Estado y los servidores 
públicos en mención es de naturaleza administrativa. En esa lógica, la presta­
ción relativa a la obtención de un crédito hipotecario a la que los elementos 
de seguridad pública tienen derecho también goza de la misma naturaleza, 
en tanto deriva directamente de la relación jurídica que por disposición cons­
titucional rige entre el poder público y este tipo de servidores públicos. Por 
tanto, las órdenes del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba­
jadores del Estado de incrementar los descuentos por concepto de pago de 
crédito para la obtención de vivienda, del 30% al 50% de sus salarios, son 
de naturaleza administrativa, pues su emisión se origina con motivo del 
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contrato hipotecario celebrado entre dicho Instituto y aquellos servidores 
públicos, de manera que el conocimiento de los juicios de amparo indirecto 
promovidos por los miembros de las instituciones de seguridad pública 
contra las órdenes en cuestión, corresponde a un Juzgado de Distrito en 
Materia Administrativa.

2a./J. 74/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 424/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Segundo en Materia Administrativa y Noveno en Materia de Trabajo, am­
bos del Primer Circuito. 20 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek; el Ministro Eduardo Medina Mora I. emitió su voto con reservas. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Cir­
cuito, al resolver el conflicto competencial 21/2018, y el diverso sustentado por el 
Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 19/2018.

Tesis de jurisprudencia 74/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada de ocho de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COSA JUZGADA EN EL JUICIO LABORAL. TANTO LA AUTORIDAD 
LABORAL COMO EL TRIBUNAL DE AMPARO DEBEN ANALIZARLA 
DE OFICIO, AUN CUANDO EL DEMANDADO NO LA HAYA OPUESTO 
COMO EXCEPCIÓN. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha susten­
tado que la figura procesal de la cosa juzgada se configura como la inmuta­
bilidad de lo resuelto en sentencias firmes, esto es, se trata de una institución 
en la que descansan los principios de certeza y seguridad jurídica tutelados en 
los artículos 14 y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos. Ahora bien, tratándose del juicio laboral, en atención a los principios 
de congruencia y exhaustividad previstos en el artículo 842 de la Ley Federal del 
Trabajo, por regla general, será advertida a instancia de parte a través de una 
excepción; sin embargo, puede ocurrir que de la demanda se aprecie que el 
actor manifestó que las prestaciones que reclama tienen origen en un juicio 
anterior o en autos existan elementos que permitan a la autoridad laboral 
advertir su existencia, en cuyo caso, conforme al artículo 841 del mencionado 
ordenamiento legal, que faculta a la autoridad laboral a dictar los laudos a 
verdad sabida y buena fe guardada y apreciando los hechos en conciencia, 
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sin sujetarse a formulismos, la Junta deberá atender a la autoridad y fuerza de 
ley de la cosa juzgada por lo que, aunque no haya sido opuesta como excep­
ción, deberá analizarla en aras de salvaguardar los principios de seguridad y 
certeza jurídica referidos. Además, para el caso de que la autoridad laboral 
omita su estudio, el tribunal de amparo podrá analizarla oficiosamente o en 
atención a los conceptos de violación que el quejoso haga valer, independiente­
mente de que se hubiese opuesto o no. Lo anterior, sin que el análisis oficioso 
de la institución de la cosa juzgada implique suplencia de la queja deficiente 
en favor de la parte patronal, pues se trata de una facultad que deriva de los 
preceptos legales mencionados.

2a./J. 75/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 30/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Ter­
cero del Primer Circuito y Segundo del Séptimo Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 
10 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Me­
dina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.T. J/29 (10a.), de título y subtítulo: "COSA JUZGADA EN EL JUICIO LABORAL. 
DEBE ANALIZARSE DE OFICIO POR EL TRIBUNAL DE TRABAJO, INCLUSO EN AM­
PARO DIRECTO, AUNQUE NO HAYA SIDO OPUESTA DICHA EXCEPCIÓN PERENTO­
RIA POR ALGUNA DE LAS PARTES, SI DE AUTOS SE ADVIERTE LA EXISTENCIA DE 
UNA VERDAD LEGAL INMUTABLE.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 8 de junio de 2018 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 
2560, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 918/2018.

Tesis de jurisprudencia 75/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBA TESTIMONIAL EN EL JUICIO LABORAL. SU DESAHOGO 
PUEDE DIVIDIRSE CUANDO LOS TESTIGOS RADIQUEN FUERA DEL 
LUGAR DE RESIDENCIA DE LA JUNTA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012). El artículo 815, fracción III, de la 
Ley Federal del Trabajo conserva el principio de indivisibilidad de la prueba 
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testimonial, al prever que el examen de los testigos sea en forma separada y 
sucesiva. Sin embargo, la fracción III del artículo 813 del mismo ordenamiento, 
al regular que cuando los testigos radiquen fuera del lugar de residencia 
de la Junta, al ofrecerse la prueba debe presentarse el interrogatorio por 
escrito, al tenor del cual se examinará al ateste, con las copias respectivas 
para las demás partes a fin de ponerlas a su disposición y estén en posibili­
dad de exhibir su interrogatorio de repreguntas, en forma tácita establece 
una excepción a dicho principio de indivisibilidad, pues permite el desahogo 
de la probanza en forma separada, al no ser factible recibir en una sola fecha 
y lugar el testimonio de la totalidad de los testigos cuando se cita a personas 
que radican en diversas localidades fuera del lugar de residencia de la Junta, 
pues supone la imposibilidad de su desahogo simultáneo en razón de que 
deberá encomendarse por medio de exhorto a la autoridad más próxima al 
lugar en que deba practicarse; además, no reconocer que la prueba testimo­
nial pueda dividirse implicaría denegar a las partes en el juicio el desahogo 
de probanzas por causas no imputables a ellas, sin soslayar la obligación de 
la Junta de adoptar las medidas pertinentes para que los atestes no tengan 
conocimiento previo de las declaraciones desahogadas, con el propósito de 
no afectar la fiabilidad del testimonio.

2a./J. 76/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 18/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del Décimo 
Segundo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Tercer Circuito, ambos en Mate­
ria de Trabajo. 24 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis de rubro: "PRUEBA TESTIMONIAL. DEBE ADMITIRSE AUN CUANDO LOS TESTIGOS 
RESIDAN EN LUGARES DIFERENTES Y FUERA DE LA RESIDENCIA DE LA JUNTA.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo III, Segunda 
Parte-2, enero-junio de 1989, página 607, y

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Segundo Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 21/2018.

Tesis de jurisprudencia 76/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del ocho de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DEPOSITARIO. TIENE INTERÉS JURÍDICO PARA PROMOVER JUI­
CIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CONTRA LA RESOLUCIÓN 
EN LA QUE LA AUTORIDAD FISCAL ORDENA SU REMOCIÓN Y LE 
REQUIERE LA ENTREGA DE LOS BIENES EN DEPÓSITO, EXCLUSI­
VAMENTE CUANDO ADUZCA LA INCOMPETENCIA DE AQUÉLLA. 
La causa de improcedencia contenida en el artículo 8o., fracción I, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no se actualiza porque 
el depositario tiene interés jurídico para impugnar vía juicio contencioso 
administrativo la remoción de su cargo y el requerimiento de entrega de los 
bienes embargados, debido a que el artículo 153 del Código Fiscal de la Fede­
ración dispone que los jefes de las oficinas ejecutoras, bajo su responsabilidad, 
nombrarán y removerán libremente a los depositarios, quienes desempeñarán 
su cargo conforme a las disposiciones legales, lo cual significa que estos 
particulares auxiliares de la administración pública carecen de algún derecho 
para rehusarse a entregar los bienes en depósito cuando los jefes de tales 
oficinas ordenen su remoción, pues la expresión "libremente" contenida en la 
norma implica una facultad discrecional, es decir, otorga a la autoridad la liber­
tad de apreciación para actuar o abstenerse de hacerlo, con el propósito de 
lograr la finalidad que la ley señale. Ahora bien, la discrecionalidad que insti­
tuye la norma no implica que esa atribución pueda ejercerse caprichosamente 
sin observar mínimamente los requisitos constitucionales de fundamen­
tación y motivación de la competencia de la autoridad emisora, ya que sola­
mente al cumplir este requisito de rango constitucional el depositario puede 
saber, efectivamente, si quien le retira el cargo está facultado para hacerlo en 
términos del citado precepto, lo cual es indispensable que sea así, porque 
el diverso 112, segundo párrafo, del mismo ordenamiento, en atención al bien 
jurídico ahí tutelado, establece como sanción el no poner a disposición el 
bien en depósito ante la autoridad competente; por tanto, en ese supuesto 
sí sufre una afectación directa e inmediata a su derecho subjetivo como con­
secuencia de tal acto de autoridad. Bajo esa tesitura, el depositario tiene 
interés jurídico para impugnar, vía juicio contencioso administrativo, la remo­
ción de su cargo y el requerimiento de entrega de los bienes embargados 
exclusivamente cuando aduzca la incompetencia de la autoridad, pues en 
caso contrario se le dejaría en estado de indefensión, en virtud de que al impe­
dir que se restituya la cosa en depósito al no entregarla a la autoridad com­
petente y, con ello, su disposición por parte del propietario, siendo ése el bien 
jurídico tutelado por el artículo 112, se incurriría en la sanción con pena 
corporal que prevé.

2a./J. 77/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 374/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena Región (en auxilio del Segundo Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Noveno Circuito) y el Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar, 
(en auxilio al Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito). 
24 de abril de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Yasmín Esquivel 
Mossa. Disidente: Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto par­
ticular. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.2o.T.Aux.9 A, de rubro: "DEPOSITARIO DE BIENES EMBARGADOS. TIENE INTERÉS 
JURÍDICO PARA PROMOVER EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 
CUANDO ARGUMENTE QUE LA AUTORIDAD QUE ORDENÓ SU REMOCIÓN Y LA 
ENTREGA DE AQUÉLLOS ES INCOMPETENTE O NO FUNDÓ NI MOTIVÓ SUFICIEN­
TEMENTE SU COMPETENCIA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado Auxiliar, 
con residencia en Guadalajara, Jalisco, y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 2967, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Novena 
Región, con residencia en Zacatecas, Zacatecas, al resolver el amparo directo 
839/2018 (cuaderno auxiliar 641/2018).

Tesis de jurisprudencia 77/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

FACULTADES DE COMPROBACIÓN. AL EJERCERLAS LA AUTO­
RIDAD FISCAL PUEDE CORROBORAR LA AUTENTICIDAD DE LAS 
ACTIVIDADES O ACTOS REALIZADOS POR EL CONTRIBUYENTE, 
A FIN DE DETERMINAR LA PROCEDENCIA DE SUS PRETENSIONES, 
SIN NECESIDAD DE LLEVAR A CABO PREVIAMENTE EL PROCE­
DIMIENTO RELATIVO A LA PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE 
OPERACIONES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FIS­
CAL DE LA FEDERACIÓN. El procedimiento citado tiene como objetivo 
acabar con el tráfico de comprobantes fiscales y evitar el daño generado a las 
finanzas públicas y a quienes cumplen con su obligación de contribuir al gasto 
público, lo cual pone de relieve que mediante este procedimiento no se busca 
como ultima ratio eliminar los efectos producidos por los comprobantes fis­
cales, sino detectar quiénes emiten documentos que soportan actividades o 
actos inexistentes. En cambio, para corroborar si los comprobantes fiscales 
cumplen con los requisitos legales o que fueron idóneos para respaldar 
las pretensiones del contribuyente a quien le fueron emitidos, la autoridad 
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fiscal cuenta con las facultades de comprobación contenidas en el artículo 
42 del Código Fiscal de la Federación. Por tanto, se trata de procedimientos 
distintos y no es necesario que la autoridad fiscal haya llevado a cabo el pro­
cedimiento previsto en el artículo 69-B para, con motivo del ejercicio de sus 
facultades de comprobación, determinar la improcedencia de las pretensiones 
del contribuyente basándose en el hecho de ser inexistentes los actos o acti­
vidades registrados en su contabilidad y respaldados en los comprobantes 
fiscales exhibidos. Además, es evidente que la atribución consignada en el 
artículo 69-B no excluye las facultades contempladas en el artículo 42 desti­
nadas a comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de 
los causantes, dentro de las cuales se encuentra inmersa la de verificar la 
materialidad de las operaciones económicas gravadas. De tal manera que 
si el contribuyente sujeto a las facultades de comprobación no acredita la real 
materialización de las actividades u operaciones registradas en su contabi­
lidad y comprobantes fiscales, la autoridad fiscal válidamente podrá declarar 
su inexistencia, y determinar que esos documentos carecen de valor probato­
rio y, por ello, no podrá tomarlos en cuenta para efectos de la procedencia de 
la pretensión del contribuyente.

2a./J. 78/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 405/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Trigésimo Circuito, y Primero y Tercero, ambos en Materias Administra­
tiva y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 24 de abril de 2019. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la 
revisión fiscal 3/2017, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver la revi­
sión fiscal 6/2018.

Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del ocho de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INFORME PREVIO. EL INCIDENTE DE FALSEDAD DE DOCUMENTOS 
CONTRA SUS ASPECTOS FORMALES PUEDE PLANTEARSE EN 
CUALQUIER MOMENTO DENTRO DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN 
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EN EL AMPARO, PERO SIN QUE ELLO IMPLIQUE DIFERIR O SUS­
PENDER LA AUDIENCIA INCIDENTAL. De la interpretación sistemática 
de los artículos 122, 136 y 143 de la Ley de Amparo y demás relativos, se 
obtiene que la suspensión en el amparo se rige, entre otros, por los principios 
de celeridad y de mutabilidad; por ende, a partir de estos principios se estima 
que es posible plantear, en cualquier momento, el incidente de falsedad de 
documentos contra el continente (aspectos formales) del informe previo ren­
dido por la autoridad responsable en el incidente de suspensión, conforme a 
las reglas establecidas en el artículo 122 citado, pero sin que esto implique la 
posibilidad de suspender o diferir la celebración de la audiencia incidental 
a causa de esa objeción, pues la mutabilidad propia de la suspensión en el 
amparo permite que el resultado del incidente de falsedad pueda tomarse 
como un hecho superveniente y ser valorado según resulte en cada caso. 
Además, con dicha intelección se procura que las partes no queden en estado 
de indefensión al no poder impugnar la autenticidad de un documento, y 
simultáneamente se atienden las reglas y los principios rectores para la sus­
pensión en el amparo.

2a./J. 79/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 364/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Segundo en Materia Civil, Primero en Materia Administrativa y Séptimo en 
Materia Administrativa, todos del Primer Circuito. 3 de abril de 2019. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis de rubro: "INFORME PREVIO. TIENE CARÁCTER DE DOCUMENTO PÚBLICO Y 
PUEDE OBJETARSE DE FALSO, EN APLICACIÓN ANALÓGICA DEL ARTÍCULO 153 
DE LA LEY DE AMPARO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción, Séptima Época, Volúmenes 115-120, Sexta Parte, página 88, y

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver la queja 231/2018.

Tesis de jurisprudencia 79/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del quince de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN EN EL AMPARO AGRARIO. EL BENEFICIO ESTA­
BLECIDO EN EL ARTÍCULO 132, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
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AMPARO, POR EL QUE SE EXENTA A LOS NÚCLEOS DE POBLACIÓN 
DE EXHIBIR GARANTÍA PARA QUE SURTA SUS EFECTOS LA MEDIDA 
CAUTELAR CONCEDIDA, ES APLICABLE TAMBIÉN A LOS EJIDATA­
RIOS QUE ACUDEN EN LO INDIVIDUAL EN DEFENSA DE SUS DE­
RECHOS AGRARIOS. El artículo 132, último párrafo, de la Ley de Amparo, 
establece que "la suspensión concedida a los núcleos de población no reque­
rirá de garantía para que surta sus efectos". Dicho beneficio debe entenderse 
aplicable también a los ejidatarios que acuden en lo individual al juicio de 
amparo en defensa de sus derechos agrarios, pues del análisis histórico-evo­
lutivo de las reformas constitucionales y legales referentes al "amparo agrario", 
se advierte la existencia de un espectro normativo protector que comprende 
tanto a los sujetos colectivos (ejidos y núcleos de población) como a los indi­
viduales (ejidatarios, comuneros, avecindados, etcétera), quienes acuden en 
defensa de sus derechos agrarios. Sostener lo contrario resultaría discrimi­
natorio y contrario al espíritu del Constituyente, pues implicaría dar un trato 
desigual a sujetos de derecho agrario regulados bajo el mismo régimen tute­
lar de derechos.

2a./J. 80/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 35/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Quinto en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Segundo en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 8 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXI.2o.P.A.27 A (10a.), de título y subtítulo: "EJIDATARIOS O COMUNEROS. CUANDO 
ACUDEN AL JUICIO CONSTITUCIONAL EN LO INDIVIDUAL EN DEFENSA DE SUS 
BIENES AGRARIOS, ESTÁN EXENTOS DE EXHIBIR GARANTÍA PARA QUE SURTA 
EFECTOS LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA DEL ACTO RECLAMADO (INTERPRETACIÓN 
AMPLIA Y PRO PERSONA DEL ARTÍCULO 132, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AM­
PARO).", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administra­
tiva del Vigésimo Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 4 de mayo de 2018 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 54, Tomo III, mayo de 2018, página 2551, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 337/2018.

Nota: De la sentencia que recayó al incidente de suspensión (revisión) 337/2018, resuelto 
por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito derivó 
la tesis aislada III.5o.A.76 A (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN EN EL AMPA­
RO SOLICITADA POR EJIDATARIOS O COMUNEROS. LA EXENCIÓN DE OTORGAR 
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GARANTÍA CONFORME LO DISPONE EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 132 DE 
LA LEY DE AMPARO, SÓLO APLICA PARA LOS NÚCLEOS DE POBLACIÓN COMU­
NAL O EJIDAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de 
abril de 2019 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 65, Tomo III, abril de 2019, página 2123.

Tesis de jurisprudencia 80/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintidós de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­
RAL TRAMITADO EN LA VÍA ORDINARIA. LA OMISIÓN DEL MAGIS­
TRADO INSTRUCTOR DE ABRIR Y DEJAR QUE TRANSCURRA EL 
PLAZO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 47 DE LA LEY FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PARA FORMU­
LARLOS ANTES DE DICTAR SENTENCIA, CONSTITUYE UNA VIOLA­
CIÓN AL PROCEDIMIENTO QUE AFECTA LAS DEFENSAS DEL 
QUEJOSO, AUN CUANDO SE HUBIERE ESTIMADO QUE SE ACTUA­
LIZABA UNA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO POR PARTE DE LA 
SALA RESPONSABLE. Esta Segunda Sala estima que del contenido de los 
artículos 47 y 49 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra­
tivo, constituye una violación procesal la omisión del Magistrado Instructor 
de abrir y dejar que transcurra el plazo para formular alegatos en un juicio 
contencioso administrativo tramitado en la vía ordinaria aun cuando se actua­
lice una causa de sobreseimiento y no sea necesario dictar un acuerdo de 
cierre de instrucción, ya que el hecho de que la legislación permita la posibi­
lidad de no elaborar un proveído al respecto no implica que se autorice la 
omisión de dictar un auto en donde se abra el periodo de alegatos. Lo aseve­
rado es así, debido a que en ese caso los alegatos tendrían el objeto de des­
virtuarla y, en virtud de ello, tienen la naturaleza de alegatos de bien probado, 
puesto que implican una exposición razonada de los fundamentos de hecho 
y de derecho sobre el mérito y demérito de las pruebas aportadas por las partes 
que pudieren generar la actualización de la causal que se pretende, por lo 
cual sí existe la obligación de respetar el plazo y término para ofrecerlos por 
parte del Magistrado Instructor, pues de no hacerlo implicaría una violación a 
las formalidades esenciales que rigen el procedimiento en perjuicio del actor 
que sí trasciende al resultado del fallo y lo deja sin defensa, según lo previsto 
en el artículo 172, fracción VI, de la Ley de Amparo, en tanto que no contó con 
un plazo prudente para formular sus alegaciones antes de dictarse la senten­
cia de sobreseimiento, por lo que de promoverse juicio de amparo en contra 
de dicha omisión procede concederlo para que sean valorados. Lo anterior, 
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siempre y cuando el quejoso exprese conceptos de violación encaminados a 
impugnar esa omisión y en el entendido de que esta jurisprudencia será apli­
cable a los casos que se presenten a partir de que se considere de aplicación 
obligatoria.

2a./J. 85/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 93/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Cuarto del Primer Circuito y Séptimo del Tercer Circuito, ambos en Materia 
Administrativa. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Es­
quivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra consideraciones Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.7o.A.8 A (10a.), de título y subtítulo: "ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL TRAMITADO EN LA VÍA ORDINARIA. LA OMISIÓN DEL 
MAGISTRADO INSTRUCTOR DE ABRIR Y DEJAR QUE TRANSCURRA EL PLAZO DE 
CINCO DÍAS PARA FORMULARLOS ANTES DE PRONUNCIAR LA SENTENCIA CO­
RRESPONDIENTE, AUN CUANDO ESTIME ACTUALIZADA UNA CAUSAL DE SOBRE­
SEIMIENTO INVOCADA POR LA AUTORIDAD DEMANDADA, CONSTITUYE UNA 
VIOLACIÓN AL PROCEDIMIENTO EN PERJUICIO DEL ACTOR QUE TRASCIENDE AL 
RESULTADO DEL FALLO.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 7 de abril de 2017 a las 10:11 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1678, y

El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 470/2018.

Tesis de jurisprudencia 85/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO EN REVISIÓN. SALVO LOS CASOS DE EXCEPCIÓN PRE­
VISTOS EN EL PENÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 79 DE LA 
LEY DE AMPARO, POR REGLA GENERAL, EN MATERIAS DE ESTRIC­
TO DERECHO LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS EN EL RECURSO SÍ 
CONSTITUYE UN REQUISITO FORMAL QUE CONDICIONA SU PRO­
CEDENCIA. El primer párrafo del artículo 88 de la Ley de Amparo es categó­
rico al señalar que el recurso de revisión "... se interpondrá por escrito en el 
que se expresarán los agravios que cause la resolución impugnada ...", lo cual 
encuentra su razón de ser en el principio de instancia de parte agraviada, que 
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le permite a la quejosa instar a los tribunales revisores de amparo para 
que intervengan y analicen las determinaciones asumidas por los Jueces de 
Distrito, pero sobre la base de una mínima causa de pedir expresada a través 
de los agravios respectivos que, en su caso, lleven a evidenciar su inconfor­
midad. De no ser así, se desnaturalizaría la institución de la revisión debido a 
que el órgano revisor estaría obligado a emprender un análisis oficioso y abs­
tracto de la resolución recurrida, en detrimento de aquellas partes conformes 
con la sentencia del a quo, lo cual, además de ser contrario al principio de 
"instancia de parte agraviada", haría ineficaz e irrealizable el desarrollo de la 
función jurisdiccional. Dicha regla general encuentra su caso de excepción 
en lo establecido en el penúltimo párrafo del artículo 79 de la ley de la mate­
ria, pues el legislador federal, ante la necesidad de solventar las desigualda­
des procesales respecto de ciertos sectores de la población que pudieran 
estar en situación de desventaja y de tratar de equilibrar los medios y posibi­
lidades de actuación procesal de las partes en el juicio de amparo, en los 
supuestos de suplencia ahí previstos liberó a las personas de la obligación de 
ser expertos en tecnicismos jurídicos a fin de no obstaculizar la impartición 
de justicia y salvaguardar sus derechos fundamentales.

2a./J. 86/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 463/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo en Materia Penal del Primer Circuito, el actual Segundo en Materias Admi­
nistrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, el actual Primero en Materia de Trabajo 
del Cuarto Circuito y el actual Segundo en Materia Civil del Cuarto Circuito. 15 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XIX.2o.28 K, de rubro: "REVISIÓN, LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS ES UN ELEMEN­
TO ESENCIAL PARA LA PROCEDENCIA DEL RECURSO.", aprobada por el Segundo 
Tribunal Colegiado del Décimo Noveno Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 1994, página 529,

Tesis IV.1o.3 K, de rubro: "AGRAVIOS, FALTA DE EXPRESIÓN DE. RECURSO DE REVI­
SIÓN IMPROCEDENTE.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Cuarto Cir­
cuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo VI, septiembre de 1997, página 644, y

Tesis IV.2o.P.C.8 K, de rubro: "REVISIÓN. LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS CONSTITUYE 
REQUISITO PARA LA PROCEDENCIA DEL RECURSO.", aprobada por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Civil del Cuarto Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 
2000, página 994, y



63INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2019

El sustentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 212/2018.

Tesis de jurisprudencia 86/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL. REGLAS PARA SU OTORGAMIENTO 
CUANDO EL ACTO RECLAMADO SEA EL BLOQUEO DE CUENTAS 
BANCARIAS ATRIBUIDO A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINAN­
CIERA DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. 
A consideración de esta Segunda Sala, atendiendo a una ponderación del 
interés social, la no contravención a disposiciones de orden público así como 
al principio de apariencia del buen derecho, en el juicio de amparo es posible 
otorgar la suspensión provisional cuando el acto reclamado sea el bloqueo 
de cuentas bancarias atribuido a la Unidad de Inteligencia Financiera de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en ejercicio de las facultades esta­
blecidas en el artículo 115 de la Ley de Instituciones de Crédito. Sin embargo, en 
su caso dicha suspensión provisional se concederá de manera condicionada, 
esto es, no surtirá efectos si el bloqueo se emitió a partir del supuesto válido 
que fue reconocido jurisprudencialmente por esta Segunda Sala, consistente 
en el cumplimiento de una obligación contraída con un gobierno extranjero 
o la ejecución de una resolución adoptada por un organismo internacional o 
agrupación intergubernamental cuyas atribuciones fueron reconocidas con 
base en una obligación asumida por el Estado mexicano. Al tratarse de un 
supuesto excepcional, dicha autoridad habrá de contar con documentación que 
sustente la existencia de una solicitud expresa de realizar el bloqueo de cuen­
tas, formulada por una autoridad extranjera u organismo internacional que 
cuente con atribuciones en la materia y con competencia para realizar una 
solicitud de tal índole acorde justamente a un tratado bilateral o multilateral. 
Lo anterior no implica que al momento de dictarse la suspensión provisional la 
autoridad deba acreditar tal escenario, en tanto podrá no ordenar el levan­
tamiento del bloqueo, pero tendrá la carga procesal de exhibir en el informe 
previo la documentación fehaciente de que está en el supuesto de excepción 
para el dictado de la suspensión definitiva.

2a./J. 87/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 78/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Vigé­
simo Primero del Primer Circuito y Segundo del Cuarto Circuito, ambos en Materia 
Administrativa. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
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Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esqui­
vel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Eduardo Romero Tagle y Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis IV.2o.A.123 A (10a.), de título y subtítulo: "CONGELAMIENTO DE CUENTAS BANCA­
RIAS ATRIBUIDO A LA UNIDAD DE INTELIGENCIA FINANCIERA DE LA SECRETARÍA 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO. AUN CUANDO EL QUEJOSO DESCONOZCA ESE 
ACTO O SUS MOTIVOS, ES IMPROCEDENTE CONCEDER LA SUSPENSIÓN CON 
EFECTOS RESTITUTORIOS EN SU CONTRA.", aprobada por el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, 
página 2879, y

El sustentado por el Vigésimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 56/2019.

Tesis de jurisprudencia 87/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 31 de mayo de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 3 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA. NO SE 
ACTUALIZA CON MOTIVO DE LA NATURALEZA DEL SISTEMA NOR­
MATIVO CONFORMADO POR LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIO­
NES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y LOS ARTÍCULOS 217 BIS Y 
217 TER DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL. A consideración de esta Segunda 
Sala de la Suprema Corte, cuando en un juicio de amparo se reclame como 
un sistema normativo la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores 
Públicos y los artículos 217 Bis y 217 Ter del Código Penal Federal, la natura­
leza autoaplicativa o heteroaplicativa de tal conjunto de normas no actualiza un 
motivo manifiesto e indudable de improcedencia que justifique el dese­
chamiento de la demanda en el auto inicial. Determinar la naturaleza de tal 
sistema normativo requeriría de un análisis profundo y consideraciones inter­
pretativas complejas, no sólo de la demanda de amparo y sus anexos, sino 
también de las circunstancias fácticas particulares que se narran en la misma, 
las normas que conforman el sistema en cuestión, así como los alegatos y 
pruebas ofrecidos por las partes. Este análisis no puede hacerse en el auto 
inicial por los elementos que se deben tomar en cuenta y porque su resultado 
no puede considerarse evidente. Lo anterior no implica que el juez de dis­
trito en la sentencia respectiva tenga que forzosamente pronunciarse de fondo 
respecto de la validez de todas las disposiciones reclamadas, pues al estudiar 
lo relativo a la procedencia del juicio habrá de analizar si éstas efectivamente 
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componen un sistema normativo y pronunciarse sobre la naturaleza autoapli­
cativa o heteroaplicativa de las mismas, situación que no es manifiesta e indu­
dable en el dictado del auto inicial.

2a./J. 88/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 101/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Séptimo del Primer Circuito y Primero del Segundo Circuito, ambos en 
Materia Administrativa. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Eduardo Romero Tagle.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la queja 19/2019, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al resolver la 
queja 32/2019.

Tesis de jurisprudencia 88/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. NO SE ACTUALIZA SU DESIS­
TIMIENTO TÁCITO CUANDO LA FALTA DE SU DESAHOGO INTE­
GRAL FUE EXCLUSIVAMENTE IMPUTABLE A LA JUNTA LABORAL. 
El primer párrafo del artículo 885 de la Ley Federal del Trabajo prevé que al 
concluir el desahogo de las pruebas, formulados los alegatos de las partes 
y previa certificación del secretario de que ya no quedan pruebas por 
desahogar, se dará vista a las partes por el término de 3 días para que expre­
sen su conformidad con dicha certificación, bajo el apercibimiento de que de 
no hacerlo, y si hubiera pruebas por desahogar, se les tendrá por desistidas 
de éstas. Ahora bien, de su literalidad se advierte que se refiere a los casos en 
que alguna prueba no se desahogó, pero no menciona el supuesto en que 
se hubiese desahogado en forma incompleta. En ese sentido, tratándose de 
disposiciones que establezcan una sanción procesal, como la del artículo 
885, primer párrafo, citado, consistente en que se tendrá al oferente por 
desistido de las pruebas ofrecidas y no desahogadas, se considera que su 
aplicación debe hacerse en forma estricta y no extenderla a supuestos no pre­
vistos expresamente en la ley y, por ello, no cabe interpretarla analógicamente. 
En consecuencia, en los casos en que existan pruebas desahogadas parcial­
mente, es decir, que sólo fueron admitidas e iniciadas algunas diligencias para 
su cabal desahogo sin haberse concluido por causas imputables a la autoridad 
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laboral, no es posible aplicar la sanción de tener por desistido a su oferente, 
porque ello equivaldría, por un lado, a incorporar en la norma un supuesto no 
previsto en ella y, por el otro, a generar una trampa procesal, en tanto que al 
oferente se le colocó en el error de pensar que la prueba se desahogó a caba­
lidad, no obstante que esto no aconteció así.

2a./J. 90/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 320/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Tercero del Primer Circuito, Primero del Sexto Circuito y Segundo del Sép­
timo Circuito, todos en Materia de Trabajo. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Mónica Jaimes Gaona.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.1o.T.26 L (10a.), de título y subtítulo: "DESISTIMIENTO TÁCITO DE PRUEBAS EN 
EL JUICIO LABORAL. NO SE ACTUALIZA CUANDO SU DESAHOGO CORRESPONDE 
A LA JUNTA.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 
de agosto de 2018 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 57, Tomo III, agosto de 2018, página 2688; y,

Tesis I.13o.T.142 L (10a.), de título y subtítulo: "DESAHOGO DE PRUEBAS EN EL JUICIO 
LABORAL. SI EN EL TÉRMINO DE LA VISTA CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 885 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO SE HACEN VALER LAS VIOLACIONES RELATIVAS 
A LOS MEDIOS PROBATORIOS ADMITIDOS (DESISTIMIENTO DEL COTEJO Y CERTI­
FICACIÓN), PRECLUYE EL DERECHO PARA PLANTEARLAS.", aprobada por el Déci­
mo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, 
Tomo III, febrero de 2016, página 2062, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 6/2018.

Tesis de jurisprudencia 90/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO ADHESIVO. NO LE RESULTAN APLICABLES LAS CAUSA­
LES DE IMPROCEDENCIA PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 61 DE LA LEY 
DE AMPARO, SALVO LA CONTENIDA EN SU FRACCIÓN XXIII, EN 
RELACIÓN CON LOS NUMERALES 181 Y 182 DE LA MISMA LEY. Los 
artículos 181 y 182 de la Ley de Amparo prevén, respectivamente, que el 
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amparo adhesivo debe presentarse en el plazo de 15 días siguientes a aquel en 
que se notificó al adherente la admisión del amparo directo principal y está 
reservado en favor de la parte que haya obtenido sentencia favorable y la que 
tenga interés jurídico en que subsista el acto reclamado, únicamente para 
fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo definitivo, a fin de no quedar 
indefensa y para hacer valer violaciones al procedimiento que pudieran afec­
tar las defensas del adherente, trascendiendo al resultado del fallo. Ahora 
bien, si se toma en cuenta que el amparo adhesivo carece de autonomía y 
debe seguir la suerte procesal del amparo principal, entonces, las causales de 
improcedencia contenidas en el numeral 61 de la Ley de Amparo –salvo la 
de su fracción XXIII–, no le resultan aplicables, pues las causas de proceden­
cia del amparo adhesivo, dada su propia naturaleza, están consignadas 
en los referidos numerales, las cuales interpretadas a contrario sensu llevan 
a concluir que cuando la demanda de amparo no se promueva en tiempo, en 
ella no se pretenda reclamar una sentencia que haya sido favorable o no se 
tenga el interés jurídico en la subsistencia de tal acto, es decir, porque el fallo 
le fue adverso al promovente (y lo que pretenda sea su modificación y/o revoca­
ción) y no existan violaciones al procedimiento que estén sujetas a una con­
dición para que pudieran trascender al fallo, sino que ya están afectando sus 
defensas, aquél resulta improcedente en términos de la causal de inejercita­
bilidad establecida en el artículo 61, fracción XXIII, en relación con los artículos 
181 y 182 de la Ley de Amparo, y procederá sobreseer en el juicio de confor­
midad con el numeral 63, fracción V, de la misma ley.

2a./J. 91/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 450/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, 
y los Tribunales Colegiados Quinto en Materia Civil del Primer Circuito y Segundo en 
Materia de Trabajo del Séptimo Circuito. 15 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.5o.C.13 K (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO. POR SU NATURA­
LEZA ACCESORIA NO LE SON APLICABLES LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA DE 
LA ACCIÓN PRINCIPAL NI SU SUERTE PROCESAL DEPENDE DE LO QUE EN ÉL SE 
ADUZCA.", aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de abril 
de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 29, Tomo III, abril de 2016, página 2142, y
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Tesis (IV Región)1o.4 K (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO ADHESIVO. HIPÓTESIS EN 
LAS QUE RESULTA IMPROCEDENTE DICHA DEMANDA.", aprobada por el Primer Tri­
bunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia 
en Xalapa, Veracruz, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
4 de julio de 2014 a las 8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 8, Tomo II, julio de 2014, página 972, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el recurso de reclamación 16/2018.

Nota: De la sentencia que recayó al recurso de reclamación 16/2018, resuelto por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivó 
la tesis aislada VII.2o.T.55 K (10a.), de título y subtítulo: "AMAPARO ADHESIVO. POR 
SU NATURALEZA ACCESORIA LE SON APLICABLES LAS CAUSALES DE IMPROCE­
DENCIA PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIONES IX, X, XII, XIII, Y XXI, DE LA 
LEY DE LA MATERIA, ENTRE OTRAS.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 2019, página 2902.

Tesis de jurisprudencia 91/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ARTÍCULO 
67 DE LA LEY RELATIVA VIGENTE A PARTIR DEL 14 DE JUNIO DE 
2016, AL NO PREVER COMO SUPUESTO DE NOTIFICACIÓN PER­
SONAL EL AUTO QUE TIENE POR CONTESTADA LA DEMANDA Y 
CONCEDE AL ACTOR EL PLAZO LEGAL PARA AMPLIARLA, NO 
TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE ACCESO EFEC­
TIVO A LA JUSTICIA Y DE ADECUADA DEFENSA. En el juicio conten­
cioso administrativo el derecho del actor para ampliar su demanda se traduce 
en una formalidad esencial del procedimiento, al tener por objeto que pueda 
expresar los argumentos y ofrecer las pruebas conducentes para impugnar 
las cuestiones desconocidas al formular su demanda inicial o introducidas 
por la autoridad al contestarla. Sin embargo, el artículo 67 de la Ley Federal 
de Procedimiento Contencioso Administrativo vigente a partir del 14 de junio de 
2016, al no prever como supuesto de notificación personal el auto que tiene 
por contestada la demanda y concede al actor el plazo para ampliarla, no 
transgrede los derechos de acceso efectivo a la justicia y de adecuada defensa, 
en virtud de que las reformas al artículo en comento tuvieron como objetivo 
agilizar el trámite de los juicios de nulidad a partir de la restricción de los 
supuestos de notificación personal, reservándose ésta para las actuaciones 
que pudieran resultar trascendentales para la integración de los juicios y la 
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adecuada defensa de las partes, máxime que el Magistrado Instructor cuenta 
con la facultad discrecional de ordenar la notificación personal siempre y 
cuando fundamente y motive tal determinación. Asimismo, el artículo 65 del 
ordenamiento jurídico citado dispone que se debe enviar un aviso electrónico 
a la dirección de correo electrónico de las partes cuando menos con tres días 
de anticipación a la publicación del acuerdo, lo que hace de su conocimiento 
que el proveído, resolución o sentencia de que se trate será notificado en los 
días subsecuentes por boletín electrónico y con lo cual los interesados, por 
un medio diverso, tienen conocimiento del auto que les será notificado, ello 
aunado a que el actor tiene expedito su derecho de acudir al Tribunal a notifi­
carse personalmente del referido proveído antes de que se materialice la noti­
ficación mencionada. Adicionalmente, la notificación por boletín jurisdiccional 
implica que las partes en el juicio (particulares y órganos gubernamentales) 
deben estar al tanto de su consulta, lo cual no representa una obligación 
excesiva que impida su acceso a la justicia, pues son precisamente ellos 
quienes tienen interés en el juicio respectivo.

2a./J. 92/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 21/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Déci­
mo Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Tercero del Trigésimo 
Circuito. 8 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Alfredo Uruchurtu Soberón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 319/2018, y el diverso sustentado por 
el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 
539/2018.

Tesis de jurisprudencia 92/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRESUNCIÓN DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. PLAZO PARA 
DECIDIR EN DEFINITIVA SOBRE LA SITUACIÓN JURÍDICA DE LOS 
CONTRIBUYENTES QUE SE UBICAN EN EL SUPUESTO DEL PRIMER 
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN (SISTEMA NORMATIVO VIGENTE EN 2016 Y 2017). De con­
formidad con el sistema normativo integrado por los artículos 69-B del Código 
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Fiscal de la Federación y 70 de su Reglamento, y por las reglas 1.4. de las 
Resoluciones Misceláneas Fiscales para 2016 y 2017, cuando las autoridades 
fiscales presuman la inexistencia o simulación de operaciones amparadas en 
comprobantes fiscales notificarán a cada contribuyente emisor que se 
encuentre en esa situación preliminar, quien contará con un plazo de 15 días 
–que puede ampliarse por 10 más previa solicitud del interesado– para com­
parecer a aportar pruebas o información que demuestren lo contrario. La auto­
ridad dispone de 5 días para su valoración o, en su caso, para solicitar más 
información al contribuyente, y con base en la información recabada, la autori­
dad puede desestimar la presunción preliminar de inexistencia de operacio­
nes, o bien, resolver confirmarla en definitiva, caso en el cual debe notificar 
tal situación jurídica a los contribuyentes en los 30 días posteriores a que: 
(i) hubiera transcurrido el plazo para aportar pruebas e información sin que el 
contribuyente manifieste lo que a su derecho convenga, y sin que solicite pró­
rroga; (ii) se realice la entrega de la información o, en su caso, (iii) se desahogue 
el requerimiento de la autoridad o transcurra el plazo para ello sin que el 
particular lo hubiera desahogado.

2a./J. 93/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 122/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Tercero del Trigésimo Cir­
cuito. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas. Mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan 
Jaime González Varas.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXX.3o.2 A (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXIS­
TENTES. SI LA AUTORIDAD FISCAL NO EMITE Y NOTIFICA LA RESOLUCIÓN DEFI­
NITIVA EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, DENTRO DE LOS TREINTA DÍAS SIGUIENTES 
A AQUEL EN QUE EL CONTRIBUYENTE APORTÓ LA INFORMACIÓN O DOCUMEN­
TACIÓN PARA DESVIRTUAR LOS HECHOS QUE LO ORIGINARON, PRECLUYE SU 
FACULTAD PARA HACERLO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigé­
simo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 
julio de 2018 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 1581, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 282/2018.

Tesis de jurisprudencia 93/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PRESUNCIÓN PREELIMINAR DE INEXISTENCIA DE OPERACIONES. 
QUEDA SIN EFECTOS CUANDO DENTRO DEL PLAZO PREVISTO 
PARA ELLO NO SE NOTIFICA LA RESOLUCIÓN QUE LA CONFIRMA 
Y DECIDE EN DEFINITIVA SOBRE LA SITUACIÓN JURÍDICA DE LOS 
CONTRIBUYENTES QUE SE UBICAN EN EL SUPUESTO DEL PRI­
MER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 69-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN (SISTEMA NORMATIVO VIGENTE EN 2016 Y 2017). 
El artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación expresa límites objetivos en 
su configuración legislativa, dentro de los que se encuentra el límite temporal 
para la determinación en definitiva sobre la presunta inexistencia de opera­
ciones de un contribuyente que emite comprobantes fiscales. Cuando la 
autoridad fiscal inicia el procedimiento y notifica a los contribuyentes emiso­
res que se encuentran en una situación de presunción de inexistencia de 
operaciones, tal condición jurídica es de carácter preliminar, pues sólo per­
manece vigente y tiene eficacia plena hasta que se cumpla el plazo máximo 
para que, en su caso, se confirme en definitiva. Por tanto, si la presunción 
preliminar de inexistencia de operaciones a favor de la autoridad se encuen­
tra sujeta a un límite temporal de carácter perentorio, cuando transcurra el 
plazo sin que se hubiera confirmado en definitiva mediante resolución que 
así lo declare debe entenderse que han cesado sus efectos. En consecuencia, 
en aquellos supuestos en que la autoridad determine fuera del límite tempo­
ral que los contribuyentes se encuentran definitivamente en la situación a 
que se refiere el primer párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal de la Fede­
ración, y los particulares acudan a defender sus derechos por la vía conten­
cioso administrativa, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa deberá 
declarar su nulidad con fundamento en el artículo 51, fracción IV, en relación 
con el 52, fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo.

2a./J. 94/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 122/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Tercer Circuito y Tercero del Trigésimo Circui­
to. 22 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco González 
Salas y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan 
Jaime González Varas.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXX.3o.2 A (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE OPERACIONES INEXIS­
TENTES. SI LA AUTORIDAD FISCAL NO EMITE Y NOTIFICA LA RESOLUCIÓN DE­
FINITIVA EN EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, DENTRO DE LOS TREINTA DÍAS 
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SIGUIENTES A AQUEL EN QUE EL CONTRIBUYENTE APORTÓ LA INFORMACIÓN 
O DOCUMENTACIÓN PARA DESVIRTUAR LOS HECHOS QUE LO ORIGINARON, PRE­
CLUYE SU FACULTAD PARA HACERLO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado 
del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 13 de julio de 2018 a las 10:20 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo II, julio de 2018, página 1581, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 282/2018.

Tesis de jurisprudencia 94/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. LA INSCRIPCIÓN DEL TRABAJA­
DOR EN EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, CON UN 
SALARIO MENOR AL QUE REALMENTE PERCIBE, NO IMPLICA QUE 
SEA DE MALA FE. De acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 125/2002, emitida 
por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para cali­
ficar el ofrecimiento de trabajo las Juntas de Conciliación y Arbitraje deberán 
tomar en cuenta las condiciones fundamentales de la relación laboral bajo 
las que se formula, así como si éstas afectan o no los derechos del trabajador, 
en relación con los antecedentes del caso o la conducta asumida por el 
patrón. De esa forma, si al analizar el salario con el que el patrón propuso 
reincorporar al trabajador en su empleo, de las pruebas ofrecidas en el jui­
cio laboral se advierte que éste fue inscrito en el Instituto Mexicano del 
Seguro Social con un salario menor a aquel que realmente percibía, para 
calificar la oferta la autoridad laboral debe atender los términos en los cuales 
se formuló, pues esa circunstancia no implicará la mala fe del empleador, 
siempre que el sueldo ofrecido al trabajador sea superior a aquel con el que 
fue inscrito, ya sea por haber aceptado las condiciones en que el operario 
reclamó que desempeñaba sus labores, o bien porque plantee su propuesta 
mejorando las condiciones laborales, pues con dicha conducta no se dismi­
nuye el sueldo que el operario percibía, ni la categoría o la jornada de trabajo, 
ni lleva a concluir que el empleador oferente carezca de la voluntad para rein­
tegrarlo en su empleo o revelan su intención de revertirle la carga de la prueba 
respecto del despido alegado. En ese supuesto, dicha circunstancia única­
mente implica el incumplimiento de una obligación impuesta por la Ley del 
Seguro Social a los patrones, la cual puede ser subsanada en tanto que los 
trabajadores pueden solicitar la rectificación de su salario; máxime que el 
Instituto Mexicano del Seguro Social debe, en estos casos, subrogarse en los 
derechos del trabajador y otorgarle las prestaciones que le corresponden 
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conforme al salario real con que debió cotizar, en el entendido de que el Ins­
tituto tiene la obligación, en su carácter de órgano fiscal autónomo, de fincar 
al patrón los capitales constitutivos a que se haga acreedor por tal omisión.

2a./J. 95/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 31/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo 
Sexto del Primer Circuito y Tercero del Cuarto Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 
22 de mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó con reserva de criterio Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Tesis contendientes:

Tesis IV.3o.T.222 L, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. NO DEBE CONSIDERARSE 
DE MALA FE SI DURANTE EL PROCEDIMIENTO SE DEMOSTRÓ QUE EL TRABAJA­
DOR SE ENCONTRABA REGISTRADO ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO 
SOCIAL CON UN SALARIO INFERIOR AL QUE REALMENTE PERCIBÍA.", aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero 
de 2006, página 1849, y

Tesis I.16o.T.46 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE MALA 
FE, CUANDO DURANTE EL PROCEDIMIENTO SE DEMUESTRE QUE EL TRABAJADOR 
SE ENCONTRABA INSCRITO ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, 
CON UN SALARIO INFERIOR AL QUE REALMENTE PERCIBÍA.", aprobada por el 
Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de marzo de 2019 a las 10:32 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, 
Tomo III, marzo de 2019, página 2704.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 125/2002 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, diciembre de 2002, 
página 243.

Tesis de jurisprudencia 95/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORA EMBARAZADA. SI EL PATRÓN SE EXCEPCIONA ADU­
CIENDO QUE LA ACTORA RENUNCIÓ Y ÉSTA DEMUESTRA QUE AL 
MOMENTO DE CONCLUIR EL VÍNCULO LABORAL ESTABA EMBA­
RAZADA, EL SOLO ESCRITO DE RENUNCIA ES INSUFICIENTE PARA 
DEMOSTRAR QUE FUE LIBRE Y ESPONTÁNEA. Es criterio reiterado 
que juzgar con perspectiva de género implica reconocer la realidad sociocul­
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tural en que se desenvuelve la mujer, lo que exige una mayor protección del 
Estado con el propósito de lograr una garantía real y efectiva de sus derechos 
y eliminar las barreras que la colocan en una situación de desventaja, lo que 
cobra particular relevancia cuando se encuentra en estado de embarazo, 
momento en el que requiere gozar de la atención médica necesaria de los 
periodos pre y post natal y de las demás prestaciones de seguridad social que 
garanticen el bienestar de ella y del menor. Por tanto, cuando la parte emplea­
dora opone la excepción de renuncia y la trabajadora demuestra que la termi­
nación de la relación laboral ocurrió encontrándose embarazada, la patronal 
deberá acreditar que la renuncia fue libre y espontánea; sin que en ningún 
caso el solo escrito que la contenga sea suficiente para demostrar su excep­
ción, aun en caso de no haberse objetado o habiéndose perfeccionado, sino 
que se requieren elementos de convicción adicionales. Esto obedece al prin­
cipio de primacía de la realidad consagrado en el tercer párrafo del artículo 
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez 
que no es verosímil que la mujer prescinda de su empleo por lo gastos que 
implica el alumbramiento y la necesidad de acceder a la atención médica, 
aunado a que existe una práctica común de ejercer actos de coacción con 
motivo del embarazo.

2a./J. 96/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 318/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, Segundo en Materias Civil y de 
Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, Primero en Materias Administrativa y de Traba­
jo del Décimo Primer Circuito, Segundo del Segundo Circuito y Primero del Cuarto 
Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis IV.3o.T.272 L, de rubro: "RENUNCIA. SI PARA DETERMINAR SOBRE SU VEROSIMI­
LITUD LA JUNTA NO TOMÓ EN CUENTA EL ESTADO DE EMBARAZO DE LA TRABA­
JADORA, INFRINGE LOS PRINCIPIOS PREVISTOS EN EL NUMERAL 841 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, LA GARANTÍA DE NO DISCRIMINACIÓN CONTENIDA EN 
EL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y LA CONVENCIÓN SOBRE LA 
ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER.", 
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXIX, febrero de 2009, página 2035, y

Tesis XXI.2o.C.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "DESPIDO INJUSTIFICADO POR MOTIVO 
DE EMBARAZO. SI EL PATRÓN SE EXCEPCIONA Y PRESENTA LA RENUNCIA DE LA 
TRABAJADORA, A ÉL CORRESPONDE DEMOSTRAR TAL EXTREMO Y A LA JUNTA 
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RESOLVER DESDE UNA PERSPECTIVA DE GÉNERO, Y NO SÓLO CONSIDERAR LO 
QUE A ELLA LE PERJUDICA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
rias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, 
página 1353, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, 
al resolver el amparo directo 1563/2017, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 
442/2017.

Tesis de jurisprudencia 96/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de julio de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. PROCEDE SU ANÁ­
LISIS EN AMPARO DIRECTO CUANDO SE RECLAME LA OMISIÓN 
DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DE DECLARARLA DE OFICIO 
(LEGISLACIONES DE LOS ESTADOS DE PUEBLA Y DE JALISCO). 
De acuerdo con los artículos 96 de la Ley de los Trabajadores al Servicio del 
Estado de Puebla y 138 de la Ley para los Servidores Públicos del Estado 
de Jalisco y sus Municipios (este último en su texto vigente antes y después de 
la reforma publicada en el Periódico Oficial local el 30 de mayo de 2017), el 
tribunal declarará la caducidad a petición de parte interesada o de oficio; 
en el primer supuesto, la declaración derivará de la petición de la parte a 
quien interese el decretamiento de dicha figura, y en el segundo, con motivo 
del cercioramiento oficioso, previo al dictado del laudo, de que no ha operado 
la caducidad, lo cual llevará a declarar su existencia cuando se estime consu­
mada. De ese modo, si bien la declaración de la caducidad por parte de la 
autoridad puede tener origen en la petición de parte, ello no exime al tribunal 
laboral de analizar si se actualiza o no previamente al dictado del laudo 
correspondiente, para así tener plena certeza de que no existe algún impe­
dimento técnico para emitir un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, 
por lo que si aquél no se pronunció oficiosamente sobre la caducidad, ni 
alguna de las partes la hizo valer, implícitamente se tiene por determinado 
que no se actualiza la caducidad por inactividad procesal. En tal virtud, en vía 
de amparo directo es posible analizar conceptos de violación donde se com­
bata como violación a las leyes del procedimiento en términos de los artículos 
171 y 172, fracción XII, de la Ley de Amparo, la omisión del tribunal de pronun­
ciarse oficiosamente respecto de la actualización de la caducidad, pues el 
laudo combatido aún no está elevado a la categoría de cosa juzgada al ser 
objeto del juicio constitucional, por lo que no existe impedimento técnico 
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que, por preclusión, obstaculice su planteamiento vía conceptos de violación, 
máxime si se tiene en cuenta que no sería procedente combatir la omisión de 
declarar la caducidad a través del amparo indirecto, por no tratarse de un 
acto de imposible reparación que afecte materialmente derechos sustanti­
vos. De ese modo, cuando la legislación que rige el acto prevea que la cadu­
cidad del procedimiento laboral se declarará a instancia de parte o de manera 
oficiosa por el tribunal, sí será posible analizar en el juicio de amparo directo 
todo lo concerniente a dicha figura procesal, independientemente de que las 
partes no la hicieran valer en el juicio de origen y de que el tribunal no la anali­
zara oficiosamente.

2a./J. 97/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 98/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Tercer Circuito y Primero del Sexto Circuito, ambos en Materia de Tra­
bajo. 22 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Disidentes: Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Salvador Obregón Sandoval.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.1o.T.34 L (10a.), de título y subtítulo: "CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO 
LABORAL. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD RESPONSABLE TRAMITARLA Y 
DIRIMIRLA, SIN QUE PROCEDA ALEGAR EN EL AMPARO DIRECTO QUE DEBIÓ DE­
CLARARLA DE OFICIO, CUANDO ELLO NO SE HIZO VALER EN EL JUICIO NATURAL 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE PUEBLA).", aprobada por el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 2019, 
página 2917; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 529/2018.

Tesis de jurisprudencia 97/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPRO­
CEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA APLICACIÓN Y EFECTOS DEL 
ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRE­
SOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019. Cuando 
en el juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad del artículo 25, frac­
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ción VI, incisos a) y b), de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal de 2019, no procede otorgar la suspensión provisional contra la aplica­
ción y efectos producidos por esa norma porque ello se traduce en un perjuicio 
al interés social y la contravención de normas de orden público, ya que por 
virtud de las adecuaciones normativas para el ejercicio fiscal de 2019, el legis­
lador varió el anterior sistema de compensación universal por uno compuesto 
por mayores reglas y mecanismos para poder compensar saldos a favor; ello 
con la finalidad de evitar prácticas de evasión fiscal detectadas por la autori­
dad a causa de saldos a favor originados por la aplicación del acreditamiento 
de impuestos trasladados y que debieron ser enterados, pero en realidad eran 
objeto de compensaciones indebidas. En este sentido, tanto la sociedad como 
el Estado están interesados en evitar prácticas fraudulentas como el incum­
plimiento de obligaciones fiscales o la obtención de beneficios en forma inde­
bida por parte de los contribuyentes, por lo que de concederse la suspensión 
contra la aplicación y efectos de esa norma, se privaría a la colectividad de los 
recursos económicos para la satisfacción de las necesidades comunes, pues el 
efecto de esa medida se traduciría en permitir al quejoso compensar indistin­
tamente los saldos a su favor, sin que la autoridad fiscal pueda pronunciarse 
sobre la procedencia de los saldos objeto de la compensación (dado que basta 
la presentación del aviso respectivo), lo cual permitiría la utilización indebida 
de ese mecanismo de extinción de obligaciones para generar una defrau­
dación al aplicar cantidades a las que no necesariamente se tiene derecho a 
compensar, lo que permitiría la consumación del delito de defraudación fiscal 
previsto en el artículo 108 del Código Fiscal de la Federación, lo que actualiza 
la afectación del interés social y la contravención de disposiciones de orden 
público a que se refiere la fracción III del artículo 129 de la Ley de Amparo. 
Además, el eventual perjuicio que puede resentir el contribuyente con la 
negativa de la suspensión resulta de menor entidad frente a la afectación 
causada a la colectividad en el supuesto de otorgarse la medida porque, de 
negarse la suspensión, el contribuyente sólo sufre una afectación temporal 
que es posible de ser reparada; en cambio, de otorgarse la medida para con­
tinuar aplicando el sistema de compensación universal, implicaría un perjui­
cio para la colectividad al dejarse de recibir contribuciones que sí deben ser 
enteradas pero que no se recaudan ante el uso indebido del mecanismo com­
pensatorio. Incluso, el otorgamiento de la medida es improcedente porque 
sus efectos serían restitutorios al permitirse aplicar un sistema de compensa­
ciones diferente al normativamente previsto, siendo que dicho beneficio sólo 
podría otorgarse mediante la concesión del amparo, pues su efecto sería, 
precisamente, que no se aplicara al quejoso el contenido del artículo recla­
mado como inconstitucional.

2a./J. 102/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 96/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Primer Circuito, Tercero del Cuarto Circuito y Décimo Séptimo del 
Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 12 de junio de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Cir­
cuito, al resolver las quejas 47/2019 y 49/2019, y el diverso sustentado por el Décimo 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
las quejas 72/2019 y 79/2019.

Tesis de jurisprudencia 102/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diecinueve de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPEDIMENTO PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
SE ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 51, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY DE LA MATERIA, CUANDO EXISTE VÍNCULO 
MATRIMONIAL ENTRE UN MAGISTRADO DE CIRCUITO Y EL TITU­
LAR DEL ÓRGANO JURISDICCIONAL QUE DICTÓ EL ACTO RECLA­
MADO. El referido numeral establece que los Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, los Magistrados de Circuito y los Jueces de Distrito, se 
encuentran impedidos para conocer de un asunto cuando son cónyuges 
de alguna de las partes. En tanto que el artículo 5o., fracción II, de la misma 
legislación reconoce el carácter de parte en el juicio de amparo a la autoridad 
responsable, es decir, la que dicta, ordena, ejecuta o trata de ejecutar el acto 
que crea, modifica o extingue situaciones jurídicas en forma unilateral y obliga­
toria; u omita el acto que de realizarse crearía, modificaría o extinguiría dichas 
situaciones jurídicas. En ese contexto, cuando un Magistrado de Circuito se 
encuentra unido por una relación conyugal con el titular del órgano jurisdic­
cional que tiene el carácter de autoridad responsable, por haber dictado el 
acto reclamado en un juicio de amparo directo, es inconcuso que tal supuesto 
actualiza la causal prevista en la fracción I del artículo 51 de la Ley de 
Amparo.

2a./J. 103/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 113/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia Civil y Noveno en Materia Penal, ambos del Primer Circuito. 12 de 
junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
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Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.P. J/21 (10a.), de título y subtítulo: "IMPEDIMENTO PLANTEADO EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 51, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO 
LA CÓNYUGE DEL MAGISTRADO DE CIRCUITO IMPEDIDO ES INTEGRANTE DE LA 
SALA RESPONSABLE, AUN CUANDO HAYA EMITIDO VOTO PARTICULAR EN LA SEN­
TENCIA RECLAMADA.", aprobada por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
10 de noviembre de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 48, Tomo III, noviembre de 2017, página 1810; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resol­
ver el amparo directo 908/2018.

Tesis de jurisprudencia 103/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiséis de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN JUBILATORIA DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. SI ÉSTE NO DEMUESTRA EN 
JUICIO LA LEGALIDAD DEL MONTO DE LA DEDUCCIÓN EN AQUÉLLA 
PARA EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES, LA JUNTA 
LABORAL DEBE CONDENARLO A RESTITUIR LAS CANTIDADES 
RESPECTIVAS. Al resolver las diversas contradicciones de tesis 273/2012 y 
154/2015, esta Segunda Sala determinó que para demostrar la legalidad del 
descuento que se aplica para el cálculo de la pensión jubilatoria cuyo destino 
sea el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no basta con aducir que está auto­
rizado por los artículos 5 y 18 del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del 
Contrato Colectivo de Trabajo celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro 
Social y su Sindicato, habida cuenta que es menester que el citado Instituto, al 
oponer la excepción relativa, precise los conceptos que se tomaron en cuenta 
para calcular la deducción y ofrezca los medios de prueba conducentes para 
acreditar que el monto respectivo no excede los porcentajes autorizados en el 
referido régimen y en el Convenio Adicional para las Jubilaciones y Pensio­
nes de los Trabajadores de Base de Nuevo Ingreso de 14 de octubre de 2005. 
Luego, es claro que el incumplimiento de ese débito procesal conlleva tener 
por no demostrada la legalidad del descuento y, en consecuencia, la Junta 
laboral deberá condenar al referido Instituto a restituir las cantidades respec­
tivas, siempre y cuando no advierta una diversa causa que genere la improce­
dencia de la acción.

2a./J. 104/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 86/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Quinto Circuito y el Pleno del Décimo Cuarto 
Circuito. 12 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Yasmín Esquivel 
Mossa. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Georgina Laso de la Vega Romero.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XIV. J/6 L (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN JUBILATORIA DE LOS TRABA­
JADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. CORRESPONDE A ÉSTE 
PROBAR SU EXCEPCIÓN EN EL SENTIDO DE QUE ESTÁ AUTORIZADO PARA REA­
LIZAR LA DEDUCCIÓN POR EL CONCEPTO 107 DENOMINADO ‘PROVISIÓN FONDO 
DE JUBILACIÓN’ Y QUE SU MONTO EQUIVALE A ALGUNO DE LOS PORCENTA­
JES AUTORIZADOS, MEDIANTE LA EXHIBICIÓN DEL DESGLOSE ARITMÉTICO 
CORRESPONDIENTE Y, SI NO LO HACE, PROCEDE CONDENARLO A QUE LO REA­
LICE Y LO PRESENTE AL JUBILADO O PENSIONADO, A FIN DE QUE PUEDA VERIFI­
CAR SI EL MONTO ES CORRECTO.", aprobada por el Pleno del Décimo Cuarto 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de mayo de 
2017 a las 10:17 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 42, Tomo II, mayo de 2017, página 1351, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 492/2018.

Nota: La parte conducente de las ejecutorias relativas a las contradicciones de tesis 
273/2012 y 154/2015, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 1, diciembre de 2012, página 655 y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo II, enero 
de 2016, página 1324, así como en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de 
enero de 2016 a las 11:30 horas, respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 104/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiséis de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REPRESENTACIÓN DEL TITULAR DEL EJECUTIVO FEDERAL. PRO­
CEDIMIENTO QUE DEBE SEGUIR EL JUEZ DE DISTRITO PARA 
TENERLO POR DEBIDAMENTE NOTIFICADO EN LOS SUPUESTOS 
EN LOS QUE SE RECLAMEN NORMAS U OMISIONES QUE NO ESTÉN 
PREVISTOS EN EL ARTÍCULO TERCERO DEL ACUERDO GENERAL 
POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS REGLAS A QUE SE SUJETARÁ LA 
REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN TODOS LOS TRÁMITES PREVISTOS EN LA LEY 
DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA­
NOS, ABROGADO EL 25 DE MARZO DE 2019. En los supuestos descritos 
el Juez federal, con fundamento en el artículo 297, fracción II, del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, 
deberá requerir al Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal con el apercibimien­
to de que en el plazo de 3 días determine a qué Secretario de Estado le corres­
ponde representar al Presidente de la República, y que de no cumplir con lo 
anterior en el término señalado para tal efecto, se entenderá que la represen­
tación la ejercerá el citado Consejero Jurídico, de acuerdo con lo establecido 
en el artículo segundo del indicado Acuerdo General. En el caso de que dentro 
del plazo señalado se determine en qué Secretario de Estado recae la repre­
sentación del Presidente de la República, la notificación se deberá realizar 
por conducto del Secretario que fue designado y será a partir de que se lleve 
a cabo esa comunicación, acorde con lo dispuesto en la fracción I del dispo­
sitivo 31 de la Ley de Amparo, que se computará el plazo para interponer el 
recurso que, en su caso, corresponda. Y en el supuesto de que el Consejero 
Jurídico no cumpla con el requerimiento en el plazo fijado para ello, el Juez 
federal deberá ordenar que la notificación de mérito se realice con el refe­
rido Consejero, y a partir de que se lleve a cabo, conforme a lo señalado en el 
citado numeral 31, fracción I, empezará a transcurrir el plazo para la inter­
posición del medio de defensa correspondiente.

2a./J. 105/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 123/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Se­
gundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Séptimo y Octavo, ambos 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 12 de junio de 2019. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y 
Yasmín Esquivel Mossa. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Zara Gabriela Martínez Peralta.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver los recursos de reclamación 4/2019 y 5/2019, el sustentado por el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el recurso de reclamación 23/2018, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 5/2018.

Tesis de jurisprudencia 105/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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NOTIFICACIÓN AL REPRESENTANTE DEL TITULAR DEL EJECUTIVO 
FEDERAL CONFORME A LO DISPUESTO EN EL ACUERDO GENERAL 
POR EL QUE SE ESTABLECEN LAS REGLAS A QUE SE SUJETARÁ LA 
REPRESENTACIÓN DEL PRESIDENTE DE LOS ESTADOS UNIDOS 
MEXICANOS, EN TODOS LOS TRÁMITES PREVISTOS EN LA LEY 
DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
ABROGADO EL 25 DE MARZO DE 2019. CUÁNDO INICIA EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO. Conforme a 
lo establecido en el segundo párrafo del artículo 9o. de la Ley de Amparo, 
cuando el Presidente de la República sea señalado como autoridad responsa­
ble será representado en los términos que se indiquen en el Acuerdo General 
que se expida y se publique en el Diario Oficial de la Federación y tal represen­
tación podrá recaer en el Consejero Jurídico, en el Procurador General de la 
República o en los Secretarios de Estado a quienes corresponda el asunto 
acorde con lo establecido en las leyes orgánicas y reglamentos aplicables. 
Ahora, de conformidad con el artículo tercero, fracción V, del Acuerdo General 
por el que se establecen las reglas a que se sujetará la representación del 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en todos los trámites previstos 
en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, abrogado el 25 de marzo de 
2019, cuando se trate de la impugnación de las normas que en dicha fracción 
se mencionan le corresponde la representación al Secretario de Hacienda y 
Crédito Público. En los supuestos no previstos en ese numeral, será el Conse­
jero Jurídico del Ejecutivo Federal quien en el plazo de 3 días, conforme al 
numeral 297, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles, de apli­
cación supletoria a la Ley de Amparo, deberá designar a quien represente al 
Presidente de la República y, en caso de no hacerlo así, en el término que para 
tal efecto le fue concedido, se entenderá que quien representa al titular del 
Ejecutivo es el propio Consejero, y será a partir de que este último quede noti­
ficado que empezará el cómputo del plazo para la interposición del medio de 
impugnación acorde con lo que señala la fracción I del artículo 31 de la Ley 
de Amparo.

2a./J. 106/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 123/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Se­
gundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Séptimo y Octavo, ambos en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 12 de junio de 2019. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Yasmín 
Esquivel Mossa. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Zara Gabriela Martínez Peralta.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver los recursos de reclamación 4/2019 y 5/2019, el sustentado por el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el recurso de reclamación 23/2018, y el diverso sustentado por el Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 5/2018.

Tesis de jurisprudencia 106/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OBRAS DE URBANIZACIÓN EN EL ESTADO DE SINALOA. LA OBLI­
GACIÓN A CARGO DEL FRACCIONADOR DE CONSTRUIRLAS A 
SU COSTA Y DE ENTREGARLAS AL MUNICIPIO U ORGANISMO 
DESCENTRALIZADO CORRESPONDIENTE, CONSTITUYE UNA 
DONACIÓN. A partir de la interpretación armónica y sistemática de los 
artículos 160 y 165 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Sinaloa, vigen­
tes en 2012, 2013 y 2014, se observa que si bien no se especifica que respecto 
de las obras de urbanización opera una cesión gratuita, lo cierto es que a 
partir de que el fraccionador deberá asumir exclusivamente por su cuenta el 
costo de su construcción y de que el Municipio u organismo descentralizado 
deberá recibirlas una vez concluidas y probadas conforme al acta de entrega-
recepción correspondiente, queda de manifiesto que se trata de una transmi­
sión de dominio a título gratuito, porque sin mediar contraprestación alguna 
pasarán a ser bienes públicos respecto de los cuales la autoridad asumirá su 
operación, mantenimiento, conservación y administración, supuesto que 
encuadra en la definición de donación prevista en el artículo 2214 del Código 
Civil para el Estado de Sinaloa, no sólo porque al momento de la entrega 
las obras relativas ya serán una realidad (bienes presentes), sino, porque al 
momento de aceptar su construcción y entregarlas en cumplimiento de la obli­
gación formal contraída, se expresa el consentimiento del fraccionador para 
proceder de esa manera, sin perder de vista que la figura en análisis es afín a 
la cesión gratuita de una superficie del fraccionamiento en favor del Munici­
pio, y ambas forman parte de un sistema normativo que, a más de establecer 
los requisitos necesarios para obtener la autorización para construir fraccio­
namientos, se propone atender necesidades de interés público para asegurar 
el desarrollo ordenado y adecuado de los asentamientos humanos y la urba­
nización de los centros de población, a fin de mejorar el nivel y calidad de vida 
de sus integrantes mediante la dotación de infraestructura, equipamiento y 
servicios urbanos.

2a./J. 107/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 139/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito, los Tribunales Colegiados Vigésimo, Décimo Octavo y Déci­
mo Primero, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito, y el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los 
Mochis, Sinaloa. 12 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. Disidente: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 329/2015, el sustentado por el Tribunal Colegia­
do del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 338/2017, el sustentado 
por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 366/2016, el sustentado por el Décimo Primer 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el am­
paro directo 162/2017, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los Mochis, Sinaloa, 
en apoyo del Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo 
directo 329/2017 (cuaderno auxiliar 494/2017).

Tesis de jurisprudencia 107/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VALOR AGREGADO. LA ENTREGA DE LAS OBRAS DE URBANIZA­
CIÓN AL MUNICIPIO U ORGANISMO DESCENTRALIZADO DEL ES­
TADO DE SINALOA CONSTITUYE UNA DONACIÓN Y, POR TANTO, 
NO ESTÁ GRAVADA POR LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO NI 
PROCEDE EL ACREDITAMIENTO O LA DEVOLUCIÓN DEL IMPUESTO 
TRASLADADO AL FRACCIONADOR (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 
2012, 2013 Y 2014). Tomando en consideración que en términos de los artículos 
160 y 165 de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de Sinaloa, la obligación 
a cargo del fraccionador de costear y entregar las obras de urbanización al 
Municipio u organismo descentralizado correspondiente califica como una 
donación, ello significa que en términos de los artículos 1o. y 8o., párrafo 
segundo, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, no se trata de una activi­
dad gravada y, por ende, ello trae como consecuencia que: a) De acuerdo con 
los artículos 1o., 4o. y 5o., fracción I, párrafo primero, de esta última ley, no 
proceda el acreditamiento del citado impuesto trasladado al fraccionador con 
motivo de las erogaciones que hubiese efectuado al construir y entregar dichas 
obras, porque para ello es requisito indispensable que se lleven a cabo actos 
o actividades gravados por el tributo (sea a la tasa general del 16%, o bien, a 
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la del 0%), y es el caso de que el fraccionador, a su vez, no traslada al Muni­
cipio u organismo descentralizado correspondiente cantidad alguna en con­
cepto de impuesto al valor agregado, precisamente porque al realizar tales 
actos o actividades no causa dicho tributo; y b) En términos del artículo 6o., 
párrafo primero, de la citada ley tributaria, tampoco proceda la devolución del 
referido impuesto trasladado al fraccionador al efectuar gastos inherentes a 
tales obras, porque si a su vez no es contribuyente del tributo por la realización 
de esos actos o actividades, entonces no tiene derecho a que le sean devuel­
tos montos de impuesto que no causó y, por ende, no enteró al fisco federal 
con el carácter de sujeto formal del tributo, tomando en cuenta que, en su 
caso, tales montos tampoco surgen como saldo a favor a partir de la mecánica 
de acreditamiento, ya que esta última no tiene cabida en el supuesto 
señalado.

2a./J. 108/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 139/2018. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Tercer Circuito, los Tribunales Colegiados Vigésimo, Décimo Octavo y Déci­
mo Primero, todos en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los 
Mochis, Sinaloa. 12 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. Disidente: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Vigésimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 329/2015, el sustentado por el Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 338/2017, el sustentado por 
el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver el amparo directo 366/2016, el sustentado por el Décimo Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
162/2017, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los Mochis, Sinaloa, en apoyo 
del Tribunal Colegiado del Vigésimo Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
329/2017 (cuaderno auxiliar 494/2017).

Tesis de jurisprudencia 108/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veintiséis de junio de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. SE ACTUALIZA EN EL JUICIO 
LABORAL CUANDO EN UN LAUDO YA SE ANALIZÓ LO RELATIVO 
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A LA DEBIDA CUANTIFICACIÓN DE LA PENSIÓN JUBILATORIA, CON 
BASE EN DETERMINADAS PRESTACIONES. El Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinó que la autoridad de la cosa juz­
gada constituye uno de los principios esenciales en que la seguridad jurídica 
se funda y, por tanto, no puede ser desconocida, pues uno de los pilares del 
Estado de derecho es el respeto a dicha institución, como fin último de la 
impartición de justicia a cargo del Estado. De ese modo, es claro que lo deci­
dido en laudo o sentencia ejecutoriada sobre las prestaciones que integran el 
salario base para la cuantificación de la pensión adquiere la calidad de cosa 
juzgada y, por ende, no puede ser modificado en un ulterior juicio, aun cuando 
lo que se reclame sea la inclusión de otras prestaciones que no fueron conside­
radas en el primer fallo, por no haberse señalado en la demanda respectiva. 
Ello, en virtud de que los conceptos que integran el salario base para la deter­
minación de la cuota pensionaria no pueden estimarse como prestaciones 
autónomas e independientes de la atinente a la debida cuantificación de la 
pensión, precisamente porque constituyen la base sobre la cual se habrá de 
calcular el monto respectivo. De ahí que en el juicio laboral deba estimarse 
actualizada la excepción de cosa juzgada, cuando se reclama la correcta cuan­
tificación de la pensión jubilatoria a partir de la inclusión de prestaciones 
distintas a las que se consideraron en un juicio previo para determinar el sala­
rio que ha de servir de base para ello. Razonar en un sentido diverso desembo­
caría en permitir la promoción ilimitada de juicios laborales por cada prestación 
o concepto que se estimara faltó considerar en un juicio anterior, precisa­
mente por no haberse hecho valer en el mismo a pesar de estar en plena apti­
tud de hacerlo y, por tanto, no ser materia de pronunciamiento del laudo 
elevado a la categoría de cosa juzgada, originándose con ello todo lo contrario 
que persigue la institución de orden público de la cosa juzgada, esto es, otorgar 
seguridad jurídica a las partes que intervengan en los juicios.

2a./J. 109/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 55/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Décimo Noveno Circuito, el entonces Tribunal Colegiado en Materias Civil 
y de Trabajo del Décimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 
Circuito y el entonces Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, actual Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito. 12 de junio de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Salvador Obregón Sandoval.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis X.3o.51 L, de rubro: "COSA JUZGADA EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. OPERA 
ESTA EXCEPCIÓN CUANDO EN UN JUICIO SE DETERMINÓ SOBRE EL MONTO DE 
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LA PENSIÓN JUBILATORIA Y EN UNO POSTERIOR SE DEMANDA EL PAGO DE DIFE­
RENCIAS PRETENDIENDO QUE SE TOME EN CUENTA UNA PRESTACIÓN DIS­
TINTA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, agosto 
de 2005, página 1870, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Se­
gunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al 
resolver el amparo directo 561/2018 (cuaderno auxiliar 867/2018).

Tesis de jurisprudencia 109/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del tres de julio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CARTA INVITACIÓN. LA RESOLUCIÓN QUE DESESTIMA LA SOLICI­
TUD ACLARATORIA DEL CONTRIBUYENTE SOBRE SU SITUACIÓN 
FISCAL DERIVADA DE AQUÉLLA, NO ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Esta Segunda Sala ha sostenido 
que la "carta invitación" dirigida al contribuyente para regularizar su situación 
fiscal, con relación al pago del impuesto sobre la renta derivado de los ingresos 
ciertos y determinados originados por depósitos en efectivo a su favor, efec­
tuados durante un ejercicio fiscal específico, no constituye una resolución 
definitiva impugnable en el juicio contencioso administrativo; ello en virtud de 
que se trata únicamente de un acto declarativo, a través del cual la autoridad 
exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de las omisio­
nes detectadas, presentándole una propuesta de pago que no le ocasiona un 
perjuicio real en su esfera jurídica, en la medida en que a través de este acto, 
la autoridad exclusivamente señala una cantidad que obra en sus registros y 
que sólo tendrá en cuenta cuando ejerza sus facultades de comprobación 
y, en consecuencia, emita una resolución que establezca obligaciones para 
el contribuyente fiscalizado. Sobre esas bases, la resolución que desestima la 
petición aclaratoria generada por la previa carta invitación tampoco es un 
acto que ocasione un perjuicio real a la esfera jurídica del contribuyente, sus­
ceptible de impugnarse en el juicio contencioso administrativo, en tanto que 
no se materializa alguno de los siguientes supuestos: a) no constituye una 
resolución definitiva, entendida como la que no admite un recurso o admitién­
dolo éste sea optativo, o bien aquella que atendiendo a la naturaleza jurídica 
de la resolución, sea ésta expresa o ficta, constituya el producto final o la volun­
tad definitiva de la Administración Pública; b) no cause un agravio en materia 
fiscal, es decir, una afectación relacionada con el cumplimiento de las leyes 
fiscales, así como a los casos distintos a aquellos en los que se ocasiona una 
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afectación en la relación jurídico tributaria existente entre el contribuyente y 
el fisco; y c) en una resolución denegatoria subsistan las mismas particulari­
dades de la misiva de invitación, dado que no se determina cantidad alguna 
a pagar ni se crean derechos o establecen consecuencias jurídicas para el 
interesado, como tampoco contiene la pérdida de algún beneficio, la existen­
cia de un apercibimiento y la correspondiente declaración de incumplimiento 
que lo haga efectivo, por lo que no genera perjuicio alguno.

2a./J. 110/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 332/2018. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Adminis­
trativa del Tercer Circuito, el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Primera Región, con residencia en la Ciudad de México y el Primer Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 12 de junio de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis contendientes:

Tesis PC.III.A. J/59 A (10a.), de título y subtítulo: "CARTA INVITACIÓN. LA RESOLUCIÓN 
QUE DESESTIMA LA SOLICITUD ACLARATORIA DEL CONTRIBUYENTE SOBRE SU 
SITUACIÓN FISCAL DERIVADA DE AQUÉLLA, NO ES IMPUGNABLE EN EL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.", aprobada por el Pleno en Materia Administra­
tiva del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 11 de enero de 2019 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 62, Tomo II, enero de 2019, página 694,

Tesis (I Región)8o.41 A (10a.), de título y subtítulo: "RESOLUCIÓN QUE RECAE A LA SOLI­
CITUD DE PRECISIÓN DEL CONTENIDO DE UNA CARTA INVITACIÓN EMITIDA 
PARA ACLARAR LA SITUACIÓN FISCAL DEL CONTRIBUYENTE CON MOTIVO DE 
LOS DEPÓSITOS EN EFECTIVO A UNA CUENTA BANCARIA. TIENE EL CARÁCTER 
DE DEFINITIVA PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE NULIDAD, 
CUANDO LO VINCULA A PRESENTAR LA DECLARACIÓN ANUAL DEL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA Y A EFECTUAR, EN SU CASO, EL ENTERO CORRESPONDIENTE 
(LEGISLACIÓN ABROGADA).", aprobada por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México, en apoyo del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III, febrero de 2017, página 2356, y 

Tesis II.1o.A.18 A (10a.), de título y subtítulo: "‘CARTA INVITACIÓN’. LA RESPUESTA A SU 
SOLICITUD DE ACLARACIÓN CONSTITUYE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA IMPUG­
NABLE VÍA JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL, CUANDO DEFINE 
LA OBLIGACIÓN DEL CONTRIBUYENTE RESPECTO DEL PAGO DE UN TRIBUTO.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de mayo 
de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2113.
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Tesis de jurisprudencia 110/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del tres de julio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 762, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
EL TRABAJADOR NO TIENE OBLIGACIÓN DE AGOTARLO, PREVIO 
A LA PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA QUE SE 
ANALICE LA VIOLACIÓN PROCESAL ADUCIDA, EN TÉRMINOS DEL 
PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATERIA 
(INAPLICABILIDAD PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 8/99). 
El artículo 171, párrafo primero, de la Ley de Amparo consagra el principio de 
definitividad que debe observarse respecto de las violaciones procesales 
que se hagan valer al reclamarse la sentencia definitiva, laudo o resolución que 
ponga fin al juicio, al disponer que solamente podrán ser materia de análisis 
cuando el quejoso las haya impugnado durante la tramitación del juicio, 
mediante el recurso o medio de defensa que, en su caso, señale la ley ordi­
naria respectiva y la violación procesal trascienda al resultado del fallo. Ahora 
bien, dentro del término "recurso o medio de defensa", queda comprendido el 
incidente de falta de personalidad previsto en la fracción III del artículo 762 de 
la Ley Federal del Trabajo, por lo que debe agotarse antes de acudir al juicio 
de amparo directo promovido contra el laudo, en observancia al indicado 
principio, como lo sostuvo esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 8/99, de rubro: "PERSONALIDAD EN 
MATERIA LABORAL. ANTES DE ACUDIR AL AMPARO, DEBEN AGOTARSE 
LOS MEDIOS ORDINARIOS DE DEFENSA OPONIENDO LAS EXCEPCIONES 
Y DEFENSAS QUE ESTABLECE LA LEY RESPECTIVA."; sin embargo, acorde 
con el nuevo marco normativo de la Ley de Amparo y en atención a su artículo 
sexto transitorio, dicha jurisprudencia resulta obligatoria sólo tratándose del 
patrón, no así del trabajador, toda vez que en el párrafo segundo del numeral 
171 citado, se establece en favor de este último una excepción al principio de 
definitividad que rige en el juicio de amparo, tratándose de violaciones a las 
leyes del procedimiento que trascienden al resultado del laudo, al eximírsele 
de agotar previamente, durante la tramitación del procedimiento laboral, los 
recursos ordinarios o medios de defensa tendientes a impugnarlas.

2a./J. 111/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 124/2019. Entre las sustentadas por el Pleno del Decimoséptimo 
Circuito y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Cir­
cuito. 19 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
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Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Arturo Nazar Ortega.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XVII. J/4 L (10a.), de título y subtítulo: "INCIDENTE DE FALTA DE PERSONA­
LIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 762, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO. EL TRABAJADOR NO TIENE OBLIGACIÓN DE AGOTARLO, PREVIO A LA 
PROMOCIÓN DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO PARA QUE SE ANALICE LA VIO­
LACIÓN PROCESAL ADUCIDA, EN TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL 
ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATERIA (INAPLICABILIDAD PARCIAL DE LA JU­
RISPRUDENCIA 2a./J. 8/99).", aprobada por el Pleno del Decimoséptimo Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de octubre de 2016 
a las 10:17 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 35, Tomo III, octubre de 2016, página 1960, y

El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 1104/2018.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 8/99 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IX, febrero de 1999, página 135.

Tesis de jurisprudencia 111/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diez de julio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA DETERMINAR UNA INDEBIDA 
CONDUCTA PROCESAL DE LA PATRONAL BASTA QUE SE DEMUES­
TRE LA EXISTENCIA DE DIVERSOS JUICIOS PREVIOS DE LOS QUE 
SE ADVIERTA LA ACCIÓN REPETITIVA DEL PATRÓN DE DESPEDIR 
AL TRABAJADOR TRAS REINSTALARLO, SIN NECESIDAD DE QUE 
ÉSTE OFREZCA MÁS PRUEBAS EN ESE SENTIDO. En la jurisprudencia 
2a./J. 93/2007, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU CALIFICACIÓN 
CUANDO EN EL PROPIO JUICIO SE AFIRMA UN SEGUNDO DESPIDO POS­
TERIOR A LA REINSTALACIÓN DEL TRABAJADOR.", se establece que cuando 
en el juicio laboral el trabajador reinstalado con motivo de la aceptación de la 
oferta de trabajo se dice nuevamente despedido y hace del conocimiento 
de la Junta tal circunstancia para justificar la mala fe del ofrecimiento en el 
mismo juicio donde se ordenó la reinstalación, ese hecho debe considerarse 
para la calificación de la oferta respectiva debiendo, inclusive, recibirse las 
pruebas con las que pretenda demostrar su aserto. En ese sentido, cabe seña­
lar que si bien dicho criterio hace mención a que la Junta inclusive deberá 
recibir las pruebas con las que el trabajador pretenda demostrar tal circuns­
tancia, ello hace referencia a la obligación que tiene el trabajador de acreditar 
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que, no obstante que el patrón le ofreció el trabajo y de haberse llevado a 
cabo la reinstalación, éste nuevamente lo despidió, es decir, demostrar la con­
ducta reiterativa encaminada únicamente a revertirle la carga probatoria para 
demostrar el despido en el juicio. A partir de lo anterior, debe considerarse 
que la conducta procesal de la patronal puede demostrarse ya sea con las 
constancias ofrecidas de otros juicios laborales (en los que el trabajador haya 
reclamado el despido precedido de un ofrecimiento de trabajo previo y de 
la reinstalación respectiva), a través de la propia acumulación de juicios rea­
lizada por la responsable o inclusive por cualquier otro medio que permita 
evidenciar tal circunstancia. De ahí que el hecho de que el trabajador no 
haga alusión, en ulteriores juicios a que el patrón incurrió en una indebida 
conducta (ya sea en la diligencia de reinstalación o en relación con la existen­
cia de despidos consecutivos) y no haya ofrecido pruebas en ese sentido, no 
implica la falta de demostración de que la patronal carecía de voluntad para 
reintegrarlo en su empleo. Lo anterior, dado que la conducta reiterada del 
patrón en ese sentido –advertida de cualquiera de las formas indicadas–, resulta 
suficiente para demostrar que su actuar al ofrecer el trabajo no se hizo con la 
finalidad real de reintegrarlo en sus labores, sino sólo con el objetivo de rever­
tirle la carga de la prueba. Por lo tanto, si en autos queda demostrada la con­
ducta reiterativa del patrón, resulta innecesario que el trabajador aporte otros 
elementos adicionales a fin de evidenciar tal circunstancia.

2a./J. 118/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 177/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, y Primero en Materia de 
Trabajo del Segundo Circuito. 3 de julio de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas. 
Disidentes: Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo 
Circuito, al resolver el amparo directo 401/2018, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, al resolver los amparos 
directos 563/2012 y 799/2012.

Tesis de jurisprudencia 118/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de catorce de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de septiembre de 2019, para los efectos previs­
tos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. LA SANCIÓN DE SU DESIS­
TIMIENTO TÁCITO A QUE ALUDE EL PRIMER PÁRRAFO DEL AR­
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TÍCULO 885 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SÓLO PROCEDE 
RESPECTO DE LAS PREVIAMENTE ADMITIDAS POR LA JUNTA Y 
NO EN RELACIÓN CON AQUELLAS DE LAS QUE FUE OMISA EN 
PRONUNCIARSE SOBRE SU ADMISIÓN. El primer párrafo del artículo 
885 de la Ley Federal del Trabajo establece que al concluir el desahogo de las 
pruebas, formulados los alegatos de las partes y previa certificación del secre­
tario de que ya no quedan pruebas por desahogar, se dará vista a las partes 
por el término de tres días para que expresen su conformidad con dicha cer­
tificación, bajo el apercibimiento de que si transcurrido el término señalado 
no lo hicieren y hubiere pruebas por desahogar, se les tendrá por desistidas de 
las mismas. Sin embargo, debe considerarse que la sanción procesal de tener 
por desistidas a las partes de las pruebas ofrecidas y no desahogadas, única­
mente debe entenderse respecto de las previamente admitidas por la Junta, sin 
que pueda hacerse extensivo en relación con las que la Junta fue omisa en 
admitir pues, de conformidad con lo sostenido por esta Segunda Sala, tra­
tándose de disposiciones que establezcan una sanción procesal como la que 
contempla el artículo 885 citado, su aplicación debe hacerse en forma estricta 
y no extenderla a supuestos no previstos expresamente en la ley. De ahí que si 
no se lleva a cabo el desahogo de una prueba, con motivo del incumplimiento 
de la Junta de pronunciarse respecto de su admisión, ello no puede equipa­
rarse a la falta de desahogo de la misma cuando las pruebas son admitidas y 
sancionarse en términos de lo que dispone el artículo 885 en comento, pues 
dicho acontecer no corresponde a una desatención de las partes de verificar 
que se lleve a cabo, sino de una inobservancia de la propia Junta de verificar el 
debido desarrollo de la etapa de ofrecimiento, admisión y desahogo de las 
pruebas, en los términos a que aluden los artículos 880 y 883 de la legislación 
laboral. Consecuentemente, el silencio de las partes de manifestar su inconfor­
midad con la certificación de que no existen pruebas por desahogar, en el 
caso de que ofrezcan pruebas y éstas no sean motivo de un acuerdo de admi­
sión previo por la Junta, no puede derivar en una sanción procesal dado que, 
como se dijo, aquéllas cumplen con su carga procesal con el ofrecimiento de 
las pruebas que consideren pertinentes y con verificar que se efectúe el 
desahogo de las que fueron admitidas, sin que dicha carga pueda hacerse 
extensiva respecto de aquellas sobre las que no hubo pronunciamiento alguno 
por la responsable.

2a./J. 119/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 197/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila de Zaragoza (en apoyo del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de 
Trabajo del Décimo Noveno Circuito y del Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
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Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito) y el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Décimo Sexto Circuito. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis XVI.1o.T.46 L (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. 
EL SILENCIO DE LAS PARTES DE MANIFESTAR SU INCONFORMIDAD CON LA CER­
TIFICACIÓN DE QUE NO EXISTEN PRUEBAS POR DESAHOGAR, CONLLEVA EL 
CONSENTIMIENTO DE VIOLACIONES PROCESALES POR DESISTIMIENTO TÁCITO 
EN SU DESAHOGO, AUN CUANDO LA JUNTA HAYA OMITIDO PRONUNCIARSE EN 
CUANTO A LA ADMISIÓN DE AQUÉLLAS.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 20 de octubre de 2017 a las 10:30 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo IV, octubre de 2017, 
página 2527, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo Coahuila, al resolver los amparos directos 1155/2018 
(cuaderno auxiliar 163/2019), 979/2018 (cuaderno auxiliar 183/2019) y 1301/2018 (cua­
derno auxiliar 138/2019).

Tesis de jurisprudencia 119/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE INEXISTENCIA DE OPE­
RACIONES. EL ARTÍCULO 70 DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN QUE PREVÉ UN REQUERIMIENTO DE INFOR­
MACIÓN ADICIONAL, NO CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE RE­
SERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. La principal 
finalidad del procedimiento previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación es establecer un marco de condiciones que –mediante una pre­
sunción iuris tantum– se orienta a descubrir la verdadera naturaleza de los 
documentos con los que los contribuyentes que expiden y los que reciben 
comprobantes pretenden amparar un acto o actividad determinada. Si dentro 
de las facultades que el legislador otorga a la autoridad administrativa se 
encuentran el valorar las pruebas pertinentes y concluir su idoneidad para 
liberar al contribuyente de una presunción en su contra, un segundo reque­
rimiento de información no altera el contenido del mencionado artículo 69-B. 
Más bien, este requerimiento adicional –que es acorde con las facultades de 
valoración de la autoridad administrativa– funge como complemento a la ley 
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al optimizar la consecución de los fines deseados. Así, no se trata de un aspecto 
de la materia fiscal que tenga que ser desarrollado, necesariamente, mediante 
una norma legal y, por tanto, el artículo 70 del Reglamento del Código Fiscal 
de la Federación no es exorbitante o contrario a la disposición pertinente del 
código tributario, por lo que no contraviene los principios de reserva de ley y 
de subordinación jerárquica.

2a./J. 120/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 252/2019. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Octavo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de 
Juárez, Estado de México. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Juan Jaime González Varas.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (I Región)8o.50 A (10a.), de título y subtítulo: "PRESUNCIÓN DE OPERACIONES 
INEXISTENTES AMPARADAS EN COMPROBANTES FISCALES. EL ARTÍCULO 70 DEL 
REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER EN EL PRO­
CEDIMIENTO RELATIVO LA POSIBILIDAD DE UN SEGUNDO REQUERIMIENTO DE 
INFORMACIÓN Y UN PLAZO ADICIONAL PARA PROPORCIONARLA, NO ESTABLE­
CIDOS EN EL PROPIO CÓDIGO, TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY 
Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.", aprobada por el Octavo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de 
Juárez, Estado de México, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 41, Tomo II, abril de 2017, página 1780; y,

El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 290/2018.

Tesis de jurisprudencia 120/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintiuno de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ALEGATOS EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LOS JUECES DE 
DISTRITO DEBEN PRONUNCIARSE EN SU SENTENCIA SOBRE 
AQUELLOS EN LOS QUE SE PLANTEEN CUESTIONES DE IMPRO­
CEDENCIA DEL JUICIO; SIN EMBARGO, LA OMISIÓN DE ESTUDIAR 
DICHOS ARGUMENTOS CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN QUE NO 
DA LUGAR A LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO. El artículo 124 de la 
Ley de Amparo dispone, entre otras cuestiones, que en la audiencia constitu­
cional se recibirán los alegatos por escrito que formulen las partes, y que el 
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quejoso podrá alegar verbalmente en los casos extraordinarios expresamente 
ahí previstos, de lo que se advierte que el legislador estableció en dicha figura 
un derecho procesal de las partes a formularlos, una formalidad para su pre­
sentación, así como una obligación procesal del Juez de Distrito de recibirlos 
y pronunciarse respecto de ellos en su resolución, de ser necesario, como lo es 
cuando en dichos alegatos se hacen valer cuestiones de improcedencia. Sin 
embargo, la omisión del Juez de Distrito de emitir algún pronunciamiento rela­
cionado con dichos argumentos de improcedencia constituye una violación 
que no da lugar a la reposición del procedimiento, ya que el artículo 93 de la Ley 
de Amparo impone al Tribunal Colegiado de Circuito que conozca de la revi­
sión la obligación de ocuparse de ellos, en aras de una impartición de justicia 
pronta, completa e imparcial, como lo dispone el artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de evitar dilaciones innecesa­
rias en la resolución del asunto.

2a./J. 122/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 135/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Sexto en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito y Primero del Segundo Circuito, con residencia en Ciudad 
Nezahualcóyotl, Estado de México. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 9/2019, el sustentado por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 41/2018, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Segundo 
Circuito, con residencia en Ciudad Nezahualcóyotl, Estado de México, al resolver el 
amparo en revisión 107/2017.

Tesis de jurisprudencia 122/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFU­
SIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COM­
PETENTES PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS 
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RECURSOS PROMOVIDOS CONTRA ACTOS QUE REGULEN TARI­
FAS DE ENERGÍA ELÉCTRICA, COMO SUCEDE CON EL ACUERDO 
DE LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA NÚMERO A/058/2017. 
La reforma constitucional en materia de energía contenida en el decreto publi­
cado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2013 y la legis­
lación que de ésta derivó tienen, entre otros objetivos, crear las condiciones que 
propicien el desarrollo eficiente y competitivo de los mercados en ese sector. 
Por tanto, de los juicios de amparo o sus recursos promovidos contra actos enca­
minados a regular tarifas de energía eléctrica, tal como ocurre con el Acuerdo 
Número A/058/2017 de la Comisión Reguladora de Energía aprobado el 23 de 
noviembre de 2017, por el que se expidió la metodología para determinar el 
cálculo y ajuste de las tarifas finales, así como las tarifas de operación, aplica­
bles a la empresa productiva subsidiaria de la Comisión Federal de Electrici­
dad, Suministrador de Servicios Básicos, durante el periodo del 1 de diciembre 
de 2017 al 31 de diciembre de 2018, deben conocer los órganos jurisdiccionales 
especializados en competencia económica, porque establece la metodología 
para calcular las tarifas finales y de operación aplicables a dicha empresa pro­
ductiva, lo que está orientado a transitar de manera ordenada hacia la opera­
ción del mercado eléctrico mayorista eficiente y competitivo, impactando en el 
derecho de competencia económica, ya que si bien en el servicio público de 
transmisión y distribución de energía eléctrica no se otorgan concesiones, ello 
es sin perjuicio de que el Estado pueda celebrar contratos con particulares y 
que éstos participen en otras áreas de dicha industria, como sucede con la 
generación y comercialización, cuyos servicios, de conformidad con el ar­
tículo 4, primer párrafo, de la Ley de la Industria Eléctrica, se prestan en un régi­
men de libre competencia.

2a./J. 123/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 447/2018. Entre las sustentadas por el Pleno de Circuito en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomu­
nicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la República, 
y los Tribunales Colegiados Segundo en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, 
Segundo, Tercero, Cuarto, Quinto y Sexto del Décimo Quinto Circuito, el Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo 
Séptimo Circuito. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esqui­
vel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Salvador 
Obregón Sandoval.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis PC.XXXIII.CRT. J/16 A (10a.), de título y subtítulo: "ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, 
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE 
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MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COMPETENTES PARA 
CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO PROMOVIDOS CONTRA EL ACUERDO 
A/058/2017 EMITIDO POR LA COMISIÓN REGULADORA DE ENERGÍA.", aprobada por 
el Pleno de Circuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Econó­
mica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y 
jurisdicción en toda la República, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 23 de noviembre de 2018 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 60, Tomo II, noviembre de 2018, página 
1529; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver 
el conflicto competencial 5/2018, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del 
Décimo Quinto Circuito, al resolver el conflicto competencial 3/2018, el sustentado 
por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el conflicto com­
petencial 8/2018, el sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto 
Circuito, al resolver el conflicto competencial 7/2018, el sustentado por el Sexto Tri­
bunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el conflicto competencial 
3/2018, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, 
al resolver el conflicto competencial 23/2018.

Tesis de jurisprudencia 123/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO, CUYO TRÁMITE Y RESOLUCIÓN 
ES URGENTE. PROCEDE CONTRA EL AUTO INICIAL EN QUE SE DE­
CLARA SIN MATERIA EL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN EN AMPARO 
INDIRECTO. El auto que niega la suspensión provisional es equiparable al 
acuerdo en que al inicio se declara sin materia el incidente de suspensión, 
porque aunque en el aspecto formal difieren de su sentido, en el plano prác­
tico producen exactamente los mismos efectos que se traducen en frustrar la 
protección anticipada que se persigue con la solicitud de la suspensión del 
acto reclamado. En consecuencia, por analogía, su impugnación encuadra 
en el supuesto de procedencia previsto en el artículo 97, fracción I, inciso b), de 
la Ley de Amparo, en cuyo trámite y resolución impera un principio de celeri­
dad y urgencia, en virtud de que el legislador le imprimió ese rasgo para evitar 
que los derechos defendidos por el quejoso queden irreparablemente consu­
mados. Por ende, la interpretación del referido precepto, a la luz de los derechos 
de acceso a la tutela judicial efectiva y al debido proceso, en su vertiente de 
acceso a la doble instancia, previstos en los artículos 14 y 17 de la Constitu­
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 25, numeral 1 y 8, numeral 2, 
inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, permite 
establecer que desde un parámetro razonable y para dar eficacia al recurso 
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de queja, en función del principio de peligro en la demora que lo rige, sea pro­
cedente ese medio de defensa contra el auto que al inicio del incidente de 
suspensión lo declara sin materia, para evitar que se retrase el control formal 
y material de legalidad de dicho acuerdo e íntegramente puedan analizarse 
las defensas del interesado y, así, no correr el riesgo de traducir en un despro­
pósito la última finalidad que se persigue, consistente en lograr la protección 
anticipada en caso de que la suspensión resulte procedente.

2a./J. 124/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 166/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Penal 
del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Décimo Tercer Circuito. 14 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de criterio José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe 
Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.P. J/44 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. PROCEDE CONTRA 
EL AUTO DEL JUEZ DE DISTRITO QUE, DESDE UN INICIO, DECLARA SIN MATERIA EL 
INCIDENTE DE SUSPENSIÓN.", aprobada por el Pleno en Materia Penal del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de sep­
tiembre de 2018 a las 10:30 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 58, Tomo II, septiembre de 2018, página 1777; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo 
Tercer Circuito, al resolver la queja 104/2019.

Tesis de jurisprudencia 124/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. TRATÁNDOSE DE JORNADAS CON­
TINUAS, LA OMISIÓN DE MENCIONAR EL HORARIO DE DESCANSO 
A QUE TIENE DERECHO EL TRABAJADOR ES INSUFICIENTE PARA 
CALIFICARLO DE MALA FE. Cuando el patrón realiza el ofrecimiento de 
trabajo en los mismos términos y condiciones en que se venía desempeñando 
y omite mencionar el horario en que se dará el descanso a que tiene derecho 
el trabajador en jornadas laborales continuas, tal circunstancia es insuficiente, 
por sí sola, para calificar la oferta como de mala fe. En ese sentido, para efec­
tuar la calificación correspondiente debe tomarse en consideración, por una 
parte, que si bien el descanso intermedio en la jornada de labores continua 
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constituye una prestación esencial a favor del trabajador, ese beneficio no 
puede llevarse al extremo de exigir al patrón que precise el horario en que 
tendrá lugar tal descanso, si no formó parte de la litis. Además, ha sido criterio 
reiterado de esta Segunda Sala que el estudio del ofrecimiento de trabajo 
debe realizarse en relación con los antecedentes del caso o con la conducta 
asumida por el patrón, atendiendo en forma concreta los antecedentes del 
caso, la conducta de las partes y las circunstancias que conformen la litis.

2a./J. 125/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 127/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Sép­
timo de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Nau­
calpan de Juárez, Estado de México y Segundo en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito. 14 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guada­
lupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (I Región)7o.2 L (10a.), de título y subtítulo: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. ES DE 
MALA FE SI NO SE PRECISA EXPRESAMENTE EL HORARIO EN EL QUE EL TRABA­
JADOR DEBE DESCANSAR O TOMAR SUS ALIMENTOS DURANTE LA JORNADA 
LABORAL.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxi­
liar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 
2018 a las 10:19 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 61, Tomo II, diciembre de 2018, página 1121, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 125/2018.

Tesis de jurisprudencia 125/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PREVISTO EN EL CÓDIGO 
DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PARA EL ESTADO DE 
VERACRUZ DE IGNACIO DE LA LLAVE. ES NECESARIO AGOTARLO 
PREVIAMENTE A ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO, PORQUE LOS 
ALCANCES QUE SE DAN A LA SUSPENSIÓN DEL ACTO IMPUGNADO 
Y LOS REQUISITOS PREVISTOS PARA SU OTORGAMIENTO SON, 
EN ESENCIA, IGUALES A LOS ESTABLECIDOS EN LA LEY DE AMPARO. 
La excepción al principio de definitividad prevista en los artículos 107, fracción 
IV, de la Constitución Federal y 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, encuentra 
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su justificación constitucional en el derecho humano a un recurso rápido, 
sencillo y efectivo establecido en el diverso 25, numeral 1, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos y en el propio 107 mencionado. Por 
tanto, si en una legislación se prevén mayores requisitos, menores alcances 
o plazos más largos para el otorgamiento de la suspensión del acto impugnado 
que los establecidos en la Ley de Amparo, tal circunstancia se erige en una 
excepción al principio de definitividad y, por tanto, es innecesario agotar el 
recurso previsto en dichas legislaciones a efecto de hacer procedente el jui­
cio de amparo. En este sentido, sí existe la obligación de agotar el juicio con­
tencioso administrativo previsto en el Código de Procedimientos Administrativos 
para el Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave antes de acudir al juicio de 
amparo, en razón de que los alcances que se dan a la suspensión en éste son, 
en esencia, similares a los que otorga el juicio contencioso administrativo, 
aunado a que el citado Código no prevé mayores requisitos para conceder la 
suspensión de la ejecución del acto administrativo impugnado que los exigi­
dos en la Ley de Amparo para el otorgamiento de la suspensión del acto recla­
mado. Además, por lo que hace a los alcances de la suspensión prevista en 
el referido Código, no pueden entenderse menores a los establecidos en la Ley 
de Amparo, en virtud de que en ambos ordenamientos se permite al juzgador 
tomar todas la medidas necesarias y establecer los efectos que considere 
pertinentes para mantener las cosas en el estado en que se encuentren para 
preservar la materia del juicio, y le permiten restituir provisionalmente en el 
derecho violado al inconforme hasta que se dicte sentencia definitiva, es decir, 
en ambos casos es posible otorgar efectos restitutorios a la suspensión 
decretada.

2a./J. 126/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 202/2019. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Tribunal Colegiado del Décimo 
Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado del Décimo Circuito. 14 de agosto de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis X.3 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN EL 
ESTADO DE VERACRUZ. ES INNECESARIO AGOTARLO, PREVIO AL AMPARO, YA 
QUE LOS ALCANCES DE LA SUSPENSIÓN PREVISTA EN EL CÓDIGO LOCAL QUE 
LO REGULA SON MENORES A LOS ESTABLECIDOS PARA EL JUICIO CONSTITUCIO­
NAL.", aprobada por el Tribunal Colegiado del Décimo Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo 
IV, mayo de 2016, página 2808; y,
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El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver la queja 83/2019.

Tesis de jurisprudencia 126/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiocho de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 17 de septiembre de 2019, para los efectos previs­
tos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE EN CONTRA 
DE LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA LA NULIDAD DE UNA NORMA 
OFICIAL MEXICANA POR VICIOS FORMALES EN SU PROCEDIMIEN­
TO DE CREACIÓN. De una interpretación histórica y teleológica del recurso 
de revisión fiscal y de conformidad con la línea jurisprudencial de esta Segunda 
Sala, se reitera que la intención del legislador fue dotar a dicho recurso de un 
carácter excepcional en cuanto a su procedencia, reservándolo únicamente 
a ciertos casos que por su cuantía o por la importancia y trascendencia que 
revistan los asuntos que se pretende revisar a través de su interposición, ame­
ritan la instauración de una instancia adicional. Por tanto, contra la resolu­
ción que declara la nulidad de una Norma Oficial Mexicana por vicios formales 
en su procedimiento de creación es improcedente el recurso de revisión fiscal, 
toda vez que no puede ser considerada una decisión de fondo, debido a que 
no conduce a la declaración de un derecho o a la inexistencia de una obliga­
ción, puesto que no resuelve el contenido material de la pretensión planteada 
en el juicio de origen, sino solamente se limita al análisis de la carencia de 
una formalidad del acto administrativo, razón por la cual no se satisfacen los 
requisitos de importancia y trascendencia exigidos por la fracción II del artícu­
lo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo.

2a./J. 127/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 88/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri­
mero en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y Cuarto, Octavo, 
Décimo Sexto, Décimo Octavo y Décimo Noveno, todos en Materia Administrativa del 
Primer Circuito. 14 de agosto de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disiden­
tes: Alberto Pérez Dayán y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver las revisiones fiscales 181/2018 y 183/2018, el sus­
tentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, 
al resolver la revisión fiscal 280/2015, el sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado 
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en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 391/2015, 
el sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 462/2014, el sustentado por el Décimo 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
las revisiones fiscales 506/2014 y 289/2015, y el diverso sustentado por el Décimo 
Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 200/2018.

Tesis de jurisprudencia 127/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del cinco de septiembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INCIDENTE DE FALSEDAD DE FIRMA DEL RECURSO DE REVISIÓN 
EN AMPARO INDIRECTO. LE RESULTA APLICABLE LO PREVISTO EN 
LA JURISPRUDENCIA P./J. 91/2006, SIN QUE PARA DETERMINAR 
SU OPORTUNIDAD DEBA ATENDERSE AL ARTÍCULO 297, FRAC­
CIÓN II, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES. En la 
ejecutoria de la cual derivó la jurisprudencia del Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación P./J. 91/2006, se analizó la procedencia del incidente de 
falsedad de firma respecto de la demanda de amparo directo o del escrito 
de agravios del recurso en el amparo directo y, al efecto, se determinó que tal 
incidencia es procedente en cualquier momento hasta antes de que el asunto 
sea listado para sesión, que su trámite requiere un mínimo de actuaciones 
(para el ofrecimiento y desahogo de pruebas y otorgar audiencia y defensa al 
suscriptor del documento objetado de falso), así como que la naturaleza de ese 
incidente permite su resolución en un considerando previo del cuerpo de la 
sentencia principal respecto del pronunciamiento de fondo. Ahora, las consi­
deraciones de dicha ejecutoria y las reglas descritas son igualmente aplica­
bles al incidente de falsedad de firma del escrito de agravios en el amparo 
indirecto ya que, como sucede en el amparo directo en revisión, se trata de un 
escrito a través del cual se plantea la inconformidad con lo resuelto en una 
instancia previa, cuyo pronunciamiento de fondo necesariamente requiere 
constatar que el escrito correlativo es el resultado de la voluntad de parte legi­
timada para acudir a la revisión, lo cual se verifica una vez que ha sido resuelta 
la incidencia respectiva en forma previa en el mismo fallo. A partir de lo ante­
rior, el incidente de falsedad de firma del recurso de revisión en amparo indirecto 
puede promoverse en cualquier momento hasta antes de que sea listado para 
resolución (conforme a lo previsto en los artículos 73, párrafo segundo, y 184, 
párrafo primero, de la Ley de Amparo), sin que sea aplicable el plazo derivado 
del artículo 297, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles ya 
que, por una parte, tal norma no puede aplicarse en forma supletoria a la Ley 
de Amparo, pues a través de sus artículos 66 y 67 se introdujo el procedimiento 
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específico aplicable a los incidentes previstos en el juicio de amparo, en donde 
no se establece plazo alguno; además, ello atiende a la equidad procesal 
entre las partes que intervienen en el juicio de amparo y es acorde a la inte­
lección de la Ley de Amparo (abrogada y vigente) realizada en forma reiterada 
por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, lo cual genera se­
guridad jurídica para los justiciables al uniformar el criterio temporal para 
la promoción de una incidencia, al margen del tipo de procedimiento en que 
se realiza la objeción.

2a./J. 129/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 214/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia Administrativa y Tercero en Materia Civil, ambos del Sexto Circui­
to. 21 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circui­
to, al resolver el amparo en revisión 223/2018, y el diverso sustentado por el Tercer 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el recurso de recla­
mación 9/2019.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 91/2006 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, julio de 2006, página 7.

Tesis de jurisprudencia 129/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DILIGENCIAS DE JURISDICCIÓN VOLUNTARIA. POR SÍ SOLAS 
CARECEN DE VALOR PLENO PARA DEMOSTRAR EL CONCUBINATO, 
CUANDO SE RECLAMA EN JUICIO ANTE EL INSTITUTO MEXICANO 
DEL SEGURO SOCIAL EL OTORGAMIENTO DE UNA PENSIÓN POR 
VIUDEZ (CÓDIGOS DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ENTON­
CES DISTRITO FEDERAL –VIGENTE EN 2000– Y DEL ESTADO DE 
VERACRUZ). Si bien las diligencias de jurisdicción voluntaria formalmente 
son actuaciones con eficacia probatoria de lo actuado ante el órgano jurisdic­
cional, del análisis comparativo que se realiza a los códigos invocados cuyas 
diferencias legislativas no son sustanciales, se obtiene que por sí solas care­
cen de valor pleno para demostrar el concubinato cuando se reclame en juicio 
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ante el Instituto Mexicano del Seguro Social el otorgamiento de una pensión 
por viudez. Ello, en atención a que se está ante la presencia de un procedimiento 
tramitado unilateralmente por la parte interesada en el que no hay contienda, 
pues al no existir intervención de quien pudiera tener derechos opuestos, no 
se dirime una controversia del orden judicial; aunado a que pueden ser modi­
ficadas por el Juez que las proveyó, tan es así que ante la oposición de parte 
legítima se dan por concluidas. En ese orden de ideas, como las diligencias 
de jurisdicción voluntaria no constituyen verdad legal ni cosa juzgada, no pro­
ducen efectos jurídicos definitivos ni acreditan derechos sustantivos.

2a./J. 130/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 137/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Tercero en Materia Civil, Quinto 
y Sexto, ambos en Materia de Trabajo, todos del Primer Circuito. 7 de agosto de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Arturo Nazar Ortega.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir­
cuito, al resolver el amparo directo 602/2018, el sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
727/2018, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 1204/2017.

Tesis de jurisprudencia 130/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del cinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES IMPROCE­
DENTE CONTRA LAS DETERMINACIONES EMITIDAS POR EL INS­
TITUTO MEXICANO DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL QUE IMPONEN 
MEDIDAS CAUTELARES DERIVADAS DEL PROCEDIMIENTO DE 
DECLARACIÓN ADMINISTRATIVA DE INFRACCIÓN. Esta Segunda 
Sala estima que las determinaciones que imponen medidas cautelares que 
se dictan dentro del procedimiento de declaración administrativa de infrac­
ción que se tramita ante el Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, de 
conformidad con la Ley de la Propiedad Industrial, no tienen la naturaleza 
de una "resolución definitiva" para efectos de la procedencia del juicio con­
tencioso administrativo federal, como lo establecen los artículos 14 de la Ley 
Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (abrogada) y 



105INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2019

3 de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ello al no 
considerarse actuaciones propiamente definitivas, aunado a que dada su natu­
raleza constituyen una actuación instrumental que conforma el procedimiento 
en cita, esto es, una etapa o fase que se puede actualizar dentro del proce­
dimiento aludido cuando se cumplan los requisitos de ley, las cuales son 
accesorias al mismo; por tanto, no procede el juicio contencioso administrativo 
federal contra las determinaciones que imponen dichas medidas cautelares.

2a./J. 131/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 251/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito. 21 de agosto de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.4o.A.736 A, de rubro: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PRO­
CEDE CONTRA LA DETERMINACIÓN POR LA QUE EL INSTITUTO MEXICANO DE LA 
PROPIEDAD INDUSTRIAL IMPONE DIVERSAS MEDIDAS CAUTELARES EN EL PRO­
CEDIMIENTO DE DECLARACIÓN ADMINISTRATIVA DE INFRACCIÓN, AL TRATARSE 
DE UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, marzo de 2011, página 2366; y,

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir­
cuito, al resolver el amparo en revisión 100/2018.

Tesis de jurisprudencia 131/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ALEGATOS EN EL RECURSO DE REVISIÓN EN AMPARO INDIREC­
TO. AL NO ESTAR EXPRESAMENTE REGULADOS EN LA LEY DE AM­
PARO, NO EXISTE OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DE PRONUNCIARSE RESPECTO DE ELLOS. No existe dis­
posición en la Ley de Amparo que prevea la formulación de alegatos en el 
recurso de revisión en amparo indirecto, lo cual obedece a la naturaleza suma­
ria de este medio de impugnación, donde la litis está fijada y su materia se 
circunscribe a analizar si se ajusta a derecho lo resuelto por el Juez de Distrito, 
a la luz de los agravios que las partes expresen. Por ello, el órgano revisor no 
está obligado a pronunciarse sobre los alegatos al momento de dictar senten­
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cia; esto, sin menoscabo del análisis oficioso de las causales de improcedencia 
que deba hacerse y sin que pase inadvertido que si durante la tramitación del 
recurso surge algún motivo de improcedencia, las partes tienen la obligación 
de comunicar esa circunstancia al Tribunal Colegiado de Circuito, en térmi­
nos del artículo 64, párrafo primero, de la ley referida.

2a./J. 133/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 136/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México. 7 de agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: 
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis contendientes:

Tesis VII.2o.T.54 K (10a.), de título y subtítulo: "ALEGATOS EN EL AMPARO EN REVISIÓN. 
AL NO ESTAR EXPRESAMENTE REGULADOS, NO EXISTE OBLIGACIÓN DE ABOR­
DAR SU EXAMEN.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 18 de enero de 2019 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 62, Tomo IV, enero de 2019, página 2276, y

Tesis (I Región)7o.6 K (10a.), de título y subtítulo: "ALEGATOS EN EL RECURSO DE REVI­
SIÓN EN AMPARO INDIRECTO. SU FORMULACIÓN CONSTITUYE UN DERECHO 
PROCESAL DE LAS PARTES Y UNA OBLIGACIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DE RECIBIRLOS Y PRONUNCIARSE RESPECTO DE ELLOS EN LA RESO­
LUCIÓN RESPECTIVA.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Es­
tado de México y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de 
diciembre de 2018 a las 10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 61, Tomo II, diciembre de 2018, página 1004.

Nota: Del amparo en revisión 68/2018, resuelto por el Séptimo Tribunal Colegiado de Cir­
cuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, 
Estado de México, derivó la tesis aislada (I Región)7o.5 K (10a.), de título y subtítulo: 
"ALEGATOS EN LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. EL ARTÍCULO 124 DE LA LEY 
DE AMPARO PREVÉ EL DERECHO PROCESAL DE LAS PARTES DE FORMULARLOS 
Y UNA OBLIGACIÓN DEL JUEZ DE DISTRITO DE RECIBIRLOS Y PRONUNCIARSE 
RESPECTO DE ELLOS EN LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA.", publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 10:19 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 61, Tomo II, 
diciembre de 2018, página 1005.

Tesis de jurisprudencia 133/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del once de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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MULTA POR LA OMISIÓN EN EL ENTERO DE CONTRIBUCIONES. 
EL ARTÍCULO 77, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN, AL PREVER UNA AGRAVANTE DE AQUÉLLA, NO VULNERA 
EL PRINCIPIO NON BIS IN IDEM, ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 
23 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. De la lectura de los artículos 76 y 77, 
fracción III, del Código Fiscal de la Federación, se advierte que a través del 
primero el legislador estableció que cuando derivado de una o más infraccio­
nes se omita total o parcialmente el pago de contribuciones, se aplicará una 
multa del 55% al 75% del monto de la contribución no pagada. Por su parte, 
la fracción III del artículo 77 dispone que cuando se incurra en la agravante a 
que se refiere el artículo 75, fracción III, del mismo ordenamiento, su comi­
sión tendrá como consecuencia adicional a la imposición de la sanción pre­
vista en el artículo 76 indicado, la aplicación de un incremento a la multa del 
50% al 75% del monto de la contribución no enterada. Ahora bien, el hecho 
de establecer una agravante respecto de una infracción no significa que se 
estén imponiendo dos sanciones sobre la misma conducta, porque de esti­
marse lo contrario se tendría que concluir que todas las normas que plantean 
agravantes tienen un vicio de inconstitucionalidad. En consecuencia, el artículo 
77, fracción III, aludido, al señalar que el porcentaje de la multa se considere 
sobre el mismo parámetro, a saber, el monto de la contribución omitida, no 
vulnera el principio non bis in idem establecido en el artículo 23 de la Consti­
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tratarse de un parámetro 
elegido por el legislador con base en su libertad configurativa, lo cual no se 
encuentra prohibido por la Carta Magna. Incluso, permite que la autoridad 
administrativa pueda imponer las sanciones derivadas del incumplimiento en 
el pago de los conceptos a que hacen alusión, en atención a la gravedad de la 
conducta infractora del gobernado y a la cuantía del concepto omitido, ya que 
pueden imponerse sanciones más altas en los casos en que el bien jurídico 
tutelado sea de mayor importancia y el monto omitido sea más elevado, y de 
menor cuantía cuando el bien jurídico tutelado sea de menor trascendencia 
y su monto sea más bajo.

2a./J. 134/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 281/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de 
Juárez, Estado de México y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito. 5 de septiembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González 
Salas. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa; en su ausen­
cia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Yaremy 
Patricia Penagos Ruiz.
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Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis (I Región)8o.43 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTA POR LA OMISIÓN EN EL EN­
TERO DE CONTRIBUCIONES. EL ARTÍCULO 77, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER SU INCREMENTO, TRANSGREDE EL ARTÍCULO 
23 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el Octavo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de 
Juárez, Estado de México, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier­
nes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 39, Tomo III, febrero de 2017, página 2313, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 43/2019.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 43/2019, resuelto por el Quinto Tri­
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, derivó la tesis aislada 
III.5o.A.82 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTA POR LA OMISIÓN EN EL PAGO 
DE CONTRIBUCIONES. EL ARTÍCULO 77, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN, AL PREVER QUE SU AUMENTO, POR ACTUALIZARSE LA AGRAVAN­
TE CONSISTENTE EN QUE SE TRATE DE LAS RETENIDAS O RECAUDADAS, TOME 
COMO BASE PARA SU CÁLCULO EL IMPORTE DE ÉSTAS, NO VIOLA EL ARTÍCULO 
23 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas y en la página 3528 de esta 
Gaceta.

Tesis de jurisprudencia 134/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIONES OTORGADAS POR EL ISSSTE. LAS DIFERENCIAS DE­
RIVADAS DE LOS INCREMENTOS OMITIDOS POR EL INSTITUTO 
DEBEN ENTREGARSE ACTUALIZADAS. De acuerdo con el marco norma­
tivo que rige las pensiones otorgadas conforme al antiguo régimen conocido 
como de reparto o de beneficios definidos, corresponde al Instituto de Segu­
ridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado efectuar los incremen­
tos de las pensiones que prevé el artículo 57 de su legislación vigente hasta 
el 4 de enero de 1993, esto es, cuando aumentan los sueldos básicos de los 
trabajadores en activo, en tanto que en términos de la legislación en vigor 
hasta el 31 de marzo de 2007, tal aumento debe aplicarlo anualmente con­
forme al incremento que en el año calendario anterior hubiese tenido el Índice 
Nacional de Precios al Consumidor, con efectos a partir del 1 de enero de 
cada año; sin que, por tanto, sea necesario que previamente lo solicite el pen­
sionado. De ahí que cuando el Instituto omite dar cumplimiento a la normativa 
en comento y el pensionado reclama (ya sea ante el propio Instituto o con 
posterioridad en el juicio contencioso) tanto los incrementos omitidos como 
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las diferencias que de ellos deriven, en caso de resultar procedente dicho re­
clamo, el mencionado Instituto quedará constreñido a entregar las diferen­
cias debidamente actualizadas, conforme al procedimiento que establece el 
artículo 6, fracción II, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, habida cuenta 
que la inobservancia de la ley por parte de esa dependencia conlleva que el 
pensionado no pueda disponer de las cantidades respectivas en el momento 
en que legalmente tiene derecho a ello y conforme a la realidad económica 
existente.

2a./J. 135/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 187/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, el Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito. 5 de septiembre de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I. y Javier Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. En relación con el criterio contenido en esta tesis 
votó en contra José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Oscar Vázquez Moreno y Fabián Gutiérrez Sánchez.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis III.7o.A.25 A (10a.), de título y subtítulo: "PENSIONES DEL INSTITUTO DE SEGURI­
DAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. AL PAGO DE 
LAS DIFERENCIAS DE LA CUOTA DIARIA DE AQUÉLLAS, LE ES INAPLICABLE LA 
ACTUALIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE­
RACIÓN.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
20 de abril de 2018 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 53, Tomo III, abril de 2018, página 2263, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 385/2018, y el diverso susten­
tado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Octavo Circuito, al resolver los amparos directos 672/2016, 47/2017, 222/2017, 
227/2017 y 296/2017.

Tesis de jurisprudencia 135/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de octubre de 2019 a las 10:28 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AUTORIDAD VINCULADA AL CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA 
DE AMPARO. NO SE DEBE EQUIPARAR CON LA FIGURA DE AUTO­
RIDAD RESPONSABLE, PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL 
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RECURSO DE REVISIÓN, PUES SE RIGE BAJO LAS REGLAS DEL PRO­
CEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE SENTENCIA. El carácter de autoridad 
vinculada al cumplimiento de la sentencia de amparo es diferente al de auto­
ridad responsable en el juicio y se rige por reglas propias establecidas en el 
artículo 197 de la Ley de Amparo. Lo anterior, porque la etapa de ejecución de 
sentencia es posterior a la oportunidad para interponer el recurso de revisión, 
ya que empieza cuando la sentencia ha quedado firme, aunado a que la refe­
rida etapa es un procedimiento creado con el fin de hacer cumplir las ejecu­
torias de amparo, que son de orden público, bajo la racionalidad de ser aplicado 
de forma obligatoria a todas las autoridades dentro del ámbito de sus compe­
tencias y que sólo puede dejar de ser obligatorio bajo las reglas del propio 
procedimiento. Considerar que una autoridad vinculada pueda interponer el 
recurso de revisión desnaturalizaría el juicio de amparo y lo retrasaría, ade­
más de que se tendría que distinguir si dicho carácter lo obtuvo en la senten­
cia o en un auto en el procedimiento de ejecución de sentencia; por tanto, no 
todas las autoridades vinculadas al cumplimiento de la sentencia de amparo 
son autoridades responsables, sino que únicamente tienen intervención en la 
ejecución de la sentencia, por lo que son independientes entre sí. Sin embargo, 
su intervención en el juicio es obligatoria y así como están sujetas a las mis­
mas responsabilidades que las autoridades responsables para su cumplimiento, 
también están sujetas a las mismas reglas del procedimiento, el cual les 
permite alegar no tener la competencia para el eficaz cumplimiento de la 
sentencia de amparo o incluso una imposibilidad de cumplimiento que deben 
demostrar. Consecuentemente, el hecho de que la autoridad vinculada no 
tenga legitimación para interponer recurso de revisión no la deja en estado de 
indefensión, ya que dicho recurso está previsto únicamente para las partes 
en el juicio señaladas en el artículo 5o. de la Ley de Amparo.

2a./J. 137/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 298/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Vera­
cruz, en apoyo del Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 5 de 
septiembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Valeria Palma Limón.

Tesis y criterio contendientes

Tesis (IV. Región)1o.6 K (10a.), de título y subtítulo: "AUTORIDADES VINCULADAS AL 
CUMPLIMIENTO DE LAS SENTENCIAS DE AMPARO. UNA VEZ RECONOCIDAS CON 
ESE CARÁCTER POR EL ÓRGANO DE CONTROL CONSTITUCIONAL, ESTÁN LEGITI­
MADAS PARA INTERPONER EL RECURSO DE REVISIÓN CONTRA LA DETERMINA­
CIÓN QUE LAS SUPEDITÓ A DICHO CUMPLIMIENTO, AUN CUANDO NO HAYAN 
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PARTICIPADO EN EL JUICIO COMO AUTORIDADES RESPONSABLES.", aprobada 
por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 
con residencia en Xalapa, Veracruz, y publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración del viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, Tomo IV, mayo de 2016, página 
2749, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 349/2018.

Tesis de jurisprudencia 137/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPEDIMENTO EN EL RECURSO DE QUEJA DE TRÁMITE URGENTE 
A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA 
LEY DE AMPARO. NO PUEDE CONFIGURARSE RESPECTO DE LOS 
MAGISTRADOS INTEGRANTES DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIR­
CUITO AL QUE SE HUBIERE TURNADO EL ASUNTO, POR LO QUE 
NO PROCEDE TRAMITAR LA INCIDENCIA RESPECTIVA COMO CUES­
TIÓN DE PREVIO PRONUNCIAMIENTO. En consistencia con el artículo 
17, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, que reconoce el derecho fundamental de acceso efectivo a la tutela 
judicial conformado de los principios de justicia pronta, completa, imparcial y 
gratuita, el artículo 51 de la Ley de Amparo establece los motivos de impedimento 
cuya actualización obliga al juzgador a excusarse para conocer de un asun­
to. Sin embargo, tratándose del recurso de queja de trámite urgente contra la 
suspensión de plano o la provisional –que implica una decisión inicial por 
parte del juzgador de amparo y que, por ende, viene precedido por una expec­
tativa prioritaria del quejoso de obtener la medida para lograr la paralización 
de la ejecución del acto de autoridad que considera violatorio de sus derechos 
fundamentales–, la interpretación de los artículos 53, 97, fracción I, inciso b), 
98, fracción I, y 101, párrafos segundo y quinto, del indicado ordenamiento 
legal permite sostener que no es factible la configuración de un impedimento ni 
aun ante la apreciación de uno o más de los Magistrados integrantes del Tribu­
nal Colegiado de Circuito al que se hubiere turnado el asunto en cuanto a que se 
ubican en alguno de los motivos que la legislación citada prevé al efecto (excep­
ción hecha del relativo a la existencia de un interés personal en el asunto en 
suspensión provisional), por lo que no procede tramitar la incidencia como 
una cuestión de previo pronunciamiento, sino que el órgano jurisdiccional 
debe pronunciarse de manera excepcional sobre la medida cautelar.

2a./J. 138/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 211/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 5 de septiembre de 2019. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXI.2o.P.A.19 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. LOS INTEGRANTES 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO AL QUE SE TURNE, NO PUEDEN ALEGAR 
IMPEDIMENTO, POR EXCEPCIÓN, SINO QUE DEBEN RESOLVERLO DE PLANO, 
ATENTO A SU NATURALEZA URGENTE.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de mayo de 2019 a las 10:08 horas, y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo III, 
mayo de 2019, página 2728, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver 
el impedimento 20/2019.

Tesis de jurisprudencia 138/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECUSACIÓN DE LOS JUZGADORES DE AMPARO. CUANDO SE DE­
SECHA DE PLANO POR NO ACREDITARSE LA INSOLVENCIA ECO­
NÓMICA PARA EXHIBIR LA GARANTÍA RESPECTIVA, NO PRECLUYE 
EL DERECHO DEL RECUSANTE A PLANTEARLA. El artículo 59 de la 
Ley de Amparo establece los requisitos de procedencia de la recusación de 
un juzgador de amparo, consistentes en que: a) el escrito respectivo debe 
contener la manifestación, bajo protesta de decir verdad, de los hechos que la 
fundamenten; y b) se acompañe el billete de depósito que garantice el monto 
máximo de la multa que pudiera imponerse en caso de declararse infundada 
la recusación, salvo que se alegue insolvencia, caso en el cual el órgano juris­
diccional calificará esa manifestación y podrá exigir una garantía menor o 
prescindir de su exhibición. Ahora bien, la consecuencia procesal de no cumplir 
con esos requisitos es que la recusación se deseche de plano, con la salve­
dad de que, respecto al segundo requisito se alegue insolvencia, hipótesis en 
la cual el órgano jurisdiccional la calificará y podrá exigir garantía por el importe 
mínimo de la multa, o bien, exentar de su exhibición. Al respecto, no precluye 
el derecho a plantear la recusación de los juzgadores de amparo cuando 
se desecha de plano por no haberse acreditado la insolvencia económica 
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para exhibir la garantía prevista en artículo en mención, toda vez que no existe 
un pronunciamiento que haya dilucidado que en el caso específico se actua­
liza o no alguna de las hipótesis de impedimento contenidas en el artículo 51 
de la Ley de Amparo, esto es, no hay una calificación de fondo de la recusa­
ción, por lo que subsiste la vertiente de imparcialidad del derecho de acceso 
a la justicia reconocido por los artículos 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, ya que debe partirse de que la función jurisdiccional del 
Estado es única y, por ende, todos los juzgadores deben no solamente estar 
capacitados para resolver los litigios sometidos a su conocimiento, sino 
encontrarse en plena aptitud de emitir una decisión objetiva que satisfaga el 
derecho de acceso a la justicia. Esto es, al no encontrarse definida la actuali­
zación de alguna causa de impedimento prevalece, por encima de aspectos 
meramente procesales, el derecho sustantivo a una justicia imparcial, como 
condición esencial de la función jurisdiccional, lo que lleva a la exigencia de 
garantizar que las resoluciones atiendan solamente criterios jurídicos y no a 
la inclinación subjetiva del juzgador de favorecer a alguna de las partes, sea la 
razón que sea. Máxime que la propia Ley de Amparo en su artículo 250 san­
ciona a quienes planteen una recusación encaminada a entorpecer o dilatar 
el procedimiento, es decir, la sanción procesal de promover una recusación 
con esos fines es la imposición de una multa que va de treinta a trescientos 
días de salario, lo cual contribuye a inhibir las prácticas dilatorias, pero no a 
que se considere precluido el derecho procesal a hacerla valer, pues subsiste 
el derecho a una impartición de justicia imparcial.

2a./J. 139/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 280/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil 
del Séptimo Circuito. 5 de septiembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Salvador Obregón Sandoval.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.C.53 K (10a.), de título y subtítulo: "RECUSACIÓN. NO PRECLUYE EL DERE­
CHO PARA PROMOVER UNA SEGUNDA POR LA MISMA PARTE, CUANDO LA 
PRIMERA SE DESECHÓ POR IMPROCEDENTE, SIEMPRE Y CUANDO NO SE HAYA 
INICIADO LA SESIÓN DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO A QUIEN CORRES­
PONDA RESOLVER EL ASUNTO DE DONDE AQUÉLLA DERIVA.", aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de marzo de 2019 a las 10:32 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, 
Tomo III, marzo de 2019, página 2777; y,
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El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 46/2019.

Tesis de jurisprudencia 139/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN POR JUBILACIÓN. LAS LEYES BUROCRÁTICAS QUE 
BENEFICIAN A LAS MUJERES AL ESTABLECER MENOS AÑOS DE 
SERVICIOS DE LOS EXIGIDOS A LOS HOMBRES PARA ACCEDER 
AL PORCENTAJE MÁXIMO DE AQUÉLLA, NO VIOLAN EL PRINCIPIO 
DE IGUALDAD ANTE LA LEY, NI EL QUE ORDENA QUE A TRABAJO 
IGUAL CORRESPONDERÁ SALARIO IGUAL, SIN TENER EN CUENTA 
EL SEXO, PREVISTOS EN LOS ARTÍCULOS 4o., PRIMER PÁRRAFO, 
Y 123, APARTADO B, FRACCIÓN V, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
RESPECTIVAMENTE. Las leyes burocráticas que prevén un trato diferen­
ciado en favor de la mujer trabajadora, en el sentido de que se le exigen menos 
años de servicios que a los hombres para obtener el máximo de una pensión 
de retiro, y la consecuente diferencia porcentual que se mantiene entre ambos 
sexos en un orden decreciente, resulta acorde con las diferencias que corres­
ponden a cada uno, pues en la mayoría de los casos la participación de la 
mujer durante su vida laboral activa implica la coexistencia con la materni­
dad y la subsecuente crianza de los hijos, lo cual trae como consecuencia 
una mayor ocupación, así como desgaste físico y mental para el desarrollo de 
las actividades laborales, además, el hecho de que los roles sociales entre 
mujeres y hombres hayan evolucionado a fin de superar las diferencias exis­
tentes, no es razón para suponer que el trato diferenciado actualmente sea 
discriminatorio en perjuicio de los hombres, ya que los derechos de ambos 
sexos aún no logran equipararse en su totalidad en forma sustantiva, pues la 
igualdad de género en el trabajo no es real, y el mercado de trabajo está dise­
ñado en una estructura económica y de relaciones laborales jurídicas en las 
que la vida familiar de las personas no está incluida. Consecuentemente, esa 
asimetría en los años de servicio exigidos para la obtención del porcentaje 
máximo de una pensión entre mujeres y hombres –en favor de las primeras– 
no viola el primer párrafo del artículo 4o. de la Constitución Federal que esta­
blece que "La mujer y el hombre son iguales ante la ley", pues el privilegio que 
se otorga aspira a lograr una igualdad real y no meramente formal entre ellos. 
Asimismo, las legislaciones burocráticas referidas tampoco violan el princi­
pio que recoge la fracción V del artículo 123, apartado B, constitucional, en el 
sentido de que "A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener en cuenta 
el sexo", toda vez que en lo único que reside la desigualdad es en el tiempo 
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laborable exigido y no en el monto del salario base con el cual se otorga la 
pensión, ya que el trabajador queda en condiciones de aspirar al porcentaje 
máximo de esa prestación de seguridad social, pero para ello debe acumu­
lar más años de servicios que la trabajadora.

2a./J. 140/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 128/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, Primero del Décimo Octavo 
Circuito (actualmente Primero en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito), 
Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
Saltillo, Coahuila y Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 
residencia en Culiacán, Sinaloa. 11 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Eduardo Medina Mora I. y 
Javier Laynez Potisek manifestaron que formularían voto concurrente. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Mónica Jaimes Gaona.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis IV.2o.A. J/13, de rubro: "PENSIÓN POR JUBILACIÓN DE LOS TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. EL ARTÍCULO SEXTO TRANSITORIO DE 
LA LEY DEL ISSSTELEÓN, REFORMADO POR DECRETO PUBLICADO EN EL PERIÓ­
DICO OFICIAL EL 24 DE DICIEMBRE DE 1993, QUE FIJA UN PORCENTAJE SOBRE 
EL SALARIO DE COTIZACIÓN NETO INFERIOR PARA LOS HOMBRES, AUNQUE 
TENGAN LOS MISMOS AÑOS DE SERVICIO QUE LAS MUJERES, VIOLA LA GARAN­
TÍA DE IGUALDAD DE TRATO ANTE LA LEY, PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 4o. y 123, 
APARTADO A, FRACCIÓN V, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publica­
da en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXV, 
abril de 2007, página 1458,

Tesis XVIII.1o.2. A (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR JUBILACIÓN. EL ARTÍCULO 
16, FRACCIONES I Y II, DE LA LEY DE PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL DE 
LAS INSTITUCIONES POLICIALES Y DE PROCURACIÓN DE JUSTICIA DEL SISTEMA 
ESTATAL DE SEGURIDAD PÚBLICA DE MORELOS, QUE PREVÉ EL ESQUEMA RELA­
TIVO PARA LOS MIEMBROS DE ÉSTAS, AL DAR UN TRATO DESFAVORABLE A LOS 
VARONES RESPECTO DE LAS MUJERES, VIOLA LOS DERECHOS HUMANOS A LA 
IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO.", aprobada por 
el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo III, abril de 
2016, página 2524; y,

Tesis (X Región)1o.2 A (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR JUBILACIÓN. EL ARTÍCU­
LO 58 DE LA LEY DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO DE MORELOS, AL ESTABLECER 
UN TRATO DIFERENCIADO ENTRE MUJERES Y VARONES PARA CONCEDERLA, 
VIOLA LOS ARTÍCULOS 1o. Y 4o. DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el 
Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con 
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residencia en Saltillo, Coahuila, en apoyo del Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito y publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 1 de marzo de 2019 a las 10:04 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 
2019, página 2727; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 676/2018 (cuaderno auxiliar 207/2019).

Tesis de jurisprudencia 140/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ADHESIVA. SE DEBE DESECHAR AL ACTUALIZARSE LA 
IMPROCEDENCIA DEL RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. La interpre­
tación sistémica de los artículos 73, fracción XXIX-H, primer y segundo párra­
fos, 104, fracción III y 107, fracción VIII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y 63 de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo, permite considerar que por su naturaleza principal el 
estudio del recurso de revisión prima frente al de la revisión adhesiva; la pro­
cedencia de la revisión principal abre paso a la adhesiva, cuyo estudio de 
procedencia y, en su caso, de agravios, pende de que sea fundado el principal. 
Así, ante la improcedencia del recurso de revisión principal subsiste el fallo 
que ya beneficiaba al adherente, quien queda sin interés de mejorarlo, lo cual 
por ser el objeto de la revisión adhesiva actualiza la improcedencia que con­
duce a desecharla.

2a./J. 145/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 302/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Cuarto de Circuito del 
Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Distrito Federal (actual­
mente Ciudad de México), en apoyo del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito. 11 de septiembre de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de cri­
terio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (I Región)4o.18 A (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL ADHESIVA. DEBE 
DESECHARSE ESE RECURSO SI EL PRINCIPAL ES IMPROCEDENTE, DADA SU NA­
TURALEZA ACCESORIA.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del 
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Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Distrito Federal (actual­
mente Ciudad de México), en apoyo del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 9 de enero de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 14, Tomo III, enero de 2015, página 2049; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 37/2019.

Tesis de jurisprudencia 145/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SALARIOS CAÍDOS E INTERESES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 48 
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. SU PAGO ES IMPROCEDENTE 
A PARTIR DE LA FECHA DE REINSTALACIÓN DEL TRABAJADOR 
CON MOTIVO DE LA ACEPTACIÓN DE UN OFRECIMIENTO DE 
TRABAJO CALIFICADO DE BUENA FE.  De lo sostenido por la extinta 
Cuarta Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurispruden­
cia 4a./J. 25/94, de rubro: "SALARIOS CAÍDOS, CONDENA A LOS, CUANDO 
EL DEMANDADO NIEGA EL DESPIDO, OFRECE LA REINSTALACIÓN Y EL 
ACTOR LA ACEPTA. DEBE COMPRENDER HASTA LA FECHA QUE LA JUNTA 
SEÑALA PARA QUE TENGA LUGAR LA REINSTALACIÓN DEL TRABAJADOR, 
SALVO QUE ÉSTA NO PUEDA LLEVARSE A CABO POR CAUSA IMPUTABLE 
AL PATRÓN.", y de la interpretación armónica e integral del tercer párrafo del 
artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo vigente a partir del 1 de diciembre 
de 2012 se colige que, así como la condena al pago de salarios caídos, la de 
los intereses respectivos no puede prosperar más allá del momento en el 
que se reinstala al trabajador, lo cual es comprensible dado que con ese acto 
se reanuda la relación laboral y desaparece el objeto de la indemnización, 
esto es, la pérdida del ingreso derivada de la separación injustificada del em­
pleo. Así, en virtud de que los intereses sustituyen la generación de salarios 
caídos cuando se rebasa el límite de doce meses, es de concluirse que sigan 
la suerte de aquéllos, esto es, que su cómputo se detenga con la reanudación 
del vínculo de trabajo, sea ésta con motivo de la aceptación del ofrecimiento de 
trabajo o a raíz de la condena establecida en el laudo. Estimar lo contrario 
llevaría a desvirtuar el carácter subsidiario que tienen los intereses respecto 
de los salarios caídos y a dotarlos de una existencia independiente que el 
legislador no tuvo la voluntad de brindarles.

2a./J. 146/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 270/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Décimo Octavo Circuito, el Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo del Primer Circuito. 18 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Mi­
nistros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.P.T.5 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS CAÍDOS. CUANDO LA CONDENA 
A SU PAGO ES MENOR A 12 MESES, ES IMPROCEDENTE EL PAGO DE LOS INTERE­
SES PREVISTO EN EL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL 
DEL TRABAJO.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo 
del Octavo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
15 de junio de 2018 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 3197; y,

Tesis I.16o.T.45 L (10a.), de título y subtítulo: "INTERESES PREVISTOS EN EL PÁRRAFO 
TERCERO DEL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. AL TENER UN 
CARÁCTER INDEMNIZATORIO, SU PAGO NO DEBE INTERRUMPIRSE POR LA 
ACEPTACIÓN DEL OFRECIMIENTO DE TRABAJO ANTES DE CONCLUIR EL PROCE­
DIMIENTO.", aprobada por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
29 de marzo de 2019 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 64, Tomo III, marzo de 2019, página 2684; y,

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo directo 235/2019.

Nota: La tesis de jurisprudencia 4a./J. 25/94 citada, aparece publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 79, julio de 1994, página 28.

Tesis de jurisprudencia 146/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AUTORIZADOS EN EL JUICIO DE AMPARO. LAS AUTORIDADES CON 
CARÁCTER DE TERCERO INTERESADAS NO ESTÁN FACULTADAS 
PARA DESIGNARLOS Y, POR TANTO, ÉSTOS NO SE ENCUENTRAN 
LEGITIMADOS PARA INTERPONER RECURSOS DE REVISIÓN. La cir­
cunstancia de que la autoridad haya intervenido como contraparte del agra­
viado, derivado de la impugnación de algún acto u omisión, o de que tenga un 
interés contrario a éste en el juicio de amparo, no desvirtúa su naturaleza 
de autoridad, pues no queda desprovista de su carácter de ente público y, por 
ende, en ningún momento puede asimilarse a un particular o confundirse 
con éste. Así, la porción normativa que corresponde al último párrafo del 



119INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2019

artículo 10 de la Ley de Amparo alude a una regla que debe observarse cuando 
se trate de establecer cómo opera en el juicio de amparo la representación 
de la autoridad cuando tenga el carácter de tercero interesada, misma que 
remite al artículo 9o. de la ley citada, es decir, la representación o sustitución 
durante la instrucción del juicio de amparo para dicha parte se realizará 
conforme a las disposiciones legales y reglamentarias aplicables o, en todo 
caso, por medio de oficio podrán acreditar delegados para que actúen confor­
me a sus propios intereses. Por tanto, la autoridad tercero interesada no está 
facultada para designar autorizados y, por tanto, éstos no están legitimados 
para interponer recursos de revisión, pues su representación en juicio se 
rige por el último párrafo del artículo 10 del ordenamiento mencionado.

2a./J. 147/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 225/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Adminis­
trativa del Primer Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito. 18 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.I.A. J/92 A (10a.), de título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO. LAS AUTORI­
DADES TERCERO INTERESADAS ESTÁN FACULTADAS PARA DESIGNAR DELEGA­
DOS Y ÉSTOS ESTÁN LEGITIMADOS PARA INTERPONER ESE RECURSO.", aprobada 
por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Se­
manario Judicial de la Federación del viernes 6 de enero de 2017 a las 10:07 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 38, Tomo 
III, enero de 2017, página 1844; y,

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 17/2019.

Tesis de jurisprudencia 147/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBA PERICIAL MÉDICA EN EL JUICIO LABORAL. LA JUNTA NO 
ESTÁ OBLIGADA A DESIGNAR UN PERITO TERCERO EN DISCOR­
DIA ANTE LA PRESUNCIÓN GENERADA A PARTIR DE LA CONTU­
MACIA DEL TRABAJADOR OFERENTE DE PRESENTARSE ANTE EL 
ESPECIALISTA DE SU CONTRAPARTE. De acuerdo con la jurispruden­
cia 2a./J. 42/2013 (10a.), de rubro: "PRUEBA PERICIAL MÉDICA EN EL JUICIO 
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LABORAL OFRECIDA POR LA PARTE DEMANDADA SOBRE EL ESTADO DE 
SALUD DEL ACTOR. NO PROCEDE APLICAR MEDIDAS DE APREMIO PARA 
LOGRAR SU DESAHOGO.", cuando un trabajador ofrezca la prueba pericial 
médica con la finalidad de acreditar que sufre de alguna enfermedad o 
padecimiento y, en su desahogo, únicamente acuda ante el perito de su inten­
ción, mas no así ante el designado como contraprueba por el demandado, 
debe generarse, previo apercibimiento, la presunción de ser ciertas las cir­
cunstancias que este último pretendía demostrar con el desahogo de dicho 
medio de convicción, siempre que tal incomparecencia esté acreditada de 
manera fehaciente y no exista causa justificada alguna. En ese sentido, no 
puede entenderse que la generación de dicha presunción sea equiparable a 
un dictamen pericial, al no compartir los elementos formales, materiales, ni el 
alcance probatorio de la opinión técnica emitida por un experto; consecuente­
mente, la autoridad laboral no está obligada a designar un perito tercero en 
discordia, en términos de la fracción V del artículo 825 de la Ley Federal del 
Trabajo, al no estar en presencia de dos dictámenes discrepantes, en tanto 
que la incomparecencia injustificada del accionante impide que la prueba 
pericial médica quede debidamente integrada, lo que implica su deser­
ción para el oferente, al actualizarse la presunción a favor del demandado, la 
cual podrá ser desvirtuada a través de otros medios probatorios ofrecidos en 
el juicio laboral.

2a./J. 148/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 263/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegia­
do del Décimo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 18 de 
septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela 
Zambrano Morales.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.IV.L. J/17 L (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBA PERICIAL MÉDICA EN EL JUICIO 
LABORAL. ANTE LA DISCREPANCIA ENTRE EL DICTAMEN DEL EXPERTO NOM­
BRADO POR EL ACTOR PARA ACREDITAR SU ESTADO DE INVALIDEZ Y LA PRESUN­
CIÓN DE INEXISTENCIA DE ESE PADECIMIENTO DERIVADA DE SU CONTUMACIA 
A SER EXAMINADO POR EL ESPECIALISTA DE LA DEMANDADA, LA JUNTA DEBE 
DESIGNAR UN PERITO TERCERO.", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del 
Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 
de julio de 2017 a las 10:21 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 44, Tomo I, julio de 2017, página 695; y.

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el am­
paro directo 244/2019.
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Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 42/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 2, 
abril de 2013, página 1402.

Tesis de jurisprudencia 148/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de noviembre de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. CONFORME 
A LAS FRACCIONES VI Y VII DEL ARTÍCULO 899-C DE LA LEY FEDE­
RAL DEL TRABAJO, EL "ÚLTIMO ESTADO DE LA CUENTA INDIVIDUAL 
DE AHORRO PARA EL RETIRO" ES AQUEL QUE RECIBIÓ EL ASEGU­
RADO EN EL CUATRIMESTRE PREVIO A LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA DE AMPARO. De la interpretación sistemática de los artículos 
159 y 181 de la Ley del Seguro Social, 18, 37-A y 74, de la Ley de los Sistemas 
de Ahorro para el Retiro, en relación con las fracciones VI y VII del diverso 
899-C de la Ley Federal del Trabajo, se considera que el requisito de proceden­
cia referido como "último estado de la cuenta individual de ahorro para el 
retiro", es aquel que el asegurado recibió por última ocasión o tenga a su 
disposición y que corresponda al cuatrimestre previo a la presentación de la 
demanda, en el entendido de que en caso de que no lo anexe, la Junta del 
conocimiento deberá requerir al actor para que lo exhiba y de no contar con 
él, presente el acuse de recibo de la solicitud de expedición de la constancia 
respectiva ante el Instituto Mexicano del Seguro Social o el acuse de recibo 
de la solicitud de emisión del estado de cuenta ante la Administradora de 
Fondos para el Retiro (Afore).

2a./J. 149/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 318/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia de Trabajo 
del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto 
Circuito. 18 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.VII.L. J/11 L (10a.), de título y subtítulo: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGU­
RIDAD SOCIAL. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR ‘ÚLTIMO ESTADO DE LA CUENTA 
INDIVIDUAL DE AHORRO PARA EL RETIRO’, COMO REQUISITO QUE DEBERÁ 
CONTENER LA DEMANDA PREVISTO EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 899-C DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del 
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Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 
de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 70, Tomo II, septiembre de 2019, página 814, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circui­
to, al resolver el amparo directo 343/2018.

Tesis de jurisprudencia 149/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGURIDAD SOCIAL. LINEAMIEN­
TOS QUE DEBERÁ SEGUIR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
EN LOS CASOS EN QUE LA JUNTA RESPONSABLE HAYA OMITIDO 
PREVENIR AL ASEGURADO A EFECTO DE QUE PRESENTARA EL 
"ÚLTIMO ESTADO DE LA CUENTA INDIVIDUAL DE AHORRO PARA 
EL RETIRO", LA SOLICITUD DE LA CONSTANCIA RESPECTIVA 
ANTE EL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL O LA SOLICI­
TUD DE EMISIÓN DEL ESTADO DE CUENTA ANTE LA ADMINISTRA­
DORA DE FONDOS PARA EL RETIRO (AFORE) DEL TRABAJADOR. 
Tratándose de la impugnación de la resolución que pone fin al procedimiento 
laboral y en atención a la acción intentada por el trabajador, en el supuesto de 
que la Junta haya omitido requerir al asegurado la presentación del último 
estado de la cuenta individual a que se refiere la fracción VI del artículo 899-C 
de la Ley Federal del Trabajo, el acuse de recibo de la solicitud de expedición de 
la constancia respectiva ante el Instituto Mexicano del Seguro Social o la soli­
citud de emisión del estado de cuenta ante la Afore, pero haya resuelto el fondo 
de su pretensión planteada, el Tribunal Colegiado de Circuito, en cumplimiento 
a los principios de interpretación más favorable a la persona, mayor benefi­
cio, acceso pronto e inmediato a la justicia, así como a un recurso judicial 
efectivo, previstos en los artículos 1o. y 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, deberá privilegiar el análisis de fondo sobre la 
violación adjetiva, ya que en caso de ordenar la reposición del procedimiento 
respectivo, ello le significa al asegurado una pérdida considerable de tiempo 
y nuevas complicaciones administrativas, aspecto que además resulta con­
trario a la propia naturaleza del juicio de amparo como un medio de control 
de la regularidad constitucional eficaz y reparador de violaciones a derechos 
humanos. Caso distinto, cuando el asegurado actor haya omitido exhibir 
los elementos probatorios –estado de cuenta, solicitud de constancia o solici­
tud de expedición del estado de cuenta– y la Junta haya determinado poner 
fin al procedimiento respectivo, el Tribunal Colegiado deberá otorgar la pro­
tección de la Justicia Federal y ordenar reponer el procedimiento a efecto de 
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que se requiera al afiliado para que exhiba los elementos de convicción antes 
señalados y la Junta esté en aptitud de emprender el análisis de fondo.

2a./J. 150/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 318/2019. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia de Trabajo 
del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto 
Circuito. 18 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con salvedad José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.VII.L. J/11 L (10a.), de título y subtítulo: "CONFLICTOS INDIVIDUALES DE SEGU­
RIDAD SOCIAL. QUÉ DEBE ENTENDERSE POR ‘ÚLTIMO ESTADO DE LA CUENTA 
INDIVIDUAL DE AHORRO PARA EL RETIRO’, COMO REQUISITO QUE DEBERÁ 
CONTENER LA DEMANDA PREVISTO EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 899-C DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo 
del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 70, Tomo II, septiembre de 2019, página 814, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, 
al resolver el amparo directo 343/2018.

Tesis de jurisprudencia 150/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dos de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL TRAMITADO 
EN LA VÍA SUMARIA. PARA DETERMINAR EL PLAZO PARA LA PRE­
SENTACIÓN DE LA DEMANDA DEBE CONSIDERARSE QUE LA NOTI­
FICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE SE IMPUGNA SURTE EFECTOS 
DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 13, FRAC­
CIÓN I, INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CON­
TENCIOSO ADMINISTRATIVO. Para efecto de proveer sobre la oportunidad 
de la presentación de la demanda en la vía sumaria, la notificación de la reso­
lución que se pretende controvertir surte efectos conforme a la ley aplicable 
a la misma resolución, de conformidad con el artículo 58-2, último párrafo 
(de la ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de diciembre de 
2013) o penúltimo (de la ley publicada en el indicado medio de difusión oficial 
el 13 de junio de 2016), cuyo texto guarda identidad jurídica, contenido en el 
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apartado específico de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis­
trativo que regula el juicio en la vía sumaria, esto es, debe aplicarse la propia 
ley en su numeral 13, fracción I, inciso a), pues la regla general invocada en 
dicho precepto fue objeto de reforma, en donde se incluyó un nuevo elemento 
en el sistema normativo, esto es, una regla específica que rige la forma en 
que ha de considerarse que surten efectos las notificaciones de las resolucio­
nes impugnadas para efectos de la procedencia del juicio administrativo que 
debe aplicarse no sólo a la vía ordinaria, sino también a la sumaria y no la 
que prevé el artículo 70, que en realidad se refiere a las reglas que rigen 
las notificaciones que se practican en el trámite del juicio de nulidad. En ese 
sentido, las notificaciones de las resoluciones que se impugnen a través del 
juicio contencioso administrativo federal en la vía sumaria surtirán sus efec­
tos conforme a la ley aplicable a la resolución impugnada.

2a./J. 152/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 322/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Sexto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 9 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Poti­
sek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.1o.A.30 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
EN LA VÍA SUMARIA. PARA DETERMINAR CUÁNDO SURTE EFECTOS LA NOTIFI­
CACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, DEBE APLICARSE EL ARTÍCULO 70 DE 
LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (LEGISLA­
CIÓN VIGENTE HASTA EL 13 DE JUNIO DE 2016).", aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas, y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio 
de 2016, página 2157, y

Tesis PC.I.A. J/56 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATI­
VO EN LA VÍA SUMARIA. LA NORMA PARA DETERMINAR EL MOMENTO EN QUE 
SURTE EFECTOS LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA ES EL 
ARTÍCULO 70 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINIS­
TRATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 25 DE DICIEMBRE DE 2013).", apro­
bada por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de octubre de 2015 a las 10:05 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, 
Tomo III, octubre de 2015, página 2689, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 197/2018.
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Tesis de jurisprudencia 152/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitres de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AUTORIDAD RESPONSABLE EN EL JUICIO DE AMPARO. PREVIA­
MENTE A DECLARAR SU INEXISTENCIA, EL JUEZ DE DISTRITO 
DEBE DAR VISTA AL QUEJOSO Y APERCIBIRLO PARA QUE ACLARE 
LA DENOMINACIÓN DE AQUELLA QUE NO FUE POSIBLE EMPLA­
ZAR. En términos del artículo 108, fracción III, de la Ley de Amparo, el quejoso 
tiene la carga de señalar correctamente la denominación de las autoridades 
responsables, porque ello constituye un requisito de su demanda; el Juez, por 
su parte, tiene la facultad de declarar la inexistencia de la autoridad y suspen­
der toda comunicación cuando ésta no fue localizada o se informe que no 
existe. Ahora bien, la declaratoria de inexistencia de una autoridad responsa­
ble debe estar precedida de la notificación personal y del apercibimiento al 
quejoso de que, si una vez enterado de esa eventualidad omite corregir o 
aclarar el nombre de la autoridad que designó como responsable o no prueba 
que sí existe bajo la denominación que indicó en la demanda, se le sancio­
nará declarándola inexistente; notificación que encuentra fundamento en el 
artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin 
de que se encuentre en condiciones de subsanar o corregir el error en que 
incurrió.

2a./J. 153/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 131/2019. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Admi­
nistrativa del Décimo Tercer Circuito, actualmente Primer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito. 9 de octubre de 2019. Cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: 
Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis contendientes:

Tesis I.6o.P.14 K (10a.), de título y subtítulo: "AUTORIDAD RESPONSABLE. PREVIO A 
DECLARAR SU INEXISTENCIA, EL JUEZ DE AMPARO NO DEBE DAR VISTA AL QUE­
JOSO Y REQUERIRLO NUEVAMENTE PARA QUE SEÑALE LA DENOMINACIÓN 
CORRECTA DE AQUÉLLA, SI CON ANTERIORIDAD LO APERCIBIÓ QUE DE NO EXIS­
TIR CON LA DENOMINACIÓN SEÑALADA EN SU DEMANDA O SER ÉSTA IMPRE­
CISA, SIN MAYOR TRÁMITE SE TENDRÍA COMO INEXISTENTE.", aprobada por el 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 17 de agosto de 2018 a las 10:25 horas, y en 



126 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 57, Tomo III, 
agosto de 2018, página 2608, y

Tesis XIII.P.A. J/8 (10a.), de título y subtítulo: "DECLARATORIA DE INEXISTENCIA DE AUTO­
RIDADES RESPONSABLES. PREVIO A DECRETARLA, EL JUEZ DE DISTRITO DEBE 
OTORGAR AL QUEJOSO SU DERECHO DE AUDIENCIA.", aprobada por el Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Tercer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, 
Tomo II, febrero de 2019, página 2341.

Tesis de jurisprudencia 153/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO LABORAL. LA JUNTA PUEDE 
DESIGNAR PERITO A FAVOR DEL TRABAJADOR AUNQUE ÉSTE YA 
HUBIERA REALIZADO DESIGNACIÓN, CONFORME A LOS ARTÍCU­
LOS 780 Y 824 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, EN SU TEXTO 
ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019. De los citados preceptos, inter­
pretados conforme a lo establecido en el artículo 18 de la Ley Federal del Tra­
bajo y de acuerdo con el principio de acceso a la justicia establecido en el 
diverso 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se des­
prende que si bien las pruebas se ofrecerán acompañadas de todos los 
elementos necesarios para su desahogo, la Junta puede designar perito a 
solicitud del trabajador en la audiencia señalada para el desahogo de la prueba 
correspondiente, no obstante que éste ya hubiere nombrado uno con ante­
lación, sin que tenga que justificar esa petición.

2a./J. 155/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 262/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Cole­
giado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado 
del Décimo Circuito. 9 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Zara Gabriela Martí­
nez Peralta.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.48 L (10a.), de título y subtítulo: "PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO LABORAL. 
SI EL PERITO DESIGNADO POR EL ACTOR NO COMPARECE A LA AUDIENCIA SE­
ÑALADA A PROTESTAR EL CARGO Y RENDIR EL DICTAMEN CORRESPONDIENTE, 
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LA JUNTA NO ESTÁ FACULTADA PARA SEÑALAR NUEVA FECHA PARA TAL EFECTO 
(INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 824 Y 825 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, 
VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Ju­
dicial de la Federación del viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 
2018, página 2219, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Circuito, al resolver el am­
paro directo 201/2019.

Tesis de jurisprudencia 155/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

LEGITIMACIÓN PARA INTERPONER EL RECURSO DE INCONFOR­
MIDAD. LA TIENE LA AUTORIDAD TERCERO INTERESADA EN EL 
JUICIO DE AMPARO DIRECTO EN MATERIA ADMINISTRATIVA, QUE 
FUE DEMANDADA EN EL JUICIO DE ORIGEN, SI CONSIDERA QUE LA 
RESOLUCIÓN QUE TIENE POR CUMPLIDA LA SENTENCIA LE AFECTA 
POR ADVERTIR UN EXCESO O DEFECTO. El artículo 202, en relación 
con los diversos 201, fracción I y 196 de la Ley de Amparo, establecen que contra 
el auto que tiene por cumplida la ejecutoria de amparo directo procede el 
recurso de inconformidad y que la posibilidad de que la parte afectada pueda 
interponerlo se presenta cuando ésta advierta exceso o defecto en el cum­
plimiento de la sentencia de amparo, es decir, prevén el principio de parte 
agraviada para efectos de la procedencia del recurso de inconformidad. Con­
secuentemente, la autoridad con carácter de tercero interesada en el juicio 
de amparo directo en materia administrativa, que fue demandada en el juicio de 
origen tiene legitimación para interponer el recurso de inconformidad si esti­
ma que la resolución que tiene por cumplida la sentencia de amparo le afecta, 
en razón de que puede generarle un perjuicio si la autoridad responsable 
del cumplimiento llegara a excederse de los lineamientos de la sentencia de 
amparo o, en su caso, realizarlo de manera defectuosa. No se podría analizar 
si efectivamente existe un agravio por el exceso o defecto desde el momento 
en que se presenta el recurso para estimar si tiene legitimación y, por tanto, si 
procede o no, toda vez que una interpretación así haría que la procedencia 
del recurso dependa del planteamiento del inconforme, pasando por alto el 
análisis sobre el cumplimiento de ese presupuesto procesal que es de estu­
dio preferente.

2a./J. 156/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 470/2018. Entre las sustentadas por el Décimo Octavo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Cole­
giado en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 16 de octubre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Valeria Palma Limón.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el recurso de inconformidad 57/2018, y el diverso sus­
tentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de inconformidad 34/2018.

Tesis de jurisprudencia 156/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ARRESTOS MILITARES. LOS QUE SE IMPONEN CON FUNDAMEN­
TO EN LA LEY DE DISCIPLINA DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA 
MEXICANOS REPRESENTAN ACTOS PRIVATIVOS DE LA LIBER­
TAD PERSONAL Y NO MEROS ACTOS DE MOLESTIA.  La jurispruden­
cia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación P./J. 40/96, de 
rubro: "ACTOS PRIVATIVOS Y ACTOS DE MOLESTIA. ORIGEN Y EFECTOS DE LA 
DISTINCIÓN.", dispone que para distinguir entre los actos privativos y los de 
molestia "debe advertirse la finalidad que con el acto se persigue, esto es, si 
la privación de un bien material o inmaterial es la finalidad connatural perse­
guida por el acto de autoridad, o bien, si por su propia índole tiende sólo a una 
restricción provisional". En esta tesitura, del análisis gramatical, teleológico, 
sistemático-funcional y jurisprudencial de los artículos 24 Ter, 24 Quáter, 25, 
33 y 37 de la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, así 
como 47 del Reglamento General de Deberes Militares, se advierte que los 
arrestos militares impuestos a los miembros de estas dos corporaciones tienen 
como finalidad sancionar la comisión de faltas contra la disciplina militar 
previstas en los ordenamientos castrenses con una restricción temporal a la 
libertad deambulatoria. Por consiguiente, con independencia de que con 
dichos correctivos disciplinarios se persigan propósitos de carácter formativo 
para el elemento involucrado o de intimidación ejemplar para los demás efec­
tivos de las fuerzas armadas, los arrestos impuestos a los miembros del Ejér­
cito y la Fuerza Aérea representan verdaderos actos privativos de la libertad 
personal y no meros actos de molestia.

2a./J. 157/2019 (10a.)
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Contradicción de tesis 150/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 16 de octubre de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra algunas consideraciones José 
Fernando Franco González Salas y manifestó que haría voto concurrente. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Narváez Medécigo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 90/2018 y el diverso sustentado por el Se­
gundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 295/2015.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 40/96 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo IV, julio de 1996, página 5.

Tesis de jurisprudencia 157/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ARRESTOS MILITARES. LA REGULACIÓN DE LOS QUE SE IMPONEN 
CON FUNDAMENTO EN LA LEY DE DISCIPLINA DEL EJÉRCITO Y 
FUERZA AÉREA MEXICANOS POR UN SUPERIOR JERÁRQUICO O DE 
CARGO, NO VIOLA EL DERECHO DE AUDIENCIA PREVIA. Del hecho 
de que los arrestos impuestos a los miembros del Ejército y la Fuerza Aérea 
Mexicanos por la comisión de faltas contra la disciplina militar sean actos 
privativos, no se sigue necesariamente que en su imposición deban observarse 
de manera idéntica todas las formalidades esenciales del procedimiento 
reconocidas para la generalidad de las personas en el artículo 14 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entre ellas, la audiencia 
previa, pues si bien es incuestionable que en México, por virtud de ese pre­
cepto constitucional, todas las personas tienen reconocido el derecho de 
audiencia frente a un acto privativo, tanto el Pleno como la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación han aceptado la existencia de actos 
privativos donde se encuentra limitado y, por consiguiente, opera con poste­
rioridad a la privación material del derecho o del bien. En esta tesitura, deter­
minar si los arrestos militares impuestos por un superior jerárquico o de cargo 
conforme a la Ley de Disciplina del Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos vio­
lan el artículo 14 constitucional por no garantizar el derecho fundamental 
de audiencia previamente a la imposición del correctivo disciplinario depende de 
que tal restricción sea proporcional a los fines que persigue. Así, un escruti­
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nio ordinario de proporcionalidad sobre las diversas disposiciones castren­
ses que regulan la imposición de dichos arrestos arroja que la restricción al 
derecho de audiencia que conlleva este tipo de correctivos disciplinarios 
encuentra plena justificación constitucional en el principio de disciplina mili­
tar contenido en el artículo 13 de la Constitución Federal, ya que: (i) persigue 
un fin constitucionalmente legítimo; (ii) es apta para conseguirlo; (iii) es nece­
saria para su realización; y (iv) es proporcional específicamente en relación con 
el beneficio obtenido. Por ende, si constitucionalmente en relación con tales 
arrestos militares no debe otorgarse audiencia previamente a su imposición, 
sino que es suficiente garantizar dicho derecho fundamental con posteriori­
dad a ella, se concluye que su regulación legal, por sí misma, no viola en 
perjuicio de los elementos del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos el derecho 
de audiencia previa reconocido por el artículo 14 de la Constitución Federal.

2a./J. 158/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 150/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 16 de octubre de 2019. Cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó contra algunas consideraciones José 
Fernando Franco González Salas y manifestó que haría voto concurrente. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Alfredo Narváez Medécigo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 90/2018 y el diverso sustentado por el Se­
gundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 295/2015.

Tesis de jurisprudencia 158/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LOS ESTADOS DE 
SONORA Y DE NUEVO LEÓN. NO ES NECESARIO AGOTARLO ANTES 
DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, AL ESTABLE­
CER LAS LEYES LOCALES UN PLAZO MAYOR QUE LA LEY DE AMPARO 
PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO. La frac­
ción IV del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos dispone que en materia administrativa no será necesario ago­
tar los medios de defensa ordinarios, siempre que conforme a las leyes que 
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los prevean se suspendan los efectos de los actos reclamados con los 
mismos alcances de la ley reglamentaria y sin exigir mayores requisitos que 
los que la misma consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo 
mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provi­
sional. Por otra parte, conforme a la fracción XX del artículo 61 de la Ley de 
Amparo, el juicio de amparo es improcedente cuando se pueda promover 
algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual los actos 
reclamados puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre que 
conforme a las leyes respectivas se suspendan los efectos de dichos actos 
con los mismos alcances y sin exigir mayores requisitos que los que la misma 
ley consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el 
que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional. Por su parte, 
los artículos 66 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado y Munici­
pios de Nuevo León y 63 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de 
Sonora disponen que en el mismo auto en que se admita la demanda se decre­
tará la suspensión de los actos impugnados; sin embargo, el plazo con 
que cuenta el Magistrado Instructor para otorgar la suspensión en el juicio 
contencioso administrativo es de tres días, contados a partir de la fecha en 
que la demanda o el escrito relativo hubiera sido presentado. Consecuente­
mente, como las leyes locales en estudio establecen un plazo mayor para el 
otorgamiento de la suspensión de los actos reclamados que el contenido 
en la Ley de Amparo, se actualiza una excepción al principio de definitividad 
que permite al particular acudir al juicio de amparo indirecto sin agotar previa­
mente el juicio contencioso administrativo.

2a./J. 159/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 333/2019. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja 
California Sur, el Pleno en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 16 de 
octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis contendientes:

Tesis PC.IV.A. J/48 A (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN DE LAS RESOLUCIONES 
ADMINISTRATIVAS IMPUGNABLES ANTE EL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRA­
TIVA DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. EL PLAZO PARA OTORGARLA CONFORME AL 
ARTÍCULO 66 DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y MUNI­
CIPIOS DE NUEVO LEÓN, ES EQUIVALENTE AL PREVISTO EN LA LEY DE AMPARO, 
PARA EFECTOS DE LA OBSERVANCIA DEL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD.", aprobada 
por el Pleno en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 9 de agosto de 2019 a las 10:17 horas y en 
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la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 69, Tomo IV, 
agosto de 2019, página 4095, y

Tesis V.2o.P.A.24 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
EN EL ESTADO DE SONORA. ES INNECESARIO AGOTARLO PREVIO A PROMOVER EL 
AMPARO INDIRECTO, AL ESTABLECER LA NORMATIVA DE ESA ENTIDAD UN 
PLAZO MAYOR QUE LA LEY DE AMPARO PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUS­
PENSIÓN DEL ACTO IMPUGNADO.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 67, Tomo VI, junio 
de 2019, página 5197.

Tesis de jurisprudencia 159/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DOCUMENTOS PRIVADOS. DEBEN CUMPLIR CON EL REQUISITO 
DE "FECHA CIERTA" TRATÁNDOSE DEL EJERCICIO DE LAS FACUL­
TADES DE COMPROBACIÓN, PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO 
DE OBLIGACIONES FISCALES DEL CONTRIBUYENTE. La connotación 
jurídica de la "fecha cierta" deriva del derecho civil, con la finalidad de otorgar 
eficacia probatoria a los documentos privados y evitar actos fraudulentos o 
dolosos en perjuicio de terceras personas. Así, la "fecha cierta" es un requi­
sito exigible respecto de los documentos privados que se presentan a la 
autoridad fiscal como consecuencia del ejercicio de sus facultades de com­
probación, que los contribuyentes tienen el deber de conservar para demos­
trar la adquisición de un bien o la realización de un contrato u operación que 
incida en sus actividades fiscales. Lo anterior, en el entendido de que esos 
documentos adquieren fecha cierta cuando se inscriban en el Registro Público 
de la Propiedad, a partir de la fecha en que se presenten ante un fedatario 
público o a partir de la muerte de cualquiera de los firmantes; sin que obste 
que la legislación fiscal no lo exija expresamente, pues tal condición emana 
del valor probatorio que de dichos documentos se pretende lograr.

2a./J. 161/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 203/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Séptimo del Tercer Circuito, Segundo del Cuarto Circuito y Tercero, Quinto y Sexto 
del Tercer Circuito, todos en Materia Administrativa. 23 de octubre de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.
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Tesis y criterios contendientes:

Tesis III.6o.A.4 A (10a.), de título y subtítulo: "FECHA CIERTA. NO ES UN REQUISITO EXI­
GIBLE RESPECTO DE LA DOCUMENTACIÓN QUE SE PRESENTA A LA AUTORIDAD 
FISCAL EN EJERCICIO DE SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN Y QUE CONSTI­
TUYE PARTE DE LA QUE EL CONTRIBUYENTE SE ENCUENTRA OBLIGADO A LLE­
VAR.", aprobada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de enero 
de 2018 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2164; y,

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo directo 305/2017, el sustentado por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 
159/2017, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 396/2018, y el diverso sustentado por 
el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el 
amparo directo 184/2014.

Tesis de jurisprudencia 161/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO PARA ACREDITAR LA MATERIALIDAD DE LAS 
OPERACIONES DE LOS CONTRIBUYENTES QUE HUBIERAN DADO 
EFECTOS FISCALES A COMPROBANTES EMITIDOS POR EMPRE­
SAS QUE PRESUNTAMENTE REALIZAN OPERACIONES INEXIS­
TENTES. LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD DE RESOLVER EN EL 
PLAZO ESTABLECIDO EN LA REGLA 1.5 DE LA RESOLUCIÓN MIS­
CELÁNEA FISCAL PARA 2017 CONFIGURA UNA NEGATIVA FICTA Y, 
EN SU CASO, LA EMISIÓN EXTEMPORÁNEA DE LA RESOLUCIÓN 
EXPRESA NO DA LUGAR A SU NULIDAD. De conformidad con el artículo 
69-B, párrafo quinto, del Código Fiscal de la Federación y la regla 1.5 de la 
Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, se advierte que el plazo máximo con 
el que cuenta la autoridad para resolver si un contribuyente acreditó que 
efectivamente adquirió los bienes o recibió los servicios que amparan los 
comprobantes fiscales emitidos por una empresa que se encuentra en el lis­
tado definitivo de las empresas calificadas como de aquellas que presunta­
mente realizan operaciones inexistentes será de treinta días contados a partir 
del día en que presente su solicitud de aclaración, o bien, de que se tenga por 
cumplido el requerimiento de información. Ahora bien, la finalidad del proce­
dimiento es dar al contribuyente la oportunidad de corregir voluntariamente 
su situación fiscal mediante la presentación de declaraciones complemen­
tarias o, en su caso, insistir y acreditar a la autoridad que sus comprobantes 
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fiscales amparan operaciones efectivamente realizadas. Así, el diseño norma­
tivo de este procedimiento constituye un modelo de comunicación con la 
administración pública que consiste en la presentación de documentación o 
información para hacer efectivo un reclamo y accionar las funciones del ente 
público, lo que en términos generales puede ser catalogado como una instan­
cia conferida a los terceros adquirentes de los comprobantes fiscales para 
solicitar a la autoridad administrativa una reconsideración –caso a caso– sobre 
una realidad declarada con efectos generales. Entonces, en atención al plazo 
cierto y a la naturaleza de la instancia, resulta aplicable el artículo 37 del 
Código Fiscal de la Federación, por lo que: (i) la petición del contribuyente se 
entenderá resuelta en sentido negativo si no se emite resolución en el plazo 
de treinta días contados a partir del día en que presente su solicitud de acla­
ración, o bien, de que se tenga por cumplido el requerimiento de información; 
o de convenir a los intereses del particular, (ii) podrá esperar a que se dicte la 
resolución expresa para impugnarla. Por lo anterior, en aquellos casos en que 
la resolución expresa se dicte de manera extemporánea y los particulares 
acudan a demandar su nulidad por la vía contencioso administrativa, no 
es posible –por ese simple hecho– decretar su nulidad en términos de los 
artículos 51 y 52 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administra­
tivo, pues el incumplimiento a tal requisito formal no genera una afectación 
a las defensas del particular ni trasciende al sentido de la resolución y, 
además, la inobservancia del plazo es un aspecto que no se relaciona con el 
fondo del asunto.

2a./J. 162/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 387/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo en Materias Civil y 
Administrativa del Noveno Circuito. 23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Juan Jaime 
González Varas.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 514/2018, y el diverso sustentado por el Segun­
do Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno Circuito, al resol­
ver el amparo directo 795/2018.

Tesis de jurisprudencia 162/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.



TESIS DE JURISPRUDENCIA POR 
REITERACIÓN DE CRITERIOS





137

TESIS DE JURISPRUDENCIA POR 
REITERACIÓN DE CRITERIOS

RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EFECTOS 
DE SU DESISTIMIENTO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que el desistimiento de la acción constitucional puede formularse 
en cualquier etapa del juicio mientras no se dicte sentencia ejecutoriada, el 
cual, una vez ratificado ante la presencia judicial, da lugar a sobreseer en el jui­
cio; sin embargo, tratándose del recurso de reclamación previsto en la Ley de 
Amparo, el desistimiento de la instancia respectiva durante su tramitación, 
se traduce en la declaración de voluntad del promovente de abandonar el recurso 
intentado, motivo por el cual, la resolución respectiva debe constreñirse a 
tenerlo por desistido y dejar firme la decisión recurrida, al no ser jurídicamente 
posible analizar los agravios formulados en su contra, en tanto el desistimiento, 
debidamente ratificado, conlleva a considerarla como no impugnada.

2a./J. 1/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 1236/2015. Construcciones J.J., S.A. de C.V. 10 de febrero de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Recurso de reclamación 1015/2017. Astrid Beatriz Rabelo Arévalo. 30 de agosto de 2017. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Recurso de reclamación 1127/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba­
jadores del Estado de Sonora. 19 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
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Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Recurso de reclamación 1216/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba­
jadores del Estado de Sonora. 19 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Recurso de reclamación 1283/2018. Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba­
jadores del Estado de Sonora. 19 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Tesis de jurisprudencia 1/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de nueve de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de enero de 2019 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 21 de enero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

BIENES DEL DOMINIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN DE USO CO­
MÚN. EL LEGISLADOR PUEDE SUJETAR LA PRESTACIÓN DE SER­
VICIOS QUE LOS UTILICEN, A LAS MODALIDADES QUE BUSQUEN 
PROTEGER EL INTERÉS PÚBLICO Y GARANTIZAR EL USO GENE­
RAL DE LOS RECURSOS PRODUCTIVOS. De la interpretación sistemá­
tica de los artículos 25, 27, 42 y 48 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 7 y 8 de la Ley General de 
Bienes Nacionales, se concluye que las islas, los cayos, los arrecifes, la plata­
forma continental y el espacio aéreo, entre otros elementos, que constituyen 
el territorio nacional, son también bienes del dominio público de la Federación 
considerados de uso común, lo que significa que pueden utilizarlos todos los 
habitantes de la República sin más restricciones que las previstas por las leyes 
y los reglamentos administrativos; además, que para aprovechamientos espe­
ciales requieren de concesión, autorización o permiso otorgados con las con­
diciones y requisitos que establezcan las leyes que, en materia constitucional 
exigen, entre otras cuestiones, que el Estado garantice como parte del desa­
rrollo económico nacional que los agentes económicos de cualquier sector 
(público, privado o social) concurran con responsabilidad social, destacando 
que para conseguir esos fines, podrá sujetarse a los sectores económicos pri­
vados y sociales a las modalidades necesarias para proteger el interés público 
y procurar el beneficio general en el uso de los recursos productivos. Por 
tanto, en las normativas respectivas, el legislador está facultado para sujetar 
la prestación de servicios que requieran su explotación, al cumplimiento de 
diversos términos o condiciones, siempre que las modalidades busquen pro­
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teger el interés público y garantizar que dichos servicios se presten en condi­
ciones equitativas y de calidad en beneficio de quienes los requieran.

2a./J. 5/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 5/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. EL LEGISLADOR FEDERAL 
TIENE COMPETENCIA PARA REGULARLO POR TRATARSE DE UN 
SERVICIO PRESTADO SOBRE UNA VÍA GENERAL DE COMUNICA­
CIÓN QUE CONSTITUYE TERRITORIO NACIONAL. De la interpretación 
sistemática del artículo 73, fracción XVII, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y de los diversos 27, párrafo cuarto, y 42, fracción VI, 
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del mismo ordenamiento, se concluye que el legislador federal tiene compe­
tencia constitucional para regular cuestiones relativas al espacio aéreo como 
vía general de comunicación, con inclusión de la prestación del servicio de 
transporte aéreo internacional, en el entendido de que la normativa respectiva, 
al formar parte del sistema jurídico positivo mexicano, debe ser compatible con 
el resto de disposiciones que también resulten obligatorias en la materia, 
concretamente las que al respecto señalen los tratados internacionales cele­
brados conforme al artículo 133 constitucional.

2a./J. 6/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algu­
nas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se separó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 6/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. INTERPRETACIÓN DE SU 
REGULACIÓN CUANDO COEXISTA NORMATIVA NACIONAL E INTER­
NACIONAL. Para definir la interpretación y aplicación de las normas que 
correspondan en materia de transportación aérea internacional, el operador 
jurídico debe tener a la vista tanto la regulación que al respecto establezca la 
Ley de Aviación Civil, como lo dispuesto por los tratados internacionales que 
resulten aplicables, en el entendido de que para decidir lo conducente aten­
derá, entre otras cuestiones y según demande el caso particular, a lo siguiente: 
a) si sobre alguna cuestión en específico existe o no regulación internacional; 
b) si respecto a ese aspecto existe simultáneamente regulación nacional e 
internacional; c) de ser así, si esa "doble" regulación tiene iguales ámbitos 
temporal, espacial, personal y material de validez y, en su caso, si atribuyen 
consecuencias jurídicas distintas e incompatibles a una misma hipótesis que 
impida su aplicación simultánea; d) si en realidad existe tal incompatibilidad 
y si ésta no puede ser subsanable por la vía interpretativa; e) en caso de esti­
mar que efectivamente existe incompatibilidad normativa, entonces atenderá 
a los criterios para solucionar los conflictos normativos o antinomias tomando 
en cuenta que en materia de transporte aéreo internacional la norma especial 
será siempre la del tratado internacional celebrado en términos del artículo 133 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y f) por el con­
trario, ante la ausencia de norma especial, deberá atender a la Ley de Avia­
ción Civil o a alguna de las fuentes jurídicas previstas por el propio legislador 
en el artículo 4 de ésta.

2a./J. 7/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algu­
nas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se separó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
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Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 7/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSPORTE AÉREO. EL PRINCIPIO DE LIBERTAD TARIFARIA QUE 
LO RIGE NO IMPIDE QUE EL LEGISLADOR SUJETE A LOS CONCESIO­
NARIOS O PERMISIONARIOS DE AQUEL SERVICIO AL RESPETO 
DE DETERMINADOS LÍMITES O CONDICIONES AL FIJAR LAS TARI­
FAS QUE CORRESPONDAN POR SUS SERVICIOS. De la interpretación 
de los artículos 42, 42 Bis y 43 de la Ley de Aviación Civil, en relación con el 
48 de su Reglamento, se advierte que en materia de aviación rige el principio 
de libertad tarifaria, que implica que los concesionarios y/o permisionarios del 
servicio de transporte aéreo fijen libremente la contraprestación que debe 
pagar el usuario por la prestación del servicio de transporte aéreo de pasajeros 
o de carga, que incluye las reglas de aplicación o condiciones y restricciones 
aplicables según las características del servicio contratado. Sin embargo, de 
acuerdo con la propia normativa, esa libertad no es absoluta, ya que para 
garantizar que el servicio se preste en condiciones equitativas y no discrimina­
torias en cuanto a calidad, oportunidad y precio, el legislador también impuso 
a los sujetos beneficiados por una concesión o permiso la obligación de cum­
plir determinadas condiciones o limitaciones al momento de fijar las tarifas que 
correspondan por sus servicios, dentro de las cuales destacan las relativas a 
que: a) sean competitivas; b) permitan la libre competencia económica y con­
currencia en el mercado; c) se mantengan vigentes por el tiempo y condiciones 
ofrecidas; d) no sean discriminatorias; y e) la información a través de las que 
se hagan del conocimiento del público sea veraz, comprobable, clara y que no 
induzca al error; lo que evidencia que si bien tuteló cuestiones económicas y 
de mercado, lo cierto es que puso énfasis en la protección de los derechos de 
los consumidores o pasajeros que se erigen como usuarios de dicho servicio.

2a./J. 8/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algu­
nas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 8/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

LIBERTAD TARIFARIA. EL LEGISLADOR PUEDE SUJETAR AL CUM­
PLIMIENTO DE DETERMINADAS CONDICIONES LAS TARIFAS DE 
LOS SERVICIOS QUE SE PRESTEN UTILIZANDO BIENES NACIO­
NALES. El principio de libertad tarifaria implica que los concesionarios o 
permisionarios que cuenten con autorización legal para explotar algún bien 
del dominio de la Nación, podrán fijar libremente las tarifas por los servicios 
que presten según convenga a sus intereses y economía; sin embargo, la sola 
existencia de ese principio no impide que el legislador los sujete al cumplimiento 
de determinadas condiciones o limitaciones en virtud de que su actividad eco­
nómica se basa en la explotación de un bien de la Nación, cuyo uso corres­
ponde originariamente a todos los habitantes del territorio nacional. Por tanto, 
para garantizar una adecuada competencia y prestación del servicio en un bien 
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que constituye parte del territorio nacional y del dominio público de la Nación, 
el Estado no sólo puede, sino que debe fijar límites y condiciones que garanti­
cen que el servicio se preste en favor de los usuarios respectivos en condiciones 
equitativas y no discriminatorias en cuanto a calidad, oportunidad y precio.

2a./J. 9/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 9/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TEST DE PROPORCIONALIDAD. AL IGUAL QUE LA INTERPRETACIÓN 
CONFORME Y EL ESCRUTINIO JUDICIAL, CONSTITUYE TAN SÓLO 
UNA HERRAMIENTA INTERPRETATIVA Y ARGUMENTATIVA MÁS QUE 
EL JUZGADOR PUEDE EMPLEAR PARA VERIFICAR LA EXISTENCIA 
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DE LIMITACIONES, RESTRICCIONES O VIOLACIONES A UN DERE­
CHO FUNDAMENTAL. Para verificar si algún derecho humano reconocido 
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o por los tratados 
internacionales de los que el Estado mexicano es parte se ha transgredido, el 
juzgador puede emplear diversos métodos o herramientas argumentativas 
que lo ayuden a constatar si existe o no la violación alegada, estando facul­
tado para decidir cuál es, en su opinión, el más adecuado para resolver el 
asunto sometido a su conocimiento a partir de la valoración de los siguientes 
factores, entre otros: a) el derecho o principio constitucional que se alegue 
violado; b) si la norma de que se trata constituye una limitación gradual en el 
ejercicio del derecho, o si es una verdadera restricción o impedimento en su 
disfrute; c) el tipo de intereses que se encuentran en juego; d) la intensidad 
de la violación alegada; y e) la naturaleza jurídica y regulatoria de la norma 
jurídica impugnada. Entre los métodos más comunes para solucionar esas 
problemáticas se encuentra el test de proporcionalidad que, junto con la 
interpretación conforme, el escrutinio judicial y otros métodos interpretativos, 
constituyen herramientas igualmente útiles para dirimir la violación a dere­
chos. En este sentido, esos métodos no constituyen, por sí mismos, un derecho 
fundamental, sino la vía para que los Jueces cumplan la obligación que tienen 
a su cargo, que se constriñe a decidir, en cada caso particular, si ha existido o 
no la violación alegada. Sobre esas bases, los Jueces no están obligados a veri­
ficar la violación a un derecho humano a la luz de un método en particular, ni 
siquiera porque así se lo hubieran propuesto en la demanda o en el recurso, 
máxime que no existe exigencia constitucional, ni siquiera jurisprudencial, 
para emprender el test de proporcionalidad o alguno de los otros métodos 
cuando se alegue violación a un derecho humano.

2a./J. 10/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
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se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 10/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. LA LEY RELATIVA OBLIGA A LAS AEROLÍNEAS A 
CUBRIR EN FAVOR DE LOS PASAJEROS LAS COMPENSACIONES 
O INDEMNIZACIONES POR EL INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO 
DE TRANSPORTE CON INCLUSIÓN DE LOS IMPUESTOS PAGADOS 
POR AQUÉLLOS. Conforme al artículo 2, fracción IV Bis, de la Ley de Avia­
ción Civil, para el cálculo de compensaciones, indemnizaciones u otras refe­
rencias que haga esa legislación al concepto "boleto", se considerará el monto 
total incluyendo tarifas, impuestos, comisiones y cualquier otro tipo de cargo 
cubierto por el pasajero, obligación que encuentra sustento jurídico en que 
conforme al artículo 49, primer y cuarto párrafos, de la Ley de Aviación Civil, 
el contrato de transporte de pasajeros es el acuerdo entre un concesionario o 
permisionario y un pasajero por virtud del cual el primero se obliga a trasladar 
al segundo, de un punto de origen a uno de destino, contra el pago de un pre­
cio que debe presentarse desde el primer momento, incluyendo la totalidad de 
impuestos y cargos. De esta manera, si a cambio de recibir el servicio de trans­
porte aéreo bajo determinadas condiciones, el pasajero se compromete a 
absorber un precio que debe cubrir no sólo el pago por el servicio, sino tam­
bién los impuestos aplicables, es válido que el legislador obligue a las aerolíneas 
a cubrir en favor de los pasajeros las compensaciones o indemnizaciones por 
incumplimiento del contrato de transporte con inclusión de los impuestos 
relativos, pues ese concepto está incluido en el precio efectivamente pagado 
por el consumidor final a cambio de la prestación de un servicio en los térmi­
nos y condiciones de su contratación.

2a./J. 11/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 11/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. LA OBLIGACIÓN A CARGO DE 
LOS PERMISIONARIOS O CONCESIONARIOS DE TRANSPORTAR 
A LOS PASAJEROS CON DISCAPACIDAD JUNTO CON LOS INS­
TRUMENTOS INHERENTES A SU CONDICIÓN, NO IMPLICA EL 
DESCONOCIMIENTO DE LAS ESPECIFICACIONES TÉCNICAS Y DE 
SEGURIDAD DE LAS AERONAVES. De la interpretación de los artículos 
47 Bis, fracción I, y 47 Bis 1 de la Ley de Aviación Civil, se advierte que, en 
relación con los derechos de los pasajeros con discapacidad, el legislador 
vinculó a los concesionarios o permisionarios al cumplimiento de diversas 
obligaciones, entre las que destacan la de prever mecanismos para garantizar 
su transporte junto con los instrumentos inherentes a su condición, siempre 
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que éstos sean utilizados de manera personal y se encuentren directamente 
asociados con la discapacidad de que se trate, mecanismos que deberán 
implementarse conforme a las medidas de seguridad operacional que han de 
informarse en forma clara y precisa a los pasajeros como parte de los térmi­
nos y condiciones del contrato. La simple lectura de esas normas evidencia que 
el legislador reconoció que el servicio de transporte aéreo debe prestarse con 
las máximas condiciones de seguridad, tanto en su operación como para los 
pasajeros, tan es así que vinculó a las aerolíneas a establecer en las políticas 
de contratación las medidas de seguridad operacional que han de respetarse 
para transportar los instrumentos que requiera este tipo de pasajeros.

2a./J. 12/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 12/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN V, INCISO A), DE LA 
LEY RELATIVA, SÓLO OBLIGA A LAS AEROLÍNEAS A FIJAR POLÍ­
TICAS COMPENSATORIAS POR DEMORAS INJUSTIFICADAS EN 
LOS VUELOS POR MÁS DE 1 HORA PERO MENOS DE 4, PERO NO LAS 
CONSTRIÑE A IMPLEMENTAR TODAS LAS COMPENSACIONES AHÍ 
MENCIONADAS. El artículo 47 Bis, fracción V, la Ley de Aviación Civil esta­
blece a cargo de los concesionarios o permisionarios la obligación de pagar 
una compensación para los casos en que incumplan una de las condiciones 
del contrato de transporte aéreo con el pasajero: la relativa al horario, en el 
entendido de que esa obligación surge cuando el incumplimiento en la pres­
tación del servicio obedezca exclusivamente a causas imputables a las aero­
líneas. En el caso particular de las demoras por más de 1 hora, pero menos 
de 4, el legislador las obligó a incorporar como mínimo a sus políticas de com­
pensación: descuentos para vuelos en fecha posterior hacia el destino contra­
tado y/o alimentos y bebidas, conforme al principio de competitividad. De la 
redacción de esa norma se advierte que el legislador únicamente tuvo la inten­
ción de obligar a las aerolíneas a prever en sus políticas un mínimo compensa­
torio por ese tipo de demoras; sin embargo, al utilizar simultáneamente la 
conjunción copulativa "y" así como la disyuntiva "o", les dio la posibilidad de 
elegir el mínimo compensatorio a fijar con base en el principio de competiti­
vidad, pudiendo optar por: a) incluir simultáneamente descuentos para vuelos 
posteriores y alimentos y bebidas; b) dar únicamente descuentos para vue­
los posteriores; o c) proporcionar sólo alimentos y bebidas.

2a./J. 13/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
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zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 13/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. LA MOTIVACIÓN LEGISLATIVA EN LA EXPEDICIÓN 
DE LAS NORMAS QUE REGULAN LOS DERECHOS DE LOS PASAJE­
ROS NO DEBE SER REFORZADA. En la jurisprudencia P./J. 120/2009, de 
rubro: "MOTIVACIÓN LEGISLATIVA. CLASES, CONCEPTO Y CARACTERÍSTICAS.", 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que la moti­
vación legislativa puede ser reforzada u ordinaria según se trate del valor que 
se encuentre en juego y del derecho que se estime violado, aceptándose que la 
primera se exige cuando se detecta alguna "categoría sospechosa", es decir, 
algún acto legislativo en el que se ven involucrados determinados valores cons­
titucionales que eventualmente pueden ponerse en peligro con la implemen­
tación de la reforma o adición de que se trate, mientras que la segunda tiene 
lugar cuando no existe peligro y, por tanto, no debe valorar de una manera 
específica las circunstancias concretas del caso, pues no subyace algún tipo 
de riesgo de merma en un derecho fundamental, o bien, constitucionalmente 
análogo, sino que se da en campos como el económico, el de la organización 
administrativa del Estado y, en general, en donde no existe la posibilidad de 
disminuir o excluir algún derecho fundamental. En esa medida, las normas 
de la Ley de Aviación Civil que regulan las compensaciones e indemniza­
ciones que deben pagar las aerolíneas en beneficio de los pasajeros y otros 
derechos, no requiere una motivación reforzada en cuanto al tipo de afectacio­
nes económicas que pudieran ocasionarse a las aerolíneas, sino que basta 
que el legislador expusiera las razones que lo condujeron a considerar nece­
sario establecerles sanciones, circunstancia que sí aconteció, pues en el 
procedimiento legislativo respectivo se explicó la realidad del transporte aéreo 
en el país, se evidenciaron las prácticas irregulares de las aerolíneas, incluso 
violatorias de la libre competencia, y se expusieron incluso estadísticas y valores 
demostrativos de las afectaciones causadas a los consumidores o pasajeros.

2a./J. 14/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de 
algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 120/2009 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, 
página 1255.

Tesis de jurisprudencia 14/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN IV, DE LA LEY 
RELATIVA, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS 
DE PERMITIR QUE EL PASAJERO DISPONGA DE LA TOTALIDAD DE 
LOS SEGMENTOS DE SU VIAJE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LIBER­
TAD TARIFARIA. El precepto citado constriñe a las aerolíneas a permitir que 
los pasajeros dispongan de cada uno de la totalidad de los segmentos de su 
viaje de ida y vuelta o con conexión, siempre que éstos informen al concesio­
nario o permisionario, en el lapso de 24 horas contadas a partir de la hora 
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programada del segmento no utilizado, que harán uso de los segmentos sub­
secuentes, obligación que no transgrede el principio de libertad tarifaria en la 
medida en que encuentra sustento en el hecho de que cuando un pasajero 
adquiere un boleto de ida y vuelta o con conexión, adquiere también el derecho 
de viajar en la totalidad de los tramos pagados en la cantidad que hubiera 
correspondido al costo fijado libremente por la aerolínea. Por tanto, cuando 
por el motivo que sea, el pasajero deja de utilizar uno de los segmentos de ese 
viaje, es contractualmente lógico y válido que mantenga el derecho de conti­
nuar en el uso de los siguientes, simplemente porque cumplió la obligación 
de pago de la contraprestación que para ese efecto fijó la aerolínea con plena 
libertad, destacando que no es posible sostener que dicha circunstancia genera 
un perjuicio a la aerolínea, ni siquiera porque pueda existir la posibilidad de que 
quede un asiento libre que podría ocupar otro pasajero, primero, porque ya ha 
recibido la contraprestación o precio correspondiente del pasajero que no 
ha podido abordar en el trayecto respectivo, lo que significa que ese lugar ya ha 
sido pagado y, por ende, no se encontraba disponible ni a la venta con poste­
rioridad al pago; de ahí que lo único que se pierde es la posibilidad de lucrar 
doblemente mediante una segunda venta de un lugar que, se reitera, ya no 
estaba disponible y, segundo, porque la posibilidad de que ese lugar lo ocupe 
otro pasajero se mantiene abierta, siempre que el pasajero original no haya 
facturado ni abordado.

2a./J. 15/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
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de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 15/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY 
RELATIVA, QUE ESTABLECE EL DERECHO DEL PASAJERO A SOLI­
CITAR LA DEVOLUCIÓN DE SU BOLETO EN CASO DE QUE DECIDA 
NO EFECTUAR EL VIAJE, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LIBERTAD 
TARIFARIA. El precepto citado, que permite que el pasajero solicite la devo­
lución del costo total del boleto adquirido en caso de decidir no efectuar el 
viaje, no viola el principio de libertad tarifaria que rige en materia de transpor­
tación aérea, porque el ejercicio de ese derecho con esa prerrogativa está 
limitado a que la cancelación se efectúe dentro de las 24 horas siguientes a 
la adquisición, manteniendo la libertad de las aerolíneas de fijar sus políticas de 
cancelación y reembolso para los casos en que la cancelación de la compra 
ocurra con posterioridad a ese plazo. Además, porque la introducción de esa 
norma se debió a la necesidad de regular el derecho de los pasajeros de can­
celar un viaje como consumidores o adquirentes de cualquier otro producto 
o servicio, pues la experiencia en los últimos años en materia de prestación 
del servicio de transporte aéreo evidenció la existencia de un alto porcentaje de 
quejas y denuncias con motivo de la negativa de las aerolíneas a las solici­
tudes de cancelación. Y, finalmente, porque de acuerdo con la teoría general 
de las obligaciones, es posible que las partes den por concluidos los convenios 
y tratándose del contrato de transporte aéreo, que se regula por el derecho 
público por el interés que reviste al prestarse explotando un bien del domi­
nio público de uso común respecto del que, en principio, tienen derecho a 
disfrutar los habitantes de la República, resulta válido que el legislador otor­
gue a los pasajeros el derecho de cancelar la prestación del servicio siempre que 
se satisfagan ciertos requisitos, porque de esta manera cumple su obligación 
constitucional de garantizar el interés público y una adecuada, justa y eficiente 
prestación del servicio.

2a./J. 16/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 16/2019. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN IX, DE LA LEY 
RELATIVA, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS 
DE PERMITIR QUE LOS PASAJEROS LLEVEN CONSIGO DETERMI­
NADO EQUIPAJE SIN CARGO ALGUNO, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE LIBERTAD TARIFARIA. El precepto citado, al establecer el derecho de 
los pasajeros de llevar consigo dos tipos de equipaje sin cargo alguno: el 
documentado y el de mano o en cabina, respeta el principio de libertad tari­
faria que rige en materia de aviación, porque el legislador únicamente se refirió 
al mínimo de equipaje que las aerolíneas deben permitir llevar a los pasaje­
ros, pero no las obligó a establecer una tarifa fija por la prestación del servicio 
incluyendo determinadas piezas de equipaje, ni impidió que el costo del 
boleto incluya los servicios de carga y transportación del equipaje, sino que 
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únicamente dispuso que el costo respectivo debe incluir el derecho a documen­
tar equipaje y a transportar equipaje de mano en los términos y con las carac­
terísticas que la propia norma prevé. Además, porque tampoco obligó a los 
concesionarios o permisionarios a fijar las tarifas y condiciones por exceso de 
equipaje, sino que les dejó libertad para definir esos aspectos en sus políticas 
interiores; incluso, les dejó libertad para limitar tanto las dimensiones y volumen 
del equipaje respectivo, como la cantidad de piezas tratándose de equipaje 
documentado, aclarando que el derecho a transportar equipaje de mano está 
supeditado a que no se pongan en riesgo la seguridad y la comodidad de los 
pasajeros. Finalmente, porque dicha medida encuentra sustento en la natura­
leza del servicio prestado que tiene por objeto trasladar al pasajero de un punto 
de origen a otro de destino, quien por lo regular requiere llevar consigo diver­
sas pertenencias para emplearlas en éste.

2a./J. 17/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.
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Tesis de jurisprudencia 17/2019. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. LA POLÍTICA DE EQUI­
PAJE TRATÁNDOSE DE VUELOS INTERNACIONALES ESTÁ SUJETA, 
EN PRINCIPIO, A LO DISPUESTO EN LOS TRATADOS INTERNA­
CIONALES. De la interpretación del artículo 47 Bis, fracción IX, de la Ley de 
Aviación Civil, se advierte que el legislador distinguió con claridad entre los dos 
tipos de equipaje que puede llevar un pasajero sin cargo alguno: el documen­
tado y el de mano o en cabina; sin embargo, de acuerdo con el último párrafo 
de esa fracción, para los servicios de transporte aéreo internacional, el trans­
porte de equipaje se sujetará a lo dispuesto por los tratados internacionales, 
disposición que encuentra sustento no sólo en el artículo 133 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al que los tratados inter­
nacionales suscritos por el Presidente y ratificados por el Senado constituyen 
Ley Suprema de toda la Unión, sino también en que tratándose del espacio 
aéreo, es la propia Constitución la que reconoce que su dominio está sujeto 
a los términos y modalidades que señale el derecho internacional, sin que 
ello implique que ante la falta de regulación internacional específicamente 
aplicable, pueda dejar de atenderse lo dispuesto por la legislación nacional. 
Así, para decidir el criterio que debe prevalecer tratándose del transporte de 
equipaje en vuelos internacionales, el operador jurídico debe resolver los casos 
sometidos a su conocimiento verificando, entre otros aspectos, si existe o no 
regulación internacional especial sobre la política de equipaje y, en caso de 
no existir, entonces es aplicable la legislación nacional y, de existir, deberá 
atender a las reglas especiales, verificando en todo caso si la cuestión sometida 
a su conocimiento efectivamente plantea un conflicto de normas o antinomia.

2a./J. 18/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.
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Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 18/2019. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIONES V Y VI, DE LA 
LEY RELATIVA, QUE EQUIPARA LAS DEMORAS DE UN VUELO POR 
MÁS DE 4 HORAS A SU CANCELACIÓN SÓLO PARA EFECTOS DE 
DETERMINAR LA INDEMNIZACIÓN PROCEDENTE, RESPETA EL DE­
RECHO DE IGUALDAD. El precepto citado prevé las compensaciones e 
indemnizaciones de que será acreedor un pasajero en caso de demoras y can­
celaciones de vuelos, destacando que sólo procederán cuando los motivos de 
la alteración en el servicio de transporte se deban a causas exclusivamente 
atribuibles al concesionario o permisionario. Así, para el caso de demoras, el 
legislador distinguió las compensaciones según el tiempo de retraso, acla­
rando que cuando éste sea superior a 4 horas, los pasajeros tienen derecho 
de acceder a las opciones y, en su caso, a la indemnización establecida para 
la cancelación del vuelo por responsabilidad imputable a la aerolínea. Ahora, si 
bien existe una diferencia fáctica, entre la demora y la cancelación de un vuelo, 
porque en aquélla el vuelo originalmente contratado se llevará a cabo pero con 
diferencia en la hora de salida adquirida, mientras que en ésta el servicio 
contratado no se llevará a cabo, lo cierto es que son situaciones jurídicamente 
equiparables, en razón del perjuicio que genera su práctica a los aeropuertos, 
a los pasajeros y a la libre competencia económica en el mercado respectivo. 
Por tanto, es válido que el legislador otorgara el mismo tratamiento, a ambas 
irregularidades, en la prestación del servicio de transporte aéreo; de ahí que 
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el precepto mencionado respeta el derecho de igualdad reconocido por el ar­
tículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
no exige otorgar el mismo trato a situaciones iguales y diferente a situaciones 
distintas, sino que ante situaciones jurídicas o fácticas equivalentes se otor­
gue el mismo trato, salvo que existan razones suficientemente justificadas 
para fijar uno diferenciado.

2a./J. 19/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 19/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 42 BIS, PRIMER PÁRRAFO, DE LA 
LEY RELATIVA, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DEL CONCESIO­
NARIO O PERMISIONARIO, O SUS REPRESENTANTES, DE QUE LA 
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INFORMACIÓN RELATIVA A LAS TARIFAS ESTÉ PERMANENTE­
MENTE A DISPOSICIÓN DE LOS PASAJEROS, RESPETA EL DERECHO 
A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. La juris­
prudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido consistente 
en el sentido de que, tratándose de actos legislativos, el respeto al derecho a 
la seguridad jurídica y al principio de legalidad no llega al extremo de vincular al 
legislador a que defina todos y cada uno de los conceptos que contengan las 
normas, pues las legislaciones no constituyen catálogos de conceptos ni dic­
cionarios que deban contener definiciones precisas y exactas por cada insti­
tución jurídica regulada, máxime que muchas de las instituciones se encuentran 
definidas en otros ordenamientos o que, incluso, sus conceptos son suficien­
temente claros en su lectura o en el contexto en que se encuentren. Sobre 
esa base, se concluye que el artículo 42 Bis, primer párrafo, de la Ley de Avia­
ción Civil, al utilizar el vocablo "permanentemente" para calificar la temporali­
dad a que está sujeta la obligación del concesionario o permisionario, o sus 
representantes, de mantener a disposición de los pasajeros la información rela­
tiva a las tarifas, respeta el derecho a la seguridad jurídica y el principio de 
legalidad, pues es suficientemente claro tanto en la redacción de la norma 
como en el contexto del ordenamiento en que se encuentra inmersa, que a lo 
largo de diversos preceptos revela la intención legislativa de garantizar que 
desde el momento de la adquisición del boleto los pasajeros tengan a su dis­
posición la información cierta, clara, específica y completa respecto de la tarifa 
y las condiciones de contratación del servicio.

2a./J. 20/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
taria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
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González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 20/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN PREVISTA 
EN EL ARTÍCULO 47 BIS 2, DE LA LEY RELATIVA, EN EL SENTIDO DE 
QUE LOS CONCESIONARIOS O PERMISIONARIOS DEBEN CONTAR 
CON MÓDULOS DE ATENCIÓN A PASAJEROS EN CADA UNA DE 
LAS TERMINALES EN DONDE OPEREN, NO ESTÁ CONDICIONADO 
A LA INSTALACIÓN DE MOBILIARIO CON CARACTERÍSTICAS DE­
TERMINADAS. El precepto mencionado establece que para cumplir con las 
obligaciones previstas en el capítulo denominado "De los derechos y las obli­
gaciones de los pasajeros" de la Ley de Aviación Civil, los concesionarios o 
permisionarios de servicio al público de transporte aéreo deberán contar con 
un módulo de atención al pasajero en cada una de las terminales en donde 
operen, obligación que resulta exigible antes, durante o una vez finalizado el 
viaje, precisamente, porque en muchas ocasiones, es en los momentos media­
tos e inmediatos a la realización del vuelo, cuando pueden ocurrir diversas 
contingencias que deriven en el incumplimiento total o parcial del contrato 
de prestación de servicios, lo que demanda que el concesionario o permisio­
nario cuente con vías que permitan atender al momento las dudas, solicitudes 
y reclamos de los pasajeros. Sin embargo, la lectura del artículo 47 Bis 2 del 
ordenamiento referido, evidencia que el legislador no impuso características 
ni requisitos mínimos para el módulo respectivo, sino que únicamente exigió 
que las aerolíneas cuenten con un espacio al que los pasajeros puedan acudir 
a solicitar información, plantear dudas, realizar solicitudes o incluso manifes­
tar reclamos e inconformidades, lo que cobra sentido si se toma en cuenta 
que para operar el vuelo respectivo, los aeropuertos asignan a las aerolíneas 
alguna puerta o zona de embarque, así como algún módulo, stand o lugar de 
registro y documentación de pasajeros.

2a./J. 21/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 21/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, ANTEPENÚLTIMO PÁRRAFO, 
QUE OBLIGA AL CONCESIONARIO O PERMISIONARIO A PAGAR 
LAS INDEMNIZACIONES PREVISTAS EN DICHO ORDENAMIENTO 
DENTRO DE UN PERIODO MÁXIMO DE 10 DÍAS NATURALES POS­
TERIORES A SU RECLAMACIÓN, RESPETA LOS DERECHOS DE 
AUDIENCIA Y AL DEBIDO PROCESO. El precepto indicado obliga al con­
cesionario o permisionario a pagar las indemnizaciones previstas en la Ley de 
Aviación Civil dentro de un periodo máximo de 10 días naturales posteriores 
a su reclamación, salvo las compensaciones de alimentos y hospedaje que 
deben cubrirse al momento del retraso; sin embargo, esa obligación está 
supeditada a que: 1) lo reclame el pasajero, 2) exista una demora de más de 
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4 horas o la cancelación del vuelo, y 3) esas irregularidades en la prestación 
del servicio hubieran obedecido a causas exclusivamente imputables a la aero­
línea. Interpretado el artículo 47 Bis, antepenúltimo párrafo, en sentido con­
trario, se advierte que no existe obligación de pago de indemnización cuando 
la aerolínea no hubiera incurrido en demora de más de 4 horas o en cancela­
ción del vuelo o, cuando habiendo incurrido en ellas, esa circunstancia hubiera 
obedecido a motivos o causas que no le sean atribuibles, supuestos en los que 
si bien no procederá el pago, el concesionario o permisionario habrá de noti­
ficar o hacer saber al pasajero que hubiera solicitado la indemnización res­
pectiva que no procedió su reclamación, así como las razones de la negativa, 
ya que como el legislador sólo previó la obligación de pago siempre que se 
satisfagan los requisitos legales, entonces era innecesario que estableciera 
también el procedimiento a través del cual la aerolínea pueda demostrar que 
no se actualizaron las hipótesis que dan lugar a la indemnización, pues tendrá 
la oportunidad, en su caso, cuando el pasajero que habiendo solicitado la 
indemnización respectiva, se manifieste inconforme con la resolución que 
sobre tal aspecto se hubiere adoptado a través de las vías legales que a su 
interés legal convengan. En ese sentido, el precepto aludido respeta los dere­
chos de audiencia y al debido proceso.

2a./J. 22/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de 
algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.
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Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 22/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. EL PASAJERO INCONFORME 
CON LA RESOLUCIÓN DE LA AEROLÍNEA QUE NIEGUE EL PAGO DE 
LA INDEMNIZACIÓN QUE ESTIME LE CORRESPONDE, PUEDE HACER 
VALER SUS DERECHOS ANTE LA PROCURADURÍA FEDERAL DEL 
CONSUMIDOR. De la interpretación sistemática de los artículos 47 Bis 2 y 
47 Bis 3, de la Ley de Aviación Civil, en relación con el diverso 99 de la Ley 
Federal de Protección al Consumidor, se advierte que el pasajero inconforme 
con la resolución de la aerolínea que niegue el pago de la indemnización que 
estime le corresponde, puede optar –entre otras vías y si así conviene a su 
interés legal– por hacer valer sus derechos como consumidor del servicio de 
transportación aérea instaurando el procedimiento de queja o reclamación a 
que se refiere la Ley Federal de Protección al Consumidor, de aplicación suple­
toria a los contratos de transporte aéreo, el cual se sigue ante la Procuraduría 
Federal del Consumidor que recibirá las quejas o reclamaciones y desahogará 
a su vez, un procedimiento conciliatorio que, en caso de no concluir con un 
convenio entre las partes en conflicto, puede convertirse en uno arbitral si así 
lo convienen los interesados, procedimiento en el que tanto el pasajero, como el 
concesionario o permisionario tienen la posibilidad de hacer efectivos sus 
derechos de audiencia y al debido proceso ofreciendo pruebas y alegando lo 
que a su derecho convenga para acreditar, cada uno, los extremos de sus 
pretensiones.

2a./J. 23/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algu­
nas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
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se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 23/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSPORTE AÉREO. LA NATURALEZA DE LA INDEMNIZACIÓN QUE 
EL LEGISLADOR ESTIMÓ PROCEDENTE EN LA LEY DE AVIACIÓN 
CIVIL PARA SALVAGUARDAR LOS DERECHOS DE LOS PASAJEROS 
USUARIOS DE AQUEL SERVICIO, ES DISTINTA DE LAS SANCIONES 
POR INFRACCIÓN A ESA NORMATIVA. En términos generales, una san­
ción legislativa es una medida adoptada por el legislador para reprochar o 
castigar la conducta a cargo de una persona que puede ser particular o auto­
ridad, mientras que una indemnización constituye una forma de resarcir un 
daño o perjuicio. Por tanto, cuando el legislador dispuso en la Ley de Aviación 
Civil que el incumplimiento de algunas obligaciones a cargo de los permi­
sionarios o concesionarios del servicio de transporte aéreo puede dar lugar al 
pago de una indemnización, no tuvo como finalidad castigar las infracciones 
a la normativa de la materia, sino la de resarcir a los pasajeros o contratantes del 
servicio de transporte aéreo, por los daños y perjuicios causados con motivo 
del incumplimiento de las obligaciones de las aerolíneas, en tanto prestado­
ras de un servicio derivado de la celebración de un contrato denominado de 
transporte aéreo y, en su caso, evitar que el concesionario o permisionario siga 
incurriendo en prácticas que afecten los derechos de los pasajeros. De natu­
raleza distinta son las sanciones que el legislador autorizó imponer a la 
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Procuraduría Federal del Consumidor, que acorde con la ley proceden única­
mente cuando las aerolíneas violen una obligación legal a su cargo y esa con­
ducta se considere infracción administrativa por la Ley de Aviación Civil.

2a./J. 24/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algu­
nas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 24/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. LA OBLIGACIÓN DE PAGO 
DE INDEMNIZACIONES POR CAUSAS IMPUTABLES A LAS AEROLÍ­
NEAS NO VIOLA LA SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL, PORQUE EN­
CUENTRA SUSTENTO EN LA NORMATIVA INTERNACIONAL QUE 
RIGE EN LA MATERIA. De la interpretación de los artículos 19 y 20 del Con­
venio para la Unificación de Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Interna­
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cional, inmersos en el capítulo relativo a la responsabilidad del transportista y 
la medida de la indemnización del daño, se advierte que en el ámbito interna­
cional también existe una obligación de pago de indemnizaciones por causas 
imputables a las aerolíneas, previendo que no deberán pagarlas cuando el 
responsable del daño hubiera adoptado las medidas necesarias para evitarlo 
o, en su caso, que fue imposible adoptarlas, lo que evidencia que no existe vio­
lación a la supremacía constitucional, pues la normativa nacional que vincula 
a las aerolíneas al pago de una indemnización por causas exclusivamente atri­
buibles a los concesionarios o permisionarios, es compatible con dicho com­
promiso internacional suscrito por el Estado mexicano.

2a./J. 25/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 25/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL. LAS INDEMNIZACIONES 
Y COMPENSACIONES POR RETRASOS Y CANCELACIONES CONTE­
NIDAS EN LA LEY DE AVIACIÓN CIVIL SON, EN PRINCIPIO, COMPA­
TIBLES CON EL SISTEMA DE LÍMITES DE RESPONSABILIDAD 
PREVISTO EN EL CONVENIO PARA LA UNIFICACIÓN DE CIERTAS 
REGLAS PARA EL TRANSPORTE AÉREO INTERNACIONAL, SALVO 
PRUEBA EN CONTRARIO. El artículo 22 del Convenio para la Unificación 
de Ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional, establece que la 
responsabilidad del prestador por retraso en el servicio de transporte aéreo 
internacional de personas se limita a 4150 derechos especiales de giro por 
pasajero, concepto que en términos del diverso artículo 23 de ese pacto inter­
nacional corresponde al valor que fije para ese efecto el Fondo Monetario Na­
cional –tratándose de un Estado Parte miembro– o al valor calculado por el 
Estado que no forme parte de dicho Fondo. Por otro lado, las compensaciones 
e indemnizaciones fijadas por el legislador en el artículo 47 Bis, fracción V, de 
la Ley de Aviación Civil para los casos de demoras de vuelos, señala sólo un 
mínimo porcentual que deberán pagar las aerolíneas a razón del costo del 
boleto pagado por el pasajero. Por tanto, no es posible calificar con antelación 
y en abstracto si la indemnización nacional es distinta de la prevista en el 
convenio internacional indicado, sino que será hasta que deba efectuarse 
el pago respectivo cuando podrá decidirse si el mínimo porcentual excede o no 
los 4150 derechos especiales de giro a que se refiere el convenio internacio­
nal, aunado a que el artículo 25 de éste establece que el transportista podrá 
estipular que el contrato de transporte estará sujeto a límites de responsabi­
lidad más elevados que los contenidos en esa normativa o, incluso, que no 
estará sujeto a ningún límite de responsabilidad, de lo que se advierte que los 
Estados contratantes sólo autorizaron a los transportistas a incrementar 
los límites de responsabilidad, o bien, a eliminarlos, pero no los autorizó a 
deslindarse de la responsabilidad, ni a desvincularse de la obligación del pago 
indemnizatorio.

2a./J. 26/2019 (10a.)

Amparo en revisión 388/2018. LAN Perú, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algu­
nas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.
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Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 26/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AVIACIÓN CIVIL. EL ARTÍCULO 47 BIS, FRACCIÓN IX, DE LA LEY 
RELATIVA, QUE ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DEL CONCESIONA­
RIO O PERMISIONARIO DE PERMITIR QUE LOS PASAJEROS LLEVEN 
CONSIGO DETERMINADO EQUIPAJE SIN CARGO ALGUNO, RESPETA 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. El precepto citado, al prever el 
derecho de los pasajeros de llevar consigo dos tipos de equipaje sin cargo 
alguno: el documentado y el de mano o en cabina, respeta el derecho a la 
seguridad jurídica, toda vez que el legislador distinguió con claridad la regu­
lación que debe observarse para operar el transporte de equipaje en el servicio 
de transporte aéreo, según se trate de vuelos nacionales o internacionales, 
pues mientras para los vuelos nacionales dispuso que los pasajeros pueden 
documentar sin costo hasta 15 o 25 kilogramos de equipaje según la capaci­
dad de la aeronave, y llevar en cabina también gratuitamente hasta dos piezas 
cuyo peso sumado no exceda 10 kilogramos, debiendo tener, cada una, una 
dimensión máxima de hasta 55 centímetros de largo por 40 centímetros de 
ancho y 25 centímetros de alto, para los vuelos internacionales dispuso que 
el equipaje estará sujeto, en principio, a lo dispuesto por los tratados interna­
cionales, sin que ello implique que ante la falta de regulación internacional 
específicamente aplicable, pueda desatenderse lo previsto por la legislación 
nacional.

2a./J. 27/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 457/2018. Trans American Airlines, S.A. 17 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 583/2018. Latam Airlines Group, S.A. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 635/2018. Southwest Airlines, Co. 14 de noviembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Amparo en revisión 579/2018. Edelweiss Air AG. 14 de noviembre de 2018. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 717/2018. Jetblue Airways Corporation. 14 de noviembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Tesis de jurisprudencia 27/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS RECURSOS INTERPUES­
TOS CONTRA LAS RESOLUCIONES DICTADAS EN LOS JUICIOS DE 
AMPARO EN LOS QUE EL ACTO RECLAMADO SE RELACIONE CON 
LA DETERMINACIÓN DE PRECIOS MÁXIMOS AL PÚBLICO DE LAS 
GASOLINAS Y EL DIÉSEL. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES COLE­
GIADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurispru­
dencia 2a./J. 68/2018 (10a.), sostuvo que la competencia para conocer de los 
juicios de amparo o sus recursos, en los que se reclamen actos relativos a la 
determinación de los precios máximos al público de las gasolinas y el diésel, 
corresponde a los Juzgados de Distrito y a los Tribunales Colegiados de Cir­
cuito en Materia Administrativa Especializados en Competencia Económica, 
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Radiodifusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México 
y jurisdicción en toda la República. No obstante ello, debe atenderse a lo pre­
visto en el punto quinto del Acuerdo General 2/2017 del Pleno del Consejo de la 
Judicatura Federal, que establece que conocerán de los recursos interpues­
tos contra dichas resoluciones los Tribunales Colegiados en Materia Administra­
tiva del Primer Circuito, lo cual no implica soslayar que los actos reclamados 
se ubican dentro de la materia de competencia económica, pues el acuerdo 
referido se emitió para distribuir las cargas de trabajo en virtud del volumen 
de demandas de amparo promovidas en relación con los actos en cuestión, aun 
cuando éstos tengan la finalidad de fomentar la libre competencia y concu­
rrencia en ese sector.

2a./J. 28/2019 (10a.)

Conflicto competencial 455/2018. Suscitado entre el Octavo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I.; José Fernando Franco González Salas votó con reserva de 
criterio. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 409/2018. Suscitado entre el Séptimo Tribunal Colegiado en Ma­
teria Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I.; José Fernando Franco González Salas votó con reserva de 
criterio. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Conflicto competencial 414/2018. Suscitado entre el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Cir­
cuito en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodi­
fusión y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción 
en toda la República. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas y Eduardo Medina Mora I.; José Fernando Franco González Salas votó con 
reserva de criterio. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Conflicto competencial 434/2018. Suscitado entre el Octavo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
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República. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Eduardo Medina Mora I.; José Fernando Franco González Salas votó con reserva 
de criterio. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Conflicto competencial 488/2018. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República. 5 de diciembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I.; José Fernando Franco González Salas votó con reserva de criterio. Disi­
dente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 68/2018 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de julio de 2018 a las 10:13 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 56, Tomo I, 
julio de 2018, página 425, con el título y subtítulo: "ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMI­
CA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD 
DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA. SON COMPETENTES PARA 
CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS CUANDO LOS ACTOS 
RECLAMADOS TENGAN COMO OBJETIVO CREAR CONDICIONES DE LIBRE COM­
PETENCIA Y CONCURRENCIA EN EL MERCADO DE LOS PETROLÍFEROS, COMO LO 
SON LA DETERMINACIÓN DE LOS PRECIOS DE LAS GASOLINAS Y EL DIÉSEL."

El Acuerdo General 2/2017, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal citado, aparece 
publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
39, Tomo III, febrero de 2017, página 2417.

Tesis de jurisprudencia 28/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. ES IMPROCEDENTE SI LOS AGRA­
VIOS SE LIMITAN A IMPUGNAR LAS CONSIDERACIONES EN LAS 
QUE EL ÓRGANO COLEGIADO DA RESPUESTA A CUESTIONES DE 
MERA LEGALIDAD. Del artículo 107, fracción IX, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los diversos 81, fracción II, 
88, párrafo segundo y 96 de la Ley de Amparo, deriva que el recurso de revi­
sión en amparo directo tiene un carácter excepcional y se limita al estudio 
de cuestiones propiamente constitucionales. De ahí que dicho recurso es im­
procedente si los agravios se limitan a impugnar las consideraciones del 
órgano colegiado en las que se estudiaron los conceptos de violación relativos a 
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cuestiones de mera legalidad, aun cuando se aduzca la violación a preceptos 
constitucionales y el órgano jurisdiccional de amparo los hubiese estudiado, 
pues si no realizó una interpretación de ellos, no podría considerarse que sub­
siste el tema de constitucionalidad; máxime que dichos argumentos –al ser de 
mera legalidad– resultarían inoperantes, pues su estudio obligaría a esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a realizar un pronunciamiento que 
desvirtuaría la naturaleza del recurso.

2a./J. 29/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 1308/2017. Cosanva, S.A. de C.V. 25 de octubre de 2017. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Recurso de reclamación 1110/2018. Christian González García. 22 de agosto de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Recurso de reclamación 1476/2018. Patricia Vázquez Ovalle. 26 de septiembre de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Poti­
sek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe 
Margarita Ortiz Blanco.

Recurso de reclamación 1627/2018. María de los Ángeles Margarita Romero Blancas. 7 de 
noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Amparo directo en revisión 5347/2018. Lerma, S.A. 28 de noviembre de 2018. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 29/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintitrés de enero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS. 
SU NATURALEZA Y FUNCIÓN EN EL ESTADO MEXICANO. El principio 
de progresividad que rige en materia de los derechos humanos implica tanto 
gradualidad como progreso. La gradualidad se refiere a que, generalmente, la 



173INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2019

efectividad de los derechos humanos no se logra de manera inmediata, sino 
que conlleva todo un proceso que supone definir metas a corto, mediano y 
largo plazos. Por su parte, el progreso implica que el disfrute de los derechos 
siempre debe mejorar. En tal sentido, el principio de progresividad de los de­
rechos humanos se relaciona no sólo con la prohibición de regresividad del 
disfrute de los derechos fundamentales, sino también con la obligación posi­
tiva de promoverlos de manera progresiva y gradual, pues como lo señaló el 
Constituyente Permanente, el Estado mexicano tiene el mandato constitucio­
nal de realizar todos los cambios y transformaciones necesarias en la estruc­
tura económica, social, política y cultural del país, de manera que se garantice 
que todas las personas puedan disfrutar de sus derechos humanos. Por 
tanto, el principio aludido exige a todas las autoridades del Estado mexicano, 
en el ámbito de su competencia, incrementar el grado de tutela en la promo­
ción, respeto, protección y garantía de los derechos humanos y también les 
impide, en virtud de su expresión de no regresividad, adoptar medidas que 
sin plena justificación constitucional disminuyan el nivel de la protección a 
los derechos humanos de quienes se someten al orden jurídico del Estado 
mexicano.

2a./J. 35/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2425/2015. Grupo Uno Alta Tecnología en Proyectos e Insta­
laciones, S.A. de C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Minis­
tros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo en revisión 1148/2016. Lorenzo Torres Vargas. 21 de junio de 2017. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 249/2018. Defensoría Capacitación Asesoría Patrimonial y Consulto­
ría, S.C. o Defensoría Capacitación Asesoría Patrimonial y Consultoría, S.A. de C.V. 
4 de julio de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora 
I.; se separó de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Amparo directo en revisión 4191/2018. Miguel Ángel Huerta Rodríguez. 14 de noviembre 
de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.
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Amparo en revisión 886/2018. Soluciones Empresariales HPG, S.A. de C.V. 9 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek; se apartó de consideraciones relacionadas con el estudio de progresividad 
Margarita Beatriz Luna Ramos y con reserva de criterio José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto 
Fraga Jiménez.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo directo en revisión 
2425/2015, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 
de mayo de 2017 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 42, Tomo I, mayo de 2017, página 616.

Tesis de jurisprudencia 35/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS SUBSIDIARIOS. LA CLÁU­
SULA 113 DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO 2013-2015 (Y SUS 
EQUIVALENTES PARA OTROS BIENIOS), NO VULNERA EL DERECHO 
DE ACCESO A LA JUSTICIA. De esa cláusula se advierte que los trabaja­
dores sindicalizados en activo de la paraestatal –por conducto de su repre­
sentante sindical– deben solicitar que el Servicio de Medicina Pericial del 
patrón determine su aptitud para laborar y, en consecuencia, les expida un 
dictamen médico para determinarles sus incapacidades derivadas de riesgos de 
trabajo. Ahora bien, el hecho de que los riesgos de trabajo sean calificados 
técnicamente por Petróleos Mexicanos en su carácter de órgano asegurador, 
no impide que, una vez obtenida esa calificativa mediante el dictamen médico 
emitido en términos de la cláusula 113 del contrato colectivo de trabajo, el 
trabajador en activo acuda directamente ante el órgano jurisdiccional laboral 
competente, para someter a su conocimiento la reclamación de la califica­
ción de riesgo de trabajo realizada por el organismo referido, en tanto que los 
lineamientos establecidos en esa cláusula no implican el ejercicio de la fun­
ción jurisdiccional, sino un medio para calificar técnicamente las enfermedades 
de las que son portadores los trabajadores en activo a propósito de los ries­
gos de trabajo de los que hubieran sido objeto, en el cual no existe una verda­
dera controversia, ya que para ello sería indispensable que las pretensiones de 
los trabajadores y de Petróleos Mexicanos sean contradictorias, lo cual no 
acontecerá sino hasta que la patronal rinda el dictamen médico correspon­
diente. Además, a través del cumplimiento de esos requisitos, se busca la 
asistencia médica y rehabilitación del trabajador para lograr su reacomodo, 
es decir, que la relación laboral siga vigente. En ese sentido, la cláusula indi­
cada no vulnera el derecho de acceso a la justicia reconocido por el artículo 17 
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ni hace nugato­
rio el derecho a la impartición de justicia que se exija agotar aquellos requisi­
tos para la procedencia del juicio laboral ante la Junta Federal de Conciliación 
y Arbitraje.

2a./J. 37/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 6045/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Amparo directo en revisión 5664/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 6736/2018. Petróleos Mexicanos y otra. 16 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 6663/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 5667/2018. Pemex Exploración y Producción. 23 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Tesis de jurisprudencia 37/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de seis de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PETRÓLEOS MEXICANOS Y ORGANISMOS SUBSIDIARIOS. EL AR­
TÍCULO 66 DEL REGLAMENTO DE TRABAJO DEL PERSONAL DE 
CONFIANZA RELATIVO NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A 
LA JUSTICIA. La disposición aludida establece un procedimiento para los 
trabajadores de confianza activos de la paraestatal, con el objeto de que el 
Servicio de Medicina Pericial del patrón les expida un dictamen médico para 
determinarles sus incapacidades, y en caso de inconformidad, se instrumente 
un procedimiento en el que, con la participación además del Servicio de Medi­
cina, un perito designado por el trabajador y, en su caso, de un perito tercero, 



176 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

se dé la determinación técnica de las incapacidades. Ahora bien, el hecho de 
que los riesgos de trabajo sean calificados técnicamente por Petróleos Mexi­
canos en su carácter de órgano asegurador, no impide que, una vez obtenida 
esa calificativa en términos del procedimiento previsto en el mencionado artículo 
reglamentario, el trabajador en activo acuda directamente ante el órgano ju­
risdiccional laboral competente, para someter a su conocimiento la reclama­
ción de la calificación de riesgo de trabajo realizada por el organismo referido, 
en tanto que el procedimiento administrativo seguido conforme el artículo 66 
del Reglamento de Trabajo del Personal de Confianza de Petróleos Mexicanos 
y Organismos Subsidiarios, no implica el ejercicio de la función jurisdiccional, 
sino un medio para calificar técnicamente las enfermedades de las que son 
portadores los trabajadores en activo a propósito de los riesgos de trabajo de 
los que hubieran sido objeto, en el cual no existe una verdadera controver­
sia, ya que para ello sería indispensable que las pretensiones de los trabaja­
dores y de Petróleos Mexicanos sean contradictorias, lo cual no acontecerá sino 
hasta que sea agotado el procedimiento administrativo. Además, a través del 
cumplimiento de ese requisito, se busca la asistencia médica y rehabilitación 
del trabajador, para lograr su reacomodo, es decir, que la relación laboral siga 
vigente. En ese sentido, el artículo mencionado no vulnera el derecho de acceso 
a la justicia reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ni hace nugatorio el derecho a la impartición de 
justicia que se exija agotar tales requisitos para la procedencia del juicio labo­
ral ante la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje.

2a./J. 38/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4425/2018. Pemex Exploración y Producción. 14 de noviem­
bre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 6284/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 6726/2018. Pemex Exploración y Producción. 23 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Amparo directo en revisión 7214/2018. Pemex Exploración y Producción. 30 de enero 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
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Amparo directo en revisión 6648/2018. Pemex Exploración y Producción. 30 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Tesis de jurisprudencia 38/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de seis de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de febrero de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIONES. EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 15 DE LA LEY DEL INS­
TITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABA­
JADORES DEL ESTADO DE SONORA, SÓLO INTEGRAN EL SUELDO 
BASE DE COTIZACIÓN LOS EMOLUMENTOS QUE SEAN PERMA­
NENTES Y ESTÉN PREVISTOS EXPRESAMENTE EN LA LEY. El precepto 
citado establece que el sueldo base, para los efectos de esa ley, se integrará 
con el sueldo presupuestal y los demás emolumentos de carácter permanente 
que el trabajador obtenga por disposición expresa de las leyes respectivas, 
con motivo de su trabajo. Ahora bien, para efectos del cálculo de la pensión, 
los emolumentos que integran su cálculo son aquellos que cumplan con dos 
características: que sean permanentes y que el trabajador los obtenga por 
disposición expresa de la ley, por lo que en ellos no pueden considerarse todas 
las prestaciones que efectivamente reciba, pues es así como el artículo señalado 
establece un concepto restringido de sueldo presupuestal para uniformar las 
cotizaciones de diversas dependencias respecto de un concepto mínimo que 
integra la base de cálculo de cuotas y aportaciones de seguridad, y distingue el 
concepto "demás emolumentos de carácter permanente", incluyendo única­
mente aquellos que estén previstos expresamente en la ley, sin perjuicio de la 
facultad de las dependencias o entidades para incluir otras prestaciones, 
las cuales integrarán el sueldo regulador siempre que se acredite que se cotizó 
con base en ellas.

2a./J. 39/2019 (10a.)

Amparo directo 36/2018. Cecilia América Moreno Ramos. 31 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 38/2018. Guadalupe Fuentes Sabori. 7 de noviembre de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
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Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo 37/2018. Jesús Antonio Durán Corral. 21 de noviembre de 2018. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Amparo directo 34/2018. Alejandro Valdez Young. 16 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en con­
tra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Amparo directo 39/2018. Evangelina González Pérez. 16 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis de jurisprudencia 39/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIONES. SU MONTO SÓLO SE CALCULA SOBRE TODAS LAS 
PRESTACIONES POR LAS QUE EFECTIVAMENTE SE COTIZÓ, EN 
TÉRMINOS DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO DE SONORA. Para 
determinar los sueldos base de cotización y regulador para la cuantifica­
ción de una pensión, acorde con la ley citada, deben considerarse los criterios 
siguientes: a) Sólo hay obligación de cotizar por el sueldo presupuestal y por 
los emolumentos de carácter permanente expresamente previstos en las leyes; 
b) Las prestaciones sólo se calculan sobre el sueldo regulador, integrado por 
las prestaciones que sirvieron de base a la cotización, salvo el ingreso de los 
trabajadores con anterioridad al 1 de enero de 1949; y c) Estas reglas no impi­
den que las dependencias o entidades acuerden incluir prestaciones que, 
o bien no sean permanentes, o siéndolo, no estén expresamente previstas en 
las leyes, sino que se otorguen unilateralmente o por acuerdo con el sindicato; 
en ese supuesto, en caso de controversia, para aumentar el sueldo regulador 
debe demostrarse que se efectuaron cotizaciones respecto de esas prestacio­
nes. Por tanto, no existe divergencia entre la integración del sueldo base de 
cotización y la del sueldo regulador, y el legislador no obligó a cotizar por todas 
las prestaciones que efectivamente perciba el trabajador, sino sólo por el sueldo 
presupuestal y los emolumentos de carácter permanente que expresamente 



179INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2019

establezcan las leyes, con la facultad de que las dependencias o entidades 
incluyan otras prestaciones, las cuales se incluirán en el sueldo regulador 
siempre que se acredite que se cotizó con base en ellas.

2a./J. 40/2019 (10a.)

Amparo directo 36/2018. Cecilia América Moreno Ramos. 31 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 38/2018. Guadalupe Fuentes Sabori. 7 de noviembre de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo 37/2018. Jesús Antonio Durán Corral. 21 de noviembre de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Amparo directo 34/2018. Alejandro Valdez Young. 16 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en 
contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Amparo directo 39/2018. Evangelina González Pérez. 16 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Tesis de jurisprudencia 40/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del trece de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. SUS ELEMENTOS CONS­
TITUTIVOS COMO REQUISITOS PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, CONFORME AL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI­
CANOS. El citado precepto establece que el juicio de amparo indirecto se 
seguirá siempre a instancia de parte agraviada, "teniendo tal carácter quien 
aduce ser titular de un derecho o de un interés legítimo individual o colectivo", 
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con lo que atribuye consecuencias de derecho, desde el punto de vista de 
la legitimación del promovente, tanto al interés jurídico en sentido estricto, 
como al legítimo, pues en ambos supuestos a la persona que se ubique den­
tro de ellos se le otorga legitimación para instar la acción de amparo. En tal 
virtud, atento a la naturaleza del acto reclamado y a la de la autoridad que 
lo emite, el quejoso en el juicio de amparo debe acreditar fehacientemente el 
interés, jurídico o legítimo, que le asiste para ello y no inferirse con base en pre­
sunciones. Así, los elementos constitutivos del interés jurídico consisten en 
demostrar: a) la existencia del derecho subjetivo que se dice vulnerado; y, 
b) que el acto de autoridad afecta ese derecho, de donde deriva el agravio 
correspondiente. Por su parte, para probar el interés legítimo, deberá acredi­
tarse que: a) exista una norma constitucional en la que se establezca o tutele 
algún interés difuso en beneficio de una colectividad determinada; b) el acto 
reclamado transgreda ese interés difuso, ya sea de manera individual o colec­
tiva; y, c) el promovente pertenezca a esa colectividad. Lo anterior, porque si 
el interés legítimo supone una afectación jurídica al quejoso, éste debe de­
mostrar su pertenencia al grupo que en específico sufrió o sufre el agravio que 
se aduce en la demanda de amparo. Sobre el particular es dable indicar que los 
elementos constitutivos destacados son concurrentes, por tanto, basta la 
ausencia de alguno de ellos para que el medio de defensa intentado sea 
improcedente.

2a./J. 51/2019 (10a.)

Amparo en revisión 487/2013. Sindicato Único de Trabajadores de la Industria Nuclear. 
23 de abril de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Úrsula 
Hernández Maquívar.

Amparo en revisión 56/2016. Silvia Marcela Martínez Vivanco. 5 de abril de 2017. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez 
Moreno.

Amparo en revisión 523/2018. Sergio Murguía Aguirre y otros. 12 de septiembre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Eduardo Romero Tagle y Marco Tulio 
Martínez Cosío.

Amparo en revisión 506/2018. Juan Luis Hernández Salas y otros. 3 de octubre de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guada­
lupe de la Paz Varela Domínguez.
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Amparo en revisión 761/2018. Luis Enrique Fernández Mejía y otros. 30 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Adriana Carmona 
Carmona.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 487/2013, apa­
rece publicada en el Semanario judicial de la Federación del viernes 3 de octubre de 
2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 11, Tomo I, octubre de 2014, página 755.

Tesis de jurisprudencia 51/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de marzo de 2019 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE QUEJA CONTRA 
EL AUTO DE DESECHAMIENTO POR ESTIMAR QUE LA DEMANDADA 
NO ES AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. CORRES­
PONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. Por regla general los conflictos competenciales por razón 
de la materia se resuelven en atención a la naturaleza de los actos reclama­
dos y de las autoridades responsables; sin embargo, surge una excepción 
cuando el problema de fondo del recurso de queja que los Tribunales Colegiados 
de Circuito contendientes se niegan a conocer, consiste en revisar si es 
correcto el pronunciamiento que decreta la improcedencia del juicio de am­
paro, porque para el a quo no se está en el caso de actos de autoridad, pues 
en ese caso no es factible analizar la naturaleza de los actos reclamados y de las 
autoridades responsables, porque ello ocasionaría que la resolución del con­
flicto competencial prejuzgue el fondo del recurso. Por tanto, en esos casos, la 
competencia debe fincarse en favor del Tribunal Colegiado de Circuito espe­
cializado en materia administrativa por tener competencia residual para co­
nocer del recurso, lo que a su vez respeta la litis del conflicto competencial 
atinente a resolver cuestiones de competencia y no de procedencia del juicio 
de amparo.

2a./J. 52/2019 (10a.)

Conflicto competencial 345/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia Administrativa y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 
17 de enero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Ron Snipeliski Nischli.
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Conflicto competencial 349/2017. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Sexto en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 
31 de enero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta­
rio: Raúl Carlos Díaz Colina.

Conflicto competencial 12/2018. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 18 de abril de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Conflicto competencial 189/2018. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia Administrativa y Tercero en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 
6 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Conflicto competencial 344/2018. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo y el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, ambos del Vigésimo Cir­
cuito. 5 de septiembre de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron con reserva de criterio José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 52/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del 6 de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRA­
BAJADORES DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 75, FRACCIÓN III, DE LA 
LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007, ES INCONS­
TITUCIONAL. El artículo 1o., primer párrafo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos prevé que todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la propia Constitución y en los trata­
dos internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las 
garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni suspen­
derse, mientras que el artículo 4o., primer párrafo, constitucional ordena que 
el varón y la mujer son iguales ante la ley, lo cual significa que ésta debe 
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aplicarse por igual a todos los destinatarios sin consideración de sexo. Ahora 
bien, el artículo 75, fracción III, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado abrogada, al establecer que el esposo 
supérstite sólo podrá gozar de la pensión de viudez si es mayor de 55 años, 
o bien, si se encuentra incapacitado para trabajar y hubiere dependido econó­
micamente de la esposa trabajadora o pensionada, mientras que para la 
esposa del trabajador fallecido o pensionado es suficiente con que tenga 
el carácter de cónyuge, viola los preceptos constitucionales referidos al otor­
gar un trato desigual entre el varón trabajador o pensionado y la mujer traba­
jadora o pensionada. En efecto, no existe justificación para que ante una misma 
situación jurídica, es decir, el estado de viudez del cónyuge supérstite de 
una trabajadora o de un trabajador pensionado o pensionada, se les dé un 
trato diferente, en tanto que se establecen mayores requisitos para que el viudo 
pueda acceder a dicha pensión en comparación con los que se exigen para la 
viuda, sin razones que lo justifiquen, pues tales exigencias se basan simple­
mente en el sexo de la persona en estado de viudez.

2a./J. 53/2019 (10a.)

Amparo en revisión 310/2017. Julio López Vázquez. 16 de agosto de 2017. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Amparo en revisión 304/2017. Juan Manuel Rubio Pedroza. 25 de septiembre de 2017. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina 
Laso de la Vega Romero.

Amparo en revisión 676/2017. Juan Martínez Trujillo. 25 de septiembre de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Amparo en revisión 447/2018. José Antonio Mendoza Hernández. 26 de septiembre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta­
ria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo en revisión 859/2018. Mario Antonio Guzmán Luna. 13 de febrero de 2019. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Elizabeth Miranda 
Flores.
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Tesis de jurisprudencia 53/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO. EN ELLOS NO SE PUEDEN 
PACTAR CONDICIONES GENERALES DE TRABAJO INFERIORES A 
LAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL, EN LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, NI CONTRARIAR LOS DERECHOS 
HUMANOS. Las partes en la relación laboral, trabajadores y patrones, tienen 
la libertad de pactar las condiciones en que habrá de prestarse el trabajo, 
siendo alguna de las formas o medios de hacerlo la celebración del contrato 
colectivo de trabajo, siempre y cuando no contravengan las disposiciones 
que, de manera imperativa, se encuentran establecidas en la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, por lo que no podrán ser inferiores a 
las previstas en su artículo 123, a las previstas en Ley Federal del Trabajo, ni 
contrariar los derechos humanos reconocidos en el capítulo I, del título primero, 
de la propia Carta Magna.

2a./J. 58/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 6045/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Amparo directo en revisión 5664/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 6736/2018. Petróleos Mexicanos y otra. 16 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 6663/2018. Pemex Exploración y Producción. 16 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 5667/2018. Pemex Exploración y Producción. 23 de enero de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.
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Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo directo en revisión 
6045/2018, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 
de febrero de 2019 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 63, Tomo I, febrero de 2019, página 926.

Tesis de jurisprudencia 58/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del seis de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de marzo de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de marzo de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE QUEJA INTER­
PUESTO CONTRA EL AUTO DE DESECHAMIENTO DE PLANO DE 
UNA DEMANDA DE AMPARO EN LA QUE SE RECLAMÓ DE UNA 
AUTORIDAD ADMINISTRATIVA LA OMISIÓN DE CONTESTAR 
UN ESCRITO DE PETICIÓN. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLE­
GIADO ESPECIALIZADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA [ABAN­
DONO DE LA TESIS 2a. LVI/2010 (*)]. Para fijar la competencia por materia 
en un juicio de amparo, debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y 
de la autoridad responsable. En ese sentido, cuando en una demanda de 
amparo se reclama de una autoridad administrativa la omisión de dar contes­
tación a un escrito de petición formulado con apoyo en el artículo 8o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es evidente que su natu­
raleza es administrativa, al tener como intención obtener la respuesta al escrito 
aludido, sin que sea de trascendencia el contenido de la solicitud, ni si la 
omisión de su respuesta impacta en diversos derechos, pues lo que se busca 
es obtener contestación a la petición. En esas condiciones, cuando contra el 
desechamiento de plano de la demanda de amparo se interpone el recurso de 
queja, el órgano jurisdiccional competente para su conocimiento es el Tribunal 
Colegiado especializado en Materia Administrativa. Por lo expuesto, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio conte­
nido en la tesis aislada 2a. LVI/2010, y se aparta del sostenido en los conflictos 
competenciales 264/2013, 253/2013, 220/2013, 219/2013, 215/2013 y 224/2013, 
porque en éstos se atendía al contenido del escrito de petición para resolver 
a qué órgano jurisdiccional correspondía el conocimiento de esos casos, 
cuando en realidad el solo hecho de que se reclame la omisión de contestar 
un escrito de petición ante autoridad administrativa, con apoyo en el artículo 
8o. constitucional, hace que el acto y autoridad revistan naturaleza administra­
tiva y, por tanto, su conocimiento se surta en favor de órganos jurisdiccionales 
competentes en esa materia.

2a./J. 61/2019 (10a.)
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Conflicto competencial 270/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Civil y de Trabajo, y Primero en Materias Penal y Administrativa, ambos del 
Quinto Circuito. 10 de febrero de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Conflicto competencial 119/2016. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa y Tercero en Materias Civil y de Trabajo, ambos del 
Quinto Circuito. 9 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medi­
na Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Conflicto competencial 136/2016. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 30 de noviembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Marga­
rita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Conflicto competencial 5/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del 
Sexto Circuito. 15 de marzo de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Alma Ruby Villarreal Reyes.

Conflicto competencial 29/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
teria Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 17 de mayo de 2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Nota: La tesis aislada 2a. LVI/2010, de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL 
AMPARO PROMOVIDO POR UN JUBILADO CONTRA LA FALTA DE RESPUESTA 
DE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA A UNA PETICIÓN RELACIONADA CON UN 
TRÁMITE ADMINISTRATIVO VINCULADO CON SU JUBILACIÓN Y NO CON LO RELA­
TIVO A SU OBTENCIÓN, REVOCACIÓN O MODIFICACIÓN. SE SURTE A FAVOR DE 
LOS ÓRGANOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA.", se publicó en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, julio de 
2010, página 318.

La presente tesis se aparta del criterio sostenido en la diversa 2a. LVI/2010, de rubro: 
"COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO PROMOVIDO POR UN JUBILA­
DO CONTRA LA FALTA DE RESPUESTA DE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA A 
UNA PETICIÓN RELACIONADA CON UN TRÁMITE ADMINISTRATIVO VINCULADO 
CON SU JUBILACIÓN Y NO CON LO RELATIVO A SU OBTENCIÓN, REVOCACIÓN O 
MODIFICACIÓN. SE SURTE A FAVOR DE LOS ÓRGANOS ESPECIALIZADOS EN 
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MATERIA ADMINISTRATIVA.", que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 318.

Tesis de jurisprudencia 61/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ADMINISTRATIVA INTERPUESTA CONTRA EL RESUL­
TADO DE LA EVALUACIÓN EN LOS CONCURSOS INTERNOS DE 
OPOSICIÓN PARA ACCEDER AL CARGO DE JUEZ DE DISTRITO. 
LA CONSTATACIÓN DE UN HECHO AFIRMADO EN LA BOLETA DE 
CALIFICACIÓN DEL CASO PRÁCTICO NO IMPLICA SUSTITUIRSE 
EN EL CRITERIO DEL JURADO CALIFICADOR. Si bien ha sido una pos­
tura reiterada que, al resolver las revisiones administrativas interpuestas con­
tra los resultados de las evaluaciones de los concursos relativos, no es válido 
sustituirse en el criterio del Jurado calificador, esta invasión de sus facultades 
no existe cuando para analizar el argumento planteado contra los resultados 
del caso práctico, solamente se requiere de la mera constatación de un hecho 
plasmado en el proyecto desarrollado por los aspirantes, pues en este supuesto 
de lo único que se trata es de verificar si determinada afirmación o negación 
que se sostuvo en la boleta respectiva se aviene o no a la realidad, lo que no 
implica juzgar la calificación, sino cotejar lo dicho en uno y otro documentos. 
En estos casos, ante una contradicción manifiesta, procede invalidar la califi­
cación para que se repare la violación formal encontrada.

2a./J. 62/2019 (10a.)

Revisión administrativa 28/2014. Francisco Lorenzo Morán. 25 de noviembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
reservas José Fernando Franco González Salas. Impedido: Juan N. Silva Meza. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Revisión administrativa 39/2016. Angélica Pérez Hernández. 11 de abril de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votaron 
con reservas Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Revisión administrativa 19/2016. Carlos Calderón Espíndola. 30 de mayo de 2018. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Georgina Laso de la Vega Romero.
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Revisión administrativa 85/2016. Marco Antonio Vignola Conde. 4 de julio de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Revisión administrativa 158/2018. Salvador Flores Martínez. 16 de enero de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fer­
nando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos.

Tesis de jurisprudencia 62/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

READSCRIPCIÓN DE MAGISTRADOS DE CIRCUITO Y JUECES DE 
DISTRITO. CONCEPTO DE NECESIDADES DEL SERVICIO. El segundo 
párrafo del artículo 118 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
establece la facultad del Consejo de la Judicatura Federal para readscribir a 
los Jueces de Distrito y a los Magistrados de Circuito, a una competencia terri­
torial o a un órgano de materia distinta, por necesidades del servicio. En ese 
sentido, desde el punto de vista de la administración de justicia, por "necesi­
dades del servicio" debe entenderse la actualización de supuestos jurídicos o 
de hecho que obligan al órgano del Estado a tomar determinadas acciones 
para iniciar, preservar, mantener o restaurar la prestación del servicio público 
de administración de justicia, las cuales pueden ser de índole personal o mate­
rial como la designación, adscripción, readscripción, suspensión o destitución 
de Jueces, Magistrados y demás personal, o la creación, instalación, traslado, 
ampliación o supresión de órganos jurisdiccionales y, en general, todas aquellas 
medidas que permitan la realización del servicio público. Por tanto, la eficiente 
prestación del servicio público de administración de justicia es el elemento 
teleológico que rige la actuación de los órganos de gobierno a los que aquélla 
se ha encomendado, es decir, es el fin o razón última del Poder Judicial de 
la Federación, de ahí que la readscripción de Jueces y Magistrados por nece­
sidades del servicio, es una de las formas en que puede preservarse dicho 
servicio público.

2a./J. 64/2019 (10a.)

Revisión administrativa 119/2013. Gerardo Domínguez. 4 de junio de 2014. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con reserva 
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de criterio José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López.

Revisión administrativa 135/2013. Benjamín Castro Hernández. 4 de junio de 2014. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó 
con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Revisión administrativa 7/2014. Víctor Manuel Méndez Cortés. 19 de noviembre de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; 
votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. 
Valls Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Laura Montes López.

Revisión administrativa 97/2016. Guillermo Esparza Alfaro. 8 de marzo de 2017. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Revisión administrativa 173/2018. Guillermo David Vázquez Ortiz. 20 de febrero de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votaron con reserva de criterio 
José Fernando Franco González Salas y contra consideraciones Javier Laynez Poti­
sek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Manuel Poblete Ríos.

Tesis de jurisprudencia 64/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ADMINISTRATIVA. CÓMPUTO DEL PLAZO PARA INTER­
PONER EL RECURSO CUANDO SE IMPUGNA LA LISTA DE VENCEDO­
RES, EN CONCURSOS DE OPOSICIÓN PARA LA DESIGNACIÓN DE 
JUECES DE DISTRITO O MAGISTRADOS DE CIRCUITO. El artículo 
124 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación establece que el 
plazo para promover el recurso de revisión administrativa será de 5 días a partir 
de la fecha en que hubiere surtido efectos la notificación de la resolución com­
batida. Así, el cómputo del citado plazo para impugnar la lista de vencedores 
en un concurso de oposición para la designación de Jueces de Distrito o 
Magistrados de Circuito iniciará a partir de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación, la cual tiene el carácter de notificación, y no a partir de la 
fecha en que se le informe al interesado su puntuación en particular, en aten­
ción a que una vez interpuesto el recurso de revisión administrativa, al rendirse 
los informes justificados, el interesado tendrá conocimiento de los fundamentos 
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y motivos del acto impugnado en específico y podrá, si así lo considera con­
veniente, presentar la ampliación de agravios correspondiente, lo cual garan­
tiza que no se le deje en estado de indefensión.

2a./J. 65/2019 (10a.)

Revisión administrativa 37/2014. Héctor Gastón Solórzano Valenzuela. 19 de agosto de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Impedido: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Ileana 
Moreno Ramírez.

Revisión administrativa 15/2015. Michele Franco González. 3 de febrero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.

Revisión administrativa 90/2015. Gilberto Estrada Torres. 2 de marzo de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con re­
serva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.

Revisión administrativa 94/2015. Rubén Olvera Arreola. 2 de marzo de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretarios: Ileana Moreno Ramírez y Jonathan 
Bass Herrera.

Revisión administrativa 42/2016. 29 de noviembre de 2017. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I., votaron con salvedad Mar­
garita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Tesis de jurisprudencia 65/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de marzo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. CUANDO SE PROMUEVE 
CON MOTIVO DEL ACTO DE APLICACIÓN REALIZADO POR UN 
TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN, PARA DETERMI­
NAR LA FECHA DE INICIO DEL PLAZO PARA PRESENTAR LA DE­
MANDA RESPECTIVA, RESULTA RELEVANTE SI EL CONTRIBUYENTE 
TIENE BAJO SU RESGUARDO LOS RECURSOS QUE SE ENTERAN 
POR AQUÉL. Cuando se controvierte en el juicio de amparo una norma 
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general que regula los elementos de un tributo, con motivo de su acto de 
aplicación realizado por un tercero en auxilio de la administración, para 
determinar si la demanda se presentó oportunamente debe considerarse si el 
pago correspondiente se realiza por aquél con recursos que tiene a su dispo­
sición, o bien, si éstos se encuentran bajo resguardo del contribuyente, ya 
que de actualizarse este último supuesto el entero se llevará a cabo con 
la concurrencia de la voluntad del contribuyente, pues al tener a su disposi­
ción el monto a erogar, es él quien decide, dentro del margen legal para ello, 
llevar a cabo el pago, el cual implica una afectación patrimonial en su perjui­
cio en la que se concreta lo previsto en las normas tributarias que regulan el 
tributo, por lo que el plazo de 15 días hábiles establecido por el artículo 17 de 
la Ley de Amparo para presentar la demanda inicia a partir de que el quejoso 
tiene conocimiento pleno del acto en el cual se dio la referida afectación.

2a./J. 81/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1167/2015. Ramiro Jiménez Bejarano. 24 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en 
contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1168/2015. Eduardo Sánchez García. 24 de abril de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek 
votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de 
algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Mar­
tínez López.

Amparo en revisión 1169/2015. Juan Manuel Vettoretti León y otros. 24 de abril de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González 
Salas votó en contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1196/2015. Juana Gilberta Rodríguez Trujillo y otro. 24 de abril de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González 
Salas votó en contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 945/2018. Isabel Beatriz Corona Guerrero. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
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Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en 
contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 81/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. CUANDO SE PROMUEVE 
CON MOTIVO DEL ACTO DE APLICACIÓN REALIZADO POR UN 
TERCERO EN AUXILIO DE LA ADMINISTRACIÓN QUIEN ENTERA A 
LA HACIENDA PÚBLICA LOS RECURSOS RESPECTIVOS, PREVIA 
ENTREGA DE ÉSTOS POR EL CONTRIBUYENTE, LA PROCEDEN­
CIA DEL JUICIO ESTÁ CONDICIONADA A QUE SE PRESENTE OPOR­
TUNAMENTE RESPECTO DE ESA AFECTACIÓN PATRIMONIAL. 
Si una norma general que regula los elementos de un tributo se controvierte 
en el juicio de amparo con motivo de su acto de aplicación llevado a cabo por un 
tercero en auxilio de la administración quien realiza el entero respectivo a la 
hacienda pública, previa entrega de los recursos correspondientes por el con­
tribuyente, la procedencia de ese juicio está condicionada a que la demanda 
se presente oportunamente respecto de ese acto el cual, en primer lugar, se 
realiza con la concurrencia de la voluntad de éste, pues al tener bajo su res­
guardo y a su disposición los recursos respectivos es él quien decide, dentro 
del margen legal respectivo, entregarlos al referido tercero; en segundo, implica 
una afectación patrimonial en perjuicio del sujeto pasivo del tributo y, en ter­
cer lugar, concreta lo previsto en las normas generales que son fuente de esa 
afectación. Ante ello, el cómputo del plazo de 15 días señalado por el artículo 
17 de la Ley de Amparo para presentar la demanda contra el acto de aplica­
ción realizado por un tercero, cuando para su actualización es indispensable 
la voluntad del contribuyente que tiene bajo su resguardo y a su disposición 
los recursos respectivos, inicia el día siguiente a aquel en que éste entrega 
esos recursos, ya que en ese momento tiene noticia plena de la afectación 
patrimonial correspondiente, máxime que el contribuyente se encuentra en la 
posición jurídica y material de exigir al tercero que haga de su conocimiento 
la fuente jurídica de la afectación en comento, por lo que si opta por realizar el 
pago respectivo sin conocer su causa legal, el desconocimiento de la norma­
tiva aplicada en todo caso le será atribuible al propio contribuyente; sostener 
lo contrario implicaría sujetar a la voluntad de los contribuyentes el inicio 
del plazo establecido por el legislador para controvertir mediante el juicio de 
amparo la constitucionalidad de las leyes aplicadas con motivo de un pago 
realizado por éstos con los recursos que se encuentran a su disposición, aun 



193INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2019

cuando en esos supuestos pueden optar por no sufrir el impacto patrimonial 
en tanto no tengan conocimiento pleno de la causa legal de la afectación.

2a./J. 82/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1167/2015. Ramiro Jiménez Bejarano. 24 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en 
contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1168/2015. Eduardo Sánchez García. 24 de abril de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek 
votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de 
algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Mar­
tínez López.

Amparo en revisión 1169/2015. Juan Manuel Vettoretti León y otros. 24 de abril de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González 
Salas votó en contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1196/2015. Juana Gilberta Rodríguez Trujillo y otro. 24 de abril de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González 
Salas votó en contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 945/2018. Isabel Beatriz Corona Guerrero. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en 
contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 82/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO CONTRA LEYES TRIBUTARIAS. EL CÓMPUTO DEL PLAZO 
PARA PRESENTAR LA DEMANDA CONTRA LAS NORMAS QUE RE­
GULAN EL IMPUESTO SOBRE ADQUISICIÓN DE INMUEBLES Y LOS 
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DERECHOS POR INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA 
PROPIEDAD DEL ESTADO DE MORELOS, ASÍ COMO LOS IMPUES­
TOS ADICIONALES CORRESPONDIENTES, CON MOTIVO DE SU 
APLICACIÓN REALIZADA POR UN NOTARIO PÚBLICO, INICIA A 
PARTIR DE QUE EL CONTRIBUYENTE TIENE CONOCIMIENTO DE 
LA AFECTACIÓN PATRIMONIAL RESPECTIVA. Si se pretende impug­
nar en amparo la constitucionalidad de las normas generales que regulan 
esas contribuciones con motivo de su pago realizado por conducto de un 
notario público, debe tomarse en cuenta que el contribuyente tiene noticia de 
la afectación patrimonial respectiva desde el momento en el que decide entre­
gar a éste los recursos económicos para cubrir los montos correspondientes 
y, por ende, el plazo de 15 días para presentar la demanda, previsto en el 
artículo 17 de la Ley de Amparo, inicia al día siguiente a aquel en que tuvo 
lugar esa afectación, ya que esas erogaciones se realizaron con base en recur­
sos que se encuentran a disposición del quejoso, de donde se sigue que 
desde ese momento conoce la afectación patrimonial que constituye el acto 
de aplicación de la normativa que la sustenta y, además, se encuentra en la 
posición jurídica y material de realizar su pago sólo si el tercero que actúa en 
auxilio de la administración hace de su conocimiento la fuente jurídica de esa 
afectación; en la inteligencia de que la circunstancia de que en el documento 
en el que conste el acto de pago al notario público o la formalización del 
acto jurídico que lo genera, no se citen las normas generales que rigen el o los 
tributos respectivos, no modifica el conocimiento cierto que el quejoso tiene 
de la afectación patrimonial que se le causa, en primer lugar, porque dentro del 
margen legal para ello decide erogar los recursos correspondientes y, en 
segundo, porque la participación del fedatario que recibe el pago de los tribu­
tos en auxilio de la administración no se da en una relación de supra a subor­
dinación, sino de coordinación, en la que este último no impone su voluntad 
al contribuyente; sin que esta conclusión se oponga a lo sostenido por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
2a./J. 47/2013 (10a.), de rubro: "DERECHOS POR INSCRIPCIÓN EN EL REGIS­
TRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD EN EL ESTADO DE MORELOS. EL PLAZO 
PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO 77 DE LA 
LEY GENERAL DE HACIENDA DE LA ENTIDAD, DEBE COMPUTARSE A PAR­
TIR DE QUE EL NOTARIO PÚBLICO HAGA LA RETENCIÓN CORRESPON­
DIENTE, SIEMPRE QUE SE ACREDITE QUE EL QUEJOSO TUVO PLENO 
CONOCIMIENTO DE SU APLICACIÓN.", pues de la lectura de la sentencia 
respectiva se advierte que el punto de contradicción materia de análisis y la 
conclusión a la que se arribó se refiere a la fecha de inicio del plazo para impug­
nar el artículo 77 de la Ley General de Hacienda del Estado de Morelos, no a 
la del plazo para controvertir su acto de aplicación, es decir, la afectación 
patrimonial que tiene origen en la entrega de recursos realizada por el contri­
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buyente, ante lo cual se concluyó, lógicamente, que el cómputo del plazo para 
impugnar el precepto de mérito sólo puede comenzar cuando se tiene cono­
cimiento de su aplicación expresa, lo que constituye un aspecto procesal 
diferente a determinar cuándo inicia el plazo para impugnar en amparo la 
afectación patrimonial que constituye el acto de aplicación del numeral indi­
cado y que tiene lugar con la entrega de los recursos que tiene a su disposi­
ción el contribuyente.

2a./J. 83/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1167/2015. Ramiro Jiménez Bejarano. 24 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en 
contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1168/2015. Eduardo Sánchez García. 24 de abril de 2019. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez Potisek 
votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en contra de 
algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Mar­
tínez López.

Amparo en revisión 1169/2015. Juan Manuel Vettoretti León y otros. 24 de abril de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González 
Salas votó en contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1196/2015. Juana Gilberta Rodríguez Trujillo y otro. 24 de abril de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
Javier Laynez Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González 
Salas votó en contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 945/2018. Isabel Beatriz Corona Guerrero. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; Javier Laynez 
Potisek votó contra consideraciones; José Fernando Franco González Salas votó en 
contra de algunas consideraciones. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 83/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintinueve de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ES INOPERANTE EL AGRAVIO 
TENDENTE A CUESTIONAR EL CRITERIO CONTENIDO EN LA JURIS­
PRUDENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN, EN EL QUE SE SUSTENTÓ LA SENTENCIA RECURRIDA 
EN CUANTO AL TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD. Conforme a los 
artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos y 83 de la Ley de Amparo, en el recurso de revisión en amparo directo, 
competencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sólo pueden ana­
lizarse cuestiones propiamente constitucionales. En ese sentido, cuando el 
agravio propuesto en amparo directo en revisión tenga como objeto impug­
nar un criterio jurisprudencial emitido por el Máximo Tribunal, en el cual, el 
Tribunal Colegiado de Circuito sustentó su determinación sobre la cuestión 
de constitucionalidad sometida a su consideración, es inoperante por ser un 
aspecto ajeno a la materia de este medio de impugnación.

2a./J. 84/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 918/2014. Teresa Hernández García. 7 de mayo de 2014. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; Marga­
rita Beatriz Luna Ramos votó con salvedades. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 2222/2014. María Isabel Figueroa Pérez. 20 de agosto de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. 
Valls Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Miguel Ángel Burguete García.

Amparo directo en revisión 5769/2014. Noé Villanueva Ramos y otros. 11 de marzo de 
2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con sal­
vedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secreta­
ria: Irma Gómez Rodríguez.

Amparo directo en revisión 5624/2014. Lioba Patricia Ochoa Colín. 25 de marzo de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salve­
dad Juan N. Silva Meza. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Recurso de reclamación 98/2019. Importadora y Comercializadora Durán, S.A. de C.V. 
30 de abril de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
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Tesis de jurisprudencia 84/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del 29 de mayo de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de junio de 2019 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 17 de junio de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN CON­
TRA LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
EN EL QUE SE RECLAMA LA NEGATIVA DE DEVOLUCIÓN DE APOR­
TACIONES POR PARTE DEL FONDO DE LA VIVIENDA DEL INSTITUTO 
DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO DE SONORA. CORRESPONDE A UN TRIBUNAL COLE­
GIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. Esta Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en los 
conflictos en los que se discute sobre la competencia por razón de la materia 
para conocer del recurso de revisión en amparo indirecto, debe verificarse la 
naturaleza del acto reclamado y de la autoridad responsable. Así, el acto con­
sistente en la negativa del Fondo de la Vivienda del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora de devolver las 
aportaciones enteradas por la dependencia gubernamental para la que prestó 
sus servicios el quejoso pensionado durante su vida laboral es de naturaleza 
administrativa, porque si bien las pensiones tienen como fuente la relación 
de trabajo establecida entre el derechohabiente y la dependencia pública en 
la que haya laborado, sin embargo, la relación surgida entre aquél y ese 
Instituto constituye una diversa de naturaleza administrativa, en la que éste 
actúa con el carácter de autoridad al crear, modificar o extinguir, por sí o 
ante sí, la situación jurídica del pensionado. De ahí que, derivado de la natu­
raleza del acto reclamado y de la autoridad responsable, se surte la compe­
tencia en favor de un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa 
para conocer del recurso de revisión aludido.

2a./J. 89/2019 (10a.)

Conflicto competencial 438/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Quinto Circuito. 7 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 479/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Quinto Circuito. 5 de diciembre de 2018. Cinco votos de los Mi­
nistros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
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Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Conflicto competencial 486/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
terias Penal y Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Quinto Circuito. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 480/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Quinto Circuito. 23 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Conflicto competencial 506/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Quinto Circuito. 23 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 89/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO ESTÁN FACULTADOS PARA DETERMINAR LA APLI­
CACIÓN ANALÓGICA DE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O SI TIENE EL CARÁCTER DE 
TEMÁTICA O GENÉRICA EN USO DE SU COMPETENCIA DELE­
GADA (ABANDONO DE LAS TESIS 2a. CIII/2009, 2a. CXCVI/2007 Y 
2a. CLXX/2007). Conforme al punto cuarto, fracción I, inciso C), del Acuerdo 
General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de 
los asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los 
de su competencia originaria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de 
Circuito, corresponde a los Tribunales Colegiados de Circuito resolver los 
amparos en revisión en que habiéndose planteado la inconstitucionalidad de 
leyes federales subsista la materia de constitucionalidad y exista jurispruden­
cia del Alto Tribunal que la resuelva. Supuesto normativo que puede com­
prender dos escenarios: uno en el que exista una jurisprudencia exactamente 
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aplicable a la norma reclamada, caso en el que se actualiza sin más la com­
petencia delegada para conocer del asunto, y otro que puede darse cuando al 
analizar el asunto, el tribunal advierta que existen criterios jurisprudenciales 
que orientan la resolución del aspecto de constitucionalidad planteado en el 
juicio, pero emitidos en relación con una norma distinta a la reclamada. Ante 
este último supuesto, la Segunda Sala de la Suprema Corte en las tesis cita­
das había determinado que la aplicabilidad por analogía de una jurispruden­
cia y la determinación de si una jurisprudencia es temática, correspondía en 
exclusiva al Máximo Tribunal; sin embargo, una nueva reflexión conduce a 
abandonarlas y a concluir que, en el contexto de la Décima Época del Sema­
nario Judicial de la Federación, la aplicación de la jurisprudencia o su catego­
rización como temática o genérica a efectos de resolver un asunto implica 
emplear razonamientos jurídicos que deben realizar los Tribunales Colegiados 
de Circuito en ejercicio de su libertad de jurisdicción, experiencia adquirida y 
prudente arbitrio judicial; máxime que lo que permite dotar de dinamismo al 
sistema jurídico constitucional mexicano es precisamente la concentración 
sustantiva en materia de constitucionalidad sobre temas que debe resolver el 
Alto Tribunal, dedicando sus esfuerzos a construir una doctrina constitucional 
más robusta y compleja, pero a través de una cantidad menor de asuntos; y 
además, constituye un aspecto que permite que sea la Corte quien fije la 
agenda constitucional en el orden jurídico nacional.

2a./J. 98/2019 (10a.)

Amparo en revisión 70/2018. Base de Aprovisionamiento, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 1333/2017. Bertha Victoria Pech Koh. 20 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo en revisión 509/2018. Rojas Pruneda y Catana Asesores, S.C. 5 de septiembre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 938/2018. Bertha Guerrero Leyva. 30 de enero de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., Marga­
rita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Disidente: José Fernando Franco 
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González Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa.

Amparo en revisión 17/2019. Gilberto Ruvalcaba Espinosa. 8 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con re­
serva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
rio: Ron Snipeliski Nischli.

Nota: Las tesis aisladas 2a. CLXX/2007, 2a. CXCVI/2007 y 2a. CIII/2009 citadas en esta 
ejecutoria, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomos XXVI, diciembre de 2007, página 250, XXVII, enero de 2008, 
página 582 y XXX, septiembre de 2009, página 690, respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 98/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de junio de 2019 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OPERACIONES RELEVANTES. LA CLÁUSULA HABILITANTE RELA­
CIONADA CON LA FORMA DE PRESENTAR LA INFORMACIÓN RE­
LATIVA ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 
2018, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS DE LEGALIDAD Y DE SEGU­
RIDAD JURÍDICA. El mencionado precepto legal impone a los contribuyen­
tes el deber de entregar la información propia de su contabilidad vinculada 
con las operaciones ahí especificadas e indica que deberá presentarse tri­
mestralmente –en específico dentro de los 60 días siguientes a aquel en que 
concluya el trimestre de que se trate–, a través de los medios y formatos seña­
lados por el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carác­
ter general, describiendo cuándo se considerará incumplida esa obligación, lo 
que revela que esta cláusula habilitante no transgrede los derechos de lega­
lidad y de seguridad jurídica reconocidos por los artículos 14 y 16 de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque esos elementos 
constituyen un parámetro efectivo que acota el alcance del deber a cargo de 
los contribuyentes, pues el legislador precisó su objeto, tiempo de cumplimiento 
y consecuencias de desacatamiento. Mientras que a la autoridad administra­
tiva se delegó únicamente la precisión del modo y formato que permita siste­
matizar y seleccionar la información efectivamente útil atendiendo a que es 
dicha autoridad, como especialista en la materia, quien conoce cuáles son 
los elementos específicos que le permitirán desarrollar sus atribuciones de 
vigilancia en sectores estratégicos cuya observancia interesa de manera 
especial al Estado.

2a./J. 99/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 593/2018. Financiera Independencia, S.A.B. de C.V., SOFOM, E.N.R. 
y otras. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: 
Iveth López Vergara.

Amparo en revisión 902/2018. Logoplaste México, S. de R.L. de C.V. y otros. 30 de enero 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 928/2018. Bonatti S.p.A. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fer­
nando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fer­
nando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 99/2019. Banco Credit Suisse México, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Credit Suisse México y otras. 3 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 163/2019. Treunidas México Ingeniería y Construcción, S. de R.L. de 
C.V. 12 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe 
Flores de Quevedo.

Tesis de jurisprudencia 99/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diecinueve de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INFORMACIÓN DE OPERACIONES RELEVANTES. LA REGLA 2.8.1.17 
Y LOS ANEXOS 1 Y 1-A DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2018 QUE REGULAN LA PRESENTACIÓN DE LAS DECLARA­
CIONES RESPECTIVAS, SON CONSISTENTES CON LOS PARÁME­
TROS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN I, DE LA LEY 
DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA ESE EJERCICIO FISCAL. 
El mencionado precepto legal establece el deber de los contribuyentes de 
presentar la información propia de su contabilidad vinculada con las opera­
ciones ahí especificadas, así como la periodicidad con que debe hacerse, 
precisando que ello se hará a través de los medios y formatos señalados por 
el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general. 
Ahora bien, en consistencia con ese encargo del legislador a través de la 
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cláusula habilitante citada, la autoridad administrativa expidió la regla 2.8.1.17 
de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2018, así como los Anexos 1, que 
incluye la forma oficial 76 "Información de operaciones relevantes" y 1-A, 
que contiene la ficha de trámite 230/CFF, ambos para ese mismo ejercicio 
fiscal, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 22 y el 29 de diciem­
bre de 2017, así como el 18 de enero de 2018, respectivamente, de los que se 
aprecia que la autoridad fiscal, al expedir estos actos administrativos, no 
se excede de los parámetros delimitados por el artículo 25, fracción I, de la 
Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2018, al circunscri­
birse a señalar las circunstancias, el modo y los formatos aplicables para la 
presentación de las declaraciones atinentes a las "operaciones relevantes", 
lo que es precisamente el objeto de la habilitación que hizo en su favor el 
legislador.

2a./J. 100/2019 (10a.)

Amparo en revisión 593/2018. Financiera Independencia, S.A.B. de C.V., SOFOM, E.N.R. 
y otras. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: 
Iveth López Vergara.

Amparo en revisión 902/2018. Logoplaste México, S. de R.L. de C.V. y otros. 30 de enero 
de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 928/2018. Bonatti S.p.A. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Fran­
co González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 99/2019. Banco Credit Suisse México, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Credit Suisse México y otras. 3 de abril de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 163/2019. Treunidas México Ingeniería y Construcción, S. de R.L. de 
C.V. 12 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Gabriela Guadalupe 
Flores de Quevedo.

Tesis de jurisprudencia 100/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diecinueve de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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DEDUCCIONES DE AJUSTES DE PRECIOS DE TRANSFERENCIA. 
LA REGLA 3.9.1.3 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
2018, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 22 
DE DICIEMBRE DE 2017, AL ESTABLECER UN REQUISITO PARA SU 
PROCEDENCIA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
TRIBUTARIA EN SU VERTIENTE DE RESERVA DE LEY. El artículo 27, 
fracción XVIII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta condiciona las deduccio­
nes, en forma general, a que los contribuyentes hubieren cumplido con la 
obligación de presentar declaraciones informativas. Por su parte, la citada 
regla precisa que, para la procedencia de la reducción de los ajustes de pre­
cios de transferencia, debe cumplirse con el requisito de presentar las decla­
raciones normales, complementarias o informativas a que hacen referencia 
diversas disposiciones fiscales, entre ellas, la prevista en el artículo 25, frac­
ción I, de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2018 
(declaración de operaciones relevantes). En consecuencia, esa disposición 
administrativa no transgrede el principio de legalidad tributaria en su vertiente 
de reserva de ley, porque sólo complementa la legislación secundaria en tanto 
que especifica una condicionante a la deducción de los ajustes de precios de 
transferencia, la cual pugna por fomentar la presentación de declaraciones 
informativas en aras de salvaguardar la función fiscalizadora de la autoridad 
hacendaria que requiere de los datos necesarios para monitorear las llamadas 
operaciones relevantes. Y si bien el indicado artículo 27 de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta no hace referencia específica a la declaración de este tipo de 
operaciones como sí lo hace la regla administrativa, lo cierto es que se apre­
cia la intención del legislador de que, para aplicar deducciones, los contribu­
yentes se encuentren al corriente de sus obligaciones formales como lo es la 
presentación de declaraciones.

2a./J. 101/2019 (10a.)

Amparo en revisión 593/2018. Financiera Independencia, S.A.B. de C.V., SOFOM, E.N.R. 
y otras. 16 de enero de 2019. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Marga­
rita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Amparo en revisión 902/2018. Logoplaste México, S. de R.L. de C.V. y otros. 30 de enero 
de 2019. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 928/2018. Bonatti S.p.A. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
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Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Fran­
co González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 99/2019. Banco Credit Suisse México, S.A., Institución de Banca 
Múltiple, Grupo Financiero Credit Suisse México y otras. 3 de abril de 2019. Unanimi­
dad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sana­
bria Martínez.

Amparo en revisión 163/2019. Treunidas México Ingeniería y Construcción, S. de R.L. de 
C.V. 12 de junio de 2019. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Gabriela Guadalupe Flores de Quevedo.

Tesis de jurisprudencia 101/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada de diecinueve de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de julio de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS 
DE CIRCUITO DEBEN VERIFICAR SI EXISTE JURISPRUDENCIA APLI­
CABLE QUE RESUELVA LA MATERIA DE CONSTITUCIONALIDAD 
QUE ACTUALICE SU COMPETENCIA DELEGADA, PREVIO A DECLA­
RARSE LEGALMENTE INCOMPETENTES. En una nueva reflexión, la Se­
gunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluyó que los 
Tribunales Colegiados de Circuito deben determinar la aplicación analógica 
de una jurisprudencia o si tiene el carácter de genérica y, en consecuencia, 
previo a declararse legalmente incompetentes y reservar jurisdicción al Alto 
Tribunal, deben analizar: (a) si existe jurisprudencia aplicable directa o indirec­
tamente, temática o genérica que resuelva la materia de constitucionalidad 
del asunto en cuanto al tema planteado, aunque se refiera a una norma dis­
tinta, con lo cual se actualiza el supuesto de competencia delegada, contenido 
en el punto cuarto, fracción I, inciso C), del Acuerdo General Número 5/2013, 
de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el Pleno 
conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria 
a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito y, por tanto, deben resolver 
el asunto en ejercicio de sus atribuciones, dictando sentencia con base en 
dichos criterios sin formular consulta ni requerir autorización expresa para 
ello, y (b) sólo en el caso de que no existan criterios que orienten la resolu­
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ción de la materia de constitucionalidad del asunto en cuanto al tema de 
fondo, deberán remitirlo al Máximo Tribunal.

2a./J. 112/2019 (10a.)

Amparo en revisión 70/2018. Base de Aprovisionamiento, S.A. de C.V. 9 de mayo de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 1333/2017. Bertha Victoria Pech Koh. 20 de junio de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo en revisión 259/2018. Logística de Importación O&O, S.A. de C.V. 11 de julio de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 509/2018. Rojas Pruneda y Catana Asesores, S.C. 5 de septiembre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 1099/2018. Compañía Mexicana de Procesamiento, S.A. de C.V. y 
otras. 13 de marzo de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al amparo en revisión 70/2018, apa­
rece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de junio de 
2019 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 67, Tomo III, junio de 2019, página 1979.

Tesis de jurisprudencia 112/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del diez de julio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. EL INTERÉS 
SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRI­
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MORDIAL QUE DEBE DE ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN 
QUE LES AFECTE. El artículo 2, segundo párrafo, de la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes prevé que el "interés superior de la 
niñez deberá ser considerado de manera primordial en la toma de decisiones 
sobre una cuestión debatida que involucre niñas, niños y adolescentes"; de 
ahí que cuando se tome una decisión que les afecte en lo individual o colec­
tivo, "se deberán evaluar y ponderar las posibles repercusiones a fin de salva­
guardar su interés superior y sus garantías procesales". Al respecto, debe 
destacarse que el interés superior del menor es un concepto triple, al ser: 
(I) un derecho sustantivo; (II) un principio jurídico interpretativo fundamental; 
y (III) una norma de procedimiento. El derecho del interés superior del menor 
prescribe que se observe "en todas las decisiones y medidas relacionadas 
con el niño", lo que significa que, en "cualquier medida que tenga que ver con 
uno o varios niños, su interés superior deberá ser una consideración primor­
dial a que se atenderá", lo cual incluye no sólo las decisiones, sino también 
todos los actos, conductas, propuestas, servicios, procedimientos y demás 
iniciativas. Así, las decisiones particulares adoptadas por las autoridades 
administrativas –en esferas relativas a la educación, el cuidado, la salud, el 
medio ambiente, las condiciones de vida, la protección, el asilo, la inmigra­
ción y el acceso a la nacionalidad, entre otras– deben evaluarse en función 
del interés superior del niño y han de estar guiadas por él, al igual que todas 
las medidas de aplicación, ya que la consideración del interés superior del 
niño como algo primordial requiere tomar conciencia de la importancia de 
sus intereses en todas las medidas y tener la voluntad de dar prioridad a esos 
intereses en todas las circunstancias, pero sobre todo cuando las medidas 
tengan efectos indiscutibles en los niños de que se trate.

2a./J. 113/2019 (10a.)

Amparo en revisión 203/2016. Rosario Celine Becerril Alba y otro. 9 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 800/2017. Martha Patricia Martínez Macías y otra. 29 de noviembre 
de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I.; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo directo 16/2018. Guadalupe García Olguín y otros. 10 de octubre de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en 
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contra de consideraciones José Fernando Franco González Salas y con reserva 
de criterio Eduardo Medina Mora I.; unanimidad de votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Amparo directo 22/2016. Francisco López Espinoza, en su carácter de tutor legal del menor 
Francisco David Alonso López. 5 de diciembre de 2018. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; unanimidad de votos en relación con el criterio 
contenido en esta tesis; votó en contra de algunas consideraciones Margarita Bea­
triz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Amparo en revisión 815/2018. Julia Baltazar Granados, en representación del menor Fabio 
Ángel Baca Baltazar. 22 de mayo de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Minis­
tros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas y Javier Laynez Potisek. Disidente y Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fausto Gorbea Ortiz.

Tesis de jurisprudencia 113/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del diez de julio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. CUANDO EL PLANTEAMIENTO 
LO HACE IMPROCEDENTE. Conforme a los artículos 107, fracción IX, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 81, fracción II, de la Ley 
de Amparo, 10, fracción III y 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación, para la procedencia del recurso de revisión 
contra resoluciones que en amparo directo pronuncien los Tribunales Cole­
giados de Circuito, se requiere que en ellas se decida sobre un planteamiento 
de inconstitucionalidad, o bien, que habiéndose hecho valer un concepto de 
violación en ese sentido, se hubiera omitido su estudio. Ahora, un planteamiento 
de inconstitucionalidad, como requisito de procedencia del recurso de revisión 
en amparo directo, consiste en hacer valer en la demanda de amparo concep­
tos de violación encaminados a evidenciar la contrariedad que resulta del 
análisis comparativo entre un precepto secundario y uno de rango constitucio­
nal, o bien, en manifestar la necesidad de interpretar un precepto constitucional. 
En ese sentido, la omisión de dar respuesta al planteamiento formulado en la 
demanda, mediante el cual se solicita al Tribunal Colegiado de Circuito que 
realice la interpretación directa de un precepto de la Constitución, bajo el 
argumento de que es necesaria para establecer el alcance que debe darse a 
una norma secundaria, no constituye un aspecto que atañe a la interpretación 
directa de un precepto de la Constitución General de la República, pues tal 
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aseveración no está encaminada a exponer la necesidad de interpretar un 
precepto constitucional, ni a evidenciar la contrariedad entre un precepto 
secundario y uno constitucional. Por consiguiente, el hecho de que en la sen­
tencia recurrida se omita realizar una interpretación constitucional en esos 
términos, no implica que se surta el presupuesto para la procedencia del re­
curso de revisión en amparo directo.

2a./J. 114/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 3296/2016. José Luis Romero Arguello. 23 de noviembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa.

Recurso de reclamación 1781/2017. Roadcem de México, S. de R.L. de C.V. 7 de febrero 
de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Recurso de reclamación 593/2018. Armando Arciniega Velázquez. 20 de junio de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fer­
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Recurso de reclamación 1820/2018. Equipos Computacionales de Occidente, S.A. de 
C.V. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo 
Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Recurso de reclamación 199/2019. Belén Margarita Rossains Pérez. 26 de junio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Tesis de jurisprudencia 114/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri­
bunal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGRAVIOS INOPERANTES EN LA RECLAMACIÓN. LA DESESTIMA­
CIÓN DE LOS ENCAMINADOS A COMBATIR UNA RAZÓN QUE POR 
SÍ MISMA SUSTENTA EL SENTIDO DEL ACUERDO RECURRIDO, 
HACE INNECESARIO EL ESTUDIO DE LOS DEMÁS. Si del acuerdo de 
presidencia recurrido se advierte que se expusieron varias razones para 
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sostener su sentido y de su estudio se aprecia que cada una, por sí misma, es 
suficiente para justificarlo, es inconcuso que al desestimarse los agravios 
dirigidos a combatir una de ellas, tal circunstancia hace innecesario el estudio 
de los demás, pues ni resultando fundados cambiarían el sentido del acuerdo 
impugnado.

2a./J. 115/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 181/2017. Circuito Estrellas de Oro, S.A. de C.V. 26 de abril de 
2017. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz.

Recurso de reclamación 1476/2018. Patricia Vázquez Ovalle. 26 de septiembre de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guada­
lupe Margarita Ortiz Blanco.

Recurso de reclamación 1489/2018. María del Pilar Fernández Ortuño. 3 de octubre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guada­
lupe Margarita Ortiz Blanco.

Recurso de reclamación 1542/2018. Araceli Guadalupe Aguayo Vargas. 3 de octubre de 
2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz.

Recurso de reclamación 396/2019. Consorcio de Servicios en Mercadotecnia Industrial y 
de Consumo (Cosmic), S.A. de C.V. 26 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis de jurisprudencia 115/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN 
INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN AMPARO IN­
DIRECTO EN EL QUE SE RECLAMARON ACTUACIONES REGISTRA­
LES DEL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD. CORRESPONDE 
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A UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINIS­
TRATIVA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 
sostenido que para fijar la competencia de un Tribunal Colegiado de Circuito 
para conocer del recurso de revisión interpuesto contra la sentencia dictada 
en el juicio de amparo indirecto por un Juez de Distrito con competencia 
mixta, debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y de la autoridad 
responsable. Por tanto, el recurso de revisión interpuesto contra la sentencia 
dictada en amparo indirecto en el que se reclamaron aspectos relacionados 
con inscripciones de embargos de un bien inmueble en el Registro Público de 
la Propiedad es de la competencia de un Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa, ya que tanto la autoridad responsable como el acto 
reclamado tienen esa naturaleza, al tratarse de un acto emitido por una autori­
dad perteneciente a la administración pública en el ejercicio de sus obligacio­
nes de otorgamiento de un servicio público, independientemente del origen 
del juicio en el que se haya decretado el embargo.

2a./J. 116/2019 (10a.)

Conflicto competencial 49/2016. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Ma­
terias Penal y Administrativa, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y 
de Trabajo, ambos del Vigésimo Primer Circuito. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa.

Conflicto competencial 61/2016. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Penal y Administrativa, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Vigésimo Primer Circuito. 22 de junio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar.

Conflicto competencial 335/2017. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
rias Penal y Administrativa, y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Octavo Circuito. 10 de enero de 2018. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz. 

Conflicto competencial 370/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa, y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Vigésimo Primer Circuito. 7 de febrero de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.
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Conflicto competencial 415/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa, y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Décimo Séptimo Circuito. 28 de noviembre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Alfredo Villeda Ayala.

Tesis de jurisprudencia 116/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del siete de agosto de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 30 de agosto de 2019 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 2 de septiembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN INTER­
PUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN EL JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO EN EL QUE SE RECLAMARON PRESTACIONES 
DERIVADAS DEL DERECHO A LA SALUD, POR PARTE DE AUTORI­
DADES DE UN INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL. SE SURTE EN 
FAVOR DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha sostenido que para fijar la competencia de un Tribunal Colegiado 
de Circuito para conocer del recurso de revisión interpuesto contra la sentencia 
dictada en el juicio de amparo indirecto por un Juez de Distrito con competen­
cia mixta, debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y a la de la autori­
dad responsable. En este sentido, si de la demanda de amparo se advierte 
que el quejoso reclama de diversas autoridades de un Instituto de Seguridad 
Social (ISSSTE o IMSS) la omisión de otorgarle cita para la atención médica, 
de colocarle bloqueo terapéutico o de establecer un diagnóstico, proporcionar 
medicamentos y atención precisa a su problema de salud, se trata de actos 
relacionados con el derecho a la salud reconocido en el artículo 4o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, por tanto, revisten 
naturaleza administrativa. Además, las decisiones de carácter médico de las 
instituciones de seguridad social derivan de una facultad administrativa, puesto 
que tales actos son emitidos de manera unilateral y con ellos se modifican 
situaciones jurídicas que pueden afectar la esfera legal del derechohabiente 
o beneficiario, lo cual se lleva a cabo bajo una relación de supra a subordina­
ción en la que el interesado, como gobernado, se somete al imperio del instituto 
en cuestión; por tanto, la competencia para conocer del recurso de revisión 
de que se trata corresponde a un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia 
Administrativa.

2a./J. 117/2019 (10a.)
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Conflicto competencial 329/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 6 de diciembre de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente y Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre­
tario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 373/2018. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 
10 de octubre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Conflicto competencial 532/2018. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 
30 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier 
Laynez Potisek; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 93/2019. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Mate­
ria Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 29 de mayo de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Conflicto competencial 86/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Penal y Administrativa, y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Octavo Circuito. 29 de mayo de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 117/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del doce de junio de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de agosto de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS RECURSOS INTERPUES­
TOS CONTRA RESOLUCIONES DICTADAS EN EL AMPARO INDIRECTO 
EN QUE SE RECLAMARON LA RETENCIÓN Y/O SUSPENSIÓN DE 
PRESTACIONES LABORALES. CORRESPONDE A UN TRIBUNAL CO­
LEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA DE TRABAJO. Si bien en principio, 
para fijar la competencia de un Tribunal Colegiado de Circuito debe atenderse 
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a la naturaleza de la resolución y de la autoridad responsable, el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que para establecer 
cuándo el juicio de amparo corresponde a la materia de trabajo, se debe con­
siderar si el acto reclamado afecta de manera directa e inmediata algún derecho 
tutelado por el artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. Por tanto, cuando el quejoso reclama la retención y/o suspensión 
de su cargo, del salario que percibe, del aguinaldo y prima vacacional o demás 
prestaciones de esa índole, resulta evidente que su naturaleza es laboral, inde­
pendientemente de que la autoridad o autoridades señaladas como responsa­
bles tengan o no esa naturaleza, porque el bien jurídico o interés fundamental 
controvertido se relaciona con aspectos atinentes a derechos laborales prote­
gidos por el citado artículo 123 y sus leyes reglamentarias e inciden en una 
afectación a los mismos; por ende, el competente para conocer de los recur­
sos interpuestos contra resoluciones dictadas en el amparo indirecto en que 
se reclamaron tales actos es un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia de 
Trabajo.

2a./J. 121/2019 (10a.)

Conflicto competencial 392/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa, y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo, ambos del Vigésimo Primer Circuito. 28 de febrero de 2018. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 8/2018. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 22 de marzo de 2018. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz Colina.

Conflicto competencial 23/2018. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia de Tra­
bajo y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa, ambos del Décimo 
Segundo Circuito. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Juvenal Carbajal Díaz.

Conflicto competencial 41/2018. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Ter­
cer Circuito. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.
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Conflicto competencial 42/2018. Suscitado entre el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Cir­
cuito. 11 de abril de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Eduardo Medina Mora I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz Colina.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa al conflicto competencial 8/2018, 
aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación el viernes 7 de junio de 
2019 a las 10:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 67, Tomo VI, junio de 2019, página 5023.

Tesis de jurisprudencia 121/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintiuno de agosto de dos mil diecinueve.

 
Esta tesis se publicó el viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ISSSTE. EL ARTÍCULO 12 DEL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIEN­
TO DE PENSIONES DE LOS TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGI­
MEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR 
EL QUE SE EXPIDE LA LEY RELATIVA, VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD SOCIAL Y EL PRINCIPIO DE PREVISIÓN SOCIAL. Esta 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que 
el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no sólo contiene las bases mínimas de 
seguridad social para los trabajadores al servicio del Estado, sino que tam­
bién de él deriva el principio constitucional de previsión social, sustentado en 
la obligación de establecer un sistema íntegro que otorgue tranquilidad y 
bienestar personal a los trabajadores y a su familia ante los riesgos a que 
están expuestos, orientados a procurar el mejoramiento del nivel de vida; de 
ahí que el artículo 12 del Reglamento para el otorgamiento de pensiones de los 
trabajadores sujetos al régimen del artículo décimo transitorio del Decreto 
por el que se expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado, al restringir el derecho a percibir de manera ínte­
gra las pensiones de viudez y de jubilación cuando la suma de ambas rebase 
el monto equivalente a diez veces el salario mínimo, viola el derecho a la segu­
ridad social y el principio de la previsión social, al desatender las siguientes 
diferencias sustanciales: 1. Dichas pensiones tienen orígenes distintos, pues la 
primera surge con la muerte del trabajador y la segunda se genera día a día 
con motivo de los servicios prestados por el trabajador; 2. Cubren riesgos dife­
rentes, toda vez que la pensión por viudez protege la seguridad y el bienestar 
de la familia ante el riesgo de la muerte del trabajador y la pensión por jubila­
ción protege su dignidad en la etapa de retiro; y, 3. Tienen autonomía finan­
ciera, ya que la pensión por viudez se genera con las aportaciones hechas por 
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el trabajador o pensionado fallecido y la pensión por jubilación se genera con 
las aportaciones hechas por el trabajador o pensionado, motivo por el cual no 
se pone en riesgo la viabilidad financiera de las pensiones conjuntas.

2a./J. 128/2019 (10a.)

Amparo en revisión 204/2017. Sara Castro Martínez. 2 de agosto de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 372/2017. Raúl Guadalupe Acevedo Sosa. 30 de agosto de 2017. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Mar­
garita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Roberto Ordóñez 
Escobar.

Amparo en revisión 708/2018. Manuel Ortega Lara. 17 de octubre de 2018. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 156/2019. María del Socorro Manjarrez. 15 de mayo de 2019. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente y Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo en revisión 370/2019. María Rebeca Valdivia Guerra. 21 de agosto de 2019. Mayo­
ría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 128/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del cinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de septiembre de 2019 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL PRESIDENTE DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN TIENE FACULTADES PARA 
DESECHAR ESE RECURSO, POR NO REUNIR LOS REQUISITOS DE 
IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA, SIN ENCONTRARSE OBLIGADO 
A RAZONAR DE MANERA DETALLADA LOS MOTIVOS PARA ELLO. 
De los puntos segundo, tercero y cuarto del Acuerdo General Número 9/2015 del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se advierte la facultad 
del presidente de este Alto Tribunal de verificar si se cumplen los requisitos 
para la procedencia de los recursos de revisión en amparo directo; en particular, 
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examinar si se surten los requisitos de importancia y trascendencia, por lo 
que basta con que exprese que no quedaron acreditados y, bajo esa premisa, 
deseche el recurso, sin que sea necesaria una fórmula argumentativa rigu­
rosa sobre el particular, pues la valoración de si un asunto es "importante" y 
"trascendente" es una atribución discrecional de este Alto Tribunal, esto es, 
se trata de un ejercicio inherente a las funciones que le corresponden como 
Tribunal Constitucional. Además, los puntos cuarto y sexto del Acuerdo Gene­
ral referido reconocen que las notas de importancia y trascendencia del asunto 
podrán ser revisadas en definitiva por el Pleno o por las Salas de la Suprema 
Corte, según corresponda, ya sea al estudiar la procedencia de un recurso de 
revisión admitido o al conocer del recurso de reclamación contra la admisión 
o desechamiento del de revisión. Por tales razones, resultan infundados los 
agravios de la parte recurrente relacionados con la ilegalidad del acuerdo que 
desecha el amparo directo en revisión en los que sólo plantea su indebida 
motivación.

2a./J. 132/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 829/2019. Alfonso Javier Palacios Moncada. 26 de junio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Recurso de reclamación 1148/2019. José Ascención Mojica Mendoza. 28 de agosto de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó 
con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga 
Jiménez.

Recurso de reclamación 1266/2019. Verónica Torres Raygoza. 28 de agosto de 2019. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José 
Fernando Franco González Salas. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fer­
nando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Recurso de reclamación 1332/2019. LMO Chemical, S.A. de C.V. 28 de agosto de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó 
con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sana­
bria Martínez.

Recurso de reclamación 1342/2019. Sucesiones testamentarias a bienes de Arturo Durazo 
Moreno y otra. 28 de agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y 
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Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Manuel Poblete Ríos.

Nota: El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, del Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales 
para la procedencia y tramitación de los recursos de revisión en amparo directo citado, 
aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2483.

Tesis de jurisprudencia 132/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del once de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de septiembre de 2019 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de septiembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA ACUERDOS DEL PRESI­
DENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 
SU PRESENTACIÓN ANTE ÓRGANOS JURISDICCIONALES QUE 
CONOCIERON EN PREVIA INSTANCIA, INTERRUMPE EL PLAZO 
PARA SU INTERPOSICIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 
2a./J. 33/2016 (10a.)]. De conformidad con la interpretación al Acuerdo Gene­
ral Número 12/2014 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
que originó la jurisprudencia 2a./J. 82/2018 (10a.), se definió que la finalidad 
de esa normativa es generar una herramienta favorable para los justiciables 
a efecto de que los medios de defensa de la competencia de este Alto Tribunal 
que por error se presenten ante autoridad jurisdiccional distinta, sean remiti­
dos dentro del día siguiente a aquel en que se recibieron mediante el uso del 
Módulo de Intercomunicación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(MINTERSCJN), para evitar su extemporaneidad y así salvaguardar el acceso 
a la tutela judicial efectiva. En concordancia con ello, la interpretación del 
artículo 104 de la Ley de Amparo conforme a ese derecho humano reconocido 
por el precepto 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
citado, lleva a concluir que al no establecer en ninguno de sus párrafos la 
obligación de interponerlo directamente ante esta Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, entonces el presupuesto de presentación ante la autoridad emi­
sora del acuerdo reclamado no resulta aplicable de manera particular a este 
medio de impugnación, y así se favorece en una forma más amplia a los jus­
ticiables en su derecho de acceso a la tutela judicial, quienes podrán presen­
tarlo ante los órganos jurisdiccionales que conocieron en previa instancia, 
siempre y cuando lo hagan dentro del plazo de 3 días que establece el artículo 
104 de la Ley de Amparo, pues de no entenderlo así se impone una restricción 
no prevista en la norma reglamentaria y que pondría de manifiesto una limi­
tación regresiva.

2a./J. 136/2019 (10a.)
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Recurso de reclamación 240/2019. Herminio Somohano Rincón. 30 de abril de 2019. Una­
nimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Juvenal Carbajal Díaz.

Recurso de reclamación 279/2019. Instituto Mexicano del Seguro Social. 30 de abril de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Recurso de reclamación 934/2019. Ana Judith Navarro Osegueda y otros. 26 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Poti­
sek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Recurso de reclamación 750/2019. Cristóbal Díaz Medina. 10 de julio de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Recurso de reclamación 824/2019. Jomansac, S.A. 10 de julio de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 360/2019, pen­
diente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La parte conducente de la ejecutoria relativa al recurso de reclamación 240/2019, apa­
rece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 69, Tomo III, agosto de 2019, página 2627.

El Acuerdo General Número 12/2014 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y la tesis de jurisprudencia 2a./J. 82/2018 (10a.) citados, aparecen publicados 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libros 6, Tomo III, 
mayo de 2014, página 2372; y 57, Tomo I, agosto de 2018, página 1046 y en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 10 de agosto de 2018 a las 10:18 horas, 
respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 136/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de octubre de 2019, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

FONDO DE APOYO SOCIAL PARA EX TRABAJADORES MIGRA­
TORIOS MEXICANOS. PARA DAR RESPUESTA CONGRUENTE A LA 
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SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE LAS CANTIDADES CON LAS QUE 
SE CONSTITUYÓ, ES NECESARIO QUE LA AUTORIDAD RESPON­
SABLE FUNDAMENTE SU RESOLUCIÓN EN LA LEY QUE CREA EL 
FIDEICOMISO QUE ADMINISTRARÁ EL FONDO DE APOYO SOCIAL 
PARA EX TRABAJADORES MIGRATORIOS MEXICANOS, CON LO 
QUE SE RESPETA SU DERECHO DE PETICIÓN. De conformidad con el 
artículo 1o. de la Ley que crea el Fideicomiso que Administrará el Fondo de 
Apoyo Social para Ex Trabajadores Migratorios Mexicanos, ese fideicomiso tiene 
por objeto entregar un apoyo social a los trabajadores migrantes mexicanos, 
o a sus beneficiarios, que laboraron en los Estados Unidos de Norteamérica 
entre 1942 y 1964, en el programa bracero, ordenamiento legal mediante el 
cual el Congreso de la Unión reconoció la deuda que tenía el Estado Mexicano 
con los ex trabajadores migrantes, creando al efecto un mecanismo de pago 
fondeado con recursos públicos para cubrirla. Por otra parte, las reglas de 
operación de dicho fideicomiso disponen que la dependencia coordinadora 
será la Secretaría de Gobernación, quien es la encargada de recibir, verificar 
y cotejar la documentación que los interesados en obtener el apoyo social pre­
sentaron en las mesas receptoras durante el periodo estipulado para tal efecto, 
a fin de que posteriormente esa Secretaría presente al Comité Técnico del 
Fideicomiso la lista de beneficiarios que cumplieron con los requisitos exigi­
dos por la ley, pues está imposibilitada para atender peticiones respecto de las 
cuales no tenga certeza de las cantidades solicitadas, ni cuenta con facultades 
para reintegrar montos por conceptos distintos a los que regula el fideico­
miso. Consecuentemente, en los casos en los que los posibles beneficiarios 
le soliciten a la repetida dependencia la entrega de las cantidades con las 
que se constituyó el Fondo de Ahorro Campesino, resulta incongruente la res­
puesta de esa autoridad en el sentido de que no puede atender la petición 
bajo el argumento de que sólo es competente para entregar montos derivados 
de la Ley de Apoyo Social, pues dicho ordenamiento se creó justamente para 
proveer ese reclamo y, en todo caso, debe proceder a dar trámite a la petición 
a fin de verificar si el solicitante cumple o no con las condiciones legales para 
su otorgamiento.

2a./J. 141/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1152/2016. María del Refugio Martínez Ruiz y otros. 31 de octubre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; se reservó su derecho para formular voto concurrente Alberto Pérez Dayán; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas y votó contra algunas consi­
deraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secreta­
rio: Ron Snipeliski Nischli.
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Amparo en revisión 1188/2017. Artemio Domínguez Martínez y otros. 31 de octubre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votó contra consideraciones y reservó su derecho para formular voto concu­
rrente Alberto Pérez Dayán; votó con reserva José Fernando Franco González Salas y 
se separa de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo en revisión 405/2018. J. Jesús González Muñoz y otros. 31 de octubre de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
se reservó su derecho para formular voto concurrente Alberto Pérez Dayán; votó con 
reserva José Fernando Franco González Salas y votó contra algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Amparo en revisión 1189/2017. Serafín Camargo Orduño y otros. 14 de noviembre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; votaron contra consideraciones Alberto Pérez Dayán y Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 718/2018. Cornelio Melesio Torres también conocido como José Me­
lesio Torres y otro. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco 
González Salas; votaron contra consideraciones Alberto Pérez Dayán y Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero 
Tagle.

Tesis de jurisprudencia 141/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RES­
PECTO DE LA ENAJENACIÓN O IMPORTACIÓN DE PLAGUICIDAS 
DE TOXICIDAD AGUDA. RESPETA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRI­
BUTARIA. Si se pretende la comparación entre plaguicidas de toxicidad 
aguda a que se refiere el artículo 2o., fracción I, inciso I), de la Ley del Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios, respecto de productos para la limpieza, 
pintura, plásticos, cosméticos, cremas, jabones, lámparas, termómetros, tintes 
para el cabello, tatuajes, plaguicidas químicos, pesticidas orgánicos o biopesti­
cidas y plaguicidas categoría 5, se debe tener presente que se está ante un 
hecho imponible con características complejas que involucran cuestiones de 
índole químico y mezcla de sustancias, importando el hecho de que el grava­
men se gradúa según lo tóxico de los componentes del plaguicida. De ahí 
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que si los plaguicidas de toxicidad aguda no son homogéneos respecto de los 
productos citados, porque las características químicas de éstos son diversas, 
es claro que no pueden incluirse en la clasificación del artículo en cuestión 
porque son productos distintos debido a su composición química y, por ende, 
el impuesto especial sobre producción y servicios con el que se grava su ena­
jenación o importación es compatible con el principio de equidad tributaria, al 
no existir grado de comparación.

2a./J. 142/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 142/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO CUARTO, FRACCIÓN I, 
DE LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS DEL DECRETO QUE, ENTRE 
OTRAS, REFORMA LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL ALUDIDO, 
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PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 11 DE 
DICIEMBRE DE 2013, ES ACORDE CON EL PRINCIPIO DE IRRETRO­
ACTIVIDAD DE LA LEY. El precepto referido precisa las disposiciones apli­
cables para el momento del cobro de las contraprestaciones teniendo en 
cuenta la existencia de casos en los que se enajenaron o importaron plaguici­
das de toxicidad aguda, cuya entrega fue anterior a la entrada en vigor del 
decreto aludido, pero que quedaron pendientes de cobro, por lo que si dada 
la configuración del hecho imponible del impuesto, la obligación del pago de 
éste surge cuando se cobren las contraprestaciones por la enajenación o 
importación de los bienes materia del impuesto, ello es acorde con el principio 
de irretroactividad de la ley tutelado por el artículo 14 de la Constitución Polí­
tica de los Estados Unidos Mexicanos, al señalar que si se paga la contrapres­
tación de actividades que se realizaron antes de la entrada en vigor del decreto 
y en el lapso de diez días siguientes a la entrega de dichos productos, no 
existe razón para pagar el impuesto a que refiere el decreto reclamado, porque 
éste sólo rige hacia el futuro, y si por el contrario, se entregaron los productos 
con anterioridad a su entrada en vigor y su cobro se realizó una vez iniciada 
su vigencia, entonces resulta acorde con el citado principio que deba pagarse 
el impuesto, pues durante el ámbito de vigencia del decreto se originó la obli­
gación de su pago.

2a./J. 143/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
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Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 143/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCI­
SO I), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO, NO TRANS­
GREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El precepto 
citado, al establecer las tasas del 6%, 7% y 9% según el grado de toxicidad 
aguda del plaguicida, no transgrede el principio de proporcionalidad tributa­
ria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, ya que la tasa se gradúa en atención al nivel de lo 
tóxico de los componentes del plaguicida, esto es, si su base imponible refiere 
a plaguicidas de toxicidad aguda, por idoneidad la tasa debe fijarse por grado 
de perjuicio para que, al final, si la comercialización es de acuerdo con el pro­
ducto de mayor daño se pague una cuota más elevada, sin que la cifra varíe al 
aumentar la magnitud de dicha base; de ahí que no podría aplicarse una tarifa 
progresiva a la base en virtud de que el impuesto no reconoce las situacio­
nes de cada contribuyente, sino el aspecto general como es la negociación final 
dependiendo de la toxicidad aguda del producto. Además, ese impuesto es de 
carácter indirecto, lo que implica que no se mide en términos tradicionales 
de capacidad contributiva del causante, en tanto que no grava el movimiento de 
riqueza que corresponde a la operación, sino que atiende al patrimonio que 
soporta esa transacción (el del consumidor) al considerar que cuenta con 
la capacidad económica suficiente para soportar la compra y absorber el 
impuesto.

2a./J. 144/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.
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Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Tesis de jurisprudencia 144/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticinco de septiembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de octubre de 2019 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de octubre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONFLICTOS COMPETENCIALES. CUANDO LA RESOLUCIÓN RECU­
RRIDA QUE DESECHÓ UNA DEMANDA HUBIERA SIDO DICTADA 
POR UN JUEZ DE DISTRITO ESPECIALIZADO, POR ESTIMAR QUE 
NO SE ESTÁ FRENTE A ACTOS DE AUTORIDAD, LA COMPETENCIA 
SE SURTE A FAVOR DE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
DE LA MISMA MATERIA. De la interpretación sistemática de los artículos 
37, fracciones II y III, y 38 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa­
ción y de acuerdo con el diverso criterio sustentado en la jurisprudencia 2a./J. 
23/2012 (10a.), si la resolución recurrida se dictó por un Juez de Distrito espe­
cializado, el conocimiento del recurso respectivo le corresponde al Tribunal 
Colegiado de Circuito de la misma materia, independientemente de que se 
trate de un auto de desechamiento fundado en que no se está frente a actos 
de autoridad.

2a./J. 168/2019 (10a.)

Conflicto competencial 73/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Décimo Sép­
timo en Materia de Trabajo y Décimo Noveno en Materia Administrativa, ambos del 
Primer Circuito. 26 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Es­
quivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor 
Hidalgo Victoria Pérez.
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Conflicto competencial 188/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Décimo 
Séptimo en Materia de Trabajo y Décimo Segundo en Materia Administrativa, ambos 
del Primer Circuito. 25 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Conflicto competencial 207/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia de Trabajo y Vigésimo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 
25 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduar­
do Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y 
Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras.

Conflicto competencial 223/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Décimo 
Séptimo en Materia de Trabajo y Décimo Segundo en Materia Administrativa, ambos 
del Primer Circuito. 25 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Conflicto competencial 217/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Décimo 
Séptimo en Materia de Trabajo y Décimo Noveno en Materia Administrativa, ambos 
del Primer Circuito. 25 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Fausto Gorbea Ortiz.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 23/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VII, Tomo 2, 
abril de 2012, página 1243, con el rubro: "REVISIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA 
COMPETENCIA POR MATERIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CO­
NOCE DEL RECURSO RELATIVO, SE DETERMINA POR LA ESPECIALIZACIÓN DEL 
JUEZ DE DISTRITO QUE PREVINO EN EL CONOCIMIENTO DEL ASUNTO."

Tesis de jurisprudencia 168/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.





TESIS DE JURISPRUDENCIA  
POR SUSTITUCIÓN





229

TESIS DE JURISPRUDENCIA 
POR SUSTITUCIÓN

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. EFECTOS DE SU RECHAZO SOBRE 
LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN Y DEMÁS PRESTACIONES RECLA­
MADAS. El rechazo del ofrecimiento de trabajo calificado de buena fe, cuando 
se demandó la reinstalación, sólo invalida esa acción; sin embargo, no implica 
la improcedencia del pago de los salarios caídos, pues ello dependerá del aná­
lisis que debe llevar a cabo la autoridad jurisdiccional en materia laboral, al 
determinar si se acredita el despido injustificado correspondiente, así como 
resolver sobre las demás prestaciones reclamadas.

2a./J. 47/2019 (10a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 13/2018. Pleno en Materia de Trabajo del Se­
gundo Circuito. 6 de febrero de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas 
y Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Tesis sustituidas:

2a./J. 24/2001, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU RECHAZO POR EL TRA­
BAJADOR QUE DEMANDÓ LA REINSTALACIÓN, INVALIDA LA ACCIÓN DE CUM­
PLIMIENTO DE CONTRATO, POR ENTRAÑAR DESINTERÉS EN OBTENER UN LAUDO 
CONDENATORIO.", derivada de la contradicción de tesis 6/2001 y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, julio de 2001, 
página 468.

Tesis 2a./J. 97/2005, de rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA QUE SU RECHAZO 
POR EL TRABAJADOR INVALIDE LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN, ES NECESARIO 
QUE AQUÉL SEA CALIFICADO POR LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
(APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 24/2001).", derivada de la aclara­
ción de sentencia en la contradicción de tesis 74/2005-SS y publicada en el Sema­
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nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, abril de 2006, 
página 208.

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas y, por ende, se considera de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019 para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario Número 19/2013, por lo que a partir de esas 
mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de la solicitud de sustitución de 
jurisprudencia 13/2018, ya no se consideran de aplicación obligatoria las diversas 
2a./J. 24/2001 y 2a./J. 97/2005, de rubros: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. SU RECHAZO 
POR EL TRABAJADOR QUE DEMANDÓ LA REINSTALACIÓN, INVALIDA LA ACCIÓN 
DE CUMPLIMIENTO DE CONTRATO, POR ENTRAÑAR DESINTERÉS EN OBTENER UN 
LAUDO CONDENATORIO." y "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. PARA QUE SU RECHAZO 
POR EL TRABAJADOR INVALIDE LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN, ES NECESA­
RIO QUE AQUÉL SEA CALIFICADO POR LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE 
(APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 24/2001).", publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XIV, julio de 2001, página 
468 y XXIII, abril de 2006, página 208, respectivamente.

Tesis de jurisprudencia 47/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del veinte de febrero de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de abril de 2019, para los efectos previstos en el punto sép­
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS DEL TITULAR 
DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO. CORRESPONDE AL 
SECRETARIO DE GOBIERNO Y AL SECRETARIO DEL RAMO RELA­
TIVO. Los decretos por los que el titular del Poder Ejecutivo del Estado de 
Querétaro ordena publicar las leyes o los decretos expedidos por la legisla­
tura de dicha entidad federativa, constituyen actos de los comprendidos en el 
artículo 23 de la Constitución Política Local el cual, al prever que todos los 
decretos deberán ser firmados por el Secretario de Gobierno y por el secreta­
rio o secretarios del ramo que correspondan, incluye a los decretos promul­
gatorios, pues no hace distinción alguna en los actos del Gobernador. Así, el 
decreto promulgatorio de la Ley de Hacienda de los Municipios del Estado de 
Querétaro, publicada en el Periódico Oficial del Gobierno estatal el 2 de diciem­
bre de 2008, al no haberlo firmado el Secretario de Planeación y Finanzas, 
conforme al artículo 22 de la Ley Orgánica de la Administración Pública de 
esa entidad vigente hasta el 17 de diciembre de 2008, no satisfizo el requisito 
para su validez previsto en la referida norma constitucional. En el entendido 
de que el presente criterio será obligatorio para los decretos promulgados con 
posterioridad a la publicación de esta jurisprudencia en el Semanario Judicial 
de la Federación y no resulta aplicable para quienes ya hubiesen emprendido 
algún medio de defensa con apoyo en su anterior texto, toda vez que conforme 
al último párrafo del artículo 217 de la Ley de Amparo, la jurisprudencia en 
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ningún caso tendrá efectos retroactivos en perjuicio de persona alguna, dispo­
sición que ha sido interpretada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en el sentido de que tal prohibición opera, precisamente, 
cuando un criterio obligatorio es sustituido por otro.

2a./J. 151/2019 (10a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 2/2019. Pleno en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito. 18 de septiembre de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reserva José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Sonia Patricia Hernández 
Ávila.

Tesis sustituida:

Tesis 2a./J. 84/2013 (10a.), de título y subtítulo: "REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMUL­
GATORIOS DEL TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO. CORRES­
PONDE AL SECRETARIO DE GOBIERNO Y AL SECRETARIO DEL RAMO RELATIVO.", 
derivada de la contradicción de tesis 40/2013 y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 2, septiembre de 2013, 
página 1487.

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas y, por ende, se considera de aplica­
ción obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019 para los efectos previs­
tos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario Número 19/2013, por lo que a 
partir de esas mismas fecha y hora, y con motivo de la resolución de la solicitud de 
sustitución de jurisprudencia 2/2019, ya no se considera de aplicación obligatoria la 
diversa 2a./J. 84/2013 (10a.), de título y subtítulo: "REFRENDO DE LOS DECRETOS 
PROMULGATORIOS DEL TITULAR DEL EJECUTIVO DEL ESTADO DE QUERÉTARO. 
CORRESPONDE AL SECRETARIO DE GOBIERNO Y AL SECRETARIO DEL RAMO RE­
LATIVO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima 
Época, Libro XXIV, Tomo 2, septiembre de 2013, página 1487.

Tesis de jurisprudencia 151/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu­
nal, en sesión privada del dieciséis de octubre de dos mil diecinueve.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de noviembre de 2019 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 19 de noviembre de 2019, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.





TESIS AISLADAS





235

TESIS AISLADAS

RENTA. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 
El artículo citado, al considerar como personas morales con fines no lucra­
tivos a las asociaciones deportivas que cuentan con reconocimiento de la 
"Comisión Nacional del Deporte" y son miembros del "Sistema Nacional del 
Deporte", no genera incertidumbre jurídica, pues el legislador empleó esas 
instituciones como elemento mínimo gramatical, a título de autoridades en 
materia del deporte en nuestro país, por lo que el cambio en su denominación 
no es obstáculo para concluir que se trata de los mismos organismos, con lo 
que el gobernado tiene certeza sobre su situación jurídica ante la ley; asimismo, 
al considerarlas como no contribuyentes del impuesto sobre la renta "en tér­
minos de la Ley General de Cultura Física y Deporte", no viola el derecho a la 
seguridad jurídica, pues el legislador estableció la mecánica para acceder a 
ese régimen fiscal, así como las facultades y obligaciones de la autoridad en 
distintos ordenamientos normativos, conservando los elementos de la rela­
ción jurídica tributaria.

2a. I/2019 (10a.)

Amparo en revisión 194/2018. Centro Asturiano de México, A.C. 24 de octubre de 2018. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio 
Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 79, FRACCIÓN XXVI, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 
El precepto citado, al prever que no serán contribuyentes del tributo las aso­
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ciaciones deportivas reconocidas por la Comisión Nacional del Deporte, siem­
pre y cuando sean miembros del Sistema Nacional del Deporte, en términos 
de la Ley General de Cultura Física y Deporte, no viola el principio de referen­
cia, pues la finalidad de la medida legislativa constitucionalmente válida, al 
dirigirse a los contribuyentes que, sin ánimo de lucro, proporcionen elemen­
tos y establezcan escenarios para realizar deporte y mejoren el entorno social; es 
idónea, porque genera competitividad para el desarrollo de instituciones cuyo 
objetivo sea regenerar el tejido social a través de la práctica deportiva; y cum­
ple el requisito de necesidad al atender a la finalidad mediata del Estado de 
agotar los instrumentos a su alcance para mejorar la salud pública y la convi­
vencia de la sociedad a que se refiere el artículo 4o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; máxime que alienta la práctica del deporte 
y trata de regenerar el tejido social, en el sentido de que las asociaciones de­
portivas reconocidas estarán afectas a un régimen fiscal que permita que desa­
rrollen gratuitamente instalaciones, métodos y estrategias competitivos de 
índole atlética. Por tanto, el precepto en comento no transgrede el referido prin­
cipio de justicia tributaria.

2a. II/2019 (10a.)

Amparo en revisión 194/2018. Centro Asturiano de México, A.C. 24 de octubre de 2018. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio 
Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EDUCACIÓN INCLUSIVA. ESTE DERECHO HUMANO PROHÍBE AL 
ESTADO SEGREGAR A LOS ALUMNOS CON DISCAPACIDAD EN EL 
SISTEMA EDUCATIVO. El derecho fundamental referido, reconocido por 
los artículos 1o. y 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, así como 24, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos de las Per­
sonas con Discapacidad, debe entenderse como la posibilidad de que todos 
los niños, niñas y adolescentes, independientemente de sus condiciones o 
diferencias, aprendan juntos. En ese sentido, la educación inclusiva reco­
noce que todo niño tiene características, intereses, capacidades y necesida­
des de aprendizaje particulares y que los alumnos con necesidades educativas 
especiales deben tener acceso al sistema de educación general y encontrar 
acomodo en él mediante una pedagogía centrada en el alumno. En pocas 
palabras, el derecho humano a la educación inclusiva proscribe la exclusión 
de los educandos con discapacidad asegurando que todos los alumnos 
aprendan juntos. En el entendido de que las escuelas con orientación inclu­
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siva representan la medida más eficaz para combatir las actitudes discrimi­
natorias, construir una sociedad inclusiva y lograr la educación para todos.

2a. III/2019 (10a.)

Amparo en revisión 714/2017. Filippo Orsenigo y otros. 3 de octubre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideracio­
nes Margarita Beatriz Luna Ramos y votó con reserva de criterio Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EDUCACIÓN INCLUSIVA. ESTE DERECHO HUMANO NO SÓLO DE­
MANDA IGUALDAD, SINO TAMBIÉN EQUIDAD EN EL ENTORNO 
EDUCATIVO. El derecho humano indicado no se agota con reconocer la 
igualdad entre alumnos, sino que exige equidad en el tratamiento y acceso 
para todos los niños, niñas y adolescentes. En efecto, la igualdad se refiere a 
tratar a todos los alumnos de la misma forma, mientras que la equidad en la 
educación significa una obligación estatal de asegurar que las circunstancias 
personales o sociales, como el género, el origen étnico o la situación econó­
mica, no sean obstáculos que impidan acceder a la educación y que todas las 
personas alcancen al menos un nivel mínimo de capacidades y habilidades. 
En ese entendido, garantizar el derecho a la educación inclusiva conlleva una 
transformación de la cultura, la política y la práctica en todos los entornos 
educativos formales e informales para dar cabida a las diferentes necesi­
dades e identidades de cada alumno, así como el compromiso de eliminar los 
obstáculos que impiden esa posibilidad, para lo cual, la educación inclusiva 
debe ofrecer planes de estudio flexibles y métodos de enseñanza y aprendi­
zaje adaptados a las diferentes capacidades, necesidades y estilos de apren­
dizaje. Es por ello que el sistema educativo debe ofrecer una respuesta 
educativa personalizada y no esperar a que los alumnos se adecuen al sis­
tema. En ese sentido, es necesario que la educación, entre otras cuestiones, se 
encamine a desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad 
de las personas con discapacidad y de otros educandos con necesidades 
especiales.

2a. IV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 714/2017. Filippo Orsenigo y otros. 3 de octubre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideracio­
nes Margarita Beatriz Luna Ramos y votó con reserva de criterio Eduardo Medina 
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Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EDUCACIÓN. LA EXISTENCIA DE HERRAMIENTAS DE ATENCIÓN 
ESPECIALIZADAS PREVISTAS EN LA LEY GENERAL RELATIVA, NO 
POSIBILITA LA SEGREGACIÓN DE ALUMNOS CON DISCAPACIDAD 
U OTRAS NECESIDADES ESPECIALES. Los instrumentos educativos a 
que se refiere el artículo 41, párrafos primero, segundo y sexto, de la Ley Gene­
ral de Educación, no deben concebirse como el establecimiento de un "sistema 
educativo" paralelo para las personas con discapacidad u otras necesida­
des especiales, sino como la generación de herramientas de apoyo adiciona­
les para impulsar el derecho a la educación inclusiva. En otras palabras, el 
enunciado normativo citado no debe interpretarse en el sentido de que puedan 
coexistir dos sistemas educativos, esto es, uno regular –para todos los alum­
nos– y otro especial –para las personas con discapacidad y otros educandos 
con necesidades diferenciadas–, pues ello resultaría contradictorio con la misma 
esencia del derecho a la educación inclusiva. Más bien, debe entenderse que 
en el Estado mexicano existe un sistema educativo regular –para todas las per­
sonas, niños, niñas y adolescentes con o sin discapacidad– que, a su vez, es 
complementado con herramientas de atención especializada para facilitar el 
cumplimiento del derecho a la educación inclusiva, así como maximizar el de­
sarrollo académico y social de los educandos, esto es, para identificar, prevenir 
y eliminar las barreras que limitan el aprendizaje y la participación plena y 
efectiva en la sociedad de las personas con discapacidad y otros educandos 
que cuenten con necesidades especiales. En suma, la existencia de las herra­
mientas de atención especializada previstas en el precepto legal mencionado, 
únicamente pueden justificarse a la luz del derecho a la igualdad sustantiva, si 
se conciben como la generación de medidas, herramientas o instituciones 
auxiliares que impulsen el derecho a una educación inclusiva, así como la 
maximización del desarrollo académico y social de los educandos –y nunca, 
como la posibilidad de generar sistemas educativos paralelos y diferenciados 
que tiendan a la segregación de alumnos con o sin discapacidad–.

2a. V/2019 (10a.)

Amparo en revisión 714/2017. Filippo Orsenigo y otros. 3 de octubre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideracio­
nes Margarita Beatriz Luna Ramos y votó con reserva de criterio Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

 
Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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EDUCACIÓN. EL ARTÍCULO 33, FRACCIÓN IV BIS, DE LA LEY GE­
NERAL RELATIVA, AL FORTALECER LA "EDUCACIÓN ESPECIAL", 
VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA EDUCACIÓN INCLUSIVA. El pre­
cepto mencionado, establece que las autoridades educativas, en el ámbito 
de sus respectivas competencias, "fortalecerán la educación especial ... inclu­
yendo a las personas con discapacidad". Al respecto, resulta incongruente 
con el modelo de la educación inclusiva que, para establecer condiciones que 
permitan el ejercicio pleno del derecho a la educación de calidad de cada 
individuo, así como el logro de la efectiva igualdad en oportunidades en los 
servicios educativos, las autoridades educativas "fortalezcan la educación es­
pecial", ya que para lograr una equidad educativa de facto o sustantiva, las 
autoridades estatales deben fortalecer la educación inclusiva dentro del siste­
ma regular. Ello implica, entre otras consideraciones, que el Estado mexicano, 
lejos de contemplar sistemas paralelos y separados para los educandos –uno 
para personas con discapacidad y otro para las demás–, debe adoptar de 
manera progresiva las medidas concretas y deliberadas para que todos los 
niños, niñas y adolescentes, independientemente de sus condiciones o diferen­
cias, aprendan juntos. Por ende, la educación especial no debe ni puede ser 
la estrategia en la que el Estado mexicano se base para lograr el acceso a una 
educación inclusiva, por el contrario, debe transitar progresivamente a la 
plena eficacia del derecho a la educación inclusiva, lo cual resulta incompa­
tible con el mantenimiento de dos sistemas de enseñanza: uno general y otro 
de enseñanza segregada o especial. En ese contexto, el Estado debe emprender 
acciones concretas para poner fin a la segregación en los entornos educativos 
garantizando que la enseñanza se imparta en aulas inclusivas y asegurarse 
de que todos los alumnos aprendan juntos. Es por ello que el artículo 33, frac­
ción IV Bis, de la Ley General de Educación genera un paradigma de prioridades 
y estrategias estatales que resulta errado y contrario al derecho humano a la 
educación inclusiva.

2a. VI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 714/2017. Filippo Orsenigo y otros. 3 de octubre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideracio­
nes Margarita Beatriz Luna Ramos y votó con reserva de criterio Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ESPECTRO AUTISTA. EL ARTÍCULO 10, FRACCIONES IX Y X, DE LA 
LEY GENERAL PARA LA ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A PERSONAS 
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CON ESA CONDICIÓN, ESTABLECE LA OBLIGACIÓN DE UNA ENSE­
ÑANZA INTEGRADORA E INCLUSIVA. Conforme al precepto citado, las 
autoridades educativas, en los ámbitos de sus competencias, no sólo deben 
permitir el ingreso de personas con espectro autista al sistema educativo regu­
lar –integración–, sino que además deben tomar las medidas reformatorias 
necesarias para transformar el contenido, los métodos de enseñanza, los en­
foques, las estructuras y las estrategias de la educación, para eliminar las 
barreras u obstáculos a los que puedan enfrentarse las personas con disca­
pacidad en el entorno educativo –inclusión–. Ello implica, por una parte, que 
la persona con la condición de espectro autista tiene derecho a ser educada 
dentro del sistema regular y, por ende, su exclusión del sistema escolar, como 
consecuencia de su condición, es discriminatoria; y, por otra, que existan mé­
todos de enseñanza y aprendizaje adaptados a las diferentes capacidades, 
necesidades y estilos de aprendizaje, lo que implica que la educación se en­
camine a desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de 
las personas con discapacidad, es decir, que el Estado abandone ciertos para­
digmas y prácticas tradicionalistas, para adoptar en su lugar un diseño univer­
sal para el aprendizaje, consistente en un conjunto de principios que estructura 
las acciones de los maestros y demás personal para crear entornos de apren­
dizaje adaptables y desarrollar la formación con el fin de responder a las diver­
sas necesidades de todos los alumnos. En ese contexto, el artículo 10, fracciones 
IX y X, de la Ley General para la Atención y Protección a Personas con la 
Condición del Espectro Autista establece una serie de débitos concretos para 
las autoridades educativas respecto a la forma en que debe emplearse la en­
señanza a personas con discapacidad dentro del sistema educativo regular, a 
fin de orientarla como verdaderamente inclusiva.

2a. VII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 714/2017. Filippo Orsenigo y otros. 3 de octubre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideracio­
nes Margarita Beatriz Luna Ramos y votó con reserva de criterio Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EDUCACIÓN. CONFORME A LA LEY GENERAL RELATIVA, LA EDUCA­
CIÓN INCLUSIVA ABARCA LA CAPACITACIÓN DE TODOS LOS PAR­
TICIPANTES ACTIVOS EN EL CUIDADO DE LOS ALUMNOS. El sexto 
párrafo del artículo 41 de la Ley General de Educación, prevé herramientas de 
atención especializada que abarcarán la capacitación y orientación a los pa­
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dres o tutores, así como también a los maestros y personal de escuelas de edu­
cación que atiendan a alumnos con discapacidad. El entendimiento de dicho 
enunciado normativo refleja que esas herramientas educacionales se tradu­
cen en una medida estatal enfocada a la capacitación y orientación de los maes­
tros, padres o demás cuidadores de las personas con discapacidad u otras 
necesidades especiales. Lo anterior resulta relevante, pues si bien el derecho 
a una educación inclusiva es una responsabilidad primigenia del Estado mexi­
cano, lo cierto es que también los padres, las comunidades y los maestros 
son responsables de la educación inclusiva y su puesta en práctica. En efec­
to, debe considerarse a todos esos grupos como participantes activos en la 
educación inclusiva, a fin de que los cambios educativos no sean simples trans­
formaciones de nomenclatura, sino nuevas modalidades de relación pedagó­
gicas entre todos los miembros de la comunidad educativa. De ahí que los 
maestros deben contar con dependencias o módulos especializados que 
les preparen para trabajar en entornos inclusivos, así como entornos de apren­
dizaje basados en experiencias prácticas en los que puedan desarrollar las 
aptitudes y la confianza para resolver problemas mediante el planteamiento 
de dificultades diversas en materia de inclusión. Asimismo, los padres y cuida­
dores de los alumnos pueden actuar como asociados en el desarrollo y la apli­
cación de los programas de enseñanza, incluidos los planes de enseñanza 
personalizada. En suma, el artículo citado puede entenderse como un instru­
mento eficaz para la capacitación y orientación de padres, cuidadores y maes­
tros para transformar el contenido, los métodos de enseñanza, los enfoques, las 
estructuras y las estrategias de la educación, a fin de eliminar las barreras u 
obstáculos a que puedan enfrentarse las personas con discapacidad u otras 
necesidades especiales en el entorno educativo.

2a. VIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 714/2017. Filippo Orsenigo y otros. 3 de octubre de 2018. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó de algunas consideracio­
nes Margarita Beatriz Luna Ramos y votó con reserva de criterio Eduardo Medina 
Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL ESTADO DE HIDALGO. LOS AR­
TÍCULOS 50, 50 BIS, 50 TER, 50 QUÁTER, 50 QUINQUIES, PRIMERO, 
SEGUNDO, TERCERO Y CUARTO TRANSITORIOS, DE SU LEY OR­
GÁNICA VIOLAN EL PRINCIPIO DE AUTONOMÍA UNIVERSITARIA, AL 
ESTABLECER UN ÓRGANO INTERNO DE CONTROL QUE VIGILA, 
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EVALÚA Y CONFIRMA EL CUMPLIMIENTO DE SUS FUNCIONES SUS­
TANTIVAS Y ADJETIVAS. Los artículos mencionados violan el principio 
de autonomía universitaria en cuanto prevén la creación de un Órgano Inter­
no de Control que tiene como objeto diseñar, preparar y procesar la informa­
ción que permita vigilar, evaluar y confirmar el cumplimiento de las funciones 
sustantivas y adjetivas de la Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo. Esto 
es, si bien es cierto que esa institución educativa está sujeta a las reglas del Sis­
tema Nacional Anticorrupción derivado de la reforma a la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, publicada en el Diario Oficial de la Federa­
ción el 27 de mayo de 2015, también lo es que la forma en que el Poder Le­
gislativo de la entidad implementó la manera en que habrán de fiscalizarse 
y controlarse los recursos públicos de la Universidad rebasa los fines del sis­
tema y afecta su autonomía, al prever en su estructura un Órgano Interno de 
Control cuyo titular es nombrado por el Congreso del Estado, el cual tiene 
atribuciones, además, para vigilar funciones sustantivas y adjetivas de la ins­
titución educativa, lo que atenta contra el principio indicado, por virtud del 
cual ésta tiene facultades de autoformación y de autogobierno.

2a. IX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 311/2018. Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo. 3 de octu­
bre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos, y Javier Laynez Potisek manifes­
tó que formularía voto concurrente. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DEL ESTADO DE HIDALGO. LE RESUL­
TAN APLICABLES LAS REGLAS DEL SISTEMA NACIONAL ANTICO­
RRUPCIÓN. Por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 
de mayo de 2015, se reformaron, adicionaron y derogaron diversas disposi­
ciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia 
de combate a la corrupción, de donde surgió el Sistema Nacional Anticorrup­
ción, el cual, en términos del artículo 113 de la Ley Suprema, es la instancia 
de coordinación entre las autoridades de todos los órdenes de gobierno com­
petentes en la prevención, detección y sanción de responsabilidades admi­
nistrativas y hechos de corrupción, así como en la fiscalización y control de 
recursos públicos. Ahora, si de acuerdo con la Ley Orgánica de la Universi­
dad Autónoma del Estado de Hidalgo, el patrimonio de esa institución educa­
tiva se constituye, entre otros, por las aportaciones ordinarias y extraordinarias 
que la Federación, el Estado y los Municipios le otorguen, se concluye que es 
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sujeto de ese Sistema, pues la circunstancia de que parte de su patrimonio 
se integre por recursos públicos la obliga a observar las reglas respectivas, siem­
pre y cuando no se atente contra el principio de autonomía universitaria re­
conocido por el artículo 3o. de la Constitución Federal.

2a. X/2019 (10a.)

Amparo en revisión 311/2018. Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo. 3 de octubre 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; se apartó 
de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos, y Javier Laynez Potisek manifes­
tó que formularía voto concurrente. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de febrero de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LOS 
SUJETOS OBLIGADOS EN SU CALIDAD DE DEPOSITARIOS DEBEN 
NOTIFICAR Y OBTENER EL CONSENTIMIENTO DE LOS PARTICU­
LARES TITULARES DE LA INFORMACIÓN SOLICITADA A TRAVÉS 
DE UNA CONSULTA DE ACCESO, PARA QUE MANIFIESTEN Y PUE­
DAN EJERCER LO QUE A SU DERECHO CONVENGA. De la interpretación 
conjunta y armónica de las disposiciones previstas en la Ley General de Transpa­
rencia y Acceso a la Información Pública, particularmente en sus artículos 
113, 116 y 120, así como los correlativos 110, 113 y 117 de la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, complementadas con los 
numerales 1, 3, fracción XI, 20 y 31, de la Ley General de Protección de Datos Per­
sonales en Posesión de Sujetos Obligados, se advierte que los sujetos obli­
gados, en su calidad de depositarios de la información solicitada a través de 
una consulta de acceso y cuya titularidad corresponda a un tercero, persona 
física o moral, tienen la obligación de notificar y obtener el consentimiento 
expreso para que los titulares de los datos solicitados puedan manifestar lo que 
a su derecho convenga, en respeto a su derecho de audiencia, e incluso ejerzan 
sus derechos ARCO (acceso, rectificación, cancelación y oposición al tratamiento 
de datos personales), en especial, el derecho a negar el acceso u oponerse a 
la divulgación de cierta información confidencial o que puede ser objeto de 
reserva y que se encuentra en posesión de un sujeto obligado o del propio 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de 
Datos Personales.

2a. XI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
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Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LA CONSULTA RELATIVA 
QUE AL EFECTO PRESENTEN LOS SOLICITANTES, DEBE CUMPLIR 
CON LOS REQUISITOS CONSTITUCIONALES PARA EJERCER EL 
DERECHO DE PETICIÓN. El artículo 6o., apartado A, fracción III, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que toda persona, 
sin necesidad de acreditar interés alguno o justificar su utilización, tendrá acceso 
gratuito a la información pública, a sus datos personales o a la rectificación 
de éstos; de esta manera, la solicitud de acceso a la información pública que al 
efecto presenten los particulares, no tendrá como requisito demostrar el inte­
rés, la finalidad por la que se solicitan los datos respectivos o su identidad; no 
obstante, el hecho de que sea una petición dirigida a servidores públicos, no la 
exime de cumplir con los requisitos constitucionales previstos en el artículo 
8o. de la Ley Fundamental, por lo que deberá formularse por escrito, de manera 
pacífica y respetuosa.

2a. XII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA. LAS 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO ESTÁN OBLIGADAS A OBTENER EL 
CONSENTIMIENTO EXPRESO DE LOS TERCEROS INTERESADOS 
(CUENTAHABIENTES), CON MOTIVO DE UNA SOLICITUD DE 
ACCESO A LA INFORMACIÓN REQUERIDA POR UNA AUTORIDAD 
REGULADORA, EN RESPETO A SU DERECHO DE AUDIENCIA Y 
PARA QUE MANIFIESTEN LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA. De la 
interpretación conjunta y armónica de las disposiciones previstas en la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, particularmente 
de sus artículos 113, 116 y 120, así como los correlativos 110, 113 y 117 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, complementadas 
con los numerales 6, 8, 10, 16 y 37 de la Ley Federal de Protección de Datos 
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Personales en Posesión de los Particulares, deriva que las instituciones de cré­
dito, en su calidad de depositarias de la información financiera y datos perso­
nales de sus cuentahabientes, antes de entregar la información solicitada por 
una autoridad reguladora con motivo de una consulta de acceso a la información, 
están obligadas en todo momento a informar sobre el tratamiento, e incluso, 
a obtener el consentimiento expreso –que es en el que se manifiesta la voluntad, 
verbalmente, por escrito, por medios electrónicos, ópticos o cualquier otra 
tecnología o mediante signos inequívocos– de los titulares de los datos per­
sonales o de la información financiera requerida, con la finalidad de respetar 
de manera efectiva su derecho de audiencia y para que manifiesten lo que a 
su interés convenga. De esta manera, el aviso de privacidad que formulan las 
instituciones referidas debe contener por disposición legal expresa, entre otros 
aspectos, los medios necesarios para que los titulares o cuentahabientes pue­
dan ejercer sus derechos de acceso, rectificación, cancelación u oposición 
(ARCO). En esa virtud, si bien debe darse garantía de audiencia al titular de la 
información pública, en este caso a la institución financiera, cuando el ente 
obligado reciba una solicitud al respecto, lo cierto es que también debe res­
petarse dicha prerrogativa cuando éste solicite a la institución bancaria informa­
ción que contenga datos personales de sus clientes o cuentahabientes, pues 
no debe perderse de vista que es depositario de esa información.

2a. XIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 467/2017. HSBC México, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo 
Financiero HSBC. 9 de enero de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de febrero de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FONDO DE PENSIONES. EL ARTÍCULO 60 BIS B DE LA LEY DEL INS­
TITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABA­
JADORES DEL ESTADO DE SONORA, VIGENTE HASTA EL 26 DE 
NOVIEMBRE DE 2015, VIOLA LOS DERECHOS A LA IGUALDAD Y A LA 
SEGURIDAD SOCIAL. El precepto citado transgrede los artículos 1o. y 123, 
apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque vulnera los derechos a la igualdad y a la seguridad 
social, al obligar a los pensionados o pensionistas, al igual que a los trabaja­
dores en activo, a aportar un porcentaje de sus respectivas percepciones al 
Fondo de Pensiones, toda vez que la obligación se impone a categorías diver­
sas, cuyas características y prerrogativas son distintas pues, a diferencia de los 
pensionados y los pensionistas, los trabajadores en activo perciben un salario 
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y poseen determinadas expectativas de derecho, entre las cuales se encuentra 
la jubilación, mientras que el ingreso del pensionado o pensionista depende 
de lo fijado por la ley y de los índices establecidos para su actualización, sin 
que subsistan los elementos que componen una relación de trabajo subordi­
nada. Además, no está justificado constitucionalmente que los pensionados 
o pensionistas aporten cualquier monto para el sostenimiento de las presta­
ciones de seguridad social.

2a. XIV/2019 (10a.)

Amparo directo 34/2018. Alejandro Valdez Young. 16 de enero de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Elizabeth Miranda Flores.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIONES. EL HECHO DE QUE EL LEGISLADOR NO INCLUYA 
TODOS LOS EMOLUMENTOS QUE ORDINARIAMENTE PERCIBÍA 
EL TRABAJADOR AL SERVICIO DEL ESTADO DE SONORA EN EL 
CÁLCULO DE AQUÉLLA, NO CONTRAVIENE EL DERECHO A LA SEGU­
RIDAD SOCIAL. El hecho de que el artículo 15 de la Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora no 
ordene el pago de la pensión con base en la totalidad de los emolumentos del 
asegurado que recibió como trabajador en activo, no resulta en sí mismo 
contrario al derecho a la seguridad social, pues no implica un menoscabo en 
los derechos del pensionado que son exigibles conforme a ese derecho humano 
y ese beneficio no tiene por objeto sustituir de manera íntegra y equivalente 
el ingreso que percibía como trabajador en activo.

2a. XV/2019 (10a.)

Amparo directo 36/2018. Cecilia América Moreno Ramos. 31 de octubre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 38/2018. Guadalupe Fuentes Sabori. 7 de noviembre de 2018. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó en contra de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I.; 
en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Juvenal Carbajal Díaz.
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Amparo directo 37/2018. Jesús Antonio Durán Corral. 21 de noviembre de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de febrero de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIA DE AMPARO DIRECTO. FORMA DE ANALIZAR LOS 
CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL SEGUNDO JUICIO DE AMPARO. 
Cuando en un juicio de amparo directo el Tribunal Colegiado de Circuito con­
cede la protección constitucional por alguna violación formal o procesal, parte 
de la base que ponderó que los conceptos de violación referentes al fondo del 
asunto no le reportan al quejoso un mayor beneficio que aquéllos; por ello, en 
el segundo juicio de amparo deberá valorar el análisis que previamente hizo 
sobre el fondo. A pesar de lo anterior, esta regla tiene como excepción cuando 
la violación formal o procesal detectada en el primer amparo sea de gran 
impacto en el asunto que le permita apreciar la problemática jurídica y los 
hechos de manera diversa y, por tanto, ahora deba concederse la protección 
constitucional en cuanto al fondo, pues de no ser así pone de manifiesto que 
la protección constitucional por vicios de fondo debió concederse desde el 
primer juicio.

2a. XVI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7558/2018. Calefacción y Ventilación, S.A. de C.V. 13 de febrero 
de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta­
rio: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SENTENCIA DE AMPARO DIRECTO. EL ARTÍCULO 189 DE LA LEY DE 
AMPARO ESTABLECE LOS PARÁMETROS QUE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO DEBEN SEGUIR PARA ANALIZAR 
LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. De acuerdo con ese precepto, los 
parámetros que los órganos jurisdiccionales de amparo deben seguir para 
examinar la cuestión planteada son: a) privilegiar el estudio de los conceptos 
de fondo por encima de los de procedimiento y forma; b) buscar analizar los con­
ceptos de violación que de resultar fundados redunden en un mayor beneficio 
para el quejoso; y c) sólo si los conceptos de violación de procedimiento y 
forma redundan en un mayor beneficio que los de fondo, se invertirá su aná­
lisis, para lo cual el órgano jurisdiccional deberá fundar y motivar las razones 
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por las que los argumentos de forma o procedimiento otorgarían un mayor bene­
ficio al quejoso, por lo que en este supuesto, el Tribunal Colegiado de Circuito 
deberá hacer un análisis en su sentencia de todos los conceptos de violación 
y decidir cuál otorga mayor beneficio al quejoso; motivo por el cual está vedado 
que sólo aborde el estudio de los conceptos de violación formales o procesa­
les, sin que pondere los de fondo, pues en caso de que se promueva un segun­
do juicio de amparo, ese órgano jurisdiccional deberá tomar en consideración lo 
establecido en el primer juicio.

2a. XVII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7558/2018. Calefacción y Ventilación, S.A. de C.V. 13 de febrero 
de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta­
rio: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO DIRECTO. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 182 DE 
LA LEY DE AMPARO NO VULNERA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA. Esa porción normativa, al disponer que el Tribunal Colegiado de 
Circuito, respetando la lógica y las reglas fundamentales que norman el pro­
cedimiento en el juicio de amparo, procurará resolver integralmente el asun­
to para evitar, en lo posible, la prolongación de la controversia, no vulnera el 
derecho a la seguridad jurídica, pues no debe analizarse de manera aislada, 
sino que para determinar los parámetros que los órganos jurisdiccionales 
federales deben seguir para la resolución integral de las controversias, se 
debe considerar también lo dispuesto por el artículo 189 de la Ley de Amparo, 
que establece cómo se analizarán los conceptos de violación.

2a. XVIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7558/2018. Calefacción y Ventilación, S.A. de C.V. 13 de febrero 
de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta­
rio: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO DIRECTO PRINCIPAL. LA REGLA CONTENIDA EN EL ÚLTI­
MO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 182 DE LA LEY DE AMPARO LE ES 
APLICABLE. El precepto citado regula el amparo adhesivo y en su último 
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párrafo establece que el Tribunal Colegiado de Circuito, respetando la lógica 
y las reglas fundamentales que norman el procedimiento en el juicio de 
amparo, procurará resolver integralmente el asunto para evitar, en lo posible, 
la prolongación de la controversia. Así, esta regla no es exclusiva del amparo 
adhesivo, pues de una interpretación teleológica del artículo 182 de la Ley de 
Amparo se advierte que la finalidad del legislador con las reformas al juicio 
de amparo que dieron origen a esa disposición fue evitar, en la medida de lo 
posible, el regreso de los expedientes para reponer violaciones procesales o for­
males, por lo que derivado de su último párrafo, los Tribunales Colegiados de 
Circuito están obligados a procurar resolver integralmente todos los asuntos 
planteados; por tanto, dicha porción normativa es aplicable al juicio de ampa­
ro directo principal.

2a. XIX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7558/2018. Calefacción y Ventilación, S.A. de C.V. 13 de febrero 
de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta­
rio: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES PARA EXIGIR LA REINSTALA­
CIÓN O LA INDEMNIZACIÓN POR SUSPENSIÓN O DESPIDO IN­
JUSTIFICADO. EL ARTÍCULO 180, FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA 
LEY DEL TRABAJO DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO 
Y MUNICIPIOS DEL ESTADO DE MÉXICO QUE PREVÉ EL PLAZO 
RELATIVO, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
De acuerdo con el artículo señalado prescriben en un mes las acciones para 
exigir la reinstalación o la indemnización, cuando se demande la suspensión 
o el despido injustificado. En la exposición de motivos de la reforma median­
te la que se estableció dicho plazo se destacó, respecto a los procedimientos 
que se tramitan en el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, la necesi­
dad de garantizar la efectividad en la resolución de los procesos laborales, sin 
dejar de reconocer los derechos de los servidores públicos, pero cuidando las 
condiciones para que los recursos económicos asignados en los presupues­
tos estatales y municipales se apliquen primordialmente a la prestación de 
servicios públicos. En ese sentido, se advierte que la reforma del artículo 180, 
fracción I, inciso c), de la Ley del Trabajo de los Servidores Públicos del Estado 
y Municipios del Estado de México atiende a un fin constitucionalmente válido al 
estar dirigida al cumplimiento de las obligaciones de la entidad federativa y 
sus Municipios; asimismo, se trata de una medida necesaria y proporcional 
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para lograr reducir el monto de los salarios caídos que deban pagarse, así 
como para cuidar los recursos públicos asignados a la entidad federativa; de 
igual forma el plazo de un mes establecido por el legislador, en ejercicio de su 
libertad de configuración, es razonable para presentar una demanda laboral, 
dado que los trabajadores tienen acceso a asesoría jurídica gratuita, que la 
entidad federativa tiene comunicación terrestre adecuada y que existen ofi­
cinas en diversos puntos del Estado donde se pueden promover demandas 
laborales; por tanto, el precepto indicado no viola el derecho de acceso a la 
justicia, al permitir la defensa adecuada de los trabajadores.

2a. XX/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 4772/2014. Rosa María Hernández Colín. 4 de marzo de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. 
Secretario: Jaime Flores Cruz.

Amparo directo en revisión 5974/2014. Roxana Elizabeth González Guadarrama. 13 de 
mayo de 2015. Unanimidad de cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Amparo directo en revisión 132/2017. Claudia Durón Lara. 3 de mayo de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal Reyes.

Amparo directo en revisión 6909/2018. Edgar Antonio Morales Rojas. 13 de febrero de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó 
con reservas Javier Laynez Potisek. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponen­
te: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Gabriela Zambrano Morales.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. ALCANCE DEL PRIN­
CIPIO DE JUSTICIA COMPLETA RESPECTO AL CUMPLIMIENTO DE 
LAS SENTENCIAS. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en la jurisprudencia 2a./J. 192/2007, determinó que el derecho a la tu­
tela judicial efectiva consagra los siguientes principios: 1) de justicia pronta; 
2) de justicia completa; 3) de justicia imparcial; y 4) de justicia gratuita. Ahora, si 
el citado derecho está encaminado a asegurar que las autoridades encarga­
das de aplicarla lo hagan de manera pronta, completa, gratuita e imparcial, 
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es claro que las autoridades que se encuentran obligadas a la observancia de 
la totalidad de los derechos que la integran son todas aquellas que realizan 
actos materialmente jurisdiccionales, es decir, las que en su ámbito de compe­
tencia tienen la atribución necesaria para dirimir un conflicto suscitado entre 
diversos sujetos de derecho, independientemente de que se trate de órganos 
judiciales, o bien, solo materialmente jurisdiccionales. En ese contexto, es fac­
tible concluir que dentro del principio de justicia completa, se puede incardi­
nar el derecho a que las sentencias dictadas se ejecuten plena y cabalmente, 
ya que de otra manera no es posible entender que exista completitud en el 
fallo pronunciado si no se ejecuta y materializa en los hechos, tal y como 
lo determinó previamente el órgano jurisdiccional correspondiente.

2a. XXI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1047/2018. Transportes León-México, S.A. de C.V. 20 de febrero de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de 
criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Jorge Jiménez Jiménez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 192/2007 citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, 
página 209, con el rubro: "ACCESO A LA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA. EL ARTÍCULO 
17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS ESTA­
BLECE DIVERSOS PRINCIPIOS QUE INTEGRAN LA GARANTÍA INDIVIDUAL RELATI­
VA, A CUYA OBSERVANCIA ESTÁN OBLIGADAS LAS AUTORIDADES QUE REALIZAN 
ACTOS MATERIALMENTE JURISDICCIONALES."

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCU­
LO 58, FRACCIÓN II, INCISO D), DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO 
TRANSGREDE EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. 
Conforme a la porción normativa señalada, cuando el Tribunal Federal de Jus­
ticia Administrativa, a través de cualquiera de los órganos indicados, resuelva 
que existió exceso o defecto en el cumplimiento de una sentencia, dejará sin 
efectos la resolución que motivó la queja y concederá a la autoridad deman­
dada que pretendió cumplir con la sentencia el plazo de 20 días para que dé 
cumplimiento al fallo, señalándole la forma y el plazo conforme a los cuales 
deberá hacerlo. Ahora, no es necesario que exista en el texto mismo de ese 
precepto en la parte mencionada, sanción alguna para la autoridad deman­
dada de no cumplir con la resolución dictada en la queja en el plazo de 20 
días, pues no podría declararse la nulidad de la resolución con la que la auto­
ridad demandada pretende dar cumplimiento a una sentencia, porque no se 
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está ante una resolución administrativa autónoma, sino derivada de un proce­
so previo, donde el derecho a la tutela judicial efectiva debe ser pronto y com­
pleto, máxime que lo que se busca con el procedimiento establecido para el 
recurso de queja, es que materialmente se verifique en los hechos la determi­
nación jurisdiccional tomada con antelación. Así, lo importante es que la auto­
ridad demandada cumpla con la sentencia, y de no hacerlo dentro del plazo 
de 20 días, la sanción por su cumplimiento extemporáneo la establece el 
artículo 58, fracción I, inciso a), de la Ley Federal de Procedimiento Conten­
cioso Administrativo, y consiste en la aplicación de una multa de apremio que 
se fijará entre un monto mínimo de 300 y un máximo de 1000 veces el salario 
mínimo general vigente en el Distrito Federal, ahora Ciudad de México, to­
mando en cuenta las circunstancias de cada caso, requiriendo a la autoridad 
demandada para que cumpla la sentencia y apercibiéndola de que, de seguir 
renuente o rebelde, se le aplicarán nuevas multas, informándole, en su caso, 
a su superior jerárquico. Por lo anterior, es evidente que el artículo 58, frac­
ción II, inciso d), de la ley citada no transgrede el derecho a la tutela judicial 
efectiva reconocido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos.

2a. XXII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1047/2018. Transportes León-México, S.A. de C.V. 20 de febrero de 
2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reserva de 
criterio José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DECLARATORIA GENERAL DE INCONSTITUCIONALIDAD. LOS AR­
TÍCULOS 231, 232 Y 233 DE LA LEY DE AMPARO SON ACORDES 
CON LO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN II, SEGUNDO 
Y TERCER PÁRRAFOS, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. Conforme al principio de legislador 
racional y a la interpretación auténtica y funcional de los párrafos segundo y 
tercero de la fracción II del artículo 107 de la Constitución Política de los Es­
tados Unidos Mexicanos, existen dos procedimientos para la declaratoria 
general de inconstitucionalidad con requisitos distintos: el primero –conte­
nido en el segundo párrafo de esa fracción–, conforme al cual, cuando en los 
juicios de amparo indirecto en revisión se resuelva la inconstitucionalidad 
de una norma general no tributaria por segunda ocasión consecutiva, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación lo informará a la autoridad emisora 
correspondiente, está referido exclusivamente a las sentencias dictadas por 
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el órgano al cual corresponde la competencia originaria para resolver en de­
finitiva sobre temas de constitucionalidad de normas generales, es decir, 
únicamente a los amparos indirectos en revisión resueltos por las Salas o el 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por su parte, el segundo 
supuesto –previsto en el tercer párrafo de la mencionada fracción– se refiere 
al caso en que los órganos del Poder Judicial de la Federación (distintos del 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o de sus Salas) esta­
blezcan jurisprudencia por reiteración sobre la inconstitucionalidad de una 
norma general no tributaria, supuesto en el cual la propia Suprema Corte 
lo notificará a la autoridad emisora para que, en un plazo de 90 días natu­
rales, realice las adecuaciones legislativas o regulatorias correspondientes y 
necesarias para corregir el problema de constitucionalidad advertido; esto 
es, tal supuesto está referido a las sentencias emitidas por los Tribunales 
Colegiados de Circuito por ser los únicos órganos distintos de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación facultados para emitir jurisprudencia. Con base en 
lo anterior, es evidente que los artículos 231, 232 y 233 de la Ley de Amparo 
desarrollan el procedimiento aplicable para cada uno de estos supuestos 
previstos constitucionalmente en las porciones normativas precisadas, para 
lo cual se establecen mecanismos distintos en razón del órgano resolutor y la 
necesidad o no de la existencia de jurisprudencia, por lo que dichos preceptos 
legales son acordes con el texto constitucional, dado que el legislador ordi­
nario advirtió que en el proceso de reformas constitucionales en materia de 
amparo, el Poder Reformador de la Constitución distinguió entre dos supues­
tos y, a partir de esa diferenciación, estableció dos procedimientos diferentes 
(según el órgano de amparo emisor de la sentencia) pero encaminados al 
mismo fin, consistente en dar a conocer al órgano legislativo emisor sobre 
el inicio del procedimiento para declarar la inconstitucionalidad de una nor­
ma con efectos generales.

2a. XXIII/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 243/2017. Mercurios Espinoza del Ángel y otros. 3 de octubre 
de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier 
Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEGURIDAD SOCIAL. LAS NORMAS QUE CONDICIONAN EL ACCE­
SO A LAS PRESTACIONES EN ESTE ÁMBITO A QUE SE TRATE DE MA­
TRIMONIOS O CONCUBINATOS CONSTITUIDOS POR PERSONAS 



254 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

DE SEXOS DIFERENTES ENTRE SÍ, VIOLAN LOS DERECHOS A LA 
IGUALDAD, NO DISCRIMINACIÓN Y PROTECCIÓN A LA FAMILIA. 
Dado que el derecho a la seguridad social a favor del trabajador suele incluir 
en forma extensiva a los familiares de aquél, entre los cuales están los parien­
tes por afinidad que incluyen al cónyuge o concubino(a) del trabajador(a), 
entonces, en principio, para acceder a esas prestaciones basta demostrar la 
calidad de cónyuge o concubino(a) respecto del trabajador(a); sin embargo, si 
las normas respectivas condicionan el acceso a esos beneficios a fórmulas que 
impliquen la diferencia de sexo entre el trabajador(a) y su cónyuge o concu­
bino(a) –como ocurre al usar expresiones como "la cónyuge del trabajador", 
"el cónyuge de la trabajadora", "la concubina del trabajador" o "el concubino 
de la trabajadora"–, esas normas son violatorias de los derechos a la igualdad 
y no discriminación, a la familia y la seguridad social, en razón de estar cons­
truidas sobre estructuras gramaticales referidas a un modelo de familia ge­
nerado a partir de un concepto restringido (a pesar de que el artículo 4o. de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos contiene un con­
cepto amplio) y, por tanto, impedir el acceso a la seguridad social a las pare­
jas del mismo sexo, quienes gozan de los derechos a la seguridad social 
cuando constituyeron un matrimonio o concubinato.

2a. XXIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 710/2016. Myrna Teresita Hernández Oliva y otra. 30 de noviembre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretarios: Carlos Alberto Araiza 
Arreygue y Ron Snipeliski Nischli.

Amparo en revisión 750/2018. Teódulo Rojas Flores. 9 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RECLAMADO. NO SE ACTUALI­
ZA DICHA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
CUANDO ESTÁ PENDIENTE DE RESOLVERSE EL RECURSO DE RE­
VISIÓN Y, EN CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DICTADA POR 
EL JUEZ DE DISTRITO, LA AUTORIDAD RESPONSABLE VARÍA EL 
SENTIDO DEL ACTO DE APLICACIÓN. Es criterio de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación que el vicio de inconstitucionalidad atribuido a una 
norma no depende de la interpretación hecha en el acto de aplicación, sino 
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del contenido propio de la norma, lo que obliga a analizar los argumentos con­
tra el precepto específico, al margen de que el acto de aplicación reclamado 
sea o no modificado. En este contexto, cuando el quejoso acude al juicio de 
amparo para reclamar la inconstitucionalidad de una norma que le fue apli­
cada mediante un acto concreto y, mientras está pendiente de resolverse el 
recurso de revisión, la autoridad responsable emite un nuevo acto (en cum­
plimiento de la sentencia de amparo dictada por el a quo) en el que varía el 
sentido del acto de aplicación reclamado, no se actualiza la causa de impro­
cedencia prevista en el artículo 61, fracción XXI, de la Ley de Amparo, ya que 
si bien se modifica el sentido de ese acto, lo cierto es que ello se realiza es­
tando sub júdice el pronunciamiento de constitucionalidad contenido en la 
sentencia de amparo, lo cual impide dar cumplimiento a una sentencia que 
no ha adquirido firmeza.

2a. XXV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 750/2018. Teódulo Rojas Flores. 9 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO SOBRE NÓMINAS. LOS PAGOS O EROGACIONES EFEC­
TUADOS POR LA SECRETARÍA DE LA DEFENSA NACIONAL RES­
PECTO DE LOS INTEGRANTES DEL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA 
MEXICANOS, NO ENCUADRAN EN EL HECHO GENERADOR PRE­
VISTO EN LOS ARTÍCULOS 156 A 159 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
CIUDAD DE MÉXICO. En diversas ejecutorias, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha estimado que conforme al artículo 123, apartado B, fracción 
XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, existen cier­
tos grupos de servidores públicos (militares, marinos, personal del servicio 
exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las institu­
ciones policiales) con quienes se entabla una relación jurídica de carácter admi­
nistrativo, la cual es sui géneris y en la que el Estado no actúa con calidad de 
patrón (en términos del artículo 123, apartado A, de la Constitución Federal) o 
de patrón equiparado (como ocurre, por regla general, en términos del apartado 
B del citado precepto constitucional). Respecto del personal militar pertene­
ciente al Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, esta Suprema Corte ha indicado 
que esa institución está estructurada con base en la jerarquía y, por tanto, 
existe un deber de subordinación permanente, constante y continuo como una 
opción o forma de vida, a efecto de ejecutar las órdenes o instrucciones nece­
sarias para la consecución de los fines propios del ejército; situación que no 
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acontece en las relaciones laborales tradicionales en las cuales la subordina­
ción concluye al terminar la jornada laboral o la relación jurídica. Además, la 
función constitucionalmente encomendada al ejército es la defensa (interior 
y exterior) del Estado Mexicano y de sus instituciones, lo cual abarca a la Fe­
deración, a las entidades federativas y a los municipios, de tal suerte que el Ejér­
cito y la Fuerza Aérea Mexicanos prestan un servicio a la Nación, para lo cual 
no pueden ubicarse permanentemente en una sola región o jurisdicción de­
terminada, pues el ejercicio de las funciones asignadas implica su movilidad 
en todo el territorio nacional, por lo que no se le puede dar una connotación 
geográfica específica. Por su parte, tanto por la evolución histórica que han 
tenido los impuestos que recaen en los pagos efectuados con motivo de ero­
gaciones hechas al trabajo personal subordinado (comúnmente denomina­
dos "impuestos sobre nóminas"), como por el contenido y redacción propias 
de los artículos 156 a 159 del Código Fiscal de la Ciudad de México y 178 a 180 del 
abrogado Código Financiero del Distrito Federal, claramente el impuesto ahí 
previsto está encaminado a gravar únicamente las erogaciones o pagos 
hechos por un patrón o un patrón equiparado, pero sin que el tributo en comento 
recaiga sobre las erogaciones efectuadas con motivo de otro tipo de relaciones 
diferentes de las propiamente laborales o de las laborales por equiparación 
(como serían las de carácter administrativo); por ende, los pagos o erogacio­
nes efectuados por la Secretaría de la Defensa Nacional respecto de los inte­
grantes del Ejército y de la Fuerza Aérea Mexicanos no encuadran en el hecho 
generador de ese impuesto, sin que ello resulte aplicable al personal ajeno a 
las fuerzas militares y respecto de quienes exista una relación laboral, ya sea 
como patrón o como patrón por equiparación.

2a. XXVI/2019 (10a.)

Amparo directo 20/2018. Secretaría de la Defensa Nacional. 7 de noviembre de 2018. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausen­
te: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto 
Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMBARGO PRECAUTORIO. AUNQUE SE TRATA DE UNA MEDIDA 
PRECAUTORIA, NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS Y REQUI­
SITOS EXIGIDOS PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO. Las medidas precautorias son providencias soli­
citadas por una de las partes al Juez, ya sea antes o durante el juicio, para evitar 
cambios que perjudiquen la acción ejercida; por ende, su finalidad es mante­
ner una situación jurídica determinada, además de servir en algunos casos 
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como garantía. Las modalidades en que estas medidas pueden manifestarse 
son diversas, pues ello depende tanto del tipo del procedimiento de que se trate 
(aspecto objetivo) como de la finalidad pretendida mediante la propia medi­
da (aspecto subjetivo). Ahora bien, el embargo precautorio o su ampliación 
ordenado en términos de los artículos 384 y 389 del Código Federal de Pro­
cedimientos Civiles, constituye una medida precautoria dictada con motivo 
de juicios en los que se resuelven aspectos de mera legalidad –en los cuales 
las partes comparecen en una situación equiparable entre sí y, por tanto, en 
un plano de igualdad– cuya finalidad es evitar que el demandado en un juicio 
dilapide, oculte, simule o haga desaparecer los bienes y derechos que tiene a 
su favor para evitar la ejecución de una sentencia condenatoria. Por su parte, 
la suspensión en el juicio de amparo también es una medida precautoria o 
cautelar, pero derivada de un juicio de naturaleza constitucional y en el cual las 
partes no acuden en un plano de igualdad, sino dentro de una relación de supra 
a subordinación, cuya finalidad es evitar que el juicio de amparo quede sin 
materia ante la ejecución de los actos reclamados, o bien, que se materialice 
una afectación de difícil o imposible reparación para el quejoso. A partir de lo 
anterior se concluye que ambas medidas están referidas a juicios de natura­
leza jurídica distinta y que su finalidad en uno y otro casos también es diferen­
te, por lo que los requisitos y principios aplicables para el otorgamiento de la 
suspensión en el juicio de amparo (como el estudio de la apariencia del buen 
derecho y el peligro en la demora) no son exigibles para ordenar la constitu­
ción del embargo o su ampliación.

2a. XXVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 879/2018. Laboratorios Cryopharma, S.A. de C.V. 13 de febrero de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ausen­
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos 
Alberto Araiza Arreygue.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de abril de 2019 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TURISMO. EL ARTÍCULO 4, FRACCIÓN XII, DE LA LEY GENERAL 
RELATIVA, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY. El pre­
cepto citado, al prever la atribución del Poder Ejecutivo Federal, que se ejerce­
rá a través de la Secretaría de Turismo, de establecer la regulación para la 
clasificación de establecimientos hoteleros y de hospedaje, de cumplimiento 
obligatorio en toda la República, no viola el principio de reserva de ley, 
porque si bien habilita a dicha Secretaría para regular aquellos aspectos téc­
nicos y operativos vinculados con la clasificación de establecimientos hotele­
ros y de hospedaje, esa atribución no es irrestricta o ilimitada, en la medida en 
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que en la propia ley se encuentran las bases y los parámetros generales que 
permiten a la autoridad administrativa pormenorizar y desarrollar técnica­
mente aquellos aspectos o fenómenos sociales que ameritan ser normados. 
Lo anterior es así, pues de una interpretación sistemática de los artículos 4, 
fracción XII y 2, fracciones IX, X, XI y XIV, de la Ley General de Turismo, se 
advierte que el ejercicio de esa atribución debe ser acorde con los objetivos 
de la ley, es decir, cuando menos debe permitir la optimización de la calidad y 
competitividad de los servicios turísticos; impulsar la modernización de la 
actividad turística; fomentar la inversión pública, privada y social en la indus­
tria turística; y establecer las bases para la orientación y asistencia a los turistas 
nacionales y extranjeros

2a. XXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 343/2018. Mocambo, S.A. de C.V. 23 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó con 
reserva de criterio José Fernando Franco González Salas y se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2019 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TURISMO. LOS ARTÍCULOS 57, FRACCIÓN IV Y 58, FRACCIÓN X, DE 
LA LEY GENERAL RELATIVA, NO VIOLAN EL DERECHO A LA SEGU­
RIDAD JURÍDICA. De los artículos citados no se advierte la existencia de 
alguna antinomia que actualice la violación al derecho a la seguridad jurí­
dica; antes bien, de su lectura sistemática se advierte que se complementan, 
pues mientras el primero es categórico al señalar que los prestadores de 
servicios turísticos tendrán derecho a obtener la clasificación que se otor­
gue en términos de la Ley General de Turismo, el segundo condiciona ese 
derecho al cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley, lo cual genera 
certeza en los destinatarios de las normas, pues para gozar de los benefi­
cios generados por el hecho de que algún establecimiento hotelero cuente con 
la clasificación prevista para tal efecto, primero deben cumplirse los requi­
sitos necesarios. Por otra parte, si bien dichos preceptos hacen alusión en 
forma genérica a los derechos y las obligaciones de todos los prestadores 
de servicios turísticos, mientras el artículo 4, fracción XII, del ordenamiento 
aludido únicamente se refiere a los establecimientos hoteleros y de hospe­
daje, lo cierto es que esa circunstancia no genera inseguridad jurídica porque 
los artículos 57, fracción IV y 58, fracción X, indicados, deben entenderse en el 
contexto en el cual se encuentran, es decir, referidos para el sistema de clasi­
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ficación hotelera, del cual únicamente participan los establecimientos hote­
leros y de hospedaje.

2a. XXIX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 343/2018. Mocambo, S.A. de C.V. 23 de enero de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek; votó con 
reserva de criterio José Fernando Franco González Salas y se apartó de algunas 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
tario: Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de mayo de 2019 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJO DEL HOGAR. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN II, DE LA LEY 
DEL SEGURO SOCIAL ES INCONSTITUCIONAL AL EXCLUIR A LOS 
TRABAJADORES DOMÉSTICOS DE SER SUJETOS DE ASEGU­
RAMIENTO AL RÉGIMEN OBLIGATORIO, DEBIDO A QUE VIOLA EL 
DERECHO HUMANO A LA SEGURIDAD SOCIAL EN IGUALDAD DE 
CONDICIONES. Conforme al artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, así como al Pacto Internacional de Derechos Eco­
nómicos Sociales y Culturales, el Estado mexicano está obligado a garantizar el 
derecho de toda persona a la seguridad social, para lo cual podrá implementar 
regímenes de seguridad social diferenciados que atiendan las circunstancias 
y necesidades de los distintos sectores de la población. Ahora bien, de acuerdo 
con el artículo 13, fracción II, de la Ley del Seguro Social podrán voluntariamente 
ser sujetos de aseguramiento al régimen obligatorio los trabajadores domésti­
cos, los cuales a su vez están regulados en la Ley Federal del Trabajo como parte 
de los trabajos especiales. Así, del análisis del citado contexto normativo, se 
concluye que la exclusión de los trabajadores del hogar, respecto al régimen 
obligatorio de seguridad social no encuentra justificación constitucional alguna, 
pues no atiende a una diferenciación objetiva y razonable. De esa forma, el 
hecho de que se trate de un trabajo especial no implica que deba privárseles 
de una adecuada cobertura de seguridad social, ya que mediante el régimen 
voluntario su afiliación queda sujeta a la voluntad de la parte empleadora lo 
que no garantiza el derecho a la igualdad en el disfrute de una protección sufi­
ciente contra los riesgos e imprevisiones sociales, generando como conse­
cuencia un trato discriminatorio en su contra. Máxime si se toma en cuenta que 
la extensión de la seguridad social al trabajador del hogar es una meta digna 
y un componente necesario en las estrategias destinadas a la lucha contra la 
pobreza y la exclusión social, las cuales se ven obstaculizadas o limitadas por 
el establecimiento de un régimen voluntario.

2a. XXX/2019 (10a.)
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Amparo directo 9/2018. María Rosario Garduño Gómez. 5 de diciembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TRABAJO DEL HOGAR. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN II, DE LA LEY 
DEL SEGURO SOCIAL, CONTIENE UNA FORMA DE DISCRIMINACIÓN 
INDIRECTA POR CUESTIÓN DE GÉNERO. Si bien el precepto citado, al 
excluir a las personas trabajadoras del hogar del régimen obligatorio del 
seguro social, fue formulado por el legislador federal en "términos neutrales" 
–sin hacer referencia a hombres o mujeres–, lo cierto es que fácticamente 
conlleva una asimetría jurídica que afecta preponderante y desproporcional­
mente a uno de los grupos o categorías a que se refiere la cláusula de no 
discriminación contenida en el artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, a saber, "el género". En efecto, las políticas y los pro­
gramas que son neutros desde el punto de vista del género pueden, sin proponér­
selo, perpetuar las consecuencias de la discriminación, al elaborarse tomando 
como ejemplo y de manera inadvertida expectativas, actitudes y comportamien­
tos estereotípicos hacia la mujer basados en las diferencias biológicas. También 
pueden deberse a la subordinación generalizada de la mujer al hombre. En ese 
sentido, ningún Tribunal Constitucional puede pasar inadvertido que la dife­
renciación de trato y, por ende, la afectación que genera el que la labor del 
hogar se encuentre excluida del régimen obligatorio del seguro social, perju­
dica de manera desproporcionada al género femenino, de ahí que el artículo 13, 
fracción II, de la Ley del Seguro Social genera efectos que tienen un impacto 
negativo que afecta preponderantemente a las mujeres trabajadoras y, por 
ende, contiene una forma de discriminación indirecta contra la mujer.

2a. XXXI/2019 (10a.)

Amparo directo 9/2018. María Rosario Garduño Gómez. 5 de diciembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DISCRIMINACIÓN INDIRECTA. LOS DATOS ESTADÍSTICOS PUEDEN 
SER SIGNIFICATIVOS Y FIABLES PARA ACREDITAR ESTE TIPO DE 
TRATO CONTRA LA MUJER. La discriminación de trato, ya sea respecto 
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de normas o actos, puede acontecer tanto de manera directa como indirecta. 
Así, la "discriminación directa" se produce cuando, en una situación análoga, 
las personas reciben un trato menos favorable que otras debido a su condición 
personal diferente por alguna causa relacionada con un motivo prohibido. 
Por ejemplo, cuando el trato diferente se encuentra fundado expresamente 
en cuestiones de género, se entiende que se está frente a una discriminación 
directa. En cambio, la discriminación indirecta significa que las leyes, las polí­
ticas o las prácticas públicas o privadas son neutras en apariencia, pero per­
judican de manera desproporcionada a un determinado grupo o clase de 
personas. Así, puede existir discriminación indirecta contra la mujer cuando 
las leyes, las políticas y los programas se basan en criterios que aparente­
mente son neutros desde el punto de vista del género pero que, de hecho, 
repercuten negativamente en la mujer. En ese sentido, la discriminación indirec­
ta contra la mujer tiene lugar cuando una ley, una política, un programa o una 
práctica "parece ser neutra por cuanto se refiere tanto a los hombres como a 
las mujeres, pero en la práctica tiene un efecto discriminatorio contra la mujer". 
Por tanto, en la determinación del impacto discriminatorio de las leyes, actos 
o políticas públicas, este Tribunal Constitucional considera que la utilización de 
datos estadísticos puede ser significativa y fiable para acreditar un tipo de dis­
criminación indirecta, en tanto que, precisamente, con tal acervo puede 
advertirse la existencia de una afectación generalizada o desproporcional 
contra las mujeres, con motivo de un determinado acto de autoridad, política 
o norma, pese a que éstas se hayan formulado de manera “neutral”, desde el 
punto de vista del género.

2a. XXXII/2019 (10a.)

Amparo directo 9/2018. María Rosario Garduño Gómez. 5 de diciembre de 2018. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; 
votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Votó con reserva de criterio respecto a la tesis José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz 
Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FACULTAD DE ATRACCIÓN. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN NO DEBE EJERCERLA PARA CONOCER DE CONTRA­
DICCIONES DE TESIS ENTRE LAS SUSTENTADAS POR TRIBUNA­
LES COLEGIADOS DEL MISMO CIRCUITO. La reforma a la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la 
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Federación el 6 de junio de 2011 tuvo como propósitos, entre otros, el fortale­
cimiento de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como su máximo intér­
prete; para lograr este objetivo, el legislador propuso consolidar a los Tribunales 
Colegiados de Circuito como conformadores efectivos de los criterios de inter­
pretación de legalidad a través de la creación de los Plenos de Circuito, los 
cuales serían los encargados de resolver las contradicciones de tesis, entre 
las sustentadas por Tribunales Colegiados pertenecientes a un mismo Circuito, 
al conocer de manera más cercana la problemática en su ámbito de decisión. 
Esta finalidad se reflejó en los artículos 107, fracción XIII, constitucional y 226, 
fracción III, de la Ley de Amparo, al establecer que cuando los Tribunales Cole­
giados de un mismo Circuito sustenten tesis contradictorias en los juicios 
de amparo de su competencia, la contradicción se denunciará ante el Pleno de 
Circuito correspondiente, a fin de fijar el criterio a prevalecer como jurispru­
dencia. Por tanto, de acuerdo con la Constitución Federal, los Plenos de Circuito 
tienen la competencia originaria y exclusiva para resolver las contradicciones 
de tesis, entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados de una misma 
especialización y de un mismo Circuito y, en consecuencia, la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación no debe ejercer su facultad de atracción, respecto de 
esos asuntos.

2a. XXXIII/2019 (10a.)

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 183/2018. Pleno en Materia Administra­
tiva del Tercer Circuito. 13 de junio de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre­
taria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 478/2018. Pleno en Materia Administra­
tiva del Tercer Circuito. 3 de octubre de 2018. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 32/2019. Pleno en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. 3 de abril de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esqui­
vel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal 
Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de mayo de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. BLOQUEAR O 
NO PERMITIR EL ACCESO A UN USUARIO A LAS CUENTAS EN LAS 
QUE COMPARTEN INFORMACIÓN RELATIVA A SU GESTIÓN GU­
BERNAMENTAL SIN CAUSA JUSTIFICADA, ATENTA CONTRA LOS 
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DERECHOS DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DE ACCESO A LA IN­
FORMACIÓN DE LA CIUDADANÍA. Las redes sociales se han convertido 
en una fuente de información para las personas y un espacio donde la discu­
sión pública se desarrolla diariamente. En este entendido, muchas institucio­
nes gubernamentales y servidores públicos disponen de cuentas en redes 
sociales, en las que aprovechan sus niveles de expansión y exposición para 
establecer un nuevo canal de comunicación con la sociedad. Es así como las 
cuentas de redes sociales utilizadas por los servidores públicos para compar­
tir información relacionada con su gestión gubernamental adquieren notorie­
dad pública y se convierten en relevantes para el interés general. En estos 
casos, el derecho de acceso a la información (reconocido por el artículo 6o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos) debe prevalecer 
sobre el derecho a la privacidad de los servidores públicos (establecido en los 
artículos 6o., párrafo primero, 7o., párrafo segundo y 16, párrafo primero, cons­
titucionales), que voluntariamente decidieron colocarse bajo un nivel mayor 
de escrutinio social. En consecuencia, los contenidos compartidos a través de 
las redes sociales gozan de una presunción de publicidad, y bajo el principio 
de máxima publicidad previsto en el artículo 6o., apartado A, fracción I, de la 
Constitución Federal, deben ser accesibles para cualquier persona, razón por 
la cual bloquear o no permitir el acceso a un usuario sin una causa justificada, 
atenta contra los derechos de libertad de expresión y de acceso a la informa­
ción de la ciudadanía.

2a. XXXIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cua­
tro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernan­
do Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concu­
rrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PROTEC­
CIÓN CONSTITUCIONAL DE SUS CUENTAS PERSONALES NO PUEDE 
OBEDECER A SU CONFIGURACIÓN DE PRIVACIDAD. Los servidores 
públicos ostentan un grado mayor de notoriedad e importancia en la socie­
dad, pues sus actividades son de relevancia para la ciudadanía por el tipo de 
labores desempeñadas en el ejercicio de su gestión, así como por el uso de los 
recursos públicos manejados en beneficio de la comunidad. Bajo estas pre­
misas, se justifica que el espectro de protección de su derecho a la intimidad 
reconocido por los artículos 6o., párrafo primero, 7o., párrafo segundo y 16, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
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se vea disminuido. En el caso de sus cuentas personales de redes sociales, 
éstas adquieren la misma relevancia pública que sus titulares, particularmen­
te si a través de ellas comparten información o manifestaciones relativas a su 
gestión gubernamental, cuestiones que siempre serán objeto del interés ge­
neral protegidas por el artículo 6o. de la Constitución Federal. En consecuencia, 
la privacidad de sus cuentas personales de redes sociales no puede depender 
únicamente de la configuración abierta o cerrada que se elija, sino que debe 
obedecer al tipo de información publicada a través de éstas. Por tal motivo, en 
caso de controversia se deberán analizar los contenidos difundidos, así como 
su relevancia para el interés general y la discusión pública de los asuntos 
para poder determinar el nivel de protección constitucional que merecen.

2a. XXXV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cua­
tro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernan­
do Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concu­
rrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU PREVALENCIA CUANDO ENTRA 
EN CONFLICTO CON EL DERECHO A LA PRIVACIDAD. El artículo 
6o., apartado A, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos establece que el Estado debe actuar con base en el principio de 
máxima publicidad de la información en posesión de cualquier autoridad; sin 
embargo, este derecho a la información no es absoluto, pues también se debe 
proteger y garantizar el derecho a la privacidad de cualquier persona de acuer­
do con la fracción II de esos mismos apartado y precepto, en relación con el 
artículo 16 constitucional. No obstante lo anterior, cuando estos dos derechos 
entran en conflicto, para determinar cuál de ellos prevalece, la autoridad de­
berá considerar las actividades o actuaciones que los sujetos involucrados 
en esa contraposición realizan, así como la relevancia pública o de interés 
general que la información en cuestión tenga para la sociedad. Al respecto, 
es importante precisar que el ejercicio de los derechos establecidos en la Cons­
titución Federal y en los tratados internacionales se aplica tanto en el mundo 
real como en el digital, sin que se manifieste un cambio en la naturaleza o una 
disminución de estos derechos. Por tal motivo, su interpretación y los pará­
metros de protección rigen de igual forma sin importar dónde se ejerzan.

2a. XXXVI/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fer­
nando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto 
concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SERVIDORES PÚBLICOS. TIENEN UN DERECHO A LA PRIVACI­
DAD MENOS EXTENSO QUE EL DEL RESTO DE LA SOCIEDAD EN 
RELACIÓN CON LAS ACTIVIDADES VINCULADAS CON SU FUN­
CIÓN. Las autoridades están obligadas a garantizar el derecho a la privaci­
dad de todas las personas de conformidad con los artículos 6o., apartado A, 
fracción II y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
sin embargo, ese derecho no es absoluto, por lo que en algunos casos puede ser 
limitado siempre que la restricción cumpla con ciertos requisitos, tales como 
que: a) esté prevista en la ley; b) persiga un fin legítimo; y c) sea idónea, nece­
saria y proporcional. En el caso específico de los servidores públicos, sus 
labores, manifestaciones o expresiones, funciones e incluso aspectos de 
su vida privada que pudieran estar vinculados con el desempeño de su en­
cargo están sujetas a un mayor escrutinio social, pues esa información es de 
interés para la comunidad por el tipo de tareas desempeñadas en el ejerci­
cio de su gestión, así como por el uso de los recursos públicos manejados 
en beneficio de la comunidad. En consecuencia, el derecho a la privacidad de 
los servidores públicos es menos extenso que el del resto de la sociedad cuando 
se trate de aspectos relacionados con su actividad desempeñada como 
funcionarios.

2a. XXXVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fer­
nando Franco González Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto 
concurrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y DERECHO DE ACCESO A LA INFORMA­
CIÓN EN REDES SOCIALES. NO PROTEGEN EL COMPORTAMIENTO 
ABUSIVO DE LOS USUARIOS. La libertad de expresión y el derecho de 
acceso a la información, reconocidos por el artículo 6o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, se han potencializado gracias a las 
oportunidades de fácil acceso, expansión e inmediatez que el internet y las redes 
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sociales brindan. No obstante, debe reconocerse también la posible comisión 
de abusos dentro de esos medios virtuales que se ven agravados por las mis­
mas razones. Por tanto, las interacciones dentro de la comunidad digital no 
pueden ser ajenas a los límites y estándares de protección de los derechos 
fundamentales. En el caso de las redes sociales, existe la posibilidad de en­
contrar comportamientos abusivos derivados de su propia naturaleza, como 
son la comunicación bilateral y el intercambio de mensajes, opiniones y pu­
blicaciones entre los usuarios, razón por la cual el receptor de estos contenidos 
puede estar expuesto a amenazas, injurias, calumnias, coacciones o incita­
ciones a la violencia, que pueden ir dirigidas tanto al titular de la cuenta como 
a otros usuarios que interactúen en ella; en consecuencia, es posible que los 
comportamientos abusivos puedan ocasionar una medida de restricción o 
bloqueo justificada, pero para que ésta sea válida será necesario que dichas 
expresiones o conductas se encuentren excluidas de protección constitucio­
nal en términos del artículo 6o. mencionado y de los criterios jurispruden­
ciales emitidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación que rigen en la 
materia. Sin embargo, debe dejarse claro que las expresiones críticas, seve­
ras, provocativas, chocantes, que puedan llegar a ser indecentes, escanda­
losas, perturbadoras, inquietantes o causar algún tipo de molestia, disgusto 
u ofensa no deben ser consideradas un comportamiento abusivo por parte de 
los usuarios de la red.

2a. XXXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1005/2018. Miguel Ángel León Carmona. 20 de marzo de 2019. Cua­
tro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernan­
do Franco González Salas y Javier Laynez Potisek; votó con reservas José Fernando 
Franco González Salas; Javier Laynez Potisek manifestó que formulará voto concu­
rrente. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de junio de 2019 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AMPARO EN REVISIÓN. PARA DETERMINAR SU PROCEDENCIA 
ANTE LA AUSENCIA DE AGRAVIOS, DEBE CONSIDERARSE LA PRE­
SENTACIÓN DEL ESCRITO COMPLEMENTARIO, SIEMPRE QUE 
ÉSTE AÚN SE ENCUENTRE EN TIEMPO PARA LA PROMOCIÓN DEL 
RECURSO. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
a través del criterio jurisprudencial 2a./J. 86/2019 (10a.) ha establecido que, 
salvo los casos de excepción señalados en el penúltimo párrafo del artículo 
79 de la Ley de Amparo, por regla general, en materia de estricto derecho la 
expresión de agravios sí constituye un requisito formal que condiciona la pro­
cedencia del recurso de revisión. Así las cosas, para efectos de la proceden­
cia de dicho medio de defensa, en el supuesto de que la parte recurrente 
en un primer escrito interponga el recurso de revisión y posteriormente pre­
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sente un segundo documento en el que formule los agravios omitidos en el 
primero, debe considerarse este último siempre y cuando se encuentre aún 
en tiempo para la promoción del recurso.

2a. XXXIX/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 463/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo en Materia Penal del Primer Circuito, el actual Segundo en Materias Admi­
nistrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, el actual Primero en Materia de Trabajo 
del Cuarto Circuito y el actual Segundo en Materia Civil del Cuarto Circuito. 15 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

La tesis de jurisprudencia 2a./J. 86/2019 (10a.) citada en esta tesis, aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 68, Tomo II, 
julio de 2019, página 833. 

La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 463/2018, apa­
rece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de julio de 2019 
a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 68, Tomo II, julio de 2019, página 809.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA ACUERDOS DEL PRESI­
DENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. SU 
PRESENTACIÓN ANTE ÓRGANOS JURISDICCIONALES QUE CO­
NOCIERON EN PREVIA INSTANCIA, INTERRUMPE EL PLAZO PARA 
SU INTERPOSICIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
33/2016 (10a.)]. De conformidad con la interpretación al Acuerdo General 
Número 12/2014 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 
originó la jurisprudencia 2a./J. 82/2018 (10a.), se definió que la finalidad de 
esa normativa es generar una herramienta favorable para los justiciables a 
efecto de que los medios de defensa de la competencia de este Alto Tribunal 
que por error se presenten ante autoridad jurisdiccional distinta, sean remi­
tidos dentro del día siguiente a aquel en que se recibieron mediante el uso del 
Módulo de Intercomunicación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
(MINTERSCJN), para evitar su extemporaneidad y así salvaguardar el acceso 
a la tutela judicial efectiva. En concordancia con ello, la interpretación del 
artículo 104 de la Ley de Amparo conforme a ese derecho humano reconoci­
do por el precepto 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi­
canos, arroja que como en ninguno de sus párrafos establece la obligación 
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de interponerlo directamente ante esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, entonces el presupuesto de presentación ante la autoridad emisora 
del acuerdo reclamado no resulta aplicable de manera particular a este 
medio de impugnación, y así se favorece en una forma más amplia a los justi­
ciables en su derecho de acceso a la tutela judicial, quienes podrán presen­
tarlo ante los órganos jurisdiccionales que conocieron en previa instancia, 
siempre y cuando lo hagan dentro del plazo de 3 días que establece el artículo 
104 de la Ley de Amparo, pues de no entenderlo así se impone una restricción 
no prevista en la norma reglamentaria y que pondría de manifiesto una limita­
ción regresiva.

2a. XL/2019 (10a.)

Recurso de reclamación 240/2019. Herminio Somohano Rincón. 30 de abril de 2019. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Recurso de reclamación 279/2019. Instituto Mexicano del Seguro Social. 30 de abril de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fer­
nando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponen­
te: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 en el Semanario Judicial de la 
Federación, y en virtud de que abandona el criterio sostenido por la propia Sala en 
la diversa 2a./J. 33/2016 (10a.), de título y subtítulo: “RECURSO DE RECLAMACIÓN. 
SU PRESENTACIÓN ANTE UN ÓRGANO JURISDICCIONAL DISTINTO AL QUE PER­
TENECE EL PRESIDENTE QUE DICTÓ EL ACUERDO DE TRÁMITE IMPUGNADO, NO 
INTERRUMPE EL PLAZO LEGAL PARA ELLO.”, publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 28, Tomo II, marzo de 2016, 
página 1080, esta última dejo de considerarse de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 24 de junio de 2019.

El Acuerdo General Número 12/2014 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación y la tesis de jurisprudencia 2a./J. 82/2018 (10a.), citados en esta tesis, apare­
cen publicados en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libros 6, Tomo III, mayo de 2014, página 2372; y 57, Tomo I, agosto de 2018, página 
1046 y en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de agosto de 2018 a las 
10:18 horas, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. EL ARTÍCULO 985 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO, QUE PREVÉ EL PLAZO DE 3 DÍAS PARA 
GARANTIZAR EL INTERÉS DE LOS TRABAJADORES ANTE LA 
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POSIBLE SUSPENSIÓN DE AQUÉL, NO VIOLA EL DERECHO FUN­
DAMENTAL A LA SEGURIDAD JURÍDICA. De una interpretación armónica 
de las disposiciones que regulan el reparto adicional de utilidades en favor de 
los trabajadores, se concluye que el plazo de 3 días previsto en el artículo 985 
de la Ley Federal del Trabajo para solicitar su suspensión ante la Junta laboral 
a efecto de garantizar el interés de aquéllos, se encuentra íntimamente vincu­
lado con los artículos 117, fracción I, inciso d); 121, primer párrafo; y 125, primer 
párrafo, del Código Fiscal de la Federación, para la impugnación de la resolu­
ción que emita la autoridad hacendaria cuando ésta aumente la utilidad gra­
vable del patrón, toda vez que el plazo de 3 días previsto en la legislación 
laboral corre a partir de aquel en que haya presentado la impugnación fiscal 
correspondiente. En ese sentido, el patrón cuenta, por un lado, con el recurso 
de revocación, el cual deberá interponer dentro de los 30 días siguientes a aquel 
en que haya surtido efectos su notificación y, por otro, también tiene a su al­
cance la posibilidad de promover juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, dentro de los 45 días posteriores a que surta efectos 
la notificación respectiva. Atento a ello, el empleador interesado en suspen­
der el reparto adicional de utilidades cuenta con tiempo suficiente para deci­
dir, en su caso, el medio de impugnación que interpondrá (revocación) o el 
que promoverá (juicio de nulidad) para cuestionar en sede administrativa o 
contenciosa la resolución fiscal que determina ese reparto adicional, así como 
para preparar todo lo necesario para la procedencia de su pretensión, lo cual 
incluye inclusive obtener una póliza de fianza con la que pueda garantizar la 
suspensión del reparto adicional en la vía laboral. En esos términos, el hecho 
de que el patrón demore la interposición del recurso de revocación o la pro­
moción del juicio de nulidad hasta los últimos momentos previstos para ello, 
reduciendo por lógica consecuencia el lapso para tramitar la fianza que se 
exige en el ámbito laboral para suspender el reparto adicional de utilidades, 
se trata de una situación particular del solicitante de la suspensión que no 
vicia de inconstitucionalidad el contenido de la norma, ya que pueden existir 
muchos otros supuestos en lo que el empleador diligentemente prepare su 
defensa y genere a su favor un plazo holgado –mayor de 3 días– para obtener 
la póliza respectiva con el fin indicado. De esta forma, el numeral 985 de la 
Ley Federal del Trabajo no viola el derecho fundamental a la seguridad jurídi­
ca, al resultar suficiente el plazo de 3 días previsto para garantizar el interés 
de los trabajadores ante un reparto adicional de utilidades, pues ese lapso 
está precedido de otros de mayor amplitud dentro de los cuales el patrón in­
teresado se encuentra en condiciones de tramitar una garantía para obtener 
la suspensión del reparto adicional.

2a. XLI/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 351/2018. Exportadora de Sal, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REPARTO ADICIONAL DE UTILIDADES. ES PROCEDENTE EL JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO EN CONTRA DEL DESECHAMIENTO 
DE PLANO QUE DECRETE LA JUNTA LABORAL, ANTE LA FALTA DE 
CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA PARA LA 
POSIBLE SUSPENSIÓN DE AQUÉL. El artículo 986 de la Ley Federal del 
Trabajo establece que la Junta de Conciliación y Arbitraje que reciba el escri­
to del patrón en el que solicite la suspensión del reparto adicional de utilida­
des, deberá examinar si reúne los requisitos exigidos por el diverso 985 de esa 
misma ley –consistentes en: 1. La garantía que otorgue en favor de los traba­
jadores sea por: a) La cantidad adicional a repartir a los trabajadores; y b) Los 
intereses legales computados por un año; 2. Copia de la resolución dictada 
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; y 3. El nombre y domicilio 
de los representantes de los trabajadores sindicalizados, no sindicalizados 
y de confianza–, en cuyo caso inmediatamente correrá traslado a los repre­
sentantes de los trabajadores, para que dentro de 3 días manifiesten lo que a 
su derecho convenga, transcurrido el plazo acordará lo conducente; asimis­
mo, determina que si la solicitud del patrón no reúne los requisitos legales, la 
Junta la desechará de plano. Ahora, si bien el referido numeral 986 de la citada 
legislación laboral no prevé un recurso ordinario en contra del desechamien­
to de plano por parte de la Junta laboral ante la falta de los requisitos de 
procedencia previstos en el diverso 985, ello no produce una violación al prin­
cipio de seguridad jurídica, ya que precisamente esa circunstancia habilita la 
procedencia del juicio de amparo en su vía indirecta, acorde con lo previsto 
por el artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo.

2a. XLII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 351/2018. Exportadora de Sal, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de agosto de 2019 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL CUMPLIMIENTO DE UNA EJE­
CUTORIA DE AMPARO. CORRESPONDE AL ÓRGANO JURISDICCIO­
NAL QUE RESOLVIÓ EL JUICIO DE AMPARO O EL RECURSO DE 
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REVISIÓN RELACIONADO CON AQUÉL, AUN CUANDO HAYA CAM­
BIADO SU DENOMINACIÓN O SU COMPETENCIA POR MATERIA. 
Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya se ha 
pronunciado en el sentido de que tratándose de cuestiones relacionadas con 
el cumplimiento de las ejecutorias de amparo, la competencia debe recaer en el 
órgano jurisdiccional que haya resuelto el juicio de amparo o el recurso de 
revisión relacionado con aquél. Lo anterior, porque en las cuestiones relativas 
al cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo, resulta necesario no 
sólo hacer un análisis de las cuestiones efectivamente planteadas, sino de la 
ejecutoria a través de la cual se resolvió lo conducente, con el objeto de que 
no existan resoluciones contradictorias, además, porque el cumplimiento de 
éstas es una cuestión de orden público cuyo estudio debe efectuarse de ofi­
cio, por ello resulta indispensable que el órgano que haya resuelto el juicio de 
amparo o que haya conocido de la revisión respectiva sea también el que se pro­
nuncie en cuanto a los recursos e incidentes relacionados con el cumplimiento 
de las sentencias, con lo que se genera mayor celeridad en su ejecución, inde­
pendientemente de que por acuerdo del Consejo de la Judicatura Federal haya 
cambiado su denominación o su competencia por materia.

2a. XLIII/2019 (10a.)

Conflicto competencial 356/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa y el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
(actual denominación), ambos del Décimo Octavo Circuito. 28 de febrero de 2018. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Montserrat Torres Contreras.

Conflicto competencial 402/2017. Suscitado entre el Tribunal Colegiado en Materia Admi­
nistrativa y el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, ambos del Vigésimo Circuito. 
14 de marzo de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Eduardo Medina Mora I; votó con reserva Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado.

Conflicto competencial 133/2018. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Mate­
ria de Trabajo y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa, 
ambos del Décimo Octavo Circuito. 16 de mayo de 2018. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I.; 
en su ausencia hizo suyo el asunto Javier Laynez Potisek. Secretario: Juvenal Carbajal 
Díaz.

Conflicto competencial 5/2018. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa, 
ambos del Décimo Octavo Circuito. 22 de marzo de 2018. Cinco votos de los Minis­
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tros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de agosto de 2019 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUCESIÓN EN MATERIA AGRARIA. LA CONSTITUCIÓN DEL PATRI­
MONIO DE FAMILIA NO IMPLICA IMPOSIBILIDAD PARA EL EJIDA­
TARIO DE DESIGNAR A QUIEN DEBA SUCEDERLE. Del último párrafo 
de la fracción XVII del artículo 27 de la Constitución Federal, en relación con 
los preceptos 2o. de la Ley Agraria y 723 a 746 del Código Civil Federal, se 
obtiene que son objeto del patrimonio de familia la casa habitación de la fa­
milia y en algunos casos, una parcela cultivable, los cuales son inalienables 
y no estarán sujetos a embargo ni a gravamen alguno; de manera que previo el 
trámite para que el Juez competente apruebe su constitución, mandará hacer 
las inscripciones correspondientes en el Registro Público; en la inteligencia de 
que a través de esta figura no se transfiere la propiedad de esos bienes, sino 
sólo el derecho a disfrutar de ellos. Así, la constitución del patrimonio de fami­
lia no implica la imposibilidad para que el ejidatario pueda designar libremente 
a la persona que ha de sucederlo en sus derechos agrarios, porque para ello 
debe atenderse a lo dispuesto en la legislación agraria, principalmente en sus 
artículos 17, 18 y 48, y aplicarlos en consecuencia, acorde con la jurisprudencia 
que al efecto ha emitido esta Suprema Corte de Justicia de la Nación.

2a. XLIV/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7502/2018. Guadalupe Zita Bringas Escamilla. 12 de junio de 
2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y 
Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez 
Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASIGNACIÓN DE PARCELAS EN BOSQUES O SELVAS TROPICA­
LES. EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY AGRARIA, QUE ESTABLECE QUE 
SERÁ NULA DE PLENO DERECHO, NO VIOLA EL DERECHO DE 
IGUALDAD. El precepto legal invocado es expreso en señalar que será nula 
de pleno derecho la asignación de parcelas en bosques o selvas tropica­
les; de tal suerte que no puede afirmarse que exista una distinción entre dos 
o más regímenes jurídicos y, por ende, que viola el derecho de igualdad recono­
cido por los artículos 1 y 7 de la Declaración Universal de Derechos Huma­
nos, 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 1o. de la 
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Constitución Federal. Máxime que se trata de una prohibición que tiene fun­
damento constitucional (artículos 4o. y 27, tercer párrafo), legal federal y es­
tatal, pues tiene por objeto proteger el derecho a la preservación del equilibrio 
ecológico y el derecho que tiene toda persona a un medio ambiente ade­
cuado para su desarrollo y bienestar; de ahí que válidamente pueda concluirse 
que esa prohibición opera tanto para particulares como para sujetos del 
derecho agrario.

2a. XLV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1299/2017. Ejido Paso de Perules, del Municipio de Guanajuato, Gua­
najuato. 28 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó en contra de algunas consideraciones Mar­
garita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle 
Lowenberg López.

Amparo en revisión 813/2018. Jaime Humberto Álvarez Martínez. 30 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez 
Potisek; votó en contra de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Amparo en revisión 95/2019. Renato Cottini Giroldo. 10 de abril de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz Colina.

Amparo en revisión 157/2019. Renato Cottini Giroldo. 12 de junio de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 16 de agosto de 2019 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NOTIFICACIONES EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
FEDERAL. DEBE SER PERSONAL LA RELATIVA AL REQUERIMIENTO 
REALIZADO AL ACTOR A EFECTO DE QUE SEÑALE UNA DIREC­
CIÓN DE CORREO ELECTRÓNICO PARA RECIBIR LOS AVISOS Y 
NOTIFICACIONES SUBSECUENTES (LEGISLACIÓN VIGENTE A PAR­
TIR DEL 14 DE JUNIO DE 2016). La Segunda Sala en la jurisprudencia 2a./J. 
92/2019 (10a.) determinó que el artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, vigente a partir del 14 de junio de 2016, en cuan­
to limita los supuestos de notificación personal, no transgrede los derechos 
fundamentales de acceso efectivo a la justicia y de adecuada defensa, ya que 
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de acuerdo con lo previsto en el artículo 65 del mismo ordenamiento, previo 
a la notificación por boletín jurisdiccional de que se trate, se enviará con anti­
cipación un aviso al correo electrónico que al efecto hayan señalado las partes. 
Partiendo de esa premisa, se colige que cuando alguna de las partes omita 
señalar la referida dirección electrónica, el acuerdo por el que se le formule 
el requerimiento para subsanar dicha deficiencia deberá notificarse de manera 
personal.

2a. XLVI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 1634/2019. Llantera Contreras, S.A. de C.V. 12 de junio de 2019. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó con reservas 
Alberto Pérez Dayán. Disidente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 92/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el Se­
manario Judicial de la Federación del viernes 5 de julio de 2019 a las 10:12 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 68, Tomo II, julio 
de 2019, página 885, con el título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO FEDERAL. EL ARTÍCULO 67 DE LA LEY RELATIVA VIGENTE A PARTIR DEL 14 DE 
JUNIO DE 2016, AL NO PREVER COMO SUPUESTO DE NOTIFICACIÓN PERSONAL 
EL AUTO QUE TIENE POR CONTESTADA LA DEMANDA Y CONCEDE AL ACTOR EL 
PLAZO LEGAL PARA AMPLIARLA, NO TRANSGREDE LOS DERECHOS FUNDA­
MENTALES DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA Y DE ADECUADA DEFENSA."

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FACULTAD DE ATRACCIÓN. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN PUEDE EJERCERLA PARA CONOCER DE UN RECURSO 
DE REVISIÓN EN MATERIA CONTENCIOSA ADMINISTRATIVA, 
CUANDO EN LA RESOLUCIÓN RECLAMADA SE REALIZÓ EL CONTROL 
DIFUSO DE CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que, 
por regla general, no puede atraer para su conocimiento el recurso de revisión 
previsto en el artículo 104, fracción III, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en virtud de que no goza de la misma naturaleza del re­
curso de revisión previsto en la Ley de Amparo, habida cuenta que constituye 
un medio de defensa previsto a favor de las autoridades para defender la lega­
lidad de sus actos. Sin embargo, la regla general en comento admite como 
excepción la atracción de un recurso de revisión en materia contenciosa admi­
nistrativa, cuando en la resolución reclamada se realizó el control difuso de cons­
titucionalidad de una norma general y en los agravios se impugna la decisión 
respectiva, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación la 
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naturaleza intrínseca del caso revista un interés superlativo reflejado en la rele­
vancia del tema (importancia), así como un carácter excepcional o novedoso 
que entrañe la fijación de un criterio normativo para casos futuros (trascenden­
cia), de conformidad con lo previsto en el penúltimo párrafo de la fracción VIII 
del artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. XLVII/2019 (10a.)

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 146/2019. Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 147/2019. Tercer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito. 15 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Esta tesis se publicó el día 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FACULTAD DE ATRACCIÓN. POR REGLA GENERAL, NO PROCEDE 
EJERCERLA PARA CONOCER DE UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO, 
CUANDO EL TEMA A RESOLVER VERSA SOBRE ASPECTOS DE CONS­
TITUCIONALIDAD. De acuerdo con lo previsto en el artículo 107, fraccio­
nes V, último párrafo y IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, las sentencias dictadas por los Tribunales Colegiados de Circuito al 
resolver un juicio de amparo directo, son definitivas e inatacables, excepto 
cuando en ellas se decida sobre la constitucionalidad de una norma general, 
se interprete un precepto constitucional o convencional en materia de dere­
chos humanos, o se omita decidir sobre tales aspectos si se hicieron valer en 
la demanda, ya que en tal supuesto, son impugnables a través del recurso de 
revisión, cuyo conocimiento corresponde a la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación; de lo que se sigue que el ejercicio de la facultad de atracción que 
tiene conferida para conocer de un juicio de amparo directo, se justifica única­
mente cuando el tema a resolver verse sobre aspectos de legalidad cuyo análi­
sis dé lugar a fijar un criterio excepcional o relevante, no así cuando se refiere 
a un tema constitucional, habida cuenta que, por regla general, podrá resol­
verlo al conocer del recurso de revisión que, en su caso, se interponga contra 
la sentencia relativa, siempre que ello entrañe fijar un criterio de importancia 
y trascendencia para el orden jurídico nacional.

2a. XLVIII/2019 (10a.)
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Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 271/2018. Décimo Séptimo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 11 de julio de 2018. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con 
reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Georgina 
Laso de la Vega Romero.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 304/2019. Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito. 3 de julio de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONCUBINATO. EL ARTÍCULO 160 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS MEXICANAS, 
AL ESTABLECER QUE SU EXISTENCIA SE ACREDITARÁ ÚNICA­
MENTE CON LA DESIGNACIÓN QUE HAGA EL MILITAR DE LA PER­
SONA INTERESADA COMO CONCUBINA O CONCUBINARIO ANTE 
EL INSTITUTO O LA SECRETARÍA DE LA DEFENSA NACIONAL O 
MARINA, VULNERA EL MANDATO DE PROTECCIÓN A LA FAMILIA 
Y EL DERECHO DE AUDIENCIA. El reconocimiento del concubinato como 
una institución fundadora de la familia tiene como fin proteger a las personas 
que deciden tener una vida en común con intención de permanencia, estabi­
lidad y ayuda mutua, como si fuese un matrimonio y, por tanto, es fuente 
del derecho a la seguridad social; de ahí que su configuración, como supuesto de 
procedencia de la pensión de viudez o de cualquier otra prestación económica 
y en especie, precisa garantizar al interesado la oportunidad de acreditar su 
calidad de concubina o concubinario. En ese contexto, debe estimarse que 
el citado precepto legal, en cuanto establece que la relación de concubinato se 
acreditará únicamente con la designación que el militar haya realizado de la 
persona interesada como concubina o concubinario ante el Instituto de Segu­
ridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas, o a la Secretaría de la 
Defensa Nacional o Marina, sin que sea admisible otro medio de prueba, vul­
nera el mandato de protección a la familia que prevé el artículo 4o. de la Cons­
titución Política de los Estados Mexicanos, en tanto anula el derecho de prueba 
que le asiste a la persona que considera tener ese carácter, cuando el militar 
–por descuido o negligencia– omite realizar la designación respectiva o actua­
lizar la información correspondiente, con lo cual se vulnera también el derecho 
de audiencia que tutela el artículo 14 del referido ordenamiento constitucio­
nal, puesto que al impedir que el interesado ofrezca los medios de prueba que 
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estime conducentes para demostrar la existencia del concubinato con el mili­
tar fallecido y, en consecuencia, su derecho a las prestaciones económicas y 
en especie que deriven de la muerte de aquél, lo deja en estado de indefen­
sión, al no garantizarle una adecuada defensa en caso de tener que demandar 
o defender en juicio el derecho de que se trata; lo que cobra relevancia al tener 
en cuenta que el otorgamiento de la pensión de viudez no puede supeditarse 
a la voluntad del militar, ni es jurídicamente factible aceptar que éste puede 
mantener, a un mismo tiempo, dos o más relaciones de concubinato y, menos 
aún, que ante tal situación, la pensión deba concederse indefectiblemente a 
la persona que hubiese designado como su concubina o concubinario ante el 
Instituto o ante la Secretaría de la Defensa Nacional o Marina, en tanto que su 
objeto es garantizar la subsistencia de la persona con la que hizo vida marital 
hasta la fecha de su deceso, no así la de cualquier otra con la que haya man­
tenido una relación de pareja, aunque hubiesen vivido juntos por algún tiempo 
o hayan procreado hijos en común.

2a. XLIX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 34/2019. Lilia Jiménez Monroy. 8 de mayo de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votó en contra de consi­
deraciones Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina 
Laso de la Vega Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN DE VIUDEZ. EL ARTÍCULO 72 DE LA LEY DEL SEGURO SO­
CIAL DEROGADA, AL PREVER UNA CONDICIÓN PARA SU OTOR­
GAMIENTO A LA CONCUBINA DEL ASEGURADO, NO TRANSGREDE 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL QUE TUTELA EL ARTÍCULO 
123, APARTADO A, FRACCIÓN XXIX, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍ­
TICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. La Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que el reconocimiento del concubinato 
como una institución fundadora de la familia tiene como fin proteger a las 
personas que deciden tener una vida en común con intención de permanencia, 
estabilidad y ayuda mutua, como si fuese un matrimonio; por tal razón, no es 
jurídicamente posible aceptar que una persona pueda sostener, a un mismo 
tiempo, dos o más relaciones de concubinato, dado que ello es contrario a la 
naturaleza y a los fines de esa institución jurídica. En tal contexto, la circuns­
tancia de que el asegurado haya cotizado en los diversos ramos del seguro 
social para asegurar su bienestar y el de su familia, de modo alguno significa 
que todas las personas con las que vivió en pareja y/o tuvo hijos en común, 
tengan derecho a la pensión de viudez, habida cuenta de que su objeto es 
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garantizar la subsistencia de quien vivió con él hasta la fecha de su deceso, 
como si fuese su cónyuge, durante un plazo mínimo de 5 años, o por un tiem­
po menor, en caso de haber procreado hijos en común; de ahí que el artículo 
72 de la Ley del Seguro Social derogada, al prever una condición para el 
otorgamiento de esa prestación económica, consistente en que el asegurado 
no tenga varias concubinas al morir, no transgrede el derecho a la seguridad 
social, máxime que su financiamiento se calcula atendiendo a que en nues­
tro sistema jurídico sólo se reconocen los matrimonios y concubinatos 
monogámicos.

2a. L/2019 (10a.)

Amparo en revisión 404/2018. María Guadalupe Reséndiz García. 19 de septiembre de 
2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I.; emitió su voto en contra de consideraciones José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. LOS MUNICIPIOS Y ORGA­
NISMOS MUNICIPALES DEBEN DEMOSTRAR LA INSCRIPCIÓN 
DE SUS TRABAJADORES EN ALGÚN RÉGIMEN DE SEGURIDAD 
SOCIAL. Tanto en el artículo 204 de la Ley del Instituto de Seguridad y Ser­
vicios Sociales de los Trabajadores del Estado como en el 13, fracción V, de 
la Ley del Seguro Social se prevé la opción de incorporación voluntaria de los 
trabajadores de entidades y dependencias de los Estados y sus Municipios a 
esos regímenes de seguridad social. Para ese efecto, se prevé la celebración 
de convenios entre los institutos de seguridad social y las dependencias u or­
ganismos, locales y municipales. Asimismo, si el legislador de un Estado no 
sujeta a los Municipios y a los organismos municipales a inscribir obligato­
riamente a sus trabajadores en el régimen de la ley de seguridad social local, 
se encuentran facultados para incorporarlos voluntariamente a ese régimen 
local, o a los regímenes de las citadas leyes federales. A pesar de que exis­
ten esas opciones de aseguramiento voluntario para los Municipios y entida­
des municipales, ello no significa que esos órganos públicos estén eximidos de 
incorporar a sus trabajadores a algún régimen de seguridad social. El man­
dato contenido en los artículos 115, fracción VIII, segundo párrafo y 116, 
fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos úni­
camente faculta a los Estados para elegir el régimen de protección laboral 
de los apartados A o B de su artículo 123, pero no libera a las entidades fede­
rativas ni a los Municipios de garantizar el derecho a la seguridad social de 
sus trabajadores, quienes por el solo hecho de estar sujetos a una relación 
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laboral tienen derecho a la seguridad social, y los tribunales deben velar para 
que la falta de previsión legislativa de un régimen obligatorio de los trabaja­
dores municipales no los deje sin la protección de su derecho a incorporarse 
a un régimen de seguridad social. Ese mismo sentido debe darse a la aplica­
ción de la jurisprudencia 2a./J. 100/2011 de esta Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, en la que se sostuvo que es indispensable 
ese convenio para que proceda la inscripción individual de algún trabajador 
municipal en el régimen especial del Instituto de Seguridad y Servicios Socia­
les de los Trabajadores del Estado, pero ese criterio no exime a los Municipios 
u organismos municipales de la obligación de otorgar seguridad social a sus 
trabajadores y, en su caso, de celebrar esos convenios.

2a. LI/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 5368/2018. Delia Aguilar Gutiérrez y otros. 6 de febrero de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 100/2011 citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, julio de 
2011, página 583, con el rubro: "INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA­
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. INSCRIPCIÓN DE LOS TRABAJADORES 
MUNICIPALES."

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEGURO SOCIAL. EL ARTÍCULO 13, FRACCIÓN V, DE LA LEY RELA­
TIVA NO VULNERA EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL DE 
LOS TRABAJADORES MUNICIPALES. Esa disposición legal, al prever 
la opción de incorporación voluntaria de los trabajadores al servicio de las 
entidades y dependencias de los Estados y sus Municipios al régimen obli­
gatorio de la Ley del Seguro Social –para lo cual se prevé la celebración de 
convenios entre el organismo de seguridad social y las dependencias u or­
ganismos, locales y municipales–, no transgrede el derecho a la seguridad 
social de los trabajadores municipales, en el sentido de que hace viable su 
incorporación voluntaria, en respeto al margen de libertad que se reconoce 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para que las 
Legislaturas Locales regulen las modalidades en que se garantizará ese de­
recho, lo cual puede realizarse por medio del régimen de la Ley del Seguro 
Social, en el entendido de que el mandato contenido en los artículos 115, frac­
ción VIII, segundo párrafo, y 116, fracción VI, de la Norma Suprema única­
mente faculta a los Estados para elegir el régimen de protección laboral de 
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los apartados A o B de su artículo 123, pero no libera a las entidades federa­
tivas ni a los Municipios de garantizar el derecho a la seguridad social de 
sus trabajadores.

2a. LII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 5368/2018. Delia Aguilar Gutiérrez y otros. 6 de febrero de 
2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de agosto de 2019 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE LAS AUTORIDADES FISCA­
LES. EL ARTÍCULO 67, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE ESTABLECE EL PLAZO PARA QUE OPERE TRA­
TÁNDOSE DE FIANZAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN CONSTI­
TUIDAS PARA GARANTIZAR EL INTERÉS FISCAL, RESPETA LOS 
PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y DE SEGURIDAD JURÍDICA. La disposi­
ción legal citada, al establecer que las facultades de las autoridades fiscales 
para determinar las contribuciones o aprovechamientos omitidos y sus acce­
sorios, así como para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones 
fiscales, se extinguen en el plazo de cinco años contados a partir del día 
siguiente a aquel en que se levante el acta de incumplimiento de la obligación 
garantizada, respeta los principios de legalidad y de seguridad jurídica previs­
tos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque fija un plazo de cuatro meses contados a partir del día 
siguiente al de la exigibilidad de las fianzas a favor de la Federación constitui­
das para garantizar el interés fiscal, para levantar el acta referida, plazo que 
se estableció para que la autoridad no decidiera en forma arbitraria el inicio 
del relativo a la caducidad; por tanto, transcurrido el referido plazo aun sin que 
se hubiere levantado el acta de incumplimiento, inicia el de cinco años para 
que se extingan las facultades de la autoridad.

2a. LIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 2215/2019. Fianzas Dorama, S.A. 7 de agosto de 2019. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín 
Esquivel Mossa. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CONFLICTOS COMPETENCIALES. CUANDO LA RESOLUCIÓN RECU­
RRIDA HUBIERA SIDO DICTADA POR UN JUEZ DE DISTRITO ESPE­
CIALIZADO NO RESULTA APLICABLE EL CRITERIO DE COMPETENCIA 
RESIDUAL. El criterio sostenido por la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 52/2019 (10a.), relativo a 
que corresponde a un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administra­
tiva conocer del recurso cuya litis estriba en analizar si la señalada como res­
ponsable tiene el carácter de autoridad para efectos del juicio de amparo, sólo 
resulta aplicable cuando la resolución impugnada se emite por un Juez de 
Distrito en materia mixta y determina la improcedencia del juicio en su inte­
gridad. Ello, porque de acuerdo con los diversos criterios sustentados en las 
jurisprudencias 2a./J. 23/2012 (10a.) y 2a./J. 24/2009, si la resolución recurri­
da se dictó por un Juez de Distrito especializado, el conocimiento del recurso 
respectivo le corresponde al Tribunal Colegiado de Circuito, de la misma ma­
teria, al resultar inaplicable el criterio de competencia residual, en tanto que 
si se admitió parcialmente la demanda, la competencia del órgano jurisdiccio­
nal debe fijarse en atención a la naturaleza de los actos reclamados y de las 
autoridades responsables respecto de las cuales resulte procedente el juicio.

2a. LIV/2019 (10a.)

Conflicto competencial 73/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Décimo Sép­
timo en Materia de Trabajo y Décimo Noveno en Materia Administrativa, ambos del 
Primer Circuito. 26 de junio de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 52/2019 (10a.), 2a./J. 23/2012 (10a.) y 2a./J. 
24/2009 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 22 de marzo de 2019 a las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 64, Tomo II, marzo de 2019, página 1579; así como 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VII, Tomo 2, 
abril de 2012, página 1243 y Novena Época, Tomo XXIX, marzo de 2009, página 
412, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de septiembre de 2019 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASIGNACIÓN DE PARCELAS EN BOSQUES O SELVAS TROPICALES. 
EL ARTÍCULO 59 DE LA LEY AGRARIA, QUE ESTABLECE QUE SERÁ 
NULA DE PLENO DERECHO, NO VIOLA EL DERECHO DE PROPIEDAD 
SOBRE LA TIERRA. Tratándose del derecho de propiedad, es la Constitu­
ción Federal la que establece su función social como limitación, al disponer 
en el artículo 27 que el Estado puede imponer modalidades a la propiedad por 
causas de interés público. En efecto, por una parte, si bien en la fracción VII 



282 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población y protege su 
propiedad sobre la tierra, también establece expresamente que será la ley 
la que fije los requisitos y procedimientos conforme a los cuales la asamblea 
ejidal otorgará al ejidatario el dominio sobre su parcela, de ahí que sea nece­
sario acudir a lo previsto en la Ley Agraria para consultar los aspectos rela­
tivos a la delimitación y destino de las tierras ejidales. Por otra parte, en el 
párrafo tercero, la norma constitucional invocada impone modalidades a la pro­
piedad privada que dicte el interés público y el interés de regular en beneficio 
social el aprovechamiento de los elementos naturales con objeto de hacer 
una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, 
lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones 
de vida de la población rural y urbana, para lo cual se deberán dictar medidas 
encaminadas a ordenar los asentamientos humanos y establecer adecua­
das provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efec­
to de preservar y restaurar el equilibrio ecológico y evitar la destrucción de los 
elementos naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio 
de la sociedad. En este contexto, la limitante contenida en el artículo 59 de 
la Ley Agraria, al prever como nula de pleno derecho la asignación de par­
celas en bosques o selvas tropicales, no viola el derecho de propiedad sobre 
la tierra, porque está encaminada a la preservación del equilibrio ecológico 
y el derecho que tiene toda persona a un medio ambiente adecuado para su 
desarrollo y bienestar.

2a. LV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1299/2017. Ejido Paso de Perules, del Municipio de Guanajuato, Gua­
najuato. 28 de febrero de 2018. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Eduardo Medina Mora I.; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Amparo en revisión 813/2018. Jaime Humberto Álvarez Martínez. 30 de enero de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Po­
tisek; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretaria: Michelle Lowenberg López.

Amparo en revisión 95/2019. Renato Cottini Giroldo. 10 de abril de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Raúl Carlos Díaz Colina.

Amparo en revisión 157/2019. Renato Cottini Giroldo. 12 de junio de 2019. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
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González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DEFICIENCIAS MENTALES. TIENEN UN MARCO 
JURÍDICO PARTICULAR DE PROTECCIÓN EN MATERIA DE SALUD. 
Para considerar que un individuo es una persona con discapacidad no es nece­
sario que ésta se encuentre fehacientemente acreditada; por el contrario, 
cualquier persona que de manera genérica padezca lo que comúnmente se 
denomina "enfermedad mental", "problema de salud mental", "padecimiento 
mental", "enfermedad psiquiátrica" o que presente una "deficiencia mental", 
ya sea comprobada o no, siempre que se enfrente con barreras sociales que 
le impiden participar de manera plena y efectiva, en igualdad de condicio­
nes, debe ser considerada como persona con discapacidad. En este sentido, 
gozan de un marco jurídico particular de protección en razón de su condición 
de especial vulnerabilidad y desigualdad de facto frente a la sociedad y el 
ordenamiento jurídico.

2a. LVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 251/2016. Javier Ezra González Gómez. 15 de mayo de 2019. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Impedido: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández 
Salgado.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA SALUD. EN MATERIA DE SALUD MENTAL, EL PRIN­
CIPIO DE PROGRESIVIDAD EN EL SUMINISTRO DE MEDICAMEN­
TOS DEBE GARANTIZARSE SIN DISCRIMINACIÓN. En atención a los 
deberes previstos por el artículo 1o., párrafos primero y segundo, de la Cons­
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación con los más 
altos estándares internacionales, se advierte que la obligación progresiva 
del derecho a la salud relativa al suministro de medicamentos implica, por lo 
menos, otorgarlos sin discriminación para todas las personas en general y, 
en particular, a los grupos vulnerables. Esta obligación no conlleva que cual­
quier medicamento que se solicite deba ser suministrado, sino que una vez que 
se decide que un medicamento es parte del cuadro básico, el Estado no 
puede negar de manera regresiva estos medicamentos a quien los requiera 
ni otorgarlos de forma discriminatoria. Por otro lado, derivado del deber de otor­
garlos sin discriminación, para que una autoridad pueda válidamente excluir 
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a un grupo de personas de la prestación de un servicio fundamental para la 
debida protección de la salud, no basta con que refiriera a preceptos jurídi­
cos genéricos, sino que debe evidenciar en forma contundente que tal distin­
ción tiene fundamento legal o que la diferencia en el trato y el servicio tiene 
un sustento objetivo y racional, pues de lo contrario es discriminatoria.

2a. LVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 251/2016. Javier Ezra González Gómez. 15 de mayo de 2019. Unanimi­
dad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Impedido: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández 
Salgado.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA SALUD MENTAL. DEBE PROTEGERSE DE MANERA 
INTEGRAL Y ELLO INCLUYE, CUANDO MENOS, EL SUMINISTRO DE 
MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA SU TRATAMIENTO. Del análisis con­
junto de los artículos 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 12, numeral 2, inciso d), del Pacto Internacional de Derechos Eco­
nómicos, Sociales y Culturales se desprende que el Estado mexicano se en­
cuentra obligado a crear las condiciones que aseguren a todas las personas 
la asistencia médica y servicios médicos en casos de enfermedad. Asimismo, 
se advierte que una cuestión fundamental e inherente a la debida protección 
del derecho a la salud es que los servicios se presten de manera integral, lo 
que implica que se debe proporcionar un tratamiento adecuado y completo. 
En este sentido, la debida protección del derecho a la salud incluye, cuando 
menos, el suministro de medicamentos básicos. Por otra parte, bajo la pre­
misa de que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y los 
tratados internacionales de los que el Estado mexicano es parte otorgan el 
mismo tratamiento normativo a la protección de la salud física y la mental, se 
puede concluir que el Estado está obligado a prestar los servicios de salud men­
tal de manera integral y, específicamente, a suministrar los medicamentos 
básicos necesarios para su tratamiento.

2a. LVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 251/2016. Javier Ezra González Gómez. 15 de mayo de 2019. Unani­
midad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Impedido: Eduardo 
Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández 
Salgado.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de septiembre de 2019 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CONFLICTO COMPETENCIAL POR RAZÓN DE LA MATERIA. ES 
INEXISTENTE SI SE RESOLVIÓ UNO PREVIO POR EL QUE EL TRI­
BUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DETERMINÓ LA MATERIA A LA 
QUE PERTENECE EL CASO, AL CONSTITUIR COSA JUZGADA. La re­
solución dictada por el Tribunal Colegiado de Circuito en un conflicto com­
petencial constituye cosa juzgada en su vertiente formal, porque en su contra 
no procede medio de defensa alguno; por tanto, si resuelve un conflicto com­
petencial en el sentido de fijar la materia que rige un caso particular, la ulte­
rior denuncia de una disputa competencial debe declararse inexistente por 
haberse constituido cosa juzgada sobre este tema. Ello, con independencia 
de que con posterioridad a la resolución del primer conflicto competencial se 
hubiere dictado jurisprudencia en la que se resuelva una cuestión diversa a 
la decretada en aquélla, pues la figura de la cosa juzgada tiene el alcance de 
que las resoluciones sean indebatibles, irrebatibles e inmodificables, por lo que 
ni siquiera una jurisprudencia puede soslayar su contenido.

2a. LIX/2019 (10a.)

Conflicto competencial 551/2018. Suscitado entre el Décimo Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Ma­
teria Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Tele­
comunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República. 30 de abril de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Eduardo Medina 
Mora I. Disidente: José Fernando Franco González Salas. En relación con el criterio 
contenido en esta tesis votó en contra José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Conflicto competencial 17/2019. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma­
terias Civil y Administrativa del Noveno Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y jurisdicción en toda la 
República. 30 de abril de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ausente: Eduardo Medina 
Mora I. Disidente: José Fernando Franco González Salas. En relación con el criterio 
contenido en esta tesis votó en contra José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPEDIMENTOS PARA CONOCER DE JUICIOS DE AMPARO, RE­
CURSOS, INCIDENCIAS O DEMÁS CASOS DERIVADOS DE LA IM­
PUGNACIÓN DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY 
FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS 
Y SE ADICIONAN DISPOSICIONES AL CÓDIGO PENAL FEDERAL. 
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DEBEN DECLARARSE INEXISTENTES LOS CONFLICTOS COMPE­
TENCIALES POR RAZÓN DE LA MATERIA PARA CONOCER DE ELLOS. 
En la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación 2a./J. 68/2019 (10a.), se señaló que la competencia para conocer 
de todos los casos, incluyendo los impedimentos, derivados de la impug­
nación en amparo del Decreto por el que se expide la Ley Federal de Remune­
raciones de los Servidores Públicos y se adiciona el Código Penal Federal, 
corresponde a los órganos jurisdiccionales especializados en materia 
administrativa. Por tanto, todos los conflictos competenciales en los que los 
órganos contendientes se nieguen a conocer de impedimentos derivados de 
la impugnación de ese decreto por razón de la materia deben declararse 
inexistentes, por existir jurisprudencia exactamente aplicable que resuelve 
el caso.

2a. LX/2019 (10a.)

Conflicto competencial 170/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia de Trabajo y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 
28 de agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 68/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 65, Tomo II, 
abril de 2019, página 1181.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPEDIMENTOS FORMULADOS POR JUECES DE DISTRITO EN 
MATERIA LABORAL PARA CONOCER DE DEMANDAS DE AMPARO 
EN LAS QUE SE IMPUGNÓ LA LEY FEDERAL DE REMUNERACIO­
NES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. METODOLOGÍA QUE LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO CON JURISDICCIÓN EN 
EL ÁMBITO ADMINISTRATIVO DEBEN SEGUIR PARA SU RESOLU­
CIÓN. Cuando un Juez de Distrito en Materia de Trabajo plantee el impedi­
mento para conocer de una demanda de amparo en la que se impugnó la Ley 
Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos, esto aparejará que el 
Tribunal Colegiado de Circuito con jurisdicción en Materia Administrativa 
al que se decline su conocimiento, al resolverlo: a) Indique que debe quedar 
sin materia el impedimento del Juzgado de Distrito en Materia Laboral, pues 
no tiene competencia legal para avocarse al asunto, porque según la jurispru­
dencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 
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68/2019 (10a.), los asuntos relacionados con el reclamo de la ley indicada co­
rresponden a los órganos jurisdiccionales en materia administrativa; y b) Valore 
lo establecido por el Pleno del Consejo de la Judicatura Federal al expedir el 
Acuerdo General 4/2019, cuyo punto primero establece que el trámite, resolu­
ción y cumplimiento de las sentencias de los juicios de amparo en los que se 
impugne la ley mencionada quedarán a cargo los Juzgados Primero y Segundo 
de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en la 
Ciudad de México para su conocimiento; y cuyo punto segundo prevé una 
salvedad a lo anterior en el sentido de que cuando la demanda haya sido ad­
mitida a trámite el Juzgado de origen deberá resolver hasta la suspensión defi­
nitiva antes de remitir los autos al Juzgado Auxiliar. Así, en caso de que el 
Tribunal Colegiado de Circuito estime que la demanda se admitió a trámite, 
deberá además actualizar la regla contenida en el numeral primero del acuer­
do mencionado a efecto de ordenar la remisión de los autos originales del 
juicio de amparo a la Oficina de Correspondencia Común que presta servicio 
a los Juzgados de Distrito Primero y Segundo del Centro Auxiliar de la Prime­
ra Región mencionados para que se les turne el juicio de amparo y puedan 
avocarse a su conocimiento, lo que también informará al Juzgado de Distrito 
de origen para que notifique a las partes, por así señalarlo la circular 
SECNO/2/2019 emitida por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos 
Órganos del Consejo de la Judicatura Federal.

2a. LXI/2019 (10a.)

Conflicto competencial 170/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia de Trabajo y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 
28 de agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 68/2019 (10a.) citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 12 de abril de 2019 a las 10:16 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 65, Tomo II, 
abril de 2019, página 1181.

El Acuerdo General 4/2019, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo al 
trámite, resolución y cumplimiento de los juicios de amparo en los que se reclaman, 
entre otros actos, la discusión, aprobación, expedición y publicación de la Ley Fede­
ral de Remuneraciones de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los Artículos 
75 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, del Decreto de 
reformas a esas disposiciones contenido en el Diario Oficial de la Federación del 12 
de abril de 2019, el Presupuesto de Egresos de la Federación en la parte respectiva a 
remuneraciones de los servidores públicos, así como manuales, circulares y diver­
sas disposiciones normativas que regulen las remuneraciones y prestaciones en 
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general de los servidores públicos de la Federación, por parte de los Juzgados Prime­
ro y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en 
la Ciudad de México citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo III, mayo de 2019, página 2925.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPEDIMENTOS. LES RESULTA APLICABLE EL PUNTO CUARTO 
DEL ACUERDO GENERAL 4/2019 DEL PLENO DEL CONSEJO DE LA 
JUDICATURA FEDERAL, A PESAR DE QUE NO SE REFIERA EXPRE­
SAMENTE A ELLOS (LEY FEDERAL DE REMUNERACIONES DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS). El punto cuarto del Acuerdo General mencio­
nado no refiere expresamente al término de "impedimentos", sin embargo, 
esto no quiere decir que no los rija, porque en la circular SECNO/2/2019 emi­
tida por la Secretaría Ejecutiva de Creación de Nuevos Órganos del Consejo 
de la Judicatura Federal, en la que se asentaron los lineamientos para inter­
pretar el Acuerdo mencionado, se indicó que la intención es concentrar en 
los Tribunales Colegiados Primero y Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Primera Región, con residencia en la Ciudad de México, el conocimiento de 
todos los asuntos relacionados con los juicios de amparo en los que se im­
pugnó la Ley Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos. En la 
circular de mérito también se indicó que en ese orden de ideas, los impedi­
mentos o los conflictos competenciales que tuvieran los Tribunales Colegia­
dos de Circuito ordinarios y que fueron recibidos por ellos a partir del 9 de 
mayo de 2019 en adelante debían ser remitidos a los Tribunales Colegiados 
Auxiliares para su resolución. Así, atento a lo dispuesto en la circular de que 
se trata, es evidente que los órganos de amparo deberán atenerse a la fecha 
en la que el Tribunal Colegiado recibió físicamente el impedimento para de­
terminar si su resolución corresponde a los Tribunales Colegiados Auxiliares 
o a los Tribunales Colegiados ordinarios, en el entendido de que cuando la 
fecha sea del 8 de mayo de 2019 o anterior, el asunto corresponde a un Tribu­
nal Colegiado ordinario, mientras que si la data es del día 9 de los mismos 
mes y año en adelante, el impedimento corresponde a los Tribunales Colegia­
dos Auxiliares.

2a. LXII/2019 (10a.)

Conflicto competencial 170/2019. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia de Trabajo y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Primer Circuito. 
28 de agosto de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Ausente: Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Alfredo Uruchurtu Soberón.
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Nota: El Acuerdo General 4/2019, del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo 
al trámite, resolución y cumplimiento de los juicios de amparo en los que se recla­
man, entre otros actos, la discusión, aprobación, expedición y publicación de la Ley 
Federal de Remuneraciones de los Servidores Públicos, Reglamentaria de los Artícu­
los 75 y 127 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, del Decreto 
de reformas a esas disposiciones contenido en el Diario Oficial de la Federación del 
12 de abril de 2019, el Presupuesto de Egresos de la Federación en la parte respectiva 
a remuneraciones de los servidores públicos, así como manuales, circulares y diver­
sas disposiciones normativas que regulen las remuneraciones y prestaciones en 
general de los servidores públicos de la Federación, por parte de los Juzgados Pri­
mero y Segundo de Distrito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia 
en la Ciudad de México citado, aparece publicado en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 66, Tomo III, mayo de 2019, página 2925.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-232-SSA1-2009 PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 13 DE ABRIL DE 2010. RES­
PETA EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY. La Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios en su artículo 2o., fracción I, inciso I), establece 
las categorías de peligro de toxicidad aguda de los plaguicidas y, en su parte 
final, prevé que la aplicación de la tabla de toxicidad se sujetará a lo dispuesto 
en la Norma Oficial Mexicana NOM-232-SSA1-2009, que prevé las especifica­
ciones técnicas de clasificación de los plaguicidas. De ahí que si esta NOM 
establece los criterios o fórmulas de especificación para obtener el grado de 
toxicidad de los plaguicidas, sin modificar lo previsto en la ley, como es la 
tasa del impuesto relativo, respeta el principio de reserva de ley.

2a. LXIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RES­
PECTO DE LA ENAJENACIÓN O IMPORTACIÓN DE PLAGUICIDAS 
DE TOXICIDAD AGUDA. EL CONGRESO DE LA UNIÓN ESTÁ FACUL­
TADO PARA ESTABLECERLO. El Congreso de la Unión está facultado para 
establecer el impuesto referido con apoyo en el numeral 73, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual prevé que aquel 
órgano legislativo puede imponer las contribuciones necesarias para cubrir 
el presupuesto; lo anterior, con independencia de que la fracción XXIX del 
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propio numeral enuncie las contribuciones federales que le corresponde es­
tablecer, pues la primera fracción mencionada le permite fijar otro tipo de 
gravámenes.

2a. LXIV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 2019. 
Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RES­
PECTO DE LA ENAJENACIÓN O IMPORTACIÓN DE PLAGUICIDAS DE 
TOXICIDAD AGUDA. NO TRANSGREDE LOS DERECHOS A LA LIBRE 
COMPETENCIA Y CONCURRENCIA. El artículo 2o., fracción I, inciso I), de la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios no transgrede los 
derechos a la libre competencia y concurrencia tutelados en los numerales 
25 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 34 y 39 
de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, 26 de la Conven­
ción Americana sobre Derechos Humanos, y 1 y 2 de la Declaración sobre el 
Derecho al Desarrollo, pues no genera desventaja alguna con la enajenación o 
importación de plaguicidas de toxicidad aguda al permitir la participación 
del contribuyente en el mercado con dicha comercialización. Aunado a que la 
medida impositiva no limita la libre concurrencia en el mercado de ese tipo 
de productos, ya que existe la posibilidad de que el público en general acceda 
a ellos pagando el impuesto referido, lo que se traduce en una medida de pro­
tección a la salud de la población y al medio ambiente, al ser el consumidor 
final quien resiente –en razón de la mecánica del impuesto– el impacto eco­
nómico al adquirirlos y, con ello, en la medida de lo posible, inhibir o desincen­
tivar su consumo.

2a. LXV/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RES­
PECTO DE PLAGUICIDAS DE TOXICIDAD AGUDA. LOS DERECHOS 
DE LIBRE ELECCIÓN DEL CONSUMIDOR Y A LA ALIMENTACIÓN NO 
SON APLICABLES A LAS PERSONAS MORALES QUE LOS COMER­
CIALIZAN. Los derechos de libre elección del consumidor y a la alimentación 
no son susceptibles de atribuirse a personas morales que comercializan pla­
guicidas de toxicidad aguda, pues por su condición de entes abstractos y 
ficción jurídica no pueden gozar de la totalidad de los derechos privativos del 
ser humano, como ocurre con el derecho a la libre elección del consumidor y 
la alimentación que son connaturales a toda persona física; de ahí que esos 
derechos, en el caso de esos contribuyentes del impuesto, no pueden ser ale­
gados en su carácter de personas morales.

2a. LXVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
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Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS RES­
PECTO DE LA ENAJENACIÓN O IMPORTACIÓN DE PLAGUICIDAS 
DE TOXICIDAD AGUDA. SU FIN EXTRAFISCAL PERSIGUE UN OBJE­
TIVO VÁLIDO. El fin extrafiscal del impuesto especial sobre producción y 
servicios, respecto de la enajenación o importación de plaguicidas de toxici­
dad aguda, es combatir los daños a la salud de la población y al medio am­
biente, al inhibir y desincentivar su consumo, porque el legislador consideró 
que su utilización contribuye a la contaminación y estimó que debe pagarse 
el impuesto sobre esos productos para: (I) desalentar conductas que afectan 
negativamente al medio ambiente y demeritan la salud del usuario; (II) mitigar 
o compensar las alteraciones o afectaciones al ambiente, recursos naturales y 
salud; y (III) utilizar controles biológicos. Por tanto, la medida adoptada por el 
legislador persigue un objetivo válido conforme a la teoría de las contribuciones.

2a. LXVII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. Cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre­
tario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCI­
SO I), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO, AL GRAVAR 
LA IMPORTACIÓN Y ENAJENACIÓN DE LOS PLAGUICIDAS DE TOXI­
CIDAD AGUDA, NO CONSTITUYE UNA LEY PRIVATIVA. El artículo 
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mencionado, al gravar la comercialización de plaguicidas de toxicidad aguda, 
no constituye una ley privativa y, por tanto, no vulnera el artículo 13 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no contener dispo­
siciones individualizadas, porque el impuesto surge respecto de toda enaje­
nación o importación de los productos con la toxicidad apuntada y por su 
contenido contaminante, y tiene como destinatarios a todos los contribuyen­
tes que realicen esa actividad.

2a. LXVIII/2019 (10a.)

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1054/2015. Nueva Agroindustrias del Norte, S.A. de C.V. y otros. 7 de 
agosto de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCISO 
I), DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RELATIVO, NO TRANS­
GREDE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y CERTEZA JURÍDICA. 
Si bien en el artículo indicado, en conjunto con el tercero del decreto de 
reformas, entre otras, a la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Ser­
vicios, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 
2013, se estableció que sería la NOM-232-SSA1-2009 de 2009 la que regiría o 
establecería las especificaciones de los criterios para clasificar al plaguicida 
a partir de sus sustancias que lo componen y posteriormente la modificación 
a esa NOM emitida en 2012 sería la que complementaría esos aspectos, lo 
cierto es que debe atenderse a las especificaciones y métodos previstos tanto 
en la NOM-232-SSA1-2009 como a su modificación de 4 de abril de 2012, ya 
que aquélla no quedó derogada; por lo que dicho precepto, al remitir a la NOM 
mencionada no viola los principios de legalidad y certeza jurídica, ya que no 
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genera incertidumbre al tratarse del complemento normativo para obtener la 
tasa del impuesto referido.

2a. LXIX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1098/2015. Arysta Lifescience México, S.A. de C.V. 19 de junio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. EL ARTÍCULO 2o., FRACCIÓN I, INCI­
SO I), ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL RE­
LATIVO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD. El precepto 
citado en la porción normativa indicada establece que para efectos de las 
especificaciones de la toxicidad aguda se atenderá a la tabla ahí señalada y 
su aplicación se sujetará a lo dispuesto en la Norma Oficial Mexicana "NOM-
232-SSA1-2009, Plaguicidas: que establece los requisitos del envase, embalaje 
y etiquetado de productos grado técnico y para uso agrícola, forestal, pecua­
rio, jardinería, urbano, industrial y doméstico", publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 13 de abril de 2010, de lo cual se aprecia que es la autori­
dad administrativa la que determina la fórmula y categoría del plaguicida, sin 
que ello genere incertidumbre jurídica, pues no significa que la autoridad 
administrativa determine la tasa del impuesto especial sobre producción y 
servicios, porque el contenido en la Norma Oficial Mexicana representa as­
pectos técnicos que se relacionan con la clasificación de los plaguicidas que 
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bien pueden describirse en esa disposición secundaria al tratarse del com­
plemento de lo dispuesto en la ley reclamada. En consecuencia, el artículo 
2o., fracción I, inciso I), último párrafo, de la Ley del Impuesto Especial sobre 
Producción y Servicios que remite a la Norma Oficial Mexicana no transgrede 
el principio de legalidad ni constituye indebida delegación de facultades legis­
lativas en favor de la autoridad administrativa.

2a. LXX/2019 (10a.)

Amparo en revisión 815/2015. Agroquímicos Rivas, S.A. de C.V. 20 de marzo de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 889/2015. Desarrollo Comercial Abarrotero, S.A. de C.V. y otra. 22 de 
mayo de 2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 948/2015. Grupo Bioquímico Mexicano, S.A. de C.V. 3 de julio de 
2019. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; 
votó contra consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de octubre de 2019 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTRADICCIÓN DE TESIS. LOS MAGISTRADOS DE LOS TRIBU­
NALES COLEGIADOS DE CIRCUITO TIENEN LEGITIMACIÓN PARA 
DENUNCIARLA, INCLUSO CUANDO PERTENEZCAN A ÓRGANOS 
DISTINTOS DE LOS CONTENDIENTES. Los Ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los Plenos de Circuito, los Tribunales Colegiados 
de Circuito y sus integrantes que hayan sustentado las tesis discrepantes, el 
Fiscal General de la República, antes Procurador General de la República, los 
Magistrados de los Tribunales Unitarios de Circuito, los Jueces de Distrito o 
las partes en los asuntos que las motivaron están legitimados para denun­
ciar las contradicciones de tesis a que se refiere el artículo 226, fracción II, de 
la Ley de Amparo, y si bien la fracción II del artículo 227 de esa ley confiere a 
los Magistrados de los Tribunales que sostuvieron los criterios discrepantes le­
gitimación para denunciarlas, también establece que los Jueces de Distrito y 
los Magistrados de Tribunal Unitario de Circuito pueden hacerlo, sin distinguir 
o señalar algún límite a su legitimación; luego, por mayoría de razón, los Ma­
gistrados que pertenezcan a Tribunales Colegiados de Circuito distintos de 



296 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

los contendientes están legitimados para denunciarlas, en aras de garantizar la 
seguridad jurídica y la unificación de criterios.

2a. LXXI/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 234/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Séptimo Circuito y el Décimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 21 de agosto de 2019. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon­
zález Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no se refiere al tema analizado en la 
contradicción de tesis de la cual deriva.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de octubre de 2019 a las 10:35 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

POLICÍA FEDERAL. LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN EL AR­
TÍCULO 19, FRACCIÓN XXVIII, DE LA LEY DE LA POLICÍA FEDERAL, 
PARA RESTRINGIR EL USO DE MEDICAMENTOS CONTROLADOS 
POR PARTE DE LOS ELEMENTOS DE ESA CORPORACIÓN, RESUL­
TAN JUSTIFICADOS.  La fracción señalada prevé como requisitos para el 
uso de medicamentos controlados por parte de los elementos de dicha corpo­
ración, la autorización mediante prescripción médica, avalada y certificada 
por los servicios médicos de la Policía Federal. Ahora bien, dichos requisitos 
resultan justificados, pues el hecho de que el uso de medicamentos controla­
dos se supedite a la prescripción médica previa resulta acorde con la legislación 
general en materia de salubridad y uso de fármacos, y tiene como fin especí­
fico salvaguardar la integridad policial y el régimen disciplinario de la institu­
ción, en tanto que el uso irrestricto de los referidos medicamentos podría afectar 
el raciocinio y la conducta de los policías en servicio; máxime que ello resulta 
acorde con el artículo 226, fracciones I, II y III, de la Ley General de Salud y la 
Farmacopea de los Estados Unidos Mexicanos. Así, con independencia del ór­
gano de salud que emita la prescripción médica, serán los servicios médicos 
de la Policía Federal quienes en cada caso valorarán, tanto las afectaciones 
médicas que padezcan los elementos de la corporación como la pertinencia 
de los medicamentos prescritos, cerciorándose de que éstos resulten con­
gruentes con el padecimiento y, en su caso, certificarán su uso racional, con la 
finalidad de garantizar exclusivamente que su consumo no interfiera con el de­
sempeño de la función policial, privilegiando en todo momento el derecho a 
la protección de la salud de la persona.

2a. LXXII/2019 (10a.)
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Amparo en revisión 439/2019. María Isabel Guerrero Castellanos. 16 de octubre de 2019. 
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González 
Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES. LOS ARTÍCU­
LOS 5 DE SU LEY Y 355, FRACCIÓN I, DE LA LEY DEL MERCADO DE 
VALORES NO LE OTORGAN FACULTADES PARA REQUERIR INFOR­
MACIÓN SOBRE COMUNICACIONES PRIVADAS.  La Comisión Nacional 
Bancaria y de Valores puede requerir de las entidades sujetas a su supervisión 
"toda clase de información y documentación" relacionada con la inspección, vigi­
lancia, prevención y corrección que tiene encomendadas, la cual tiene como 
propósito la observancia estricta de las disposiciones de la ley aplicable, res­
pecto de las operaciones que celebren las personas físicas y jurídicas sujetas 
a inspección, sin que este tipo de información pueda versar sobre comunica­
ciones estricta y exclusivamente dentro del ámbito privado o personal de los 
promotores o empleados de las instituciones de que se trate, porque esas comu­
nicaciones no corresponden a las funciones que desempeña la Comisión. Por 
el contrario, la Comisión sí puede requerir y obtener las comunicaciones gra­
badas, aun y cuando en éstas se contengan el nombre del cliente, su domici­
lio, clave de Registro Federal de Contribuyentes, montos y tipo de operación 
y, cualquier otro dato considerado personal o protegido (como los secretos ban­
cario y fiduciario) porque tal solicitud se realiza precisamente en ejercicio de 
las facultades de inspección, vigilancia, prevención y corrección de las autori­
dades financieras.

2a. LXXIII/2019 (10a.)

Amparo directo en revisión 7430/2018. Bank of America México, S.A., Institución de 
Banca Múltiple. 2 de octubre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; Eduardo Medina Mora I. votó contra consideraciones y formulará voto con­
currente. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia Penagos Ruiz.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN DE VEJEZ. EL TOPE MÁXIMO DE DIEZ VECES EL SALARIO 
MÍNIMO PREVISTO EN EL ARTÍCULO 33 DE LA DEROGADA LEY 
DEL SEGURO SOCIAL DE 1973, NO RIGE PARA LOS ASEGURADOS DEL 
NUEVO RÉGIMEN TUTELADO EN LA LEY VIGENTE DE 1997. El tope 
máximo de diez veces el salario mínimo previsto en el segundo párrafo del 
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artículo 33 citado no es aplicable para los asegurados del nuevo régimen o 
los que se hayan decidido por el actual esquema pensionario (esto es, los 
asegurados con base en la ley derogada de 1973 que hayan cotizado conforme 
a las reglas del esquema de la Ley del Seguro Social de 1997 y se pensionen 
conforme a esta última), pues se deben regular por la normatividad vigente, 
al ser la que rige el nuevo sistema pensionario, por lo que no se verán afecta­
dos por la jurisprudencia 2a./J. 85/2010, de rubro: "SEGURO SOCIAL. EL SALA­
RIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, BASE 
PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA 
EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE SUPERIOR EL EQUIVALENTE A 
10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDE­
RAL, ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY 
RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997.", ya que al haberse 
acogido al sistema de pensiones de la Ley del Seguro Social vigente, se les 
deben aplicar los parámetros de su artículo 28.

2a. LXXIV/2019 (10a.)

Contradicción de tesis 327/2019. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate­
rias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito y los Tribunales Colegiados Segundo del 
Tercer Circuito y Décimo Sexto del Primer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 
23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fer­
nando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROPIEDAD INDUSTRIAL. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
120 DE LA LEY RELATIVA, QUE PREVÉ EL PAGO DE LA TARIFA COMO 
REQUISITO DE ACCESO A LA OPOSICIÓN DE REGISTRO MARCA­
RIO, SE AJUSTA A LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y PRO­
PORCIONALIDAD JURÍDICA. La medida legislativa de oposición de registro 
marcario es un servicio que persigue como finalidades constitucionalmente 
legítimas la certeza, calidad, eficiencia y celeridad del indicado registro, así 
como la protección del colectivo de consumidores, previstas en los artículos 
14, 16 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ade­
más, es adecuada porque impulsa la participación cívica desde la coopera­
ción responsable y evita que se promuevan oposiciones frívolas, improcedentes 
o superfluas que no sólo entorpecen la contraprestación del servicio mismo, 
al congestionar el aparato administrativo, sino que también impactan en el 
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desarrollo económico, al retrasar el registro marcario; o bien, al grupo de consu­
midores, al impedirles el acceso a productos en un esquema más ágil. Asimis­
mo, es necesaria porque se incentiva la cooperación responsable ya que para 
lograr la prestación del servicio se deben asumir costos de operación admi­
nistrativa que garanticen su continuidad y mejores condiciones para ofrecerlo. 
Es razonable, en tanto protege en mayor intensidad la relación de los derechos 
fundamentales conexos que tutela el sistema de protección de propiedad in­
dustrial; y es proporcional, toda vez que al imponer una tarifa, protege otros 
derechos fundamentales, además de generar un ahorro en los canales y proce­
sos ante las autoridades administrativas.

2a. LXXV/2019 (10a.)

Amparo en revisión 234/2019. Kudo y Niño de Rivera Abogados, S.C. 23 de octubre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas y Yasmín Esquivel Mossa; votó con reservas José Fernando Franco Gon­
zález Salas. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secre­
taria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN. TIENE FACULTADES 
PARA REQUERIR INFORMACIÓN DE CUALQUIER PERSONA FÍSICA 
O MORAL A FIN DE INVESTIGAR EL USO DE LOS RECURSOS PÚ­
BLICOS. Acorde con los artículos 74, 79 y 134 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, el citado órgano de fiscalización tiene atribu­
ciones para verificar que los recursos públicos sean usados conforme a lo 
previsto en los programas y presupuesto correspondientes y, para ello, puede 
requerir información de cualquier persona física o moral que tenga relación 
con esos recursos, a fin de dilucidar si existe o no una irregularidad, un mal 
manejo o, en su caso, la comisión de alguna conducta ilícita. No obstante, la 
facultad del ente fiscalizador para requerir información no es genérica e ilimi­
tada, pues debe cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 16 cons­
titucional, por lo que el requerimiento correspondiente debe estar fundado y 
motivado y debe circunscribirse a la información de la cuenta pública que esté 
revisando y a los hechos que esté investigando, en relación con actos y con­
tratos en los que participó el particular relacionado con los recursos públicos 
fiscalizados.

2a. LXXVI/2019 (10a.)

Amparo en revisión 467/2019. Concesionaria en Infraestructura Penitenciaria de Michoa­
cán, S.A. de C.V. 2 de octubre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Eduardo Medina Mora I., Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
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Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo 
el asunto Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal 
Ferreyro.

Amparo en revisión 414/2019. Rotoplas, S.A. de C.V. 9 de octubre de 2019. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco Gonzá­
lez Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel 
Mossa. Secretaria: Zara Gabriela Martínez Peralta.

Amparo en revisión 560/2019. Desarrollo y Operación de Infraestructura Hospitalaria de 
Ixtapaluca, S.A.P. de I. de C.V. 6 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: 
Érika Yazmín Zárate Villa.

Amparo en revisión 329/2019. Desarrolladora y Operadora de Infraestructura de Oaxaca, 
S.A.P. de I. de C.V. 13 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Mi­
nistros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel 
Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy 
Patricia Penagos Ruiz.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.



Esta obra se terminó de editar en diciem­
bre de 2019. Se utilizaron tipos Gothic 
720 Lt Bt y Gothic 720 Bt de 8, 10, 14 y 22 
puntos. La edición consta de 50 ejem­
plares impresos en papel bond de 75 grs.




